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La Corte Internacional de Justicia se encuadra en el proyecto de
las Naciones Unidas como una de las instituciones claves para "crear
condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a
las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del
Derecho internacional"1. Dentro de la estructura de Naciones Unidas,
la Corte es, asimismo, el órgano judicial principal de la Organización.
En su calidad de tribunal de justicia, la Corte posee dos tipos de
jurisdicción: contenciosa y consultiva. Ambas tienen características
esenciales, semejanzas y diferencias, que iremos descubriendo a lo
iargo de nuestro trabajo en la medida en que sean relevantes para
mejor comprender la función consultiva.
Para cualquier jurista mínimamente familiarizado con el
procedimiento contencioso de los tribunales de justicia, salta a la vista
que la forma de acceder a la Corte cuando se le solicita una opinión
consultiva difiere fundamentabnente de la que procede en sede
contenciosa, ya qm en el caso de la jurisdicción consultiva deben
existir unos órganos autorizados para solicitar opiniones consultivas y
también poique el valor que poseen ciertos requisitos fundamentales en
1
 Preámbulo de la Cffi& <te las Naciones Unidas.
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el procedimiento ante ia Corle Internacional de Justicia* como por
ejemplo el consentimiento de los Estados partes c interesados y la
existencia de una controversia internacional como presupuesto de su
competencia, difiere según se trate de un asunto contencioso o
consultivo. Además, en principio, la decisión de! tribunal por
definición, no es obligatoria ni tiene carácter de cosa juzgada. No
obstante, las opiniones consultivas, como las sentencias declarativas,
pueden tener una importancia fundamental en la solución de una
controversia porque, efectivamente, son susceptibles de cumplir todas
las condiciones para resolver controversias jurídicas. Por otra parte» es
innegable que los pronunciamientos realizados en sede consultiva gozan
de una autoridad similar a la de las sentencias internacionales, con lo
cual, de las opiniones consultivas se predican, igualmente, las
capacidades de interpretación, evolución y desarrollo del Derecho
internacional. Entonces, en términos muy generales, la función puede
ser definida como la facultad que tienen algunos tribunales de decir el
Derecho ante una interrogación concreta sobre una cuestión jurídica
formulada por ciertos órganos autorizados a requerir opiniones
consultivas.
La jurisdicción consultiva plantea notables dificultades teóricas y
prácticas, que ya constituyen problemas recurrentes en nuestra
disciplina* El principa! problema fue, y s ipe siendo, la determinación
de su naturaleza jurídica, razón por la cual en nuestro trabajo
dedicamos un capítulo fundamental a la reconstrucción de la discusión
sobre la misma. En esas páginas, que irradian su contenido al resto de
la tesis, tratamos de adoptar una postura precisa, pero abierta y
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flexible. La precisión consiste en sostener, sin ambages de ningún tipo,
que la función consultiva de la Corte internacional de Justicia es una
función judicial. Ahora bien, independientemente del grado de acuerdo
doctrina) existente respecto de la naturaleza judicial de la función
consultiva de la Corte internacional de la Haya, es absolutamente
necesario considerar cuáles son las consecuencias reales y posibles que
surgen de ia tesis judicíalista y, para ello, hay que enfrentarse a la
existencia de una aparente contradicción entre la función consultiva y
la naturaleza judicial del órgano que la desempeña. La paradoja podría
presentarse a través de las dos proposiciones siguientes;
1) En el desempeño de la función consultiva la relación entre el
tribunal y los órganos que formulan la pregunta no es del tipo cliente-
abogado; por el contrario, se trata verdaderamente de una relación de
naturaleza judicial, en la que el tribunal decide conforme a Derecho un
conflicto o una situación sobre la que no existe acuerdo entre los
2) La decisión del tribunal en sede consultiva no es obligatoria.
Según los términos generalmente aceptados respecto del carácter
de la función judicial en los ordenamientos internos, es impropio de un
tribunal de justicia evacuar consultas de otros órganos, a menos que las
mismas se presenten dentro de! contexto de una controversia o cuestión
jurídica concreta. En todo caso» la decisión de un tribunal de justicia
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será obligatoria. Entonces, ¿cómo es posible que una decisión de un
tribunal sea judicial y simultáneamente no vinculante? La pregunta no
es de fácil respuesta, pero, en todo caso, debe ser respondida pensando
en las características dei Derecho internacional en su conjunto, porque
una respuesta basada solamente en un análisis genealógico de la función
consultiva de la Corte Internacional de Justicia siempre nos dejaría
insatisfechos, Habrá que investigar, entonces, como y con qué fin nació
la jurisdicción consultiva en el ámbito internacional, para luego poder
distinguir cuál ha sido y es su función real.
2. BREVES CONSIDERACIONES HISTÓRICAS SOBRE LA
JURISDICCIÓN CONSULTIVA DE LA C O R T E
INTERNACIONAL DE LA HAYA,
La institución que estudiamos, como la mayoría de las
instituciones del sistema íntercstatal, aparece en el ámbito internacional
como producto de la llamada analogía doméstica, es decir, de la idea
que defiende como beneficiosa para la sociedad internacional la
transposición a su sistema de los principios jurídicos y políticos que
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rigen dentro de los Estados2. Pero ci caso de la jurisdicción consultiva
tiene una interesante particularidad; ha tenido más éxito en el ámbito
de la justicia internacional que en los sistemas judiciales internos de ios
Estados, donde no se la considera una función propia de los tribunales
de justicia. Es curioso observar cómo una institución de las
características de la presente tuvo más oportunidades de adaptarse a la
sociedad internacional que a las sociedades internas. En especial porque
la concepción de la función judicial y la estructura de la sociedad
internacional, ¡a primera más flexible que la de los ordenamientos
nacionales y la segunda no jerarquizada, permitieron que se adecuara
más cómodamente a ese ámbito y que, como consecuencia, causara
menos conflictos dogmáticos en el sistema jurídico internacional. Este
dato se comprende perfectamente sí nos preguntamos por ef conflicto
que la institución de la jurisdicción consultiva pone en escena. En mi
opinión, et conflicto que pone de relieve el moderado éxito de esa
institución en el orden internacional -entendiendo por éxito moderado
la pervivencia misma de la institución en el sistema y su contribución
positiva a la verificación del Derecho internacional- es la inexistencia
de un sistema judicial internacional umversalmente obligatorio. Esto es
lo que hace que en los órdenes internos de los Estados no prospere esa
función, debido a la vigencia del principio de la división de poderes y a
la nítida definición de las funciones judiciales.
2
 H. SlíGANAM!, The Domestic Analogy and Wortd Order Propasáis. Cambridge,
1989. Desde la doctrina del Derecho internacional, sí bien se acepta como válida la
utilización de la analogía doméstica como instrumento de análisis, hay acuerdo en que
!a analogía no se puede predicar de! sistema internacional mismo, cuya naturaleza y
características son tínicas. Ver sobre este tema el trabajo seminal de HERSCH
LAUTERPACHT* The Functim oflaw m the intemtwnai Comrmnity, 1933. capítulo
XX, sobre el carácter específico del Derecho internacional, pp. 399 sigs.
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Para comenzar con algunas notas sobre la institución en los
tribunales internos de los Estados*, es obligatorio referirse a la
experiencia anglosajona» precedente nacional de la función consultiva
internacional4. La práctica de solicitar opiniones consultivas de los
tribunales constituía un antiguo derecho de la Cámara de los Lores en
Inglaterra*. En Estados Unidos de América» por el contrario, esta
práctica, por lo demás muy poco utilizada en Inglaterra a partir del
siglo XIX» no se incorporó al sistema judicial federal cuyo órgano
supremo, el Tribunal Supremo, descartó el ejercicio de esa función por
considerarla impropia de un tribunal de justicia6. Si bien hubieron
3 Con las salvedades que genera el paso del tiempo, sigue siendo válido citar a
MANLEY O. HUDSON. que dedicó un capítulo de su estudio sobre la jurisdicción
consultiva al tratamiento de los procedimientos consultivos en las jurisdicciones
nacionales, ver "Les avis consulutifs de la toar permanent de Justice intcmationalc".
en Rec. des €ow$. 1925, cap. IV.
4Ver CHARLES DE VISSCHER, "Les avis consultalifs de la Cour Permanente de
Jusüce Internationale'*, Rec. des Cmtrs, voí. 26,1929, pp. 8*9. Este autor descartajustamente otros posibles precedentes, como los responso del Derecho romano, que
no tenían ÜR carácter judicial, sino que eran contestados por jurisconsultos
especialmente habilitados pare desempeñar o a función. De hecho. CH. DE VISSCHER
cita el trabajo de DAVID HÜNTER MlLLER (The Dretfting of the Covenant, 2
volúmenes. Nueva York,1928) pan demostrar que la propuesta de una jurisdicción
consultiva para la Corte Permanente de Justicia Internacional estaba contemplada en el
proyecto de la delegación británica de 20 de enero de 1919. ilrkt, p. 14.
5
 Ver MANLEY O. HUDSGN, " U S avis consultatifs de Ja Cour Permanent de Justicc
International", Rec. des Com, 1925, pp. 393-396; y VAN VECHTEN VEEDER, Han.
L R,, vol. 13, 1889-1900, pp. 358-370. presentando el estado y la relevancia de la
práctica hasta finales del pasado siglo, cuando se dictaron las opiniones en los casos
Datíon v, Angus y Alten v. Flood.
6
 Ver la discusión entre MANLEY O. HüDSON Y FÉLIX FRANKFURTER en el
volumen 37 de la Harvard Law Review, 1923-1924, pp. 970-1009. Ver también
M,(X HtíDSON, "Les avis consiltatifs de la Cour Permanent de J u s t a International",
Rec, des Caun. 1925, pp. 838-384.
En relación con el problema en EE.UU., existe un primer estudio de A,
ElüNGWOOD, Departamento! Cooperation in State Gavemnent, 1918, que describe la
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varías solicitudes de opiniones consultivas del presidente
WASHINGTON, el asumo que marcó esa línea jurisprudencial en el
Tribunal Supremo de Estados Unidos de América fue el caso Genet, En
esla ocasión, ios magistrados del Tribunal Supremo fueron emplazados
a considerar cuestiones relativas al mantenimiento de la paz con
Francia surgidas en relación con diferencias de interpretación de
ciertos tratados bilaterales. £1 8 de agosto de 1793 los magistrados
comunicaron al presidente WASHINGTON la negativa a responder las
preguntas llevadas ante e! alto Tribunal7. En esa carta los magistrados
manifestaron su confianza en que la Administración podía discernir
por su propio juicio qué era correcto y preservar los derechos, la paz y
ía dignidad de los Estados Unidos. La fundamentación de la negativa se
centró en ios obstáculos que los magistrados encontraron en el ejercicio
de una función adecuada para el poder ejecutivo e impropia de un
tribunal de justicia, esto es, en la necesidad de preservar la división de
poderes8, El Tribunal Supremo ha mantenido esta doctrina y, por
temprana práctica consultiva en ES.UÜ.; ROBERT H. KENNEDY, "Advisory Opinions;
Cauáons About Non-Judicial Undeittkings", Vnivmity ofRkhmond Lew Review,
vol. 23, 1989, pp. 173-20), comenta, con una visión más que cautelosa, sobre ia
situación actual de la jurisdicción consultiva en los diferentes Estados de EE.UU. a
partir de la experiencia del Estado de Florida. KENNEDY dice que las dos críticas más
persistentes t la jurisdicción consultiva de los tribunales nacionales son: 1) las
opiniones consultivas están pobremente informadas para ser confiables; 2) adentrarte
en un procedimiento consultivo afecta advcrcajnentt unto a ios tribunales como a la
estructura formal del gobierno fp. 186 y sigs).
1
 La carta aparece en H, JOHNSON (ed.), The Corresponderé and Public Papen of
JQlX 1891, p, 486.
8
 The Correspondente and Pubíic Papers ofJohn Jayf vol. X pp. 488-489. La
teoría de la división de poderes no ha sido siempre la base para denegar este tipo de
función, porque los tribunales federales de EE.UU, también han llegado problemas
relativos a la función judictal y a la competencia. Ver LAWRENCE TKIBEt American
Constitutwnat Law, 1978, p. 57; y en particular ROBERT H. KENNEDY, "Advisory
consiguiente, no ejerce una función consultiva, que comidera contraria
a las tamas propias de un tribuna! de justicia4
La experiencia del Tribunal Supremo de EE.UU. muestra las
inconveniencias y el poco éxito que ha tenido la práctica de consultar a
los tribunales fuera de la jurisdicción contenciosa. No obstante, en los
ordenamientos jurídicos internos de tos Estados todavía aparecen
figuras consultivas de carácter judicial. Sin ir más lejos, en España,
además de los dictámenes de control político que elabora e! Consejo de
Estado como órgano no judicial, la det Tribunal Constitucional a
requerimiento del Gobierno o de cualquiera de las Cámaras, según lo
prevé el artículo 93 de la Constitución para los casos de contradicción
de un tratado internacional con normas constitucionales'0. El ejemplo
del Tribunal Constitucional español, no obstante, contiene los mismos
ingredientes problemáticos a los que aludimos unas páginas atrás. En
efecto, e! Tribunal Constitucional dictó un dictamen el I de julio de
1992, sobre la necesidad de reformar e! artículo 13,2 de la
Constitución para ratificar el Tratado de la Unión Europea -que llamó
Declaración- donde se advertía al Gobierno sobre el carácter
obligatorio de su pronunciamiento, a pesar de que la propia
Opwrions; C a u t a s About Non-Judicial Undertákjngs". University ofRkhmond Law
Hevtew, vol 23* 1989, pp.173-201.
9
 No obstante, como se fca aludido en anteriores notas, en ciertas constituciones
estatales de EEUU, se prevén competencias consultivas» más o menos extensas, y en
general de poca relevancia jurisprudencial.
10
 Ver A, REMIRO BSQTONS, "Comentario al wt 95 de la Constitución", en O.
Alaga (ed), Comentarios a las Leyes Políticas, Constitución española de 1978, t
Vfl, Madrid, 1985* p. 541 sigs. Ver también su Derecho internacional público.
Derecho de los Tratados, Madrid, 1987» p. 136 sigs.
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Constitución no estipula específieameme ningún valor vinculante ai
dictamen, si bien es cierto que está naturaleza obligatoria está implícita
en el artículo 95. El Tribuna! Constitucional, como es natural en
cualquier tribunal de justicia estatal, no está dispuesto a aceptar un
carácter meramente consultivo para sus decisiones; consecuentemente,
de acuerdo con el carácter judicial de sus funciones, consideró que no
podía denominar dictamen a su tarea, porque un dictamen no es
vinculante y el alio tribunal "no deja de serlo para transformarse
ocasionalmente» por obra del requerimiento, en cuerpo consultivo"11.
En ei ámbito internacional la historia de la jurisdicción consultiva
comienza, prácticamente, con el Pacto de la Liga de Naciones y la
creación de la Corle Permanente de Justicia Internacional12. En efecto,
fue el artículo 14 del Pacto el que incorporó esta nueva función en la
competencia de la CPJI, pues además de encargar al Consejo un
proyecto de Corte Permanente de Justicia internacional, dispuso que
esa Corte entendería "en todos los desacuerdos de carácter
11
 Fundamento Jurídico i de la Declaración. Sin embargo, para una crítica de esta
opinión, ver A. MANGAS MARTIK,, " U Declaración del Tribunal Constitucional
sobre el artículo 13.2 de la Constitución (Derecho de sufragio pasivo de los
exüañjeros): ana reforma constitucional innecesaria o insuficiente", REDÍ, voi. XL1V,
num. 2,1992, pp. 382-383.
12
 M.O. HUDSON, "Advisory Opiníons of National and Intemattonal Courts",
Har\. L ñev,r vol. 37, 1924, p. 985, El profesor HUDSON cita a D,
HAMMARSKJOLD, que se refiere a este hecho como una novedad en el ámbito
ifttemacbíutl (íioveity), en 'The Early Work of the PCD", Harv. L Rev,t voí. 36, p.
715. Sobre ía redacción del Pacto ver DAVID H. MlLLER, The Drtfting rf the
Covenmt, 2 vol., Nueva Yorit, 1928; y en relación con la gestación de la jurisdicción
consultiva en particular, ver M.O. HüDSON, "Les avis consultatifs de la Cour
Permanente de lusticc Internacional". Rec, des Cours, 1925, p, 350 y sigs.
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internacional que las partes sometan a su examen" y podía emitir1*
también "dictámenes acerca de toda diferencia o de iodo punto cuyo
examen le confie la Asamblea o el Consejo'*.
Autores como FAOLO BENVBNUTí han advenido que esta
competencia no estuvo precedida de una adecuada reflexión sobre el
significado real de la tarea que el entonces nuevo tribunal debía
desarrollar14. Esta aseveración puede comprobarse observando los
Proyectos que constituyeron la base de negociación del Pacto. Los
Proyectos fueron cuatro15; el de la Comisión Ministerial francesa de 8
de junio de 1918; el de Coíonel House de 16 de julio de 1918; el
Británico de 20 de enero de 1919; y el italiano de 3 de febrero de
1919. De hecho, ninguno de los cuatro proyectos se refería a las
"opiniones consultivas". Entre ellos, sólo del borrador británico se
podía derivar la propuesta de una actividad consultiva, porque ese
proyecto ponfa énfasis en el carácter no obligatorio de las decisiones
que la Corte tomara ett el contexto de las cuestiones que no
13
 Traducimos del texto inglés (The Court may al so gWe an advisory opinión), que
prevaleció en la interpretación junspmdcncia! y doctrinal sobre e!, también auténtico,
texto francés, cuyos términos diferían del primero en lo relativo a la discrecionalidad u
obligatoriedad de responder ( l a Cour donnera aussi des avis consultatifs). Ver
HUDSON, "Les avis consultaos de la Cour Permanente de Justiec Internacional*', Rec.
des Cour$, 1925, pp. 356-357,
14
 PAOZjQBENVBNim l'accertmento M áñtto mediante i pareri consiütivi detía
Corte internazionak di Giustizia, Milán, 1985» p. 3. PAUL SZASZ habla de ía
introducción de la jurisdicción consultiva como Mito de un pensamiento tardío
(afterthought). PAUL SZASZ» "Enhancing íhe Advisory Competente of the World
Coutt", en L GRGSS (ed.), The Fume ofthi international Court oflustice, 1974, p.
499,
U En general, ver DAVID H U H U R MEiERt The Drc0ns of the Covemnu 2 voi,
Nueva Yoric, 1928,
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constituyeran controversias. Fue la propuesta de WiLSON*CEC!t la que
en mareo de 1919 incluyó los términos que dieron lugar a la
jurisdicción consultiva.
importantes: En primer lugar, los proyectos y las discusiones en la
redacción del Pacto revelan que ía jurisdicción consultiva fue
concebida desde el principio como una actividad secundaria de la
Corte, siendo la jurisdicción contenciosa la función primaría de la
misma. La distinción tiene gran importancia, porque implica la
previsión de que, en principio, deberían excluirse de la jurisdicción
consultiva los casos contenciosos que se quieran introducir por medio
del procedimiento consultivo. En segundo lugar, la elección del
término "jurisdicción consultiva" implica* también, que esta actividad
es
En relación con el artículo 14 del Pacto cabe agregar que en la
práctica judicial como en la interpretación doctrinal prevaleció una
visión que consideraba de poca importancia práctica la distinción entre
controversias (différends, disputes) y cuestiones (points, questions). En
uno y otro caso la Corte debía comportarse como un tribunal de
M.O. HUDSGN, "Les avia cansuítatifs de la Cour Permanente de Justicc
T, Kec, des Cours, 1925, p. 359. En este punto la doctrina coincide en
citar las palabras de! representante italiano en ls Asamblea de la liga de Naciones,
señor Rica-BUSATTI; "en parque il sera imponible pour la Cour d'établir une
dist inta entre les cas mcntionés" (en Actcs de la premicre assemWé, séance des
Conuníssions, vol. í, p. 387, citado por HüI>SON, M . , pp. 357-358).
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Las normas del Estatuto origina! de la Corte Permanente de
Justicia Internacional no previeron ninguna regulación para ía
jurisdicción consultiva'7. Haba un proyecto de artículo sobre
jurisdicción consultiva que, por no lograr acuerdo, se borró del texto
final del Estatuto". Pero, si en el Estatuto de la Corte no existía una
regulación de la jurisdicción consultiva, es lícito preguntarse de dónde
surgía el poder de la Corte para ejercerla. La respuesta no es fácil,
porque el Estatuto de la CPJI, a diferencia del Estatuto de la actual
Corte internacional de Justicia, no formaba parte del Pacto de la
Sociedad de Naciones, con lo cual era lógico considerar a la CPJI como
Ver KENNETH t KE1TH, The Bxtent of the Advisory Jurisdiaian of the
f , 1971, pp. 13-15.
16
 La norma propuesta (art. 36} por el Comité Consultivo de Juristas de 1920
"The Court shaíl give an advisory opinión «pon any question or disputó of an
imcmaüonai nature rtfemsd to k fay Ée Council or Assembly.
Whcn the Court shail give an opinión on a question of an intcmational nature which
docs not refer to any dispute that may have arísen, it shal! appoint a special
Commission of from three tu five members.
Whcíi it shall give aa opinión upen a quesúon which forms the subject of an
existing dispute, it shall do so under the same condiúons as if the case had been
actuaíly submitlcd to it Cor decisión",
Et texto a i toces dice:
" l a Cour dorme son avis sur tout point ou tout differend d'ordrc imemational qui
tai est somnís ps le Consei! ou par lf Assemblée.
"Lasque la cour tionne son avis sur un point d'ordrc intcmational indépendamment
de loui differend acíuellcmcnt n¿, elle constituc une commission spéciale de troís á
cinc) mcmNts.
q e t l c donne son avis sur me question qui fait Kobjct d'un differend
actuellement né. elle staaie dans les memes conditions que s'il s'agissait d'un litigc
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un organismo autónomo que se regulaba jurídicamente a través de su
Estatuto19. Entre ios juristas que se pronunciaron sobre el problema se
expresaron opiniones en dos direcciones: 1) hubo sugerencias en el
sentido de considerar a! Pacto enlre los tratados y convenciones en
vigor que mencionaba el artículo 36 de! Estatuto como base de
jurisdicción de la Corte20; 2) otros pensaban que la cuestión estaba en
saber si el artículo ! del Estatuto, que decía que la Corte se establecía
de conformidad con el artículo 14 del Pacto, incorporaba también el
párrafo de la norma que otorgaba a la Corte competencia en materia
consultiva21. Este último argumento se abrió paso como la opinión
La falta de normas estatutarias fue cubierta en la reforma del
Estatuto de 1936, pero hasta esa fecha el vacío normativo se solucionó
a través de la regulación del procedimiento consultivo en el
19
 Ver M.Q. HUBSGN, w Us avis consultaréis de la Cour Permanente de Justícc
fníentacionaT, Rec. des Cours, 1925, pp. 354-355; A,R FACHIRI, The Pemanent
Court of International Justice, 1932,; D. NEGUIESCO» "L'évolution de la procédure
des avis eonsaltatifs de la Coar Permanente de Justice International", Rec, des Cours,
26
 Asf io sugirió el juez MOORE, CWI, Ser. D, ním. 2, p. 512.
21
 Así M.O. HU0SQN, " les avis consuitatifs de la Cour Permanente de Justice
Internacional*1, Rec. des Cours, 1925, p. 359. & juez LODER llegó a decir que el
artículo 14 del Pació era parte Integrante del Estatuto en virtud de su artículo primero
(CPHp Ser, D, líám. 2, p. 502, citado por HUDSON, op. cit nota, p. 355). CHARLES
DB VISSCHER apoyé la tesis de todor en su curso de 1929 sobre la jurisdicción
consultiva, impartida en la Academia de Derecho Internacional C'tes avis consuitatifs
de la Cour Permanente de Justice Internationale", Rec des Cours, vol. 25,1929, p
20).
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Reglamento de la Corte?2, Efectivamente, el Reglamentó de 1922
incorporó, no sin acaloradas discusiones sobre la bondad y viabilidad
de la función consultiva, una serie de artículos -números 71 a 74- que
se ocupaban de la jurisdicción consultiva. El artículo 71 prescribía que
las opiniones se debían dar después de la deliberación de la Corte en
pleno, lo que excluía ia posibilidad de constituir, a este efecto, Salas
especiales23. £1 artículo 72 disponía que las cuestiones planteadas ante
ia Corte debían ser presentadas por escrito y firmadas por las
autoridades correspondientes. El artículo 73 regulaba a quién debía
notificarse la petición de ana opinión consultiva24. La publicación de
ias opiniones consultivas, ordenaba el artículo 74, debia hacerse en una
colección especia! publicada por la Corte» con lo que se zanjaba el tema
de la posibilidad de opiniones reservadas o secretas.
La revisión del Reglamento, que tuvo lugar en 1926» viene a
coronar -codificándola- una práctica muy satisfactoria de la Corte en el
ámbito de la jurisdicción consultiva, Se puede decir que la entonces
recientemente creada institución judicial había cumplido con la tarca de
esclarecimiento que el profesor HUDSON demandara de ella en sus
22
 Una tabla de concordancias de normas de ios diferentes Reglamentos de la Corte
de la Haya pueble ser consultada en S, ROSENNE, Docments on the International
Court ofJusñce, Dor&ccln/Boston/Londofl, 1979, p. 425 sigs.
23
 Ver el estudio de este problema en el CAPITULO III. sobre la composición de la
Corte,
24
 La misma debía enviarse a los miembros de la Orne, los miembros de la Liga de
Naciones, a los Estados mencionados en el Anexo de! Pacto y a todas las
Organizaciones internacionales que pudieran brindar información sobre ta cuestión en
examen,
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Jecciones de la Academia de Derecho Internacional2*. En aquella
ocasión, por ejemplo, se amplió la norma que regulaba las
notificaciones» contenida en ei artículo 73, haciendo que ésta se
extendiera a todos los Estados admitidos para ser oídos por la Corte.
Una de las cuestiones importantes que se trataron en la revisión de
1926 fue la admisión de jueces ad hoc en los procedimientos
consultivos. La experiencia de la Corte en materia consultiva ya
demostraba que existía una asimilación entre los procedimientos en
materia contenciosa y consultiva. Sai embargo, esta comprobación no
llevó a ios revisores de 1926 a admitir la inclusión de jueces ad hoc
para los casos a i que una controversia actual estuviera ante la Corte en
sede consultiva. Este acuerdo no perduró. En efecto» en el año 1927 la
mayoría qae no permitió la posibilidad de que se incluyeran jueces ad
hoc en los procedimientos consultivos cambió de parecer y, debido a
ello, se añadió un párrafo al artículo 71, cuyo texto decía que cuando
existiera una controversia entre dos o más Estados o Miembros de la
Liga de Naciones se aplicaría el artículo 31 del Estatuto de la Corte.
Además, se agregaba que en caso de dudas sobre la aplicación de ese
artículo, la Corte decidiría sobre el asumo. La decisión se debió, en
gran medida, a ios problemas de igualdad de las partes qut se
presentaron en el caso de la Comisión del Danubio de 1927**, en ei
que los tres Estados que se oponían a Rumania contaban con jueces de
25
 fíUDSGK había escrito que "Les trtvaux de la ftouvdle Cour doivcnt éire, en
grande partie, des «travaux d'éclaireur*" ("Les avis consultatifs de la Cour
Permanente de íusticc Imcmationale", ffec. des Cowrs, 1925, p. 349),
26
 PCU, Ser, % rim. 14.
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su nacionalidad en el tribunal, mientras que este Estado no contaba con
ninguno27,
Eñ el año 1936 entró en vigor una Reforma del Estatuto de la
Corte que incorporé cuatro artículos sobre jurisdicción consultiva. En
realidad, está reforma cubrió la laguna normativa que había dejado el
Estatuto original En lo sustancial esta tarea se realizó mediante el
traspaso del contenido de las reglas de procedimiento incluidas en el
Reglamento al Estatuto, Sólo el artículo 68 fue una novedad. Este
artículo reflejaba ei consenso sobre la necesidad de extender las
garantías áü procedimiento contencioso al consultivo, ya que
estipulaba que las normas contenciosas guiarían subsidiariamente la
función consultiva de la Corte,
El nuevo Estatuto entró en vigor en febrero de 1936 y en marzo
dei mismo año lo hicieron las nuevas reglas de procedimiento de la
Corte, que se armonizaron con las normas del Esututo reformado. En
las nuevas reglas ya no aparecieron los artículos que habían sido
incorporados al Estatuto y se agregó un artículo, que era correlativo
del nuevo 68 del Estatuto. Ese artículo, que llevaba e! número 82,
distínpía entre "controversias" y "cuestiones", redacción que originó
ciertos interrogantes sobre ei establecimiento de dos tipos de
procedimientos consultivos, según se tratara de un asunto en que el
objeto fuera una "cuestión" o una "controversia". Algún autor ha dicho
27
 Un excelente relato del devenir histórico de la reforma de 1927, que aceptó la
aplicación del artículo 31 del Estatuto a los procedimientos consultivos, puede
encontrarse en E JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA, "Judges aá hoc in Advisory
Proeecdíngs", ZaoRV, vol. 31» 1971, p, 698 y sigs.
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que el texto de aquel artículo reflejaba un compromiso entre aquéllos
que pensaban que la diferenciación entre los procedimientos consultivo
y contencioso debía ser más explícita y quienes sostenían que la
discreción de la Corte no debía ser limitada por la necesidad de tener
que resolver el problema de la distinción entre "cuestión" y
"controversia"28. En definitiva» la regla contenida en el artículo 82 no
cambió la interpretación, proveniente de los artículos del Estatuto,
sobre h amplitud de la discreción de la Corte al respecto.
3. BASES NORMATIVAS DE LA JURISDICCIÓN
CONSULTIVA DE LA CORTE INTERNACIONAL DE
A pesar de que las discusiones sobre la propiedad de la función
consultiva de un tribunal judicial se volvieron a repetir en términos
parecidos a los de 1919, los redactores de la Carta de las Naciones
Unidas no sélo previeron ima jurisdicción consultiva para la Corte
Internacional de Justicia, sino que además extendieron la relación de
árganos autorizados a requerirla. Presentar, en términos provisionales,
& MICHLA POMERANCE, The Advisory Function ofthe International Court in (he
league una C/JV. Eras, BaMmore y Lomírcs, 1973, p, 23,
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una panorámica de la normativa vigemc respecto de la jurisdicción
consultiva de ia Corte Internacional de Justicia es una tarea
relativamente sencilla si nos limitamos a las normas que la rigen de
forma directa, normas contenidas en la Carta de Naciones Unidas (cap.
XIV, art 96), en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia (cap,
VI» arts, 65 a 68) y en su Reglamento (título IVf arts. 102 a 109)» La
inclusión de las normas contenciosas aplicables a! procedimiento
consultivo sobre la base de la habilitación del artículo 68 del Estatuto
complica ese cuadro normativo, pero no es un problema que debamos
considerar en estas páginas introductorias.
En concreto, comparándola con la que gobernaba la función
consultiva de la Corte Permanente de Justicia Internacional, la
normativa vigente fue reformada levemente: se sustituyó la expresión
"cualquier controversia 0 cuestión" por "cualquier cuestión legal" en el
artículo 96(1) de la Carta; se incluyó un nuevo párrafo, el segundo del
artículo 96, que contempla la posibilidad de que la Asamblea General
autorice a otros órganos y agencias especializadas de las Naciones
Unidas; un párrafo correlativo ai 96(2) se incorporó al artículo 65(1)
del Estatuto. En fin, puede afirmarse, con ciertas precauciones, que no
se introdujo ninguna reforma de tipo sustancial que significara un
cambio radical en la forma de comprender la función consultiva según
la tradición que había impuesto la Corte Permanente de Justicia
29
 Se ctta el Reglamento de 1978, adoptado el 14 de abril del mismo año. Para sus
concordancias con el adoptado en 1972, ver S, ROSENNB, Documents on tke
International Court ofJusticc, DofdischJ/Boston/London, 1979, pp* 425 y sigs,
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Internacional. Hubieron, no obstante, vahas propuestas que pretendían
cambios fundamentales, pero todas fueron rechazadas.
Una modificación de la Carta que, si bien no pertenece
directamente al conjunto de normas que gobiernan la jurisdicción
consultiva, sí implica una transformación en el modo de interpretar la
función de la Corte Internacional de Justicia, es la contenida en el
artículo 92, que da a la Corte Internacional de Justicia el estatuto de
órgattú principal de las Naciones Unidas, En realidad, no se trata
simplemente de un órgano principal más, sino que posee una
calificación especial: es el órgano judicial principal de la Organización
de las Naciones Unidas» En nuestro estudio veremos cómo ha influido
este cambio en la concepción general de la tarea consultiva de la Corte
y en la aplicación de las normas y los principios a los asuntos
¥ PLAN OEL TRABAJO.
¿Qué papel desempeña la Corte Internacional de Justicia en un
sistema político interestatal mstiíucionalmente descentralizado, que no
contempla una instancia de jurisdicción obligatoria? El debate sobre el
papel de la Corte internacional y, en general» sobre la justicia
internacional, ha sido largo y fecundo* En un primer momento, una de
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las posiciones más enérgicamente defendidas fue ia que sostenía que la
justicia internacional debía ser el sustituto de la guerra y otros medios
coercitivos m las relaciones internacionales. Naturalmente, esta
creencia proviene del origen del concepto de arbitraje» que en un
principio "estaba estrechamente asociado con el pacifismo"**. La idea
de que ei recurso a la justicia internacional sustituya el recurso a la
fuerza m las relaciones internacionales aparece hoy como una idea
cuando menos excesiva. Evidentemente» como ha señalado HERSCH
LAUTERPACHT, esto no niega la contribución potencial de la Corle a la
pas mundial, ya que "parecería que ia función primordial de la Corte
Internacional descansa en su función como uno de los instrumentos
para asegurar la paz en ia medida en que este objetivo pueda ser
logrado a través del Derecho"31. Concordantemente, nuestro trabajo
toma como punto de partida una posición semejante a la adoptada por
el profesor LEOGfcOSS en 197i* cuando afirmaba que "(e]n todo caso
parecería que ia presunción común del arbitraje y ia jurisdicción como
sustitutos de la guerra y otros métodos de coerción debe ser
abandonada". Y agregaba que *'[e]I papel apropiado para la Corte
estriba en promover la unificación en !a interpretación y aplicación de!
Derecho internacional, tanto consuetudinario como convencional, y
contribuir de esa manera al Estado de Derecho y mayor integración de
30
 C. WttFRED JENKS, The Prospecte oflnternationol Adjudication, Nueva York,
1964, p. 1Q2.
3Í
 The Devekpment offatematwnat Law by the intemañonai Court, Cambridge,
fcimprcsién de 1982 de la edición de 1958, p. 3.
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ia sociedad internacional"^. Desde esa perspectiva hemos afrontado el
estudio, la sistematización y, si se m permite, la reconstrucción de ios
problemas de la jurisdicción consultiva.
Sin embargo, es imprescindible tener en cuenta los inconvenientes
que obstaculizan incluso esa función más modesta y limitada de la
Corte internacional de Justicia, entre ios que se encuentran la falta de
confianza de sus potencíales clientes, dato certeramente subrayado por
WILFRED Jf£NK$*3f y el hecho de que el ideal de una jurisdicción
obligatoria internacional sea cuando menos lejano. Debido a éstas y
otras tantas causas, las formas clásicas de resolver los conflictos y de
desarrollar jurisprudendalmente el Derecho en los sistemas internos se
muestran muchas veces Inadecuados para un tribunal internacional. Es
por ese motivo que en diversas ocasiones se ha propuesto flexibüízar ia
función de la Corte Internacional de Justicia para que ésta pueda
cumplir su debida tarea en la causa de la paz y justicia mundiales34.
LEO GRGSS. "The internatíonal Court of Justice; Considerations oí
Requiretnents ím Enhanciisg its Role m the International Legal Order", AJiL vol. 65,
1971, ep. 258-259.
33
 The Prospects of International Adjudtcation, Nueva York, 1964. Eñ la página 3
de su magistral obra JENKS dice textualmente que "(IJa esencia de la cuestión es la
confianza", e hunedntanicnte se pregunta; "¿Cómo podemos contribuir a crear en un
mundo de cambio estadístico y desconfianza mutua la extensa y completa confianza
necesaria para el mayor progreso de la justicia internacional?". Palabras similares
sobre la cuestión de la confianza en id,, p. 10!. Ver también la resolución de 1959 del
Instituto de Derecho Internacional sobre jurisdicción obligatoria, adoptada por
3* Ver NAGHENDRA SÍNGH. The Role and Record of the Internatbnat Coun of
Justice, 1989, capítulo 3. Ver también C.W. JEMKS, The Prospects of International
Ádjudication, Nueva York, 1964, p. 90. donde siega que "una nueva estrategia será
claramente necesaria y una aproximación flexible es casi siempre un elemento
necesario del pensamiento estratégico".
2*
Esa fiesibilización puede realizarse medíanle la utilización de variados
recursos sin la necesidad de revisar o reformar los instrumentos
normativos que hoy por hoy se encuentran en vigencia. En concreto,
en el Estatuto de la Corte se prevén tres instituciones que pueden servir
a los fines indicados: primero, la ampliación de! uso del procedimiento
consultivo; segundo, una concepción elástica de la jurisdicción
contenciosa» siguiendo el ejemplo de los casos de la Plataforma
continental del mar del Norteé y tercero, el recurso a las Salas
especiales para la solución de casos particulares36. El trabajo de tesis
que proponemos investiga ei primero de esos instrumentos* es decir, la
jurisdicción consultiva de la Corte Internacional de Justicia* aunque no
lo hacemos desde el punto de vista de su expansión de lege ferertda,
sino desde la perspectiva del Derecho positivo.
A los efectos de explicar nuestro plan de trabajo podríamos
distribuir los diferentes capítulos que la componen en tres bloques. El
primer bloque abarcarla los dos primeros capítulos, que estudian los
elementos que definen la función consultiva y el contexto organizativo
en el que opera. En el primer capitulo nos preguntamos por la
naturaleza jurídica de la jurisdicción consultiva. Quizás sea éste el
capítulo fundamenta} de nuestro trabajo, porque como séllalo CHARLES
Tengo una deuda con las reflexiones que contiene el Übro de N AGHENPR A StNCR
porque ellas decidieron, junto al impulso de mi maestro, el profesor ANTONIO
REMIRO, mi inclinación por estudiar la jurisdicción consultiva del Trienal y también
la tónica de flexibí lizadón de los mecanismos judiciales que impregna c! contenido de
este trabajo.
3
* I Q Reportó 1969, p, 3.
36
 Sobre las salas ver la bibliografía citada cñ el CAPTÍVLG ni .
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DE VlSSCHCR en 1929, "un análisis exacto de la naturaleza de las
opiniones consultivas está evidentemente en la base de todas las reglas
formales que exige sa funcionamiento"*7. Ya hemos dicho que
consideramos la función consultiva como una función judicial, pero
habrá que dar razones para fundamentar esa afirmación y luego
estudiar qué tipo de función judicial es la jurisdicción consultiva y qué
límites le impone esa calificación. El segundo capítulo versa sobre la
situación institucional de la Corte internacional de Justicia en la
;s
Ei segundo bloque comprende los siguientes cuatro capítulos, que
estudian la iniciación de una solicitud de opinión consultiva, la
competencia del tribunal, el procedimiento consultivo y los efectos de
ias opiniones de la Corte. En primer lugar, en el capítulo tercero,
analizamos ciertos problemas de composición que $e presentan en sede
consultiva, como son la designación de jueces ad hoc y la posibilidad
de que las Salas emanen opiniones consultivas. Luego, en el capitulo
cuarto» tratamos los lemas relacionados con el acceso a la Corte en sede
consultiva» uno de los lemas básicos en el estudio de esta jurisdicción.
Conjuntamente con este tema se abordan los problemas derivados del
ejercicio de la competencia consultiva y del ámbito de discrecionalidad
de la Corte Internacional de Justicia en la decisión de responder a las
cuestiones que se le plantean, £1 capítulo quinto examina los puntos
ligados ai procedimiento consultivo ante la Corte, buscando destacar la
relevancia del respeto de las garantías procesales en este ámbito. El
37
 CHARLES D E VÍSSCHER, "tes avts consultatifs de la Cour Permanente de
fysiice Intemationaíe", Hec des Cours, vot 26,1929, p, 22,
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capitulo sexto cierra el segundo bloque con unas reflexiones sobre los
efectos jurídicos de las opiniones consultivas, tratando de completar las
ideas que sobre el mismo tema se hacen en e! segundo capítulo, pero
esta vez con un enfoque más técnico y práctico.
La última parte de la tesis se compone de tres capítulos que
responden a la clasificación de las funciones consultivas de la Corte en
interpretación constitucional (capítulo séptimo), cuasiconienciosa
(capitulo octavo) y de apelación (capítulo noveno). Estos capítulos,
asumiendo las cuestiones estudiadas en los anteriores, se ocupan de los
problemas que aparecen en el ejercicio de la jurisdicción consultiva en
ei contexto de sus finalidades institucionales y cuasicomenciosas. Vale
la pena advertir desde e! comienzo que no hace falta pensar que la
clasificación sea definitiva porque, como toda clasificación, tiene un
cierto grado de discrecionalidad; la intención que nos lleva a adoptarla
es utilitaria, nos ayuda a comprender y a sistematizar algunos aspectos
de las funciones en cuestión.
Unas conclusiones cierran la obra. En ellas se resumen las
directrices generales de! texto y se ensaya una valoración general de la
función consultiva de la Corte Internacional de Justicia.
CAPITULO
NATURALEZA JURÍDICA DE LA




La intencidn de este capítulo radica en establecer los elementos
deñniiorios de la jurisdicción consultiva de la Corte Internacional de
Justicia. El intento de determinar la naturaleza jurídica de la institución
réquiem, a nuestro entender, algunas consideraciones previas: 1) La
expresión "naturaleza jurídica" puede resultar engañosa. Su
grandilocuencia craa mucha expectación y puede llevar a pensar que en
una institución jurídica hay algún elemento natural que se encuentra
antes que el Derecho. Debido a ello es útil tener en mente que cuando
indagamos acerca de la naturaleza jurídica de una institución, buscamos
elementos definidores que perduran en la evolución de una institución
cultural, esto se asimila a la vieja empresa aristotélica de definir a
través del género y la especie. 2) No siempre es lo mismo hablar de la
naturaleza jurídica de una institución que de la naturaleza jurídica de su
forma de expresión o producto; por eso es conveniente no olvidar que
en este capítulo hablamos de los elementos definidores de la
jurisdicción consultiva» y estudiamos su forma de expresión -las
opiniones consultivas- para tener una idea cabal de la primera.
Para llegar al fin propuesto partimos de una proposición simple:
considerar ¡a función consultiva una función judicial. Nuestro primer
paso consistirá, pues, en comprobar y demostrar que la función
consultiva se puede subsumir y comprender dentro del concepto de
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función judicial, dentro del género judicial. Una v a demostrado que
no hay mayores obstáculos en incluir la función consultiva dentro de
las funciones judiciales, procederemos a investigar los datos
difenenciadofes de la institución, recurriendo a la forma de expresión
específicamente consultiva. Ensayamos aquí una comparación entre las
características que se predican de las sentencias y las opiniones
consultivas, tratando de establecer las analogías y divergencias
existentes entre ellas. Por consiguiente, la finalidad que perseguimos es
doble: por un lado, establecer a qué género pertenece la institución; por
otro lado, observar cuáles son las características que definen a las
opiniones consultivas en particular, es decir, la especie. Una vez
mafado ese estudio restaría considerar, con carácter provisional, qué
papel o papeles cumple esa función en la sociedad internacional.
1 LA NATURALEZA JUDICIAL DE LA JURISDICCIÓN
DE CONSULTIVA.
En la INTRODUCCIÓN, a modo de ejemplo» pusimos de manifiesto
que el Tribunal Supremo de EE.UU. consideraba incompatible el
ejercicio de funciones consultivas por un órgano de carácter judicial
Esa doctrina* formulada en la respuesta del Tribunal Supremo de
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EEUU, al Presidente WASHINGTON en el asumo Genei, se ha
mantenido incólume con el paso del tiempo en el sistema judicial
federa! de EE.UU., a pesar de que muchas jurisdicciones estatales
dentro de la Unión prevén funciones consultivas. Un caso reciente,
cuya argumentación reafirma la doctrina de ia incompatibilidad se
encuentra en la sentencia Álabama v. Atizona1, donde se dice que
"(e]sta Corte no puede ser llamada a dar opiniones consultivas o
pronunciar sentencias declarativas"2. No obstante este tipo de
declaraciones, en el ámbito internacional se ha desarrollado, con mayor
o menor éxito, una amplia actividad consultiva. Además de la Corte
Internacional de Justicia» cabe destacar la competencia consultiva de
tribunales como el Tribunal de Justicia de la Unión Europea*, el
Tribunal Europeo de Derechos Humanos4 y la Corte Intóramericana de
1
 291 U.S. 286.291(1984).
2
 "This Court may not be callcd upon to give advisory opinions or to pronounce
3 Tratado de la Comunidad Europea, art 228, párrafo 6. Hay que destacar que en
las decisiones del Tribunal sobre la base del artículo 228 son obligatorias. Ver M. DIEZ
DE VELASCO, "La compétence comultative de la Cour de justicc des Communaulés
earopéciies", en F. CAPOTORB, C D . EHLERMANN, J A FROWEIN, F. JACOBS, R.
JOLIET, T. KOQPMANS, R. KOVAR <eds.)t Ou droit internatioruü au droit de
ñmégratioñ, Uber Amkorm fierre Pescatore, 1987, pp. 177-194.; CHRISTINE
GftAY, "Advisory Opinions and the Europcan Coun of Justíce", Buropean Law
Revim vol. 8,1983, pp, 24-39; R. KHEITMI, "La foncion consultative de la Cow de
Justice des Communautés e«ropéenes"t ^ev. trim, ár. europ.f 1967, núm. 3, pp. 553-
594 y núm, 4, pp. 759-798; ROBERT KOYAR, "La compétence consultativc de k Cour
de lustke et la procédurc de conclusión des accords intemationaux par la Communauté
Economiqye Europécne", Méktnges Heuter. Le Droit internationai: imité et diversité*
París, 1981, pp. 357-377,
* Protocolo n* % de la Convención para la protección de los Derechos humanos y las
libertades fundamentales otorgando competencia para dar opiniones consultivas al
TEDfi de & de mayo de 1963, en vigor desde d 21 de septiembre de 1970,
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Derechos Humanos5. Estos ejemplos, y su contraposición con los
sistemas jurídicos nacionales, exigen atender a te pregunta por el
género de la función consultiva de los tribunales internacionales: ¿es
una función judicial? ¿es propio de un tribunal de justicia llevar a a b o
este tipo de funciones?
Desde los comienzos de la andadura de esta institución en el
ámbito internacional se han producido afirmaciones de autoridad que
sostienen el carácter judicial de la función consultiva de la Corte6. Sin
embargo, esos pronunciamientos no nos bastan por sí solos, sino que
debemos comprobar que esas afirmaciones son ciertas. Por
consiguiente, para establecer si el carácter de la jurisdicción consultiva
5
 Ver Convención Interamericana de Derechos Humanos, arts. 2 y 64. Este último
3. l o s Estados miembros de ia Organización podrán consultar a la Corte
acerca de la interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la
protección de los derechos humanos en los Estados Americanos. Asimismo, podrán
consultarle, en lo que les compete, los órganos enumerados en el capítulo X de la Carta
de la Organización de Estados Americanos, reformada por e! Protocolo de Buenos
Aires.
2. i a Corte» a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá
darle opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los
mencionados instrumentos internacionales.
Ver THOMAS BÜERGEKTHAL, T t e Advisory Funciion of the American Human
Rights Court", AJIL. voj. 19, 1985, pp. 1-27; MÁXIMO ClSNEROS SÁNCHEZ,
"Algunos aspectos de la jurisdicción consultiva de la O n e ímcramcricana de Derechos
Humanos", en Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Derechos Humanos:
Homenaje a la memoria de Carlos A. Dunshee Abmnches, Washington, 1984, pp.
261-269; MAmJEL E. VENTURA Y DAMEt ZOVATTO, La función consultiva de la
Corte mlersmertcam de Derechos Humanos, Madrid, 1989; lüUANE KOKOTT, "Dcr
Interamenkamschc Gcrkhíshof für Menschenrechtc und scinc bishenge Praxis",
ZtáffV, 44/4,19S4, pp, 806-839; !ct t0of inieramerikanische System zum Schun der
Menschenre{:hte,Btñi% 1986» pp. 131-151,
6 Ver, mm otros, DAVID H. MÍLLER, The Drafñng ef the Covenant, vol. i, p.
406.
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puede ser caíifieado como judicial, debemos máa§ar cuáles son los
elementos que hacen posible calificar a una actividad como judicial y
comprobar si se pueden predicar de la institución que nos ocupa. Las
preguntas pertinentes apuntan a la naturaleza del órgano que decide, a
los fundamentos sobre los cuales basa sus decisiones y a los
procedimientos por los que dicho órgano llega a esas decisiones. En
primer lugar, el órgano que desempeña la función debe ser un órgano
judicial, que colme los requisitos exigidos para cualquier órgano de esa
naturaleza. Ese extremo se encuentra suficientemente representado en
la Corte Internacional de Justicia, que es indudablemente un órgano
judicial7 compuesto por magistrados "independientes"* y que, dada su
internacionalidad, representan a 'las grandes civilizaciones y los
principales sistemas jurídicos del mundo*'9. En cuanto a ios otros dos
requisitos, la Corte toma sus decisiones sobre la base del Derecho
internacional10 y» en ese sentido, cumple con fa condición de resolver
las controversias y cuestiones que se le presentan mediante la aplicación
de normas jurídicas. El procedimiento que la Corte debe respetar en la
resolución de las controversias internacionales es, sin duda» un
7
 Ver DHARMA PRATAP, The Aávisory Jurisdiction of the internaúonal Cauri
Oxford 1972, pp. 151-152.
8 Ait. 2 del Estatuto de la Coite.
9
 Art 9ád Estatuto delatarte.
w
 Art 38 del E s t a » de la Corte. Ver, por ejemplo, HERMANN MüSLER, quien
en su comentario a] art 96 ía Cana dice: "tas opiniones consultivas son una actividad
de la jurisdicción y pertenece por ío tana a ¡a función judicial. La CU aplica las
misma» fuentes jurídicas, como en los procedimientos contenciosos entre Estados", en
BRUNO SiMMA {Hrsg>>, Chmia <kr Vereinten Notionen. Kommenmr, Berlín, 1991» p.
959, número marginal 9,
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procedimiento judicial, que contiene todos las exigencias de principio
que un procedimiento lai debe observar.
Las animaciones precedentes son de indudable validez cuando se
refieren a la función contenciosa de la Corte Internacional de Justicia;
pero ¿son también válidas respecto de la función consultiva de la
Corte? La respuesta es afirmativa. La intención de los redactores del
articulo 14 dei Pacto de la Sociedad de Naciones fue clara CR el sentido
de concebir la función consultiva como una función judicial. A pesar de
algunas críticas bien fundadas negando esa naturaleza11, el consenso
sobre el carácter judicial de la función es hoy prácticamente
indiscmído. Pero incluso si se comprobara que la intención de los
redactores del Pacto no se correspondía con el significado actual de la
institución* no veríamos inconvenientes ni incoherencias en seguir
considerando como judicial la actividad consultiva de la Corte, toda vez
que la definición de una institución, como la de una palabra, puede
cambiar de significado por efecto del uso posterior de la misma. Ha
sido la propia Corte quien ha dicho y repetido en varías ocasiones
cuáles son las reglas que guían su actividad consultiva. Así lo indica el
famoso dktum de la Corte en el asunto de la Carelia Oriental: "La
Corte, siendo un tribunal de justicia, no puede, aun respondiendo
opiniones consultivas, separarse de las normas esenciales que guían su
11 Ver el memorandan de J.B. MOORE, en PCU, Áctes et documente relañfs á
í'organisatien de k Cour, Ser, D, núm. 2, pp, 383 tip. Ver también A.H. PHHJPSE,
Lesfonctwns consuíMves de k Caur permanente de Justice internationate, Ginebra,
1928, pp. 53 sigs. Respecto de la actual Corte, ver eí INFORME DEL C O M I T É
INFORMAL INTERALIADO SOSRE a FUTtfflO DE LA COR1E INTERNACIONAL DE
JUSTICIA, en AJIL, 1945, Supplement, p, 20.
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función como un tribunal"12, Esas normas esenciales que guían su
actividad judicial se componen* fundamentalmente, por las garantías
que el procedimiento de decisión debe salvaguardar en codas las formas
de expresión judicial de la Corte. Como veremos en profundidad en el
capítulo dedicado al procedimiento consultivo, la Corte debe aplicar
normas específicamente establecidas para este procedimiento, pero
también tiene un mandato de aplicación de todas las garantías
procesales contenciosas al procedimiento consultivo en la medida en
qm h propia Corle las considere aplicables >l
*
2
 Asunto de la Caretia Oriental, PCIJt, Ser, B, num. 5, p, 29 Clht Court being a
Court of Justice, cannot, «ven in giving advisory opinions, depart from thc essential
mies guiding thcir activity as a Court). Ver también los asuntos competencia de la Olí
para reglar incideníalmente el trabajo personal del patrón, PCD, Ser. B, núm 13, p.
23; condiciones de admisión de un Estado como miembro de las Naciones Unidas
(artículo 4 de la Carta), ICI Reportó 1947-48, p. 61; amencias del Tribunal
Administrativo dekOTía petición de la Vnesco, ICI Reportó 1956, p. 84 ("Ttíc
Court is a judicial body andt in (he exeitise of it$ advisory functionst it is bound to
rcmadn faíthful to thc rcquiícmcnis of its judicial character"); constitución del Comité de
seguridad marítima de la Organización Consultiva intergubemamental marítima* 1 0
Heports Í960» p, 153 CThc Couft as a judicial body is howevcr bound, in thc exercise
of its advisory functíon, to rcmain faíihful to thc requircments of its judicial
character1T); cierios gastos de fas Naciones Unidas (artículo 17, parágrafo 2 de la
Carta), i a Sepofts 1962, p. 155. En el ámbito doctrinal, ver DHARMA PRATAF, The
Advisory JwisdictwnofikeíñternañortatCQurt* Oxford, 1972» p. 230.
15
 Ver aiiículo $8 del Estatuto de la CU, En efecto* como ha explicado EDWARD
HAMBRO, te intnxíucción del art, 6« en el Estatuto en la Reforma de 1929 se basaba en
la idea de que las garantías procesales debían aplicarse al proceso consultivo. Ver E.
HAMBRO, T h e Amhority of the Advisory Opinions of thc tamationaJ Court of
Jasticew, ICLQ, vol 3,1954, pp. 4-5.
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La conclusión a la que arribamos cuando comprobamos que las
garantías procesales son aplicables en el procedimiento consultivo no es
otra que la asimilación de los procedimientos en lo que a dichas
guarnías se refiere. Esto nos lleva a decir que, como actividad judicial,
la tarea de la Corte en malcría consultiva no difiere sustancialmente de
la que se desarrolla en sede contenciosa. Efectivamente, si estamos de
acuerdo en que la tarea judicial puede ser descrita como un
silogismo14, podemos describir esa actividad {que incluye a la
consultiva) de la Corte como aquélla en que existe una premisa mayor
(norma jurídica aplicable), una premisa menor (la descripción del
hecho que se juzga) y una conclusión (la solución del caso). Por
supuesto, estamos hablando de una clasificación general que tendrá
diferencias y semejanzas según se la considere en el contexto de lo
contencioso o de lo consultivo. Antes de pasar a revisar esas
características conviene advertir que la descripción general que hemos
adoptado no implica necesariamente, como lo han subrayado Carlos
te Ver R BEíiVEfiirn, Vaccertamento del áritto mediante i paren consultivi delta
Carie imernazionak di Giustizia, Míían, 1985, p. 21; G. MORELLI, La sentenza
internazionale, Padova, 1931, p. 236. Ver también, desde el punto de vista de la teoría
general del Derecho, KARL LARENZ, Methodenlehre der Hechswissenschaft,
Berlia/Heidelbcrg^íew YonVTokio, 5fl cd. 1986, pp. 130-155 (hay traducción
castellana de RODRÍGUEZ; MOLINERO, Metodología de la Ciencia del Derecho,
Barcelona, 19W, pp. 265-271); CARLOS S. NING, Introducción al análisis del
derecho* Buenos Aires, 1984, pp. 295-299. En el libro de MANUEL ATIENZA, las
Sazones del Derecho, Teorías de la argumentación jurídica (Madrid, Centro de
Estudios Constiiucionales, 1991), puede encontrarse una exposición sobre el
silogismo judicial y sys límites (pp. 39 y sigs.). El último libro citado es importante, a
«i vez, para quien desee profundizar sobre la función de los argumentos deductivos y
no deductivos en la teoría de la argumentación jurídica, porque en sus capítulos se
describen y critican, por un lado, las teorías de la tópica jurídica de VÍEHWEG, la
retórica de PER&MAN y la teoría de ia argumentación de TOULMIN y, por otro lado,
las teorías de NEIL MACCORMICK y ROBERT ALEXI.
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Alchourrór? y Eugenio Bulygin", una actividad mecánica donde el
espíritu creador no se encuentre presente. En palabras de Carlos Niño,
"no es que los jueces no realicen un razonamiento deductivo al
fundamentar una decisión, sino que la elección de las premisas y las
reglas de inferencia de su razonamiento exigen una verdadera labor
creativa"16.
15
 CARLOS AXCHOURRQN Y EUGENIO BUUGYN, introducción a la metodología <k
ios ciencias jurídicos y sociales, Buenos Aires, 1974, pp. 133-Ü7. Ver también AlF
ROSS, Sobre ti derecho y la justicia* ¡rad. castellana de GENARO CARR1O, Buenos
A t o , 1963.
16 <^i. citf f>. 296. Aquí, por cierto, comienza el gran problema, que puede
planteara, como lo ha hecho ALEXt, de la siguiente masera: "La cuestión es, dónde y
en qué medida son necesarias valoraciones, cómo deber ser determinada la relación de
éstas con los métodos de interpretación jurídica y con los enunciados y conceptos de ia
dogmática jurídica, y cerno pueden ser racionalmente fundamentadas o justificadas
esas valoraciones". En RG8ERT ALEXi, Teoría de la argumentación jurídica, muí.
castellana de M, Atienza e L Espejo, Madrid, 1989, p. 28.
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3* LAS CARACTERÍSTICAS ESPECIFICAS DE LA
JURISDICCIÓN CONSULTIVA,
Una vez establecido el carácter judicial de la jurisdicción
consultiva, procederemos a especificar las cualidades particulares de
dicha función. Es preciso considerar de una forma general las
características de la jurisdicción consultiva frente a la jurisdicción
contenciosa y, en especial, analizar las particularidades de la expresión
judicial que resulta del ejercicio de la función consultiva.
Los autores no se detienen mayormente, de una forma específica,
en la formulación de diferencias entre lo contencioso y lo consultivo.
Esto es así porque las diferencias son a priori evidentes, ya que vienen
marcadas por la regulación normativa de cada una de las funciones
mencionadas. Las características específicas que se revelan en las
normas que definen la jurisdicción consultiva, y que la distinguen como
una institución autónoma, se refieren a los sujetos autorizados para
solicitar opiniones consultivas, al objeto de la solicitud, al
procedimiento por el que se llega a una opinión consultiva y, por
último, al valor normativo de esa expresión judicial. En los párrafos
que siguen haremos una breve mención de las características arriba
mencionadas, que estudiaremos en profundidad en la segunda parte de
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nuestro trabajo, y trataremos con más detenimiento la facultad
discrecional de la Corte para responder a una cuestión consultiva y eí
carácter no vinculante de sus opiniones.
A, LA INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO CONSULTIVO.
El ejercicio de las competencias consultivas de la Corte
Internacional de Justicia está subordinado a la formulación de
solicitudes realizadas por órganos autorizados de conformidad con la
Cana de Naciones Unidas. Entre los órganos autorizados no se
encuentran los Estados, únicos sujetos legitimados en los casos
contenciosos, sino los órganos designados en el artículo 96 de la Carta
de Naciones Unidas, es decir, la Asamblea General el Consejo de
Seguridad y "(l]os otros órganos de las Naciones Unidas y los
organismos especializados que en cualquier momento sean autorizados
para ello por la Asamblea General [...]'*. Desde el punto de vista del
sistema de solución pacífica de controversias internacionales, una de las
consecuencias más notorias de la inexistencia de Estados partes en una
controversia en el procedimiento consultivo, juntamente con la idea de
que las opiniones consultivas están dirigidas a colaborar con los
órganos que las solicitan17, es la falta de operatividad ád principio de
2? ICJ Reportó 1951, p. 19; IC? Rcports 1971, p. 24,
ia jurisdicción voluntaria en este ámbito. En efecto, como veremos en
ios eapliulos tercero y octavo de este trabajo, el consentimiento de ios
Estados no es un requisito necesario para que la Corte pueda entender
un caso, sino un elemento de juicio para que ésta decida
díscrecíonalmente si debe o no dictar una opinión consultiva18.
B. EL OBJETO DE LAS SOLICITUDES DE OPINIÓN
CONSULTIVA,
Eí objeto de las solicitudes de opinión consultiva debe consistir en
«na cuestión jurídica* cualquier cuestión jurídica. Se trata éste de un
dato fundamental, cuya validez hace innecesario, dentro del ámbito
jurisdiccional de tipo consultivo, el requisito de la existencia de una
controversia jurídica, tan importante a los efectos de admitir una
demanda en e! campo de lo contencioso. En efecto* "la jurisdicción
contenciosa de la Corte se ocupa esencialmente de la decisión de
"controversias* (.-I"19, y no admitirá una demanda que no se
18
 Ver KENfiETH J. KEITH, The Extent of tke Adñsory Jurisdiction of tke
ímeraaüonal Comí ofJustice, Lcyden, 1971, p. 89 sigs. El tema es tratado en
profundidad en el CAPITULO VHÉ, sección 3, lira.
& S. ROSENNE, The Law and Pmctice efthe ínter mnonal Court, Leydem voL I,
1965, p. 293, En el asunto de las concesiones MavrommatU en Palestina (PCI), Ser.
A, núm, 2, p. II), la CPU definió el término controversia de la siguiente maneta;
"Usa controversia es un desacuerdo sobre un punto de Derecho o de hecho, una
oposición de de tesis jurídicas o de intereses entre dos personas".
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corresponda con ese requisito-0. En cambio, en sede consultiva, ia
Coíte cuerna con una jurisdicción tanto más comprensiva, incluyendo la
decisión sobre cualquier cuesííón jurídica, que no necesariamente
excluye los asuntos que contengan una controversia entre Estados. En
los casos en que la cuestión jurídica llevada a la Corte suponga e!
tratamiento de una controversia pendiente entre Estados, ¡as reglas
aplicables para la adopción de una respuesta por parte de la Corte
tendrán un carácter especial, que se refleja, principalmente, en la
aplicación de ciertas normas del procedimiento contencioso, como ei
derecho de nombrar jueces ad hoc en los procedimientos consultivos21.
2 0
 Ver, por ejemplo, d asunto del Camerún det Norte (IQ Rcports 1963, p. i 5) en
el que la Corte fijó ciertos límites a su función judicial sobre la base de la inexistencia
actual de una controversia actual;
" la función de la Corte es decir el Derecho, pero podrá pronunciar sentencias sólo
en conexión con casos concretos donde existan al tiempo del juicio una controversia
actual sobre un conflicto de intereses jur&Jícos enttt las paites, l a sentencia de la Corte
debe tener alguna consecuencia priictica en el sentido de que pueda afectar los derechos
u obligaciones existentes entre las panes, para quitar incertezas de sus relaciones
jurídicas. Ninguna sentencia sobre eí fondo de este caso puede satisfacer estos
requisitos esenciales de la fiínción judicial** (ibid, p. 38),
Por esas razones, la Corte se negé a dar una solución judicial a la cuestión planteada
a la Cone por Camerún del Norte (!CJ Reporte 1963, p, 15). Sobre el caso ver LEO
G8OSS, UmftatiGns apon thc Judicial Function", A//L, vol 58,1964, pp. 415431;
HUBERTURIERRY, "Affaíiie du Cameroan Septemoional (Cameroun c. Royaume-
miAFÚl vol, 10,1964» PP* 315-327.
2 i
 Ver irfra CAPÍTULOS ID, IV y VID.
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C CONSENTIMIENTO
Con independencia de las múltiples ocasiones en que volveremos a
tratar el teína, resolvere! problema de la relevancia de! consentimiento
de los Estados involucrados directa o indirectamente en una opinión
consultiva es crucial para comprender la especificidad de la jurisdicción
consultiva fíente a la jurisdicción contenciosa de la Corte Internacional
de Justicia. Teóricamente, las normas que regulan la jurisdicción
consultiva de la Corte no exigen* a diferencia de lo que ocurre en la
jurisdicción contenciosa, el requisito del consentimiento como una
condición sin la cual la Corte no podría responder a una solicitud de un
órgano debidamente autorizado. Hubo un tiempo en que la regla
" inmutable" 2 2 del asunto Caretia Oriental permitió otras
interpretaciones23. La formulación más concreta del principio de
Carelia Oriental puede encontrarse en este párrafo, tantas veces citado,
de la Corte Permanente de Justicia internacional:
"Está bien establecido en Derecho internacional que ningún
Estado puede, sin su consentimiento, ser obligado a someter sus
2 2
 Opinión separada <fe! juez AZEVEDO en el asunto de los Tratados de Paz, ICJ
Reporte 1950, p. S2,
2$ Ver asunto Sahara acckkntai, ÍO Reports 1975» p. 23 y sigs. E,
ÉcmGi Derecho ¡mermwnatcontmporátiio* Madrid, 1980, pp. 197-198.
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controversias con otros Estados t la mediación o al arbitraje, o a
cualquier tipo de antglo pacífico"24.
El hecho es que el principio de Carelia Oriental ha sido
presentado como sí el consentimiento de los Estados involucrados en un
proceso consultivo ante la Corte fuera un requisito a cubrir para que la
Corle pueda dar una opinión consultiva, al menos en los casos en que la
solicitud comprendiera temas en que una controversia entre Estados
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El valor de aquella decisión en el Derecho internacional
contemporáneo es hoy indiscutible tanto para la doctrina como para la
práctica de la Corte internacional de Justicia. En efecto» la Corte se
enfrentó ai problema de! consentimiento de los Estados en las opiniones
consultivas en diversos casos. For ahora, basta citar dos de ios más
importantes25. La opinión consultiva de 30 de marzo de 1950 sobre la
ínterpremcién de los Tratados de Paz con Bulgaria, Hungría y
Rumania1* clarificó en gran medida el tema. Este caso coincide en
paite con los asuntos Cargiia OrientaP-1 y MosuP*% porque ninguno de
los Estados implicados era pane de las Naciones Unidas, la jurisdicción
de la Corte había sido impugnada y la competencia de la Asamblea
General para tratar el tema fue atacada. La Corte dijo que la objeción
relativa a la falta de consentimiento revelaba una confucióti entre los
principios que rigen la jurisdicción contenciosa y aquellos que son
aplicables a las opiniones consultivas, Y afirmó seguidamente que
"El consentimiento de los Estados partes en una
controversia es ¡a base de la jurisdicción de la Corte en los casos
contenciosos. La situación es diferente respecto de los
procedimientos consultivos aun cuando las solicitud de una
opinión consultiva verse sobre una cuestión jurídica actualmente
pendiente entre Estados. La respuesta de ta Cone es sólo de
25
 Para UÍÍ íraíamientts más extenso, ver infta CAPITUIJO VIH,
» KM, Ser. B, nfcn. 5.
ttFCU.Ser.B.núm.ll
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carácter consultivo; corno tal, no tiene fuerza vincúlame.
Consecuentemente, ningún Estado, sea miembro de las Naciones
Unidas o no, puede impedir el pronunciamiento de una opinión
consultiva que las Naciones Unidas considere deseable con el fin
de iluminar el curso de acción que debe tomar, l a opinión de ia
Corte se dirige no a tos Estados, sino si órgano que está
Jeguiímado para solicitarla; k respuesta de la Corte, ella misma un
"órgano de las Naciones Unidas", representa su participación en
las actividades de la Organización y, en principio, no debe ser
rechazada029.
Veinticinco años más tarde, en el asunto del Sahara Occidental se
volvió sobre el tema. Allí la Corte hizo hincapié en el valor del
consentimiento en sede consultiva, afirmando que aquél no afecu a la
competencia de la Corte para dar una opinión consultiva, sino en todo
caso a 3a conveniencia de hacerlo. En consecuencia, "el consentimiento
del Estado interesado sigue siendo relevante, pero no para establecer la
competencia de la Corte, sino para determinar si es impropio o no
emiíif dictamen"30. Este ultimo problema pertenece a! ámbito de la
discrccionalidad de la Corte para responder a una solicitud de opinión
consultiva, tema que tratamos a continuación.
3® I D Rcporís 1975, p. 25, párrafo 32.
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O* DISCRECIONALIDAD
Otra característica de una importancia fundamenta! en la
conformación de la jurisdicción consultiva viene determinada por la
naturaleza discrecional de la función consultiva, sobre la base de la
cual el ejercicio de esta competencia de la Corte, aun colmados todos
los requisitos formales necesarios para que aquélla se declare
competente, es discrecional. Esta discrecionaiidad surge de la
literalidad del artículo 65 áü Estatuto, El texto del citado artículo ("La
Coite podrá emitir opiniones consultivas...'*) denoía la facultad, no la
obligatoriedad, de responder afirmativamente a las solicitudes de
opiniones consultivas. De hecho, esta fue una cuestión algo
controvertida en los comienzos de la existencia de esta institución,
porque había una incongruencia entre el texto francés (La Cour
donnerá,,,) y el texto inglés (The Court may give.,.} del artículo 65 del
Estatuto, siendo ambos textos auténticos de dicho instrumento. La
versión Inglesa se impuso en la doctrina y la jurisprudencia, y la
versión francesa é&l artículo 65 fue modificada consecuentemente (La
El ejercicio prudente de esta facultad por parte de la Corte
internacional, junto a la asimilación de las garantías procesales del
proceso contencioso, ha acallado en gran medida a los críticos de la
jurisdicción consultiva. De hecho, la oposición que tuvo lugar en los
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años veinte, muy bien defendida por gente de !a talla de EUHU ROOT51
o JOHN BASSET MOORE*2* no se reprodujo en San Francisco con el
mismo énfasis. En este sentido, puede decirse que el éxito de la
institución es fruio de la práctica de ia Corte Internacional.
La discrecionalidad ha sido esgrimida argumentaimente por la
Corte en varias ocasiones. Uno de los casos en que se utilizó con más
contundencia fue en e! asunto de! Sahara occidental, donde la Corte dijo
"E! artículo 65, párrafo 1, del Estatuto, que confiere a la
Corte el poder de dar opiniones consultivas, es permisivo y el
poder que ñ le atribuye también tiene un carácter éscrecionai"^
Es cierto que, hasta el momento, ha predominado una respuesta
positiva de la Corte en el ejercicio de su discrecionalidad. Esa actitud
viene determinada, principalmente» por dos causas; en primer lugar,
desde los comienzos de la existencia de la institución se creyó
31
 Minutes of thc 1920 Committec of Jurists, pp. 584-585.
3 2
 FCiJ, Ser. D, núm, % pp, 383-398. CHARLES DE VlSSCKER ha descrito la idea
esencial que domina el MEMORANDUN de JOHN BASSET MoORE con estas palabras:
"la fonemas consultative n'esl pas une fonctíon qui convienne a i la GP.J.I.M. En "Les
avis consuitatifs de la la Coor Permanente de lustice International'', Rec. des Coun, t
2ó\t929,p.59.
33
 ÍO Reports 1975. p. 21 (el énfasis lia sido añadido).
NATURALEZA JURÍDICA 4 6
firmemente en la vigencia de un deber*4 de la Corte Internacional de
responder 3 las consultas planteadas; en segundo lugar, hay un
principio de cooperación que gobierna la tarea consultiva de la Corte
Internacional de Justicia como órgano judicial principal de las Naciones
Unidas*5, que fortalece el deber de responder.
E, VAtOM NO VINCULANTE DE LAS OPINIONES
CONSULTIVAS.
En relación con las diferencias entre el valor normativo de las
expresiones judiciales surgidas de lo contencioso y de lo consultivo» es
decir* las sentencias y las opiniones consultivas, existe un amplio
consenso sobre las características que las distinguen: mientras que las
sentencias son obligatorias, tienen el valor de cosa juzgada y son
ejecutables según el artículo 94 de la Carta de Naciones Unidas, las
opiniones consultivas son decisiones judiciales no vinculantes. Esta
34
 CHARLES m VBSCHEK, refiriéndose a la funden consultiva de la CM1, decía;
"I! y a faculté pour les organes de la Société des Nations (Conscil ou Assemblec) de
consuiter ou de nc pas consulter fa Cour; il y a devoir pour cette dernieft de rípondic á
la demande de consuíiatíon qui luí esí adressée, & moins qu'Ü y ait impossibilité pour
elle de ie fairc. En CHARLES DE VtSSCHER, "Les avis consututifs de la la Cour
Permanente de Jiistice IntematiotiaT, Rec. des Cours, 126,1929, p. 29. Ver también
la argumentación desarrollada más adelante en los capítulos sobre las funciones
consultivas, donde se había de obligación prima facie de responder las solicitudes.
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distinción, aparentemente simple, requiere ciertas investigaciones y
precisiones, £n efecto, si nos planteamos, por ejemplo» el hecho de que
la Corte traía por igual a las sentencias y a las opiniones consultivas en
ei momento de valorar su relevancia jurisprudencial, comprobamos
que las diáfanas oposiciones que surgen de las definiciones normativas
de oída una de las instituciones no son tan simples y pacíficas. Por lo
tanto, es preciso !) estudiar qué significa calificar de no vinculante a
una decisión, 2) ver cerno se distinguen las opiniones consultivas de
otras decisiones judiciales y 3} definir cuál es la autoridad de las
opiniones consultivas. Tarea que realizamos en los próximos
a) S&bre el carácter no vinculante de tas opiniones
Desde un punto de vista estrictamente jurídico las opiniones
consultivas, por definición, son decisiones no vinculantes37. La misma
Corte Internacional de Justicia ha dicho que su respuesta es de carácter
JD
 Ver asimismo tofia CAPTIULO VI, sobre los efectos de las opiniones consultivas.
3 7
 U práctica jurisprudencia! y la doctrina comparten ampliamente esta
constatación. Para ejemplos de ia primera esfera, ver ICÍ Rcports 1950, p. 71; ICi
Hepom 1962T p, 337; I D Rcports 1956, p. 47 (op. índ. del juez Lauterpacht). En la
doctrina, ver MAM3Y O, HU0SON, Tke Permnent Court of International Justice,
1920-1942, p, 511-512; E. HAMBRO, Thc Antoity of thc Advisory Opinions of thc
Intensationaí Coart of Justice*, ICLQ, voL 3,1954, p, 5; S. ROSENNE, The Law and
Praciice ofthe imematioiml Court, Lcydcn, 1965, p. 744 sígs.
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consultivo y que, como tal. no iícne fuerza obligatoria18. Hablar de
ausencia de obligatoriedad de las decisiones de un tribunal de justicia
causa cierta perplejidad* sobre iodo cuando se considera esa posibilidad
teniendo en mente sistemas judiciales en los que rige e! principio de
jurisdicción obligatoria. En efecto, en los sistemas de organización
nacionales o estatales, las funciones consultivas cumplen un papel
político, que es normalmente desempeñado por órganos políticos, no
judiciales, como es ei caso del Consejo de Estado en la estructura
organizativa de! Estado español Esta es la regla, salvo en contadas
ocasiones, como por ejemplo el control previo de constitucionalidad de
los tratados en el sistema constitucional español39. No obstante, la
sensación de perplejidad antes aludida puede resultar engañosa si no se
38 *11ie Court's repiy his oniy of an advisory character: as such, it has no bindíng
fosee", en el asunto de los Tratados de paz. \O Reports 1950, p. 71.
39
 Nos hemos referido anteriormente t este supuesto (ver supra INTRODUCCIÓN,
notas 10 y 11), contemplado en et artículo 95 de la Constitución españolo. La única
decisión tomada sobre ía base de esa norma ha sido la "Declaración" relativa a la
necesidad de modificar la Constitución para incorporar el derecho de sufragio pasivo
de los extranjeras. En esa ocasión, como dijimos en ia INTRODUCCIÓN, el Tribuna!
Constitucional declaró que c3 artículo 8 B.l del Tratado de la Comunidad Europea,
según ía modificación introducida por el Tratado de U Unión Europea, adoptado en
Maastrielit el 7 de febrero de 1992 y en vigor désete el 1 de noviembre de 1993,
coníradecía el "artículo 131 CE en lo relativo a ía atribución del derecho de sufragio
pasivo en las elecciones municipales a los ciudadanos de la Unión Europea que no sean
nacionales españoles1*. Dicho artículo de ía Constitución española fue debidamente
reformado tras la citada declaración. Esta decisión ha generado una discusión en
relación con la extensión de las competencias atribuidas por España a través del art 93
CE. pero no se ha polemizado sobre la naturaleza jurídica de la decisión misma. Para el
primer aspecto, ver ARACELí MANGAS MARTIN, "La Declaración del Tribunal
Constitucional sobre el artículo 13,2 de la Constitución (Derechode subragio pasivo de
los extranjeros): una reforma constitucional innecesaria o insuficiente", REDI, vol.
XLIV, núm. 2,1992, fíp. 381-392, autora que menciona el problema de la naturaleza
jurídica de ía declaración en la introducción de su trabajo, denominada "Cuestiones
formales previas", Ver también MANUBL ARAGÓN REYES, "La Constitución española
y el Tratado de la Unios Europea: La reforma de la Constitución". REDC. núm. 42,
1994, pp. 9-26,
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analiza cuál es el significado de esa falta de vinculutonedad en ci
ámbito de las opiniones consultivas de la Corte Internacional de
Para concretar ese significado, sin embargo, es imprescindible
tomar conciencia de que el concepto de obligatoriedad en Derecho
internacional no puede ser entendido como una cuestión de todo o nada,
sino que puede ser una cuestión de grados4®. Un jurista que se
aproxime a estos temas debe, dadas las características del Derecho
internacional como expresión normativa de un sistema
tedamentalmente ínterestata!, plantearse el problema del significado y
alcance del término «fuerza obligatoria» de las decisiones
internacionales casuísticamente, porque en el ámbito de las relaciones
internacionales dicho concepto se percibe con cierta imprecisión41
debido a las características constitucionales del sistema interestata!, que
iu> cuenta con órganos capaces de centralizar el monopolio de la fuerza
ejecutiva que las decisiones obligatorias requieren. La exactitud de tal
proposición, sin embargo, no debe conducir a negar la diferencia
específica que existe entre lo obligatorio y su opuesto, ¡o no
obligatorio. En consecuencia, hay que proceder con prudencia para no
4® Ver HüDSON, "Advisory Opinions of National and Imcrnationa? Courts",
Harvard Law Review, voL 37,1924, P. 983, quien literalmente dice: " B M n g quality
i f d ' \
4* Sobre la relativa oscuridad del significado de "fuerza obligatoria" en Derecho
internacional ver B. SU)ANt The Advisory Jurisdiction of the Inteniational Court of
Jitstiee*, Cal L Rev,, vol. 38» 1950, p. 850; también DHARMA PRATAP, The
Advisory Jurisdictwnof the International Court, Oxford, 1972, p. 227.
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disvaiorar ni otorgar un valor desmesurado o sencillamente
impropiado a las decisiones que se adoptan en el ámbito consultivo.
De conformidad con la prudencia requerida, se debe partir de una
posición estrictamente jurídica, que llegue a una conclusión a través de
«na inferencia deductiva sobre la base de los textos legales vigentes.
Esa conclusión sigue siendo hoy la misma a la que había llegado el
antiguo juez: de la Corte Permanente de Justicia Internacional MANLEY
O. HUDSON, quien decía en su obra capital sobre ía Corte que:
"Una opinión consultiva de la Corte es I© que se propone
ser. Es consultiva. No es en ningún sentido una sentencia según
el artículo 60 del Estatuto, ni es una decisión según el artículo 59,
Entonces no es de ninguna manera vinculante sobre ningún
Estado, aun sobre un Estado que esté especialmente interesado en
la controversia o cuestión de la que trata la opinión"**.
HUDSON no desconoce la gran relevancia que las opiniones
consultivas tienen, pero les otorga un "valor moral", que no obliga
jurídicamente. Parte de k doctnna ha negado esa postura, alegando
para las opiniones consultivas un carácter equivalente al de las
sentencias43, BLAINE SLÜAM44, a quien seguimos en estas líneas, ha
4 2
 MANLEV O. HUDSON, The Permanent Court ofkternatíonal Justice, ¡920*
Í M ¿ N t m Y a t , 1943, p. 511.
*3 HUDSON ciu varias opiniones en este sentido en la pagina 513 de su libro sobre
k Corte: así, N. POLfTO, Recoids oí the Ninth AsscmWy, First Committce. p. 47; S.
ENGBL, "U forcé oblígatoire des avís consuítatifs de h Cour Permanente de Justice
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desmenuzado teóricamente las características de las sentencias en
comparación con aquellas que presentan las opiniones consultivas. Este
autor se ha concentrado en tres núcleos de problemas: 1) sí una opinión
consultiva puede constituir cosa juzgada como una sentencia y si tiene
valor de precédeme en el sentido de la teoría del stare deásis del
Derecho anglosajón; 2) si una opinión consultiva puede considerarse
vinculante para el órgano que la solicita o para los Estados interesados
m el resultado» interpretando la vincuiatoriedad en el sentido de que
éstos se sentirán en la obligación de aceptar y observar esa opinión; 3)
si una opinión consultiva es ejecutable según el artículo 94 de la Carta
de Naciones Unidas o por otros medios. Si bien estos problemas serán
objeto de estudio en otras partes del texto, conviene establecer algunas
conclusiones sobre ías cuestiones aludidas.
En relación con la primera cuestión, SlOAN advierte que la
doctrina anglosajona por la cual los tribunales quedan obligados por sus
sentencias anteriores o precedentes no se aplica en el Derecho
internacional. En efecto, según el artículo 59 del Estatuto de la Corte
Internacional de Justicia, las decisiones de dicho órgano judicial no
vinculan a terceros. Sin embargo, esta disposición dista mucho de
expresar la realidad en la aplicación judicial def Derecho, porque
difícilmente U Corte solucionaría casos idénticos de fomia diversa
cuando las normas de Derecho que fundamentan la decisión son las
íntcmationalc", Heme de Droit iníemational et de ¡égislation comparen, 3ra Serie, val.
17,1936, p. 768- 800; l&AND M» GPODRíCH, "The Natura of the Advisaiy Opinions
of fhe i'errnancnt Coun of Jasu'ce*, AJtL val. 32,1938, pp. 738-758.
*4 B, SlOAN, *Tht Advisoiy Jurisdictíon of tbc IntematiORal Court of Justicc",
Caí. L Rev,f voí. 38,1950» p, 850.
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mismas. Por supuesto, alguien podría decir que lo que la Corte aplica
no es su jurisprudencia sino las normas primarias de obligación.
Correcto, No obstante, el jurista está habituado al ejercicio de
interpretación de las normas jurídicas y sabe que los jueces no aplican
las normas sin una determinada interpretación judicial, que muchas
veces comporta desarrollos judiciales del Derecho admitidos por el
sistema jurídico. Todo eslo nos lleva a concluir que las decisiones de la
Corte en sede consultiva gozan de una autoridad similar a la que tienen
las sentencias respecto de la valoración sustantiva del Derecho
En cuanto al carácter de res judicata que una sentencia adquiere
sobre la base del artículo 60 del Estatuto, ese atributo no se predica de
las opiniones consultivas45. Sin embargo, sin olvidar que desde un
punto de vista formal la Corte podría volver a conocer una cuestión
idéntica en sede consultiva» lo cual es jurídicamente imposible en
materia contenciosa, es bastante improbable que la Corte reexamine
una cuestión sobre la que ya se ha pronunciado en una opinión
^ E! juez AZEVBDO se expíese al respecto en su opinión individua! en el asunto de
los tratados de paz flO Rcports 1950. p. 80) con estas palabras:
"Cenes, Ton savait bien que les effets de la ehose jugéc nc découlcm pas de simples
avis, mais, en tout cas» cette constataüon nc suffit pas pour refuser á un avis tomes les
conséquences morales, inherentes & la digniié de Torgane qui te rende, ct méme
Y en concrete sobre el valor de cosa juzgada: "H est necessaire de signaler, en
passant, que le phénoméne de la chosc jugée n'a pas en droit intemational la merne
importance qu'en droii interne, oü rexécution forcee est assuréc par l í t a t Au
contraire, les décísions internationales ont en general un caractórc déclaratif, et c'est
féccmment seiílement qu'on s'cst engagé sur voie des sanctions indirectes appíiquécs
par un licrs organe. Reste raspect négatif. celui qui intcnljt le rcnouvellement d'une
regatáis par l'eicepíio reí judicaüe. d'aillcurs d'unc applicaiion tout aussi rare dans
NATURALEZA JURÍDICA
consultiva. Para SIGAN» la inverosimilitud de csia suposición indica
que» en la práctica, el carácter definitivo de las opiniones consultivas no
es tan diferente del que goza una sentencia.
E! alcance de la opinión consultiva respecto de los órganos que la
solicitan es una cuestión que genera diversas opiniones. Para algunos
autores la decisión de la Corle en sede consultiva no es obligatoria para
el órgano qm la solicita y, en consecuencia, ese órgano puede incluso
adoptar un curso de acción contrario al demarcado por la opinión
consultiva, ¿Pero qué ocurriría si ese curso de acción ha sido declarado
contrario al Derecho internacional por la Corte? En este último caso
parecería ilógico dar a las sentencias un grado de obligatoriedad
distinto del otorgado a las opiniones consultivas. En efecto, la
determinación por la Corte ád Derecho internacional aplicable a una
cuestión jurídica es difícilmente atacable como fuente de ese
ordenamiento jurídico, £1 mismo razonamiento vale también para los
Estados interesados en la cuestión jurídica sometida a la Corte
Internacional de Justicia.
Las reflexiones anteriores conducen a una conclusión, compartida
por varios autores, afirmando que "en la práctica las opiniones
consultivas de la Corte han sido aceptadas como autorhativas y
virtualmeute tan vinculantes como las sentencias"46. Ese carácter
mt&ritmivo de las opmiones consultivas del que tanto se habla es, a
nuestro entender, la clave para analizar la jurisdiaión consultiva de la
4 * KENNETH JAMES KEÍTH, The Extent of the Ádvisory Juméctíon qf the
íníernational Court ofJwñce, Leydem 1971, pp. 221-222,
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Corte, Pero, antes de reconsiderar el concepto de autoridad de las
opiniones consultivas, veamos qué semejanzas y diferencias presentan
frente a un tipo de decisión judicial muy similar: las semencias
b) Analogías j? diferencias can ¡as sentencias
En el ámbito de! Derecho internacional las opiniones consultivas
comparten con las sentencias declarativas47 una serie de características
comunes. Concordantemente, se ha llegado a afirmar que M(e]n ciertos
sentidos, ía gran mayoría de las opiniones consultivas de la Corte
47
 Sobre fas sentencias declarativas en Derecho internacional, ver E. BORCHARD,
"Dedtnrtory Judgemcnts in intemaüonai Law", AJ¡Lt 1935, pp, 488 sigs.; y N.
SCANDAMS, le jugpnent déchmtoire entre Etats, París, 1975. Y en relación con las
opiniones consultivas; DiURMA PRATAP, The Advisory Jurisdicthn of the
International CourU Oxford, 1972, pp. 232-234; HERSCH LAUTERPACHT, The
Funcñon ofiMw in the Iníernatioml Communify Qsford, 1933, p. 335; LELAND
GoOOSrCH, "The Natarc ef the Advisory Qpimons of the Permanent Court of
lusikc", AJ1L, yol 32,1938, p, 756; LEA MER1CGI, "Le funaoni consulüvc deiia
Corte Perananentc di Giastizia ínteraazionale, Rív. di Dirino intemaz., 1930, p. 88;
C. WIÍLFSEÜ )ENKS, The Prospecís oftt&ermtwniU Adjudicatwn, Nueva York, 1964,
p, 13S; L. G R Ü S S , "The Intóraatíoñal Coyrt of íustice: Considerations of
Rcquiremenü for Enhancing its Role in the International Legal Ordcr", MIL, vol. 65,
1971, p. 279.
El ejemplo clásico de sentencia declarativa de la Corte lo constituye et asunto de la
plaiitforma continental del Mar del Norte, \O Repom 1969, p. 3. Sobre este asunto
ver, entre otros, W. FRIEBMANN, "The North Sea Continental Shclf Cases, A
Critique*, AJiL, vol. 64,1970, pp, 229-240; F. MONDOClírr, "Affaires du plateau
continenial de lamer dy HMÚ\AFDI, l%% 213-244,
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Permanente tienen un parecido más cercano a las semencias
declarativas del Derecho nacional que a las opiniones consultivas del
Derecho nacional"48.
En efecto, los dos tipos de pronunciamientos son judiciales v se
fundamentan en argumentos basados en el Derecho vigente. En ambos
osos esos pronunciamientos persiguen la obtención de una declaración
de un tribunal sobre una cuestión juddica con un fin primordíalmente
preventiva que, como gráficamente lo indica SCANDAMIS para el
supuesto de las sentencias declarativas, constituye su función y su
esencia50. En fin, se trata de una intervención judicial limitada» que en
ninguno de los casos conduce a una ejecución striao sensu, sino que
tiene fines pnsventivos particulares.
Por supuesto, existen distinciones entre ambas figuras. Una
primera línea de diferenciación surge cuando nos preguntamos por las
condiciones que definen el carácter específico de una demanda que
busca una sentencia declarativa y de una solicitud de opinión consultiva.
Independientemente de que en el caso de las solicitudes de opiniones
consultivas los Estados por sí solos no pueden recurrir directamente a
la Corte, por la sencilla razón de que necesitan una legitimación que no
4 8
 L GOQBRIClt *Thc Natura; of ihe Advisoiy Qpinions of the Pemwnett Court of
Justiee", AJíL voL 32,1938, p. 756.
4 9
 Qí . DE ViSSCHER, "Les avis consalíatifs de la !a Cour Permanente de Justicc
Internaiioñal", 8ec. des Cours, vaL 26, 1929, p. 24, Este autor habla de un fin
análogo y un mismo objeto social cnuc tos dos tipos de expresión judicial: "une
proeédurc préventive, un rfemede juriaque prí ventif \
5® "!$!a foncíiosi est bien son essence" dice NicmAS SCANDAMIS, U jugement
déclaratoire eme Etais, París» 1975» p. 3.
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tienen53, la diferencia se presenta cuando percibimos que las demandas
de sentencias declarativas presuponen la existencia de una
controversia-^, sin la cual no serán admisibles para la Corte
Internacional. En otras palabras, las sentencias declarativas no pueden
tener por objeto "cualquier cuestión jurídica"; por lo tanto, su objeto es
más restringido. La exigencia de la existencia de una controversia
como condición de admisibilidad ha sido explícitamente confirmada
por la Corte Internacional de Justicia en su sentencia de 18 de julio de
1966 el asunto del Suroeste africano, donde se dice que los Estados no
pueden comparecer ante la Corte a título individual* sino como partes
de una controversia contra otro Estado "incluso si sólo buscan obtener
uíia sentencia declarativa"53. En el caso de las solicitudes de opinión
consultiva, como veremos más adelante54» esa limitación no es óbice
para el ejercicio de la función consultiva por pane de la Corte.
Antes de pasar al siguiente punto conviene advertir que autores
como SCANDA MIS, que se han ocupado extensamente del tema relativo
a las sentencias declarativas, no aceptan la idea de que el fin preventivo
sea análogo para las opiniones consultivas y las citadas sentencias. Este
autor sostiene que ese ñu no es de la misma naturaleza para los dos
casos* porque en el supuesto de las sentencias declarativas el fin
51 Ver fyfia CAPITOLO IV, apartado 2.1.
5 2
 NíCGUS SCANPAMlStLí ju&ment áéchratoire entre Etats, París, 1975, pp.
181 sigs.
¡O Rcports 1966, p. 34. En el original: meme s'üs ne cheithcnt á obícnir qu'un
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preventivo se realiza mediante la autoridad de cosa juzgada de la
semencia, mientras que en materia consultiva se realiza por la
autoridad moral Cauiorité morale") de la opinión consultiva55. Pero,
¿qué tipo ele autoridad posee una opinión consultiva?
c) Autoridad de las opiniones consultivas.
Hasta aquí hemos visto una faceta estrictamente jurídica sobre el
valor de las opiniones consultivas, según h cual este tipo de expresión
jurídica* como su denominación lo indica, no tendría más que un valor
m&ral de carácter jurídicamente no vinculante. Esta es una de las
posibles perspectivas de aproximación a! tema. Otra punto de vista, que
no se contradice necesariamente con el primero, compartido por parte
de la doctrina56, consiste en poner ei acento sobre otro aspecto del
carácter de las opiniones consultivas: su carácter autoritativo. Las
SCANDAMJS. Le jugement dédaratoire entre £?ate, París, 1975, pp. 185-186.
36 E. HAiüBRO, "TTie Áutho% of tbe Advisory Opinions of the International Court
of J a s t e " , ICLQ, voL 3,1954, p. 6. Este autor, buscando autoridad en antiguos
jueces de la Corte Internacional cita los siguientes textos coincidentcs: A.
BliSTAMANTE, La Coutpermmnt de Justíce internacional, París, 1925, p. 256; D.
NEGULESCO, en DE LAPRADELLE y NEGULESCO, Rapport sur h natuit des abis
consuitatifs de la Cour permanent de Justicc intemational, leur valeur et leur portee
posiíive en droitiaíeniaíional, Annuwrede ílnstitute <te droit intemotionai, \9Ú, voí.
34, pp. 409 y sigs. y p. 441; CHARLES DE ViSSCfíER, "les avis consuitatifs de la la
€©yr Pemiaiienic de Justíce IntamatíQnan Rec. des Cours, 126,1929, p, 27.
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opiniones consultivas gozan de una autoridad proveniente de su origen
y contenido.
En efecto, en cuanto a su origen, las opiniones consultivas
constituyen una de las formas de expresión del órgano judicial
principa! de las Naciones Unidas, órgano que representa una autoridad
en sí mismo frente a los sujetos de la sociedad internacional En este
sentido, la Corte ostenta una posición especial y privilegiada dentro del
sitema de las Naciones Unidas, porque comparte con el Consejo de
Segundad el poder exclusivo de dictar decisiones vinculantes para los
Estados pero, además, como bien lo señala ROSENNE, "es, ciertamente,
el único órgano Incapaz de hacer recomendaciones no vinculantes, ya
que ni aun las opiniones consultivas no vinculantes tienen el mismo
status que las recomendaciones no vinculantes de otros órganos"".
En consecuencia, la gran autoridad de la Corte Internacional es
hoy indiscutible» independientemente de las críticas coyunturaíes
referentes a su funcionamiento. Esas críticas tienen al menos dos
causas: la primera proviene de los altibajos y desfases que cualquier
tribunal experimenta respecto de la realidad fáctica y normativa que
conforma su base decisoria en un momento histórico determinado; la
segunda, propia de un tribunal como la Corte Internacional de Justicia,
es una consecuencia directa de la falta de confianza de los potenciales
usuarios de sus servicios judiciales.
5 ? SHABTAí RÓSENME» The L m and Pmcñte afthe ¡ntemationat Com, Uyden,
1965, pp. 73-74.
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En ío que se refiere a su contenido, la mera lectura de las
opiniones de la Corte internacional de Justicia nos lleva a sostener que
no caben dudas de que ésta responde a las cuestiones planteadas sobre la
base de! Derecho internacional; por consiguiente, las opiniones
consultivas» al igual que las sentencias, encuentran su fundamentación
en las fuentes válidas de ese ordenamiento. Esta animación pudo haber
sido criticada en un primer momento, porque de conformidad con el
artículo 38 del Estatuto de la Corte la obligación de atenerse al
Derecho internacional se predica sólo respecto de las controversias.
Este hecho hizo que ciertos autores se preguntaran qué fuentes debía
aplicar la Corte en ios procecímientos consultivos y que, a su vez,
criticaran la regulación del tema en esa norma fundamental del
ordenamiento jurídico internacional53.
En otras palabras, las opiniones consultivas son concreciones
judiciales del Derecho internacional llevadas a cabo con garantías
procesales y sustantivas equivalentes a las que gobiernan la jurisdicción
contenciosa59. Tal afirmación nos lleva a concluir que, a través de la
función consultiva, la Corte cumplimenta la función de promoción de
la unificación en la interpretación y aplicación del Derecho
58
 VerLEOGROSS, "The teraíional Couri of Jusfice and the United Nations",
Rec. áes Ceurs, t 20,1967, p. 32?.
59
 PAOLO BENVENUB, Uúccertamnto del áritto mediante i parere consultivi delta
Corte ínternazionakáGiusñzia, Milán, 1985,
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internacional, que se traduce en la contribución af Estado de Derecho y
a una mayor integración de la sociedad internacional™.
Ei carácter autoritatívo de las opiniones consultivas se predica
respecto de la fundamentaron jurídica que contienen como resultado
de un razonamiento judicial, carácter que les imprime el órgano que las
&tmí& Otra cuestión es la consideración que de esa decisión jurídica
hacen los sujetos interesados en la fase posterior a la respuesta de la
Corte y cómo se aplica a ios problemas concretos que la solicitud
pretendía solventar. Por supuesto, la decisión última de la cuestión
pertenece a los órganos solicitantes, dado que la opinión no es
vinculante, pero la realidad índica que dicha decisión, lógicamente,
deberá contenerse en el universo de posibilidades que quepan dentro de
la legalidad determinada por la Corte en su opinión consultiva. De aquí
se desprende que, si bien es formalmente posible contradecir una
opinión consultiva, los órganos solicitantes no se hallarían en una
posición cómoda a los efectos de justificar la adopción de un curso de
acción contrarío al señalado por la opinión consultiva de la Corte61.
W Cfc LEO GROSS. "The International Court of Justicc: Considerations of
Requíitmems for Enhandng ÍES Role in the inicmational legal Ordcr", MIL vo!. 65,
1971, pp, 258-259, €&, B
6Í
 En términos coiaeidentes respetfo de la posición del Consejo y la Asamblea de la
Sociedad de Naciones, véase A. DE BUSTAMANTE, La Cour Permanente de Jmtice
intemaüonal París, 1925, p, 256 (diado por CHARLES D E VISSCHER, op, cit, pp.
27-28),
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4 FINES DEL EJERCICIO DE LA JURISDICCIÓN
CONSULTIVA*
Conviene diferenciar entre el efecto directo de las opiniones
consultivas y los eventuales efectos indirectos de dichas decisiones.
Ciertamente, desde ei punto de vista de la Corte Internacional de
Justicia, el propósito de una opinión consultiva es "guiar a ias Naciones
Unidas respecto de su propia acción"6?. Como vimos, una vez que la
opinión está dada, la cuestión posjudícíal es, en principio, indiferente a
la Coite. Así lo constató el alto tribunal en el asunto del Sahara
Mde todas maneras, ña corresponde a la Corte decir en que
medida ni hasta qué punto su opinión deberá influir en la acción
de la Asamblea General. U función de la Corte es dar una
opinión fundada en Derecho, ya que ella ha llegado a la
conclusión de que las cuestiones que le son planteadas son
pertinentes, que ellas tienen un efecto práctico en la actualidad y
que en consecuencia no están desprovistas de objeto o fm"63.
A partir de aquí» entramos en el ámbito de los eventuales efectos
indirectos de las opiniones consultivas. Estos efectos se vinculan con
62 ÍO ktpmts 1951, p. 15, en p. 19; 1 0 Reports 1950* p, 71; I D Reportó 1971,
p. 24.
63 JGJ Reports 1975, p. 3?, párrafo 73,
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distintos aspectos de la cuestión sometida a! examen de la Corle en
relación con la naturaleza de la propia función consultiva.
Efectivamente* la función consultiva no sólo puede guiar a un órgano
en el tratamiento de una cuestión de carácter jurídico, sino que también
podrá proporcionar elementos para una determinada solución del
problema a través de la determinación de las reglas aplicables o
inaplicables al mismo. De esta manera, la jurisdicción consultiva puede,
a su vez» cumplir con la fiaición que autores como HUDSON valoraron
como intrínseca a la idea misma de dicha jurisdicción, esto es, la
concepción de las opiniones consultivas como decisiones preventivas**.
fot otra parte, esa misma determinación jurídica que se produce
en las opiniones consultivas suele generar una función mediadora frente
a los órganos solicitantes de las mismas65. En efecto, los órganos
solicitantes de la opinión de la Corte difícilmente podrán poner en duda
la autoridad de sus criterios jurídicos, sin embargo tendrán un amplio
poder de discreción para utilizarlos de acuerdo con la situación o
controversia para la cual pidieron ia ayuda de la Corte,
Los últimos capítulos de nuestro trabajo están dedicados a analizar
tres aspectos de las funciones que la Corte puede desempeñar a través
de su jurisdicción consultiva. En concreto, nos referimos a las
6* M.O. HUDSON, "Advisary Opimons of National and International Courts".
Harvard LawÑevkw, val 37,1924, p. 972.
fi5 CHARLES 0E VlSSCHES. "Les avís consulíatifs de la la Cour Permanente de
lostícc Ifiíenmtioaar, Rec, des Cours, t. 26,1929, pp. 2426. En relación con la
interpretación de los tratados constitutivos y los conflictos entre órganos: T.
FURUKAWA, "te deuble role de ia Coar iníernatiGna! de Justice a l'égard des
orgamsaüofls intemafionales: piotectíon <t contrete", Mélanges Reaten 1981, p. 295.
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funciones de imcipretación constitucional cuasícontenciosa y apelativa.
La primera aparece cuando la Corte» en e! ejercicio de su actividad
consultiva, interpreta la Carta de Jas Naciones Unidas u otros
instrumentos constitutivos de organizaciones internacionales. La
función cuasicontenciosa se presenta cuando e! asumo consultivo que la
Corte conoce se relaciona con una controversia pendiente entre
Estados, Por último, la función de apelación se hace posible cuando los
estatutos de los órganos autorizados para solicitar opiniones consultivas
prevén esta alternativa, como ocurre en el caso de las sentencias
didadas por los tribunales administrativos de las Naciones Unidas y de
h
Muy brevemente destacaremos dos aspectos de la función
consultiva que aparecerán insistentemente en los próximos capítulos de
este trabajo. El primero se refiere a la función consultiva como
actividad judicial Bajo esta calificación, la tarea de la Corte en materia
consultiva no difiere sustancialmeníe de la que lleva a cabo en la
función contenciosa. Efectivamente, si estamos de acuerdo en que la
tarea judicial consiste en un silogismo, podemos describir la actividad
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ccmsultiva del tribunal como aquélla cu que existe una premisa mayor
(norma vigente), una premisa menor íla descripción del hecho que se
juzga) y una conclusión (la solución del caso)66.
En otro nivel de análisis, fas opiniones consultivas comparten con
todas las formas de decisión judicial un rasgo de fundamental
importancia; la delegación, en mayor o menor medida, de poderes de
decisión que implica la solicitud de opiniones consultivas.
La cuestión relevante en relación a la jurisdicción consultiva se
reliare a si este procedimiento contiene las garantías procesales
necesarias para dar legitimidad procesal y sustancial a la opinión que
resulta del mismo. En este sentido, la opinión del jurista italiano PAOLO
BENVENUTI es clarificadora; él dedica gran parte de su obra a
demostrar que l a verificación realizada por la Corte Internacional de
Justicia en sede de «opinión consultiva» y la verificación de ésta hecha
en sede de «sentencia)* constituye!) fundamentalmente una misma





Corte ¡ñttrmzwmk á* Ciustizia, Milán, 1985, pp. 4344 y passim.
CAPITULO II
LA CORTE INTERNACIONAL DE
JUSTICIA: ÓRGANO JUDICIAL PRINCIPAL
DE LAS NACIONES UNIDAS.
ÓRGANO JUDICIAL PRINCIPAL 6ft
L INTRODUCCIÓN
Es bastante común para la doctrina y también para la propia Corte
Internacional de Justicia afirmar que la Corte desempeña un papel dual
frente a la Organización de las Naciones Unidas y la sociedad
internacional en general En efecto, por un lado, la Corte Internacional
de Justicia es un órgano principal de las Naciones Unidas: en esa
condición tiene el deber de responder las opiniones consultivas
requeridas por aquellos órganos autorizados para solicitarlas; por otro
lado, la Corte Internacional de Justicia es un órgano del Derecho
internacional cuya función estriba en resolver controversias jurídicas a
través de sus sentencias. Estas funciones pueden crear cierta
ambigüedad a la hora de interpretar la forma en que la Corte debe
operar. Sin embargo, en el capítulo anterior hemos demostrado que la
Corte muestra fidelidad a su condición judicial incluso en el ejercicio
de su fondón consultiva. En consecuencia, el deber de cooperación
antes aludido estada limitado por el carácter judicial que ese órgano
principal de las Naciones Unidas ostenta. En otras palabras, el deber de
cooperación de la Corte Internacional de Justicia con la Organización
de las Naciones Unidas depende de que la actividad de la Corte en el
ejercicio de la respuesta a la opinión requerida no contradiga su
En el presente capítulo estudiaremos las normas que definen la
relación orgánica o institucional de la Corte Internacional de Justicia
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con la Organización de las Naciones Unidas. Analizaremos también las
distintas formas de interpretar esa posición jurídica, teniendo en cuenta
el mencionado doble carácter de la Corte, tratando de verificar qué
consecuencias se derivan de ia integración orgánica para su función
consulliva. Para encontrar una respuesta a esa cuestión debemos
preguntamos por el tema de la integración funcional de la Corte con la
Organización, es decir interrogamos acerca de las consecuencias que
«canea la relación creada por la Carta de las Naciones Unidas1.
* La estructura de este CAPITULO, desarrollado a partir del estudio de la doble
integración, institucional y funciona], de la Corte Internacional de Justicia con la
ONU, se basa principalmente en el esquema que el profesor LEO GKOSS diera a su
curso sobre la Corte y las Naciones Unidas, impartido en la Academia de Derecho
Internacional en el verano de 1967 ("The Intaiutíonal Couit of Justicc and thc United
N a t a s " , 8ec. des CÚUTS, 1120,1967, pp, 3I5M4O}. Aquella era una difícil época
para la Corte, una institución que vivía una crisis causada por la publicación de su
cofimíveitida decisión de 18 de julio de 1966 en el asunto del Suroeste Africano (ICI
Reporte 1966, p. ó). Han transcurrido muchos años y los presupuestos fácticos.
históricos y políticos con los que la Corte cuenta en la actualidad cambiaron
drásticamente en ei ínterin; no obstante, ese curso sigue siendo, a nuestro entender, un
texto fundamental para comprender las relaciones entre la CU y la ONU.
Hay m> texto de la misma época que resulta igualmente imprescindible; me refiero
al capítulo tercero de la obra clásica de SHÁBTAI ROSENNE, 7he Law and PracHce of
the ¡mernational Comt Uyden, 1965. Además, el análisis de KENNETH J. KEÍTH,
Tke Extern ofthe Aévisory Jurisdiction of the fnternatwnal Court ofJustice, Leyden,
1971, cap. 4. Ver también I.S. KERNO, "LOrganisaáofi des Nations Unies et la Cour
International de J u s t o " , Kec, des Cours, vol. 78. 1951, pp. SU-574; y más
recientemente TfcRUMí FURUKAWA, "Le dooble rdle de la Cour íntcrnationale de
Justíce á régard des organsations intemationaies: protection et controle", Mélanges
Heuter, 1981. pp. 293-314
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1 INTEGRACIÓN INSTITUCIONAL
La Corte Internacional de Justicia, según lo establece ei artículo 7
de la Carta <le las Naciones Unidas, es un órgano principal de las
Naciones Unidas^, En consecuencia» es un órgano unido
constitucionaimeníe a la Organización, hecho que se refleja en la
condición jurídica del Estatuto de la Corte» que es "parte integrante"3
de ia Caria. Este dato refleja ei consenso que exisíía entre los
redactores de la Carta respecto de la necesidad de que la Organización
internacional que estaban creando contara con un órgano judicial
propio. En palabras de ROSENNE, los fundadores de las Naciones
Unidas "aceptaron la premisa de que cualquier futura organización
internacional debía poseer un órgano judicial propio para ser
2
 Ver LEO GROSS» "The International Coun of Justice and the United Naiions",
Hee, des Cours* I 120,196?, pp. 323-336; STEPHEN M. SCHWEBEL, "Relations
Setweea the ínternational Court of Justice and the United Nations", en Melantes
Mkkel Viraüy, París, Í990, pp. 431-443. También puede consultarse el trabajo de
HELMUT ALEXI, "Dic Inansprachnahme des IGH durch dic Organc des Vereinigtcn
Ñateen" , ZúdRV, 21,1961, pp. 473-510. donde analiza la utilización tic la CU por
paite de los órganos de las Naciones Unidas en general; sin embargo, se trata de un
artículo desfasado, porque se basa en la práctica de los Estados y de la Organización
3
 Art. 92 de la Carta {integré parí en la versión inglesa, partie integrante en la
versión ftancesa),
4
 SHASTAIROSENNE, l i e law and Practice ofthe tnternational Court, Leyden,
1965, p. 63.
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Asimismo, la Corte internacional de justicia, de acuerdo con el
artículo 92 de la Carta5, es eí órgano judicial principal de las Naciones
Unidas. Efectivamente, según el artículo citado
U Corte Internacional de Justicia será e) órgano judicial
principa! de tas Naciones Unidas; funcionar! de conformidad con
el Estatuto anexo, que está basado en el de la Corte Permanente de
Justicia Internacional y que forma pane integrante de esta Cana.
Articulo que concuerda no sólo con el ya citado número 7 de la
Carta, sino también con el artículo 1 del Estatuto de la Corte, que
{«afirma el carácter de órgano judicial principal establecido para el alto
tribunal en el tratado constitutivo de las Naciones Unidas.
En la INTRODUCCIÓN hemos aludido a la distinción entre la
relación que une a h actúa! Corte Internacional con la Organización y
io que ocurría en la época de la Sociedad de Naciones. En efecto, la
relación entre la Corte Permanente de Justicia Internacional en la
Sociedad de Naciones y de la Corte Internacional de Justicia en la
Organización de las Naciones Unidas difiere en el aspecto institucional
ya que la pnmera no gozaba de la calidad de órgano de la Sociedad de
Naciones, sino que se estableció como una institución independiente. El
Estatuto de la Corte Permanente de Justicia Internacional, por lo tanto,
no era paite de! Pacto y los Estados Miembros de la Sociedad de
5 Ver el comentario <íe HERMANN MOSLER, en B. SlMMA (h.), Vereignte Nationen
Kmmntar, 1991, pp. 927-966.
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Naciones necesitaban adherirse al Estatuto para ser considerado;» panes
en el mismo. No obstante lo dicho, corno advierte SHABTA1 ROSENNE6,
sólo un análisis puramente formal puede esconder que, de hecho, la
Corte Permanente de Justicia Internacional estaba íni imánente
relacionada con la Liga. Esta idea ha sido defendida por autoridades de
la talla del juez HUDSÜN, quien afirma en su clásico estudio sobre la
Corte Permanente, que "|l]a historia de la redacción del Pacto no dejaba
dudas de qm la Corte Permanente de Justicia Internacional fue
concebida en París como una parte de la organización de la Liga de
Naciones"7. Otros, como Stone» han señalado que la Corte» si bien no
era un órgano de la Liga de Naciones, no hubiera sobrevivido a la
disolución de aquella organización internacional8. Además, esta
relación tenía fundamento normativo, porque se puede decir que la
habilitación para el establecimiento de la Corte estaba contenida en el
artículo 14 del Pacto, como lo expresa el artículo I del Estatuto de la
Corte Permanente de Justicia internacional cuando dice que la Corte se
establecía de acuerdo con el artículo antes citado del Pacto. Por otra
parte, la Sociedad de Naciones tenía importantes competencias en
relación con la designación de sus jueces y de su financiación9.
* SHABTAI ROSENNE, The Law and Praetict ofthe International Court, Uyden,
1965, p. 61.
? M.O. HüDSON» The Permnent Cour ofínterttationaltotice 1920-1942, Nueva
Yorit.i943.ii.nl.
8 iutIUS STONE, Legal Controls eflnternatwnai Confito, Londres, 1954, p, U1
(tanto HUOSON como STONE han sido citados por ROSENNE en la página antes
señalada en ía nota 6).
9 Ver KENNETH J. KEITH, The Extem of the Aavisory JurisdkHon of ¡he
¡ntetnationai Court $Ju$iiee, LeydeiK 1971, p. 143 y sígs. Este autor considera que
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En la Organización de las Naciones Unidas, como es bien sabida,
la Carta y el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia no están
desvinculados ni sustantiva ni formalmente, sino todo lo contrario, pues
el Estatuto está acoplado a la Carta, es "paite integrante" de la Carta.
Por lo tanto* desde el punto de vista normativo, existe una diferencia
indiscutible consistente en la expresa determinación de la posición y
relación de la Corte Internacional de lusticia en la estructura de las
Naciones Unidas, frente a la nelación de la Corte Permanente de Justicia
internacional con la Sociedad de Naciones, que no previendo normas
para e! establecimiento de una relación institucional más estrecha, debe
ser considerada, cuando menos teóricamente, como una relación más
La conexión orgánica tiene diversas consecuencias, de las que
destacaremos dos. En primer lugar, la nueva relación creada en 1945
acabó con la distinción entre miembros de la Sociedad de Naciones y
Estados partes en el Estatuto de la Corte Permanente de Justicia
Internacional* La denominada comunidad judicial internacional ya no es
un conjunto de Estados forzosamente distintos de los miembros de las
Naciones Unidas, sino que esas categorías se superponen desde la
creación de la Organización. Ello no supone que ciertos Estados ajenos
la relación entre la CPU y la Sociedad de Naciones era de tipo esencial. En apoyo de
su tesis alega que la Corle Permanente* si bien no se pronunció sobre su relación con
ía Sociedad de Naciones de ía forma en que lo hizo la Corte actual respecto de la
ONU, adopté una actitud similar cuando se trataba de asuntos de urgencia y ai
modificar !a redacción de las algunas de las preguntas sometidas a su opinión. Jbid..
pp. 144-145,
í0
 ROSENNE ha dicho que l a conexión orgánica entre la Corte y las Naciones
Unidas es por tanto potencialmente mucho más pronunciada que aquélla que existís
previamente entsc la Corte y ía Uga". En SHABTAIROSBNNE, TheLawand Pmctice
úfthe Internaiionai Court, Uydem 1965, p. 65.
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a las Naciones Unidas tengan vedado el acceso a la Corte, porque estos
podrán llegar a ser parte en el Estatuto de la Corte Internacional de
Justicia* "de acuerdo con las condiciones que determine en cada caso la
Asamblea General a recomendación del Consejo de Seguridad". Pero,
como dice el primer párrafo del artículo 93 de la Carta. "(t]odos los
Miembros de las Naciones Unidas son ipsofaao paites en el Estatuto de
! 1
La otra consecuencia importante a destacar se relaciona con el
artículo 92 de la Carta y puede plantearse a través de ¡a siguiente
pregunta: ¿cómo debe interpretarse ei hecho de que el Estatuto forme
"parte integrante" de la Carta? Siguiendo a ROSENNE12, hay dos
posibles interpretaciones del artículo 92. Una interpretación acentúa la
independencia del Estatuto respecto de la Carta» basándose en la
intención de los fundadores de las Naciones Unidas de mantener ¡a
continuidad funcional entre la Corte Permanente de Justicia
Internacional y la Corte Internacional de Justicia. Esta forma de ver la
relación entre el órgano judicial principal y la Organización es
manifiestamente restrictiva; sus consecuencias llevarían a que la Corte
no se considerase necesariamente obligada por las normas generales de
la Carta que rigen a los órganos de las Naciones Unidas en general13.
11
 Ver HANS KELSEN, The Law ofihe United Nations, Londres, 1951, pp. 79
sigs*; y LEOGROSS, "The ínícraatíonaí Coart of Jusicc and thc United Nations".
Rec, des Cmrs, t Í20,1967, p. 323.
12
 SHABTAi ROSENNE, The Law and Practíce ofthe internationaí Court, Lcyden,
1965, p, 66 y sigs.
13 ROSEííNE cree que la imeipretaciíSn fomwi y restringida de la expresión "parte
integrante" halla cierto apoyo en la dpimáa separada de siete jueces en el asunto del
ÓRGANO JUDICIAL PRINCIPAL 73
Según la opinión de la mayoría de la doctrina y la propia
concepción de los magistrados de la Corte, la interpretación descrita no
concuerda con lo que los redactores de la Carta pretendieron al
introducir una conexión orgánica entre ta Corte Internacional de
Justicia y la Organización de las Naciones Unidas. Esto puede verse
tanto en la semencia recaída en el asunto del Canal de Corfú** como en
otros casos en que la Corte hubo de pronunciarse sobre el problema.
Qaízás sea el asunto de los tratados de paz** el que mejor represente la
posición de la Corte en relación con esta cuestión. En efecto, como
pone de relieve ROSENNE, en ese asunto se presentó una objeción
preliminar que defendía la incompetencia de la Corte con fundamento
en h cláusula de dominio reservado del artículo 2.7 de la Carta. La
Corte no desestimó in iimine ia objeción, sino que se declaró
competente tras haberla examinado. En su descargo, la Corte dijo que
ia interpretación de las cláusulas de un tratado no debería ser
considerada como una cuestión esencialmente de la competencia
nacional de un Estado: "Es una cuestión de Derecho internacional que
por su naturaleza entra en las atribuciones de la Corte"16.
La conclusión a que llega RGSENNE, que compartimos totalmente,
expresa que "cuando la Carta usa la expresión de que el Estatuto de la
Canal de Corfú, donde expresaron s« negativa a entender que el ait. 36.3 de ia Carta
afectaba la jurisdicción de la Corte según la regula el Estatuto de la CU (The Law and
Practice ofthe ¡nternaüoml Cornil p, 67 y 343).
1950, pp, 70-71,
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Corte es una pane integrante de la Carta, pretende que la Carta y ei
Estatuto deben ser leídos como un solo instnimento"*7. Palabras muy
similares son las que empleó el juez SCHWEBEL en su opinión disidente
en e! caso Ekttrúnka SicufaW p ^ definir ei término "integrante"
como partes que componen un todo, agregando que:
"Serla difícil concebir un argumento que diga que (...) el
Estatuto y la Cana no deten ser interpretados conjuntamente,
como un único instrumento formando un iodo integra!, y más
difícíi aún imaginar que la Corte pudiera reptar tal argumento."
Esta conclusión, sin embargo, estará condicionada por la conducta
de la Organización y de la Corte, que poseen las bases para desarrollar
una rica relación funcional ¡nterorgánica.
Antes de pasar a la próxima sección habría que precisar un aspecto
más del significado de "órgano judicial principal*'. Esta vez en su
vertiente negativa. Ciertamente, la Corte Internacional de Justicia no
tiene por qué ser el único órgano judicial de la Organización ni, por
supuesto, del Derecho internacional. En el primero de los sentidos, el
organizativo, no QSÜ sola» porque existe un Tribunal Administrativo de
las Naciones Unidas; pero, además, como lo demuestra la experiencia
17
 SKABTAÍ ROSENNE, The Law and Practice ofthe Imemationai Court, Leyden,
1965, p. 68.
M Elettronka Sicula $,pA> (ELSIh Judgmcnt, ICJ Reports 1989, opinión
disidente del juez SCHWSBEL, pp. 96-97.
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del recién citado Tribunal administraiivo1*, la Organización podría, si
lo considerara conveniente y estuviera dentro de sus fines, establecer
Oíros órganos judiciales, aunque no podrían ostentar el carácter de
principal20. En el segundo sentido, fuera del aspecto puramente
organsativo, los Estados Miembros de las Naciones Unidas tienen plena
libertad para someter sus controversias a otros tribunales, como lo
establece ei artículo 95 de la Caita» que debe leerse conjuntamente con
el artículo 33 de la Carta y e1 principio de libertad de elección de los
medios de solución pacífica dé controversias, que se materializa en la
posibilidad de elegir cualquier medio pacífico de solución para arreglar
una
& Sobre este problema ver ittfra CAPrmo IX,
20
 El tribunal que prevé la Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar
en sa artículo 28? podría ser un buen ejemplo en este contexto, aunque no sería exacto
decir que es un órgano judicial de ía Organización, sino de la propia Convención sobre
Derecho del Mar, hecho que lo deja en una posición intermedia respecto de la
explicación que se I» dado en el texto en referencia a los órganos de la Organización y
del Derecho internacional Sobre el tema ver, en general, J.G, MERRILU,
ínternañonal Disputes Settkment,2 tá. 1991, cap. 8,pp. 155 sigs
21
 El artículo 33 de la Cuta de Naciones Unidas enumera, de forma no taxativa,
una serie de medios de solución entre los que se encuentran la negociación, la
investigación, la mediación, el arbitraje, el arreglo judiciaJ y el recurso a organismos o
acuerdos legionales. Ver CH. TOMUSCHAT, en B, SlMMA (Hrsg.), Chana der
Vgreinten Nationen, Komnentar, Berlín, 1991, pp- 472-481.
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3. INTEGRACIÓN FUNCIONAL
Bajo e! epígrafe que antecede nos proponemos indagar cómo ha
influido en la actividad de la Corte Internacional de Justicia, de los
órganos de las Naciones Unidas y de los Estados la conexión
institucional de integración con la Organización establecida en la Cana.
A. LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA Y
LAS NACIONES UNIDAS
Desde una perspectiva amplia puede constatarse la existencia de un
consenso doctrinal22 acerca de la existencia de diferencias prácticas
entre la Cotte Internacional de Justicia y la Corte Permanente de
Justicia Internacional Ese acuerdo se manifiesta, especialmente, en las
nuevas expectativas que la presente Corte ha creado entre su audiencia.
En efecto, existe la idea de que k Corte, de una u otra manera, actuará
según unos criterios de imerpretación funcional más precisos que los
22 Vtr LEO GRGSS, "The International Court of Justicc and ihc United Natas" ,
Hec. des Cours, i 120, 1967, p. 350; H. lAUTERPACHT, The Devehpment
 of
International Law by the intemattomi Covrt, Cambridge, 1958, p, 109; M.O,
HUDSON» "The Tiiíity-FoüFih Ycar of thc World Courf, AJIL, vol. 50,1956, p. 9;
C& DE VíSSCHER* Aspeas réctttts da droiiprocédurat de la Cour imermHomt de
Jusike* París, 1966, p, 41; S. SHABTAí ROSENNE, The Law and Practice <?/ the
¡nternaüoml Couru tcydeii, 1961 p. 70; GERALD FTTZMAURICE, The law and
ProcedureoftheInternationa€ottríofiu5tice,\til l»Cambridg€, 1986,pp. 114-
i 15. Para expresiones provenientes de jueces de la Corte, ver la opinión separada del
jaez ALVA8EZ, ICJ Reports 1949, p, 40.
ÓRGANO JUDICIAL PRINCIPAL 7?
que guiaban a ia Corte Permanente, tanto en los asuntos consultivos
como en los contenciosos. La razón de esta manera de pensar se
fundamenta en la relación orgánica entre la Corte y las Naciones
Unidas, creada por la Carta de la Organización.
Los principios básicos que guían la actuación de la Corte en su
función orgánica deben buscarse en la propia jurisprudencia del alto
tribunal. Un asunto paradigmático en este sentido es el de ios Tratados
de Paz*h Recordemos sintéticamente algunos rasgos defmitonos del
caso. Tras la Segunda Guerra mundial los aliados habían firmado con
Hungría, Rumania y Bulgaria, el 10 de febrero de 1947, unos tratados
de paz. En esos tratados se estipulaba que el arbitraje de una comisión
mixta sería el método a seguir para resolver las controversias que
pudieran surgir sobre la interpretación y la aplicación de sus
disposiciones. La comisión estada compuesta de un arbitro elegido por
cada parte y un tercero aceptado por ambos que* de no ser designado en
el plazo de un mes, debía ser nombrado por el Secretario General de
las Naciones Unidas.
En 1949 el Reino Unido y EEUU, denunciaron en la Asamblea
Genera! de la Organización de las Naciones Unidas violaciones de
ciertas cláusulas referidas a derechos humanos y libertades
fundamentales, cuyo resultado imputaban a los Estados partes en los
tratados de paz arriba mencionados, y sus representantes propusieron
acudir al procedimiento establecido en los tratados de paz para resolver
23 Qpíméíi consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre la interpretación <k
ios tratados depaz de 30 de marzo de 1950. I D Repom 1950, p. 65.
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las controversias; pero los gobiernos de los Estados involucrados
pasivamente rechazaron cualquier solución. Ante esta situación la
Asamblea General solicitó a la Corte Internacional de Justicia una
opinión consultiva sobre las siguientes cuestiones:
"I. ¿Surge de la correspondencia diplomática intercambiada
por Bulgaria, Hungría y Rumania, por una parte, y ciertas
potencias aliadas y asociadas signatarias de tos tratados de paz.
por otra pane, relativo a la aplicación del artículo 2 de los tratados
con Bulgaria y Hungría y del artículo 3 del tratado con Rumania,
que existen diferencias para las cuales el artículo 36 del tratado de
paz con Bulgaria, e! artículo 46 del tratado de paz con Hungría y
e! artículo 38 deí tratado de paz con Rumania prevén un
procedimiento de arreglo?"
Si la respuesta a la primera pregunta fuere afirmativa;
"II. ¿Están obligados ím Gobiernos de Bulgaria, Hungría y
Rumania a ejecutar las cláusulas mcncionaldas en h cuestión I,
especialmente aquéllas que conciernen la designación de sus
representantes a las comisiones previsias por los tratados?"
La Asamblea General reservaba dos preguntas más para el caso en
que la isspaesta a la segunda prepnta fuera afirmativa y los Gobiernos
hubieran notificado al Secretario General la designación de sus
^presentantes a las Comisiones previstas en los tratados.
ÓRGANO JUDICIAL PRINCIPAL
"III. ¿Está autorizado ei Secretario Genera] de las Naciones
Unidas, si una de las partes no designa un representante a la
comisión prevista por tos tratados de paz con Bulgaria, Hungría y
Rumania, ya que éstos están obligados a designar uno, a designar
el tercer miembro de la comisión ante la solicitud de la otra parte
del diferencio, conforme a las disposiciones de los tratados en
cuestión?"
¥ , por último, si la respuesta fuera afirmativa:
"IV. ¿Una comisión prevista por los tratados que estará
compuesta de un representante de las partes y de un tercer
miembro designado por el Secretario General de las Naciones
Unidas será considerada como una comisión en ef seno de los
artículo pertinentes de ios tratado* y calificada para tomar
decisiones definitivas y obligatorias en el arreglo de una
controversia?''
La respuesta de la Corte se dividió en dos fases; la primera
correspondió a las preguntas I y I I que fueron contestadas
afirmativamente; en la segunda fase24 se respondió a las dos preguntas
restantes de forma negativa.
24
 Opinión consultiva de la O í sobre la interpretación de los tratados de paz
(segundafase),de ISde julio de I950JOReporis 1950, p. 221.
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El recurso a la Corte forma parte de una dudosa estrategia
occidental ideada en el contexto de la guerra fría, que aquí no vamos a
juzgar25, En lo que a nosotros afecta, hay un pasaje de la opinión
consultiva emitida en la primera fase que resume ios principios que la
Corte estableció para que gobernaran su actividad consultiva. Ese
párrafo reza de la siguiente forma:
"El consentimiento de los Estados panes en una
controversia es el fundamento de la jurisdicción contenciosa de la
Corte, La situación es diferente en materia de procedimiento
consultivo, aun cuando la solicitud de una opinión sea relativa a
una cuestión jurídica actualmente pendiente entre Estados. La
respuesta de la Corte solo tiene un carácter consultivo: como uü,
no tiene efecto obligatorio. De ahí resulta que ningún Estado,
miembro de las Naciones Unidas o no, puexle impedir que se dé
respuesta a una solicitud de opinión consultiva que las Naciones
Unidas considera deseable con el fin de iluminar el curso de
acción que debe seguir. La opinión de la Corte no se da a los
Estados, sino al órgano habilitado para solicitarla; la respuesta
constituye una participación de la Corte, ella misma "órgano de las
Naciones Unidas", en la acción de la Organización y, en
principio, no debe ser rechazada"^
25
 La Corte resolvía negativamente la cuestión de si ella debe investigar sobre los
motivos de una petición de opinión consultiva. Efectivamente, en el caso de \u
Admisiones se dijo que la Corte "no estaba preocupada de los motivos que pueden
haber inspirado la solicitud, ni tampoco de ¡as consideraciones que. en los casos
concretos sometidos a examen del Consejo de Seguridad, formaban la materia del
intercambio de puntos de vistas que tuvieron lugar en aquel órgano" ( IO Reports
1948, p. 61), Ver M. POMERAíCE, The Advisory Ftmction ofthe tntemtienat Com
in íhe Uague and U$. Eras, Baltimorc v Londres, 1973, pp, 98-103; ver también eí
tratamiento del tema COR ocasión del anáfisis de algunos problemas que se presentan en
los órganos autorizados en el CAPITULO IV de este trabajo,
2 ^ C J Reports 1950^71-
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Si tuviéramos que resumir esos principios, podrían expresarse con
estas palabras: (1) la respuesta de la Corte, órgano judicial principal de
las Naciones Unidas, representa su participación en las actividades de la
Organización; (2) esa cooperación, en principio, no debe ser rechazada;
(3) la opinión de la Corte es de carácter consultivo, no tiene fuerza
obligatoria; (4) ¡os Estados, miembros o no de las Naciones Unidas* no
pueden impedir que la Corte emita una opinión consultiva solicitada
por las Naciones Unidas para iluminar eventuales alternativas de acción
de la Organización; (5) el consentimiento es la base de la actividad
contenciosa de la Corte, pero no de la consultiva, incluso cuando el
asunto esté conectado con una controversia pendiente.
El profesor GROSS27 se refirió a las directrices fijadas en el
asumo de los Tratados de paz, como postulados de "política judicial*'
(judicial polícy), con una significación muy comprensiva. Este autor
destaca, además, el hecho de que todos esos principios sean
reconducibles a la conexión institucional entre la Corte y la
Organización, En otras palabras, en e! asunto de los Tratados de paz la
Corte fijó las bases para la interpretación de su función en la
Los principios descritos representan la esfera dentro de la cual se
concibe la cooperación con la Organización, su potencialidad y su
límite. Ese deber de cooperación, que sólo debe ceder ante razones
27
 Op. cít supra mu h p. 341.
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forzosas que impidan a la Corte un ejercicio adecuado de su función
judicial, es la característica que ahora se revela como esencial a raíz de!
vínculo institucional que la Corte posee con la Organización.
El principio de cooperación con la organización establece que ta
Corte "no rechazará su participación en las actividades de la
Organización1'28. Este principio, indudablemente, tiene su base en la
conexión específica de ia Corte con la Organización. En efecto, para
autores como KEITH, dicha conexión "es de vital significado en la
conformación de la disposición de ia Corte para responder: mientras
más cercana sea la conexión más predispuesta estará la Corte a dar una
opinión consultiva, no obstante su absoluta discreción según el
Estatuto"29. He aquí donde se ve reflejada la unión integral existente
entre la Carta y el Estatuto, porque el propio deber de cooperación
deriva, en realidad» de la obligación que la Corte tiene, como órgano de
las Naciones Unidas, de respetar los propósitos y principios de la
Carta**.
Por supuesto, la Corte es también un órgano judicial El carácter
judicial de la Corte se encuentra impreso en la citadísima frase del
28
 "The Court wiS not itfuse iís participation in (he activitics of the Organiaation",
I O Reportó 1982, p. 347, § 45, La misma expresión que en ICJ Rcports 1950, p. 71.
También cu el asunto de las reservas a Ja Convención sobre ía prevención y e! castigo
del enmendé genocidio (í€J Repetís 1951, p. i5), de Z8 de mayo de 1951, se dice
que "A reply to a request fbr m Opinión shouJd not in principie* be rcfased" (p. 19).
29
 Op. cit supta nota i, p. 146.
39 Ver E. GORDON, "The World Court and the Interprttion of Constitutive
Trcaties, Obscvaiions on the Devetopment of an International Constitutional Law",
ÁJIL 1965, p- 799.
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asunto de la CüreUa Occidental* ya reproducida en el capítulo anterior,
que dice; "la Corte, siendo un tribunal de justicia, no puede» aun en sus
opiniones consultivas, separarse de las normas esenciales que guían su
actividad como un tribunal"31. Por lo tanto, los límites a la cooperación
con las Naciones Unidas, como hemos adelantado, vienen impuestos por
ese insoslayable carácter judicial; sólo puede dar opiniones jurídicas y
puede negarse a dar una respuesta, incluso cuando se trate de una
opinién lega!, cuando "las circunstancias del caso sean de tal carácter
que la lleven a abstenerse de responder a una cuestión"32. Aunque, por
otra parte» sólo "ratones forzosas" llevarían a la Corte a un tal
Conviene ilustrar jurisprudencialmente cómo el principio de
cooperación ha sido incorporado a las intervenciones consultivas de la
Corte Internacional de Justicia posteriores al dictamen recaído en el
asunto de los Tratados de paz. Debemos comenzar por eí asunto de las
reservas*** donde la Corte, por unanimidad, dijo que bastaba con
"recordar los principios establecidos en su opinión de 30 de marzo de
3í PCII, Series B, No, 5,p. 29.
32 Asunto de los Tratados de Paz (Primera Fase), IG Rcports 1950, p,72; ciertos
gastes de las Nachfies Unidas (artículo 17* parágrafo Ideh Carta), de 20 de julio de
1962, ICJRcpons 1962, p. 155.
33
 Compelliag xeasons, raisons decisivas. Ver efectos de tas sentencias del
Tribunal administrativo de la Ü1T, ICI Rcpons 1956, p. 86; ciertos gastos de las
Naciones Unidas (artículo 17, parágrafo 2 de la Cana), de 20 de julio de 1962, ÍCJ
Repoüs 1962, p. 155,
34
 Opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre las reservas a ia
Convención sobre ¡a prevención y el castigo de! crimen áe genocidio, de 28 de mayo
d I 9 5 U O R 1 9 5 t J 5
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1950'\ para decir que "la respuesta a una solicitud de opinión
consultiva no debe» en principio, ser rechazada"55.
Asimismo, en el asunto dei Tribunal Administrativo de la 0/T3°,
la Corte se expresé en el siguiente sentido:
No obstante d carácter permisivo del articulo 65 dei Estatuto
en materia de opiniones consultivas, sólo razones forzosas
podrían llevar a la Corte a adoptar en esta materia una actitud
negativa que dificultaría el trabajo del régimen establecido por el
Estatuto de! Tribunal Administrativo para la protección judicial de
funcionarios. No se debe permitir que cualquier ausencia de
igualdad aparente o nominal obscurezca o acabe con este objeto
En el asunto Ciertos gastos de las Naciones Unidas la Corte se
remitió a dos de las opiniones arriba citadas** para confirmar el
significado de la relación entre el órgano judicial principal y la
Organización39, La Corte concluyó que, en ese caso» no encontraba
&K3 topa* 1951 pA9.
3 H a Reporte 1956, p, 7?.
3? ICJEepofis 19% p. 8647.
losNacioMS Unicka {artículo ü.pmú^rcfo 2 de la Canal de 20 de julio de 1962. IO
Repsrt$ 1962, p. 151,
39IGRcportsl962,pp. 155-156 {Tratados de paz y Tribunal administrativo de la
ÜÍT, antes citados).
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razones decisivas para negarse a responder la consulta de la Asamblea
General sobre ciertos gastos de la Organización*
Luego, m el asunto Namibia*0* la Corte vuelve sobre las mismas
consideraciones. En efecto, en el párrafo 41 de dicha opinión
consultiva, al tratar el tema de ia discrecionalidad, se citan algunos de
los asuntos que hemos estado extractando* con el objeto de reafirmar
que una solicitud de opinión consultiva no debe ser, en principio,
rechazada, salvo que existiesen razones decisivas que subvirtieran esa
directriz, por contradecir Sa naturaleza judicial del órgano41.
En la opinión consultiva de 12 de julio de 1973, sobre la demanda
de revisión de la sentencia número ¡58 del Tribunal Administrativo de
las Naciones Unidas**, la Corte «confirma la política judicial
establecida en el asunto de los tratados de Paz, En uno de sus pasajes
dijo;
"La Corte repetidamente ha dicho que una respuesta a una
solicitud tíe opinión consultiva no debe, en principio, ser
Opinión consultiva sobre las consecuencias jurídicas para los Estados de la
presencia continuada de Surffika en Namibia íAfrica sudoccidental) a pesar de la
Resolución 27é {¡970} del Consejo de Seguridad, de 21 de junio de 1971, ÍCJ
R t 1971, |Ll&
41R, citando los asuntos reservas a la Convención sobre ¡a prevención y el
castigo deí crimen de genocidio y ciertos gastos de tas Naciones Unidas.
42
 Opinión consultiva de la Cü sobre la demanda de revisión de la sentencia
número 158 deí Tribunal Administrativo de ías Naciones Unidas, 1CI Reports 1973,
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rechazada y p e sdio razones fouosas justificarían tal
Finalmente, cabe citar el asunto del Sahara occidental*4', donde la
Corle volvié a decidir que no hallaba razones decisivas para rechazar el
cumplimiento de su función en este caso45.
Todos estos precedentes judiciales indican, como ya lo expresara
K11TH46, que la Corte "ha dejado expresamente claro que siempre
estará fuertemente inclinada a contestar una solicitud de opinión".
Además, csíe autor también recuerda que la carga de la prueba recaerá
en aquellos que aleguen que la Corte debe rechazar responder a una
opinión en ejercicio de su discreción.
CI Hcpons 1973, p, 183, para. 40. Citando ICJ RcporU 1956, p. 86; ÍCJ
is 1971, p, 27.
44
 Opinión consultiva de la CU sobre el Sahara Occidente, de í6 efe octubre de
i a R 9 7 5 a
ios párrafos
.átsupra nota l,p. 148,
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B, LOS ÓRGANOS DE LAS NACIONES UNIDAS Y LA CORTE.
La Carta prevé ciertos supuestos en que los órganos de las
Naciones Unidas están habilitados para activar la maquinaría de la
Corle internacional de Justicia. Nuestra materia de estudio, la
jurisdicción consultiva, es uno de ellos, quizás el mis importante, pero
no el tínico. En efecto, según el articulo 36,3, cuando el Consejo de
Seguridad haga recomendaciones respecto de los procedimientos o
métodos de ajuste que considere adecuados frente a controversias
susceptibles de poner en peligro el mantenimiento de la paz y la
sepridac! internacionales, "deberá tomar en consideración que las
contfovefsias de orden jurídico» por regla general deben ser sometidas
por las partes a la Coite Imemacional de justicia» de conformidad con
las disposiciones del Estatuto de la Corte". Esta vía sólo fue utilizada
por el Consejo de Seguridad en el caso del Canal de Corfú*1 cuando,
mediante una resolución de 9 de abril de 1947» el Consejo recomienda
que ios Gobiernos involucrados (Reino Unido y Albania) "deben
referir inmediatamente la controversia a la Corte Internacional de
Justicia de acuerdo con las normas del Estatuto de la Corte"48.
£1 caso fue llevado ante la Corte por el Reino Unido de manera
unilateral. Este Estado alegó, entre otras cosas* que la Corte tenía
47
 Asunto del Canal de Cotfú (objeciones preliminares), sentencia de 25 de marzo
i m C J R I 9 4 8 1 4
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competencia sobre la base de !a obligatoriedad de la resolución del
Consejo de Seguridad. La Corte no tuvo, en realidad, que enfrentarse a
este argumento, poique el principio de forum prorrogatum se hizo
aplicable desde el momento en que Albania aceptó aparecer ante la
Corte para dirimir la controversia. No obstante» algunos jueces
llamaron ia atención sobre la anomalía que traería aparejada la idea de
"un nuevo supuesto de jurisdicción obligatoria"» que éstos rechazaron
con fundamento en el principio del consentimiento de los Estados49.
La Corte pudo haber ido más lejos en la determinación de un
nuevo supuesto de jurisdicción obligatoria, pero no lo hizo. Hay autores
que han criticado la timidez de la Corte respecto de La desaprovechada
potencialidad del artículo 36.3, que sobre la base de una hipotética
interpretación progresiva en el caso de! Canal de Corfú hubiera
potenciado tanto el artículo en cuestión como todo el sistema de
solución de controversias de la Carta50. Sin embargo, a pesar de la
simparla que pueden causar este tipo de consideraciones, resulla difícil
no relacionar su operatividad potencial con la estructura de poder de la
Organización de Naciones Unidas, condicionada por el derecho de veto
£! Consejo de Seguridad también está habilitado para solicitar
opiniones consultivas de la Corte, capacidad que ha utilizado en un
49
 Í Q Resorts 1948, p. 32. También alegaran que el significado comdn de
recomendación no equivalía a una obligación y Miaron et alcance del artículo 36.3 al
ámbito interno del Consejo de Seguridad
50
 LEO GROSS, "HIC Iníeraational Court of Justice and Ihe Unitcd Natos"» Rec.
des €ow$i t120,1967, pp. 353-354 y 355.
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único caso, el asumo Namibia5*. Se ha defendido que la solicitud del
Consejo en este caso constituye un test para la Corte en su nueva
composiciéñ52. La solicitud de una opinión consultiva sobre este
preciso problema pudo ser entendida en el sentido de dar una
oportunidad a la Corte para redimirse después del marcado deterioro
de su imagen sobrevenido en relación coa su sentencia de 1966 en el
caso del áfrica sudoccidental.
De todos los órganos de las Naciones Unidas ha sido la Asamblea
General la más propicia a la hora de solicitar opiniones consultivas. De
ella han salido la mayoría de las solicitudes54. Es normal que ésta haya
sido la forma más utilizada para llegar a la Corte frente a la que ofrece
el Consejo de Seguridad» porque las condiciones de votación y la
mayoritaria presencia de Estados menos poderosos hacen de esta vía un
medio más accesible de obtener una opinión del órgano judicial
principal de la institución, Además* la Asamblea ha llamado la atención
sobre la necesidad de utilizar de manera efectiva a la Corte, Una buena
prueba de ello son las resoluciones que, comenzando con la famosa 171
(II), de 14 de noviembre de 1947, alertan sobre la necesidad de un
51
 Opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre las consecuenciasjurídicas para bs Estados de la presencia continuada de Swáfñca en Namibia {África
sudoccidental) a pesar de ta Resolución 276 (1970) del Consejo de Seguridad, de 21
de jumo de 197 U ÍCJ Repoits 1971, p. Í6.
5 2
 M. POME8ANCE, The Advisoiy Funcüon of íhe International Court in the
League and l/JV, Eras, Bsltiraore y Uñates* 1973, p. 148 y sigs,
53ICÍ Reports 1966, p. 6.
54
 Ver in/ra CAPITULO IV, «ota 7.
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mayor uso de la Corte Internacional de Justicia por parte de las
Naciones Uñidas y sus órganos55.
En lo que se refiere al Consejo Económico y Social, este órgano
principal se ha mostrado reticente ante la posibilidad de solicitar
opiniones consultivas. Además, en un principio no estuvo totalmente a
favor de la extensión de la autorización incondicional para pedir
opiniones de la Corte a las agencias especializadas56.
Debe considerarse también la posición de la Secretaría General de
las Naciones Unidas en relación con la Corte Internacional de Justicia,
De hecho, este órgano de las Naciones Unidas, aunque inhabilitado para
solicitar opiniones consultivas, ha colaborado generosamente con la
Cone en diversos procedimientos consultivos en los que se ha visto
involucrado, función que ROSENNE ha calificado como de amicus
curiat*7. De hecho, el Secretario Genera! de las Naciones Unidas ha
55 Cabe recordar que la resolución 44/33 de 17 de diciembre de 1989 en la que se
proclama a ía década de los 90 como la "Década det Derecho internacional", cuenta
entre sus objetivos con la tarca de promover la solución pacífica de controversias,
incluyendo el recurso y pleno respeto a la Corte Internacional de Justicia, Sobre la
misma ver cí comentario de ALFONSO DASTiS, en J?E0/, vol. XUI, 1990, pp. 105-
708. También M. BRUS, S. MÜLLER, y S, WiENERS (eds.), The United Nations
Decade oflnternationé Law, Dordrtchu Boston, Londres, 1991 y mi recensión en
ff£OT, v«L XLIV, 1 9 9 H PP- 296-297,
56 Ver SHABTAI ROSENNE. The Law and Practice of the ¡ntermúonal
Lcydcn, 1965, p. 669. El Consejo Económico y Social sólo ha pedido una opinión
consultiva: Apiicabiiidad de la sección 22 del artfatb VI de la Convención sobre los
privilegios e inmunidades de fas Naciones Unidas, de 15 de diciembre de 1989» !CJ
Reportó 1989, p. 177.
5? Ver SHABTA! ROSENNE» The law and Practice of the International Couru
Leyden, 1965, p. 742. Sobre el concepto de amicus curiae con especial inferencia a
tas organizaciones no gubernamentales en Derecho internacional ver DtNAH SHELTON
, l i l e Participation of NongovcmmcnUi Organizations in International Judicial
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presentado informes orales y escritos en el curso de procedimientos
consultivos ame la Corte, La base legal para justificar estas
intervenciones se ha buscado a través de una lectura flexible del
artículo 66 del Estatuto de la Corte58.
Una última palabra se hace necesaria si reparamos en el hecho de
que sólo hemos abarcado los árganos principales de las Naciones
Unidas en su relación con la Cone. Las agencias especializadas tienen a
su vez un sitio dentro de este esquema, que les viene dado a través del
Consejo Económico y Social Pero la relación es, verdaderamente,
mucho más débil. Esto es evidente desde el momento en que es uno de
ios órganos principales de la Organización, la Asamblea General, quien
otorga autorizaciones para solicitar opiniones consultivas a la Corte
Internacional de Justicia. Estos presupuestos podrían originar una
respuesta menos comprometida respecto de las agencias especializadas a
la hora de juzgar el deber de cooperación que la Corte tiene para con la
Para terminar con esta sección, es útil recurrir al profesor
ROSENNE, que en su tratado sobre la Corte Internacional de Justicia
resume magníficamente la relación de los órganos con la Corte con
estas palabras: "en lo que se refiere al funcionamiento de las Naciones
Unidas, la Corte ocupa una suerte de posición distante, reaccionando a
Proceedtngs", AJlíf vol. 88t 1994, f*p. 611-642. Ver también infra CAPITULO IV,
sección 2.
58
 Ver b&a é análisis de la cuestión que aparece en el CAPTiULO V, Sección 3.
I KETTB, The Bxtent ofthe Aávisoty Jurisdicthn ofthe Intermtíomt
Court úflu&tke* Lcydcn, 1971, p. 148.
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las iniciativas de oíros órganos, pero nunca iniciando la acción por sí
misma; en lo que se refiere a su administración, la Corte esíá
estechamente atada a ta fábrica general <fe la Organización'*60.
, cit supra nota 1, vol. I, p.
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G LOS ESTADOS V LA CORTE,
A ia pregunta de si la integración institucional ha sido beneficiosa
para ia Corte, GROSS responde que "¡a conexión orgánica entre la
Corte y la Organización no ha tenido ninguna relevancia respecto de la
actitud de los Miembros cuando se ocupan de la cuestión de requerir
una opinión de la Corte1'61. AI parecer» entie los representantes de los
Estados prima la desconfianza62 hacia lo que la Corte pueda aportar a
una situación determinada. Ciertos autores han demostrado que existe
tina tendencia de los funcionarios de las organizaciones internacionales
a mostrar reservas ante una interpretación judicial» favoreciendo las
vfas que peoniten mayor flexibilidad y soluciones de compromiso63.
En realidad, este es et tema esencial que determina el éxito o e!
fracaso de la Corte: en la medida en que no seamos capaces de
especificar un cúmulo de situaciones en las que la Corte deba64 ser
S l
 Op, d i supra nota 1» pp, 333-334.
&2 Ver supra INTRODUCCIÓN, donde se destacan las ideas de JENKS sobre la
confianza como demento necesario para la viabilidad de ia Corte Internacional de
Justicia.
M H J C X . MERILLfcT^gíi/ Ádvisers and httrnaíionai Organizations, 1966,
diado por l£O GsoSS, "The Intematíonal Coart of Justice and the United Nations*,
Rec, 4e$ Cours, 1120,1967, en la nota 32, p. 334.
64
 Ver ia propuesta de PAUL SZASZ, "Enhancing tbe Advisoiy Competence of the
Wortó ünifT, en U5G GROSS (ed.), The Funtre of the Intemational Court ofJusticc,
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interrogada con un cierto grado de predictibilídad65, la confianza de
!os Estados será sólo circunstancia! y contingente. Esa confianza, sin
embargo, eontm todos los pronósticos que auguraban más años malos
para la Corte66, se ha visto vigorizada en sede contenciosa por !a
cantidad inusual de casos que la Corte viene conociendo desde finales de
la década de los noventa, hecho que acaba con la idea de la irrelevancía
de la Corte como institución judicial67* aunque no necesariamente
coima ios requerimientos relativos a ia confianza.
4 LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA Y LA
AMBIVALENCIA BE SOS FUNCIONES VIS A V!S LA
65
 LEOGROSS, "Use Iniernationat Court of Justice and ihc United Nations", Rec.
desCours.t 128,1967, p. 334.
M Ver LORI F. DAMROSCH (ed,), The International Court of Justice at a
Cmssroaas* Transnationai Publishcrs, Dobbs Ferry» New York, 1987,
® Ver KEtlH HiGHEr, 4íThc Peacc Palace Heats Up: The World Court in Business
Again?", AJÍL, vot. 85,1991, p, 646 v la bibliografía citada en la nota 5, en especial,
el artículo de BítlGGS, 'The International Court of Justice Uves up to Its Ñame",
AJiL voí. SI, 1987, p. 78 sigs. Más recientemente el presidente de la Corte,
MGHAMMED BEDJAOUJ, ha hablado de las alentadoras perspectivas de futuro de la
Corte respecto de su contribución -cuantitativa y cualitativa- ai arreglo pacífico de
controversias y al mantenimiento de la paz. Ver "tes ressources offertes par la
fonctíon consultativc de h Cour internatíonaj de Justice. Büan et pcrspcctivcs".
Comunicación al Congreso de Naciones Uñidas sobre et Derecho internacional
p&tiko* Naeva York, 14 de marzo de !995, p. 2.
En junio de 1995, cuando este trabajo se entrega a imprenta, la Corte tiene 11 casos
contenciosos y 1 casos consultivos pendientes. Una relación de los mismos puede
consultarse en h Lista general de la Corte y en el Anuario de la Corte, En ASIL
Newsíetter* marzo-mayo de 1995, PETER H.F, BEKKER ha hecho una breve
exposición de los casos, salvo en lo que respecta a la demanda de España contra
Ganad! cuyo texto puede hallarse cu Meridiano CERh nám. 3,1995, pp. 27 y sigs.
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LAS NACIONES UNIDAS V EL
INTERNACIONAL.
Para concluir este capítulo» creo necesario reconsiderar algunos de
sus aspeaos centrales. No caben dudas acerca de ia compenetración de
la Corte Internacional de Justicia en la Organización. En efecto, los
propósitos y principios de las Naciones Unidas, as? como sus normas de
carácter general, tienen tm alcance normativo aplicable a la Corte como
órgano principal de la Organización de las Naciones Unidas. Podría
decirse, haciendo tina analogía con la dogmática de los derechos
fundamentales en cíenos sistemas constitucionales europeos entre los
que cuenta e! español, que esos principios tienen un efecto irradiante
sobre el resto del ordenamiento internacional y, por consiguiente, sobre
la actividad de la Corte Internacional de Justicia,
Una vez aceptado ese hecho, la problemática que concíeme a la
Corte Internacional de Justicia como órgano judicial principal de las
Naciones Unidas y órgano del Derecho internacional estaría
representada por el grado de integración del Derecho de las Naciones
Unidas en el Derecho internacional. En efecto, hoy como ayer, la
distinción entre la Corte como órgano de las Naciones Unidas y la
Corte como órgano del Derecho internacional sigue siendo un
problema que mina la confianza de ios posibles clientes de la institución
judicial LEO GROSS68 predijo tres posibles resultados para este
LEO GROSS, "The ínfcmaíional Comí of Justiee and ihc United Nations", Rec
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problema: primero, una continuación de la ambivalencia actual;
segundo, una separación más clara entre las dos funciones de [a Corte;
y, tercero, una superación de la ambivalencia como resultado de una
creciente transformación de ia Corte en un tribunal de las Naciones
El íxito de las alternativas señaladas dependía, según el mismo
autor escribía en 1967, de diversos factores. Primero, de la conversión
de las Naciones Unidas en una organización verdaderamente universal.
En la actualidad, casi tres décadas después de que se escribieran esas
palabras» es perfectamente verosímil afirmar que esa condición se ha
cumplido. Otra cuestión es preguntarse cuáles han sido las
consecuencias de tal universalización. Es esta una pregunta muy
pertinente, porque bien se puede entender que la universalización ha
sido meramente nominal en el sentido de que prácticamente la totalidad
de los Estados del mundo son parte de las Naciones Unidas, y no por
eso tener ñindamentos para decir que la universalización va más allá de
la mera membresfa. En segundo lugar, depende también de la evolución
de ia presente Organización desde su actual carácter de coordinación
hacia uno de integración. La balanza sigue muy inclinada hacía el lado
de la autotutela y» salvo grietas en el sistema, no parece que vaya a
cambiar en e! corto plazo.
CAPITULO III
ISICION DE LA CORTE
INTERNACIONAL DE JUSTICIA EN EL
EJERCICIO DE SU FUNCIÓN CONSULTIVA,
COMPOSICIÓN DE U CORTE
Las especificaciones relativas a la composición de la Corte para
decidir un asunto, sea contencioso o consultivo, son absolutamente
necesarias en cualquier tratamiento jurisdiccional, dada la importancia
de salvaguardar el principio de seguridad jurídica y no defraudar las
expectativas de los participantes en el procedimiento respecto de la
confianza legítima en la constitución del órgano judicial1.
Consecuentemente, la determinación de la composición de la Corte es
un tema que goza de una "prioridad lógica absoluta1*2 frente a los
demás problemas que la Corte úñbe resolver en un caso concreto.
Como se comprenderá, la economía que impone nuestro objeto de
estudio nos obliga a ocuparnos solamente de aquellas cuestiones que
afectan directamente a la jurisdicción consultiva. Sin embargo, desde un
punto de vista general son muchas las cuestiones de composición que
merecen la atención de la doctrina3; la más importante de ellas es,
3 En efecto, la Corte se ha definido a sí misma como "una institución preestablecida
por un instrumento internacional que define su jurisdicción y regula su
funcionamiento" (ÍCJ Reportó 1953, p. i 19), Sobre la composición de la Corte
Internacional de Justicia ver» en general, S. ROSENNE, The Law and Practice ofthe
International Comí, Uydert, 1965» cap. V; y del mismo autor: "The Composiíion of
the Gwf, en L GROSS (cd}( Thefimre efthe ¡ntmatwnat Cowt ofJwtke, Nueva
York, 1976, pp. 377-441.
2
 ICi Reportó 197I,p. 25.
3 Ver S. ROSENNE, op. cit en nota í.
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probablemente, la composición misma de la Corte, que debe combinar
requisitos personales especialísímos junto con un equilibrio de
representación de las "grandes civilizaciones y ios principales sistemas
jurídicos del mundo"4. Además» deben mencionarse oíros temas, como
la descalificación de jueces por los motivos prescritos en el artículo
17,2 del Estatuto, la discontinuidad originada por renuncias o
fallecimientos, el nombramiento de jueces ad hoc en los procedimientos
previstos por el Estatuto y, con una relevancia creciente en la ultima
En cambio» desde un punto de vista limitado a nuestras
preocupaciones, los problemas que giran en torno a la composición de
la Corte en el ejercicio de la función consultiva en particular se
reducen, esencialmente, a dos temas: en primer lugar, el estudio del
funcionamiento de la institución de los jueces ad hoc en los
procedimientos consultivos5; en segundo lugar, Ja pregunta sobre la
posibilidad de que una Sala se encuentre habilitada para dar una opinión
consultiva o si esa función compete no ya generalmente sino
exclusivamente al pleno de la Corte6.
4
 Artículo 9 del Estatuto de la Cü.
5 Es cierto que el problema del derecho de las partes a nombrar jueces ad hoc en
procesos consultivos podría ser considerado dentro del principio de igualdad de las
partes en el procedimiento; sin embargo, creo que tiene la suficiente entidad para
constituir un problema que debe ser analizado autónomamente, en el contexto de la
composición de la Corle Internacional de Justicia.
6 La reducción de nuestro discurso al tratamiento de estos dos temas no significa
que en sede consultiva no se hayan planteado problemas de composición distintos a los
que aquí consideraremos. Por poner un ejemplo» es de una relevancia indiscutible la
controvertida decisión de la Corte de denegar It objeción del Gobierno sudafricano
respecto de h participación de tres miembros de la Corte en el asunto Namibia (los
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2. JUECES AD HOC EN EL PROCEDIMIENTO
De acuerdo con los párrafos 2 y 3 del artículo 31 de! Estatuto de
la Corte internacional de Justicia8» las partes en una controversia ante
jueces ZAPRUUA KHAN, PADILLA ÑERVO y MOROZOV), fundado en el artículo 17.2
de! Estatuto. Ver las Ordenes de I» CU números 1 ,1 y 3 de 26 de enero de 1971.
Crtócos frente a estas decisiones: Petren (ICJ Reports 1975* p, í 3Q)y ONVEAMA (ICI
Repon* 1975, p. 138) en sus opiniones separadas; FrrZMAtffilCE (ICJ Reports 1975,
p. 309) y OROS (ÍCJ Reports 1975, pp. 323-235) en sus opiniones disidentes. Ver,
entre otros* J.E JACQUE, *Vavis de la Cour inwmaíioRale de Justicc de 21 juin
1971% BGDñ. vol. 76,1972, pp. 1050-1054.
7
 En general sobre la insutudón, ver LUCÍA M Í U A N MORO» "El juez «ad hoc» en
la Cotte Internacional de Justicia", Cursos de Derecho internacional de Vitoria Gssteiz,
1990» pp. 2)9-258 (un estudio general); i.F. LAUCHAUME» "Le juge ad hoc",
RGBfP, vol 76.1966, pp. 265-358 (un estudio general, dividido en dos partes que
analizan, respectivamente, los problemas relativos a la designación de jueces ai hoc y
la influencia de los mismos). Para estudios específicos relativos a la jurisdicción
consultiva, ver EDUARDO JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA» "íudges ad hoc in Advisory
Procccdings". ZaóRV, No, 31,1971, PP- 697-711 (apoyando los argumentos de la
mayoría en el asunto Namibia); MlCHLA PüMERANCE, The Admi&sion of íudges Ad
Hoc m Advisory Procecdings: Some Rcflcctions in thc Ught of thc Namibia Case",
AIÍL, vol. 67,1973, pp, 447464 (con un análisis crítico del formalismo de la Cone);
8. COSTANTTNO, "II giudicc oá hoc nell'aítivita consultiva delta Corte internazionaic
di Ciustizia", en fíprocesso irüernazionak, Studi in onore M 0. Morelli, Milán, 1975,
pp. 235-265; A. ROVTNE, 'Hic World Couit Opinión on Namibia", Colmbia Journal
ofTransnatwnai Law, 1972, pp, 236-239; P.H KOOUM^íS, Ihe Advisory Opinión
OH Namibia of the Intemaiional Court of Justice", Ned. Inü L J?ev,, 1973, vol. 20,
pp, 17-25; DEN1SE MATHY, "Un juge ad hoc en procédurc consúltame devant la
Comlnmzúonilát Jusfat\ Revue Beige de Droit International. vol 12,1976, pp.
528-554,
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ésta, que no tuvieren un juez de su nacionalidad entre tos que
compusieren e! tribuna!» podrán designar una persona de sti elección
para que forme parte del mismo en calidad de magistrado. Dadas estas
condiciones, tos Estados paites ante la Corte tienen derecho a designar
jueces ad koc y, en efecto, esa designación corre por cuenta de los
Estados, que sólo deben respetar los requisitos establecidos por e!
mismo Estatuto para que su elección sea válida. Las exigencias no son
especiales, sino las generales que debe observar todo juez de la Corte:
independencia y preparación profesional adecuada9. La nacionalidad
del Estado designante no ss una condición para ser juez ad hoc; de
hecho, es frecuente que los Estados nombren jueces ad hoc que no
poseen la nacionalidad del Estado que los designa10. En lo que al
aspecto formal se refiere, los jueces ad hoc deben cumplir también con
la declaración prescrita en el artículo 20 del Estatuto y 4 del
9
 Artículo 2 del Estatuto de la Cofte,
30
 En el caso de ia CPJI se nombraron jueces adhocátom nacionalidad que la de
la paite designante en los asuntes Jurisdicción de los tribunales de Danzig, Buques de
guerra polacos en Dúnzi% y Nocionales polacos en Qmá&, Aquí se planteaba un
problema interesante, porque si tóes el ptt ad hoc nombrado» VIKTOR BRUNS, no
em nacional de la paite que lo designaba, sí compartía la misma nacionalidad de uno de
los jueces permanentes de la Corte, el también alemán SCKÜCKfNG. Respecto de este
problema, la CPJI parece llegar a la conclusión de que aunque es deseable que no se
rompa el equilibrio institucional de su composición, no puede prohibir que una parle
nombre un juez &d hoc de la misma nacionalidad que otro de los que componen el
fribonal. Ver M.O. HUD5QN. The PermrtentCour of ínternatwnal Jusñce 1920-1941
Nueva York, 1943, ppf 366-367.
En cuanto a la GJ, k prédica de nombrar jueces ad hoc de otra nacionalidad
continué existiendo (una lista completa y actualizada siempre se puede consultar en
Anmmre de la CU). Esta práctica se encuentra hoy regulada en el propio Reglamento
de la Corte, segán la reforma de 1978, que en su a a 35.1 infine dice textualmente
«pe "El juez ad hoc puede ser de nacionalidad <Mma de Ja Pane qm io designe"
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Quizá sea conveniente subrayar la naturaleza jurídica discrecional
de ta institución respecto de los Estados; en efecto, se trata de un
derecho*l de ios Estados partes, que éstos pueden o no ejercer. En la
práctica de la Cuite de La Haya se han registrado casos en los que ias
paites incluso han renunciado a la designación de jueces ad hoc, como
lo demuestra el ejemplo del asunto del Templo de Preah Vihear entre
Camboya y Tailandia12 o la abstención del Gobierno de Nicaragua en la
fase preliminar del asunto de las actividades militares y paramiíitares
en y contra Nicaragua**. Reconocido como derecho de los Estados
paites por la propia Corte14, h designación no está, sin embargo, libre
del control judicial del alto tribunal, que es en definitiva quien nombra
los jueces od hoc designados por las partes15. Esta función de contralor
1 * Ver t . MlUAN MORO, op. óu P- 223 sigs. Una cuestión distinta es la de sí
una parte intcrvinicntc tiene derecho a un juez ad hoc. En el asunto de la plataforma
coniinenmt de Túnez y libia ÍÍCJ Repoits 1981, p. 3), la Corte ncg6 el derecho de
Malta a designar m juez ad hoc par» resolver el tema de su derecho a intervenir,
alegando que una pane que solicite un derecho a intervenir de acuerdo con el art. 62
sólo tiene facultad para presentar una soHcitud de intervención. Solución similar
obtuvo ia petición de Nicaragua en el asunto del Golfo de Fonscea, ver caso
Contmverswjronteñm terrestre, insular y marítima (El Salvador/Honduras), Petición
de intervención. Sentencia, ICI Rcp. 1990, p. 92. Sobre esta decisión ver, por todos,
ROSA RKJUELME CORTADO, "Las claves de la {imitada autorización de intervención de
Nicaragua tn h controversia insular y marítima entre Honduras y £1 Salvador", REDI,
yol. 44» 1992, pp, 25-55 y su libro La intervención de terceros Estados en el proceso
internacional Madrid. Wl
*2 IC? Repetís 1962. p. 6.
M Orden de 10 de mayo de 1984, ICI Reports 1984, p. J72, donde se dice que
Nicaragua no nombrará un juez ad hoc en la fase preliminar de las medidas
provisionales, pero que se reserva e! derecho de hacerlo en las fases posteriores del
procedimiento, como mí hizo nombrando al profesor CLAÜDE-ALBERT COLLIARD, de
nacionalidad francesa.
1 4 1 £ los ejemplos citados por L MliiAN MORO, op. cit, pp, 224-225.
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es. según mí opinión, esencia! para el buen funcionamiento de la justicia
y para la credibilidad de la Corte corno institución judicial Es difícil,
no obstante, comprobar si ia Corte ha ejercido esc poder de contralor,
porque hasta ahora nunca se ha visto en la incómoda posición de
descalificar el nombramiento de los jueces designados por los Estados;
sin embargo, la mera existencia de ese mecanismo de control reservado
a la Corte constituye una garantía que no debe ser subestimada.
V C R I T I C A DE LA
INSTITUCIÓN DE LOS JUECES AD HOC,
En la búsqueda de una justificación para la designación de jueces
ad hoc en los procedimientos ante la Corte Internacional de Justicia
conviene distinpir los fundamentos normativos y los prácticos. En el
plano de los principios es muy difícil sostener la figura de los jueces ad
hoc en un sistema judicial nacional16 y, por ende, es en ese marco* más
15
 Ver G. SCKWARZENBERGER. op, cit., p. 374. Este autor habla de áreas de
díscrecionalidad de la Corte; en concreto, se refiere & ¡a calificación de los jueces
propuestos; a] permiso para intervenir según ei art 62 del Estatuto; a la determinación
de si las paites comparten un mismo interés y por ende tienen derecho a la designación
de un solo j«c2 sé hoc; y, por último, a la decisión de si existe uira contravenía
pendiente entre dos o más Estados, hecho que permitiría nombrar jueces ad hoc en
sede consultiva (pp. 375 sígs).
16 Fueft del ámbito de los sistemas judiciales nacionales, es notorio el ejemplo del
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, porque no existen nomus que
prevean la designación de jueces adhacm dicho Tribunal. Las paites, incluso si se
tratase de Estados, no puede» protestar ante ¡a ausencia de un juez de su nacionalidad
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bien analógico, donde anecian las mayores críticas a la institución. No
obstante, ef sistema judicial internacional está lejos de ser completo; de
hecho, en él se ven reflejadas, como es natural las señas de identidad
del sistema internacional de Estados en el que se inserta. Es así como en
el ámbito normativo aparece, en primer lugar, un principio que
originalmente da fundamento a la institución de los jueces ad hoc: el
principio de la igualdad soberana de los Estados. Sin embargo* a)
situarnos en un sistema judicial, ¡a institución de los jueces adhocst
introduce como "una reliquia de ia infancia del arbitraje
internacional"17 y, por consiguiente, sólo puede valer como una
concesión que el sistema judicial hace al sistema internacional de
Estados, es decir, como una cesión a la soberanía de los Estados18.
Claro que esta pequeña gran concesión tiene algunas consecuencias
negativas* que han sido puestas de manifiesto por diversos autores. Así,
por ejemplo, algunos críticos19 de la institución de los jueces ad hoc
sostienen que la existencia de la misma equivale a una disvaloración de
la independencia de los propios jueces titulares. Este juicio es aplicable
en \t Corte o en una sala de la misma. Ver HEM?Y G. SCHERMERS/DENiS
WAElBROECKtMrkl Protection in the European Communities, 5ta edición,
DeveBicr y Boston, 1992, p. 44& Por supuesto, el e^mplo se desvirtúa cuando, como
©ciare en la actualidad COR la Unión Europea de quince miembros, todos los Estados
tienen un juez de su nacionalidad en el Tribuna] de Justicia.
I ' E. fíAMBKO, "The Aathority of the Advísery Opinions of the IntcrnatiOftal
Couit of lusticc", ICLQ, voL 3,1954, p. 7.
! 8
 J.F. tAUCHAUME, ' l e juge *úd hoc\ ÑGDIP. vol. 70,1966, p. 271.
19
 Ver los trabajos de DANIEL NSEREKO, "The International Cowu Impattiality
and Jadges Aá Hoc", Man hwnai of International La,wt vol. 13,1973, pp. 207-
230; y B A WORTLEY, 4íThe ludgcs of the World Court: The National Elementé
Man Journal oflntermtioml Law, vol. 26,1986, pp. 448-45!.
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con más énfasis aún en la persona de los jueces titulares que comparten
la nacionalidad de una de las panes. Otros autores indican que con la
designación de este lípo de jueces se violan principios procesales como
"nenio debet esse judex in propria sua causa"20 o "judex non potest esse
testis in propria causa"21 La cuestión no ha sido ajena al Instituí de
Droií internacional, que en su sesión de 1954 llegó a creer que lo ideal
era suprimir la institución, pero que la evolución del sistema
internacional de solución de controversias no había progresado tanto
como para que ios Estados adoptaran tal decisión22. En el fondo, detrás
de todos estos argumentos se halla incólume e! problema de la
En el ámbito de las razones prácticas o, más crudamente, de
poder, que en cierto sentido no es otra cosa que el desenmascaramiento
del discurso de la soberanía de los Estados, se encuentra e! hecho de
que en el momento de decidir la cuestión en la redacción del Estatuto
de la Corte los redactores comprobaron que existían dos formas de
respetar el principio irreminciabie de la igualdad: suprimir o agregar
jueces. La supresión se descartó no sólo por la cuestión de la
operatividad del principio de soberanía, sino especialmente porque los
2 0
 ¡LRQH SUH ha demostrado que los jueces tienden a apoyar a sus propios
Estados en las decisiones de la Corle Internacional de Justicia. Ver" Voting Behaviour
of N a t a a í Judges in iraeriiattaiial Coarte'; MIL, vol. 63,1969» pp. 224-236,
2
* a NSEREKO, op. citH pp. 224-226.
2 2
 Amatare di ¡Instituí de Dwit hternañonaí, Session ^ Mx-en-Provence, 1954,
L41
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grandes Estados no estaban dispuestos a participar en un caso sin estar
representados con m juez de su nacionalidad en la Corte24.
RÉGIMEN NORMATIVO.
Como la mayoría de las normas de procedimiento judicial, la
figura de los jueces ad hoc fue ideada iniciaímente para los asuntos
contenciosos. De hecho, la extensión del alcance de la institución a la
jurisdicción consultiva se produjo con ia Reforma de 1927 del
Reglamento de la Corte Permanente de Justicia Internacional25. Es
verdad que h propuesta de artículo del Comilé consultivo de juristas
preveía la formación de salas especiales de tres a cinco jueces cuando la
Corte decidiera sobre cuestiones de Derecho internacional no
conectadas con controversias existentes y también disponía que en los
asuntos ligados a controversias pendientes la Corte debía decidir bajo
las mismas condiciones que cuando conocía una controversia. En este
último caso, el derecho a designar un juez ad hoc hubiera operado
indistintamente de la naturaleza del procedimiento por el que la Corte
2 4
 Ver JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA, op. ÚU p. 698.
25 Eu vigor desde cí 7 de septiembre del mismo aito.
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funcionase2*. Claro que, como se recordará27» el art. 36 del borrador
del Comité consultivo de juristas fue eliminado por la Asamblea de la
Sociedad de Naciones a propuesta de un subcomité especial de 10
juristas, que consideró innecesario, poco claro y políticamente
inoportuno mantener la distinción establecida en el borrador respecto
de ia composición de la Corte en los supuestos antes mencionados.
La inexistencia de normas específicas para regular el
procedimiemo consultivo en el Estatuto de 1920 llevó a los jueces a
rechazar el derecho a designar jueces ad hoc en los asuntos consultivos,
aun cuando la Corte hubiere aceptado que existía ana controversia entre
Estados tras el velo de la cuestión jurídica que conocía; posición que,
por otra parte, era conforme con su tesis restrictiva sobre la función
consultiva en un primer momento. Así, en el asunto del intercambio de
poblaciones griegas y turcas se negó el derecho de Turquía a designar
un juez ad hoc sobre la base de la no aplicabiiidad del art. 31 del
Estatuto, aunque no había jueces turcos ni griegos como titulares en la
Corte. EJ problema volvió a plantearse en el asunto MosuU donde la
Corte mantuvo su postura a pesar de que en ese caso ella contaba en su
composición con un juez titular nacional de una de las partes en la
26 Ver PCUf Advísory Commiítee of lurists, Praefts Verbaux of the Procecdings
of the Commíttcc, The Haguc, 1920, p. 731, donde aparece la opinión en el mismo
sentido del ponente de LAFRA&ELLE {citado por JIMÉNEZ DE ARECHAGA, op. cil, p.
m INTRODUCCIÓN, donde se transcribe d artículo.
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Entre los jueces de la Corte, sin embargo, había un grupo formado
por los influyentes juristas DIONISIO ANZílorn y MAX HUBER, que
defendían la aplicación del articulo 31 a los procedimientos consultivos.
Así lo explicaron con ocasión de la revisión de! Reglamento de 1926,
donde el presidente HUBER argumentó con brillantez que el capítulo del
Estatuto dedicado a la organización de la Corte, dada la posición en que
se encontraba, era aplicable a todos los procedimientos previstos» ora
contenciosos, ora consultivos. Decía el entonces presidente de la Corte
"El Estatuto de la Corte, fundado sobre e! artículo 14 del
Pacto, contiene tres capítulos: Organización, Competencia,
Procedimiento, En lo que concierne al tercer capítulo, sólo se
regula ef procedimiento contencioso. El capítulo sobre la
organización de la Corte no prevé solamente los asuntos
contenciosos. Este capítulo contiene e! artículo 31 como también
e! artículo 25, Para poder regular el procedimiento consultivo, la
Cone se debe fundar en el capítulo de «Organización» en su
totalidad, Por tanto, resulta claro que el artículo 31 no está
necesariamente limitado al procedimiento contencioso"^.
No obstante, las opiniones contrarías a la extensión esgrimidas por
los jueces de BUSTAMANTE, LODER, WEtSS y ODA lograron convencer
a la mayoría pam rechazar la propuesta29.
PCU, Ser. &, Nám. 2, Addendüm, p.
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La regla negadora del derecho a designar jueces ad hoc en los
procedimiento consultivos, confirmada en 1926. fue aplicada en el
asunto de la jurisdicción de la Comisión europea de! Danubio, en cuyo
desarrollo participaban el Reino Unido» Francia e Italia frente a
Rumania. Mientras que los primeros Estados tenían todos jueces
titulares sentados en la Corte, Rumania sólo contaba con un juez
adjunto30. La situación podría haber sido violatoria del principio de
igualdad -en el sentido en que se lo entiende incorporado y garantizado
mediante la institución de los jueces ad hoc, esto es, igualdad en la
representación nacional-» pero no fue así ya que el juez francés tuvo
que dejar su puesto, que fue ocupado por el entonces juez adjunto
NEGÜUE5C0, de nacionalidad rumana.
Este caso reavivé la discusión sobre !a aplicación del artículo 31 al
procedimiento consultivo. El juez ANZILOTTI, el 1 de septiembre de
192?, volvié a presentar su propuesta de reconocer el derecho de los
Estados parte a designar jueces ad hoc en los procedimientos
consultivos cuando la cuestión objeto de la consulta afectase a una
controversia pendiente entre dos o más Estados? ¡. La propuesta
encontró nuevamente k oposición de los jueces DE 8USTAMANTE,
LODER y ODA. Por otro lado, el presidente HüBER reiteró su
argumentación estructural a favor de la aplicación del artículo a los
supuestos consultivos. Como resultado de las discusiones se formó una
3 0
 U figura del juez adjunto (deputyjudge), prevista en el Estatuto de 1920. fue
eliminada cu 1936. Sobre la inclusión y función de estos jueces en la composición de
h Cbñe, ver M.O. HüBSON, The Pemanem Cour oíInternationalJustke 1920-1942,
NuevaYak, 1943, pp. 148-149.
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comisión de íres jueces &ODER. A r a t o r n Y MOORE) que resolvió la
cuestión unánimemente a favor de la operatividad del artículo 31 en los
procedimientos consultivos. El informe32, famoso por una de sus
frases3-I se basó en e! principio esencia) de la igualdad respecto de la
representación nacional en la composición de la Corte para
fundamentar el cambio en la interpretación de la norma y extender su
aplicación a los asuntos consultivos. La nueva propuesta se aprobó por
nueve votos contra dos3*.
En ia actualidad, el Reglamento de 1978 contiene una norma
específica que regula la designación de jueces ad hoc en el
procedimiento consultivo. Se trata del artículo 102.3 del Reglamento de
k Corte Internacional cié Justicia35, donde se dice que
"Cuando la opinión consultiva que se solicite concierna una
cuestión jurídica actualmente pendiente entre dos o mis Estados,
se aplicará el artículo 31 del Estatuto, así como las disposiciones
de este Reglamento relativas a la aplicación de dicho artículo".
33 pye allí donde se escribió esa proposición tan citada que dice: "En realidad,
donde de hecho existan partes contendientes, la diferencia entre casos contenciosos y
casos consultivos es sólo nominar. En PCIJ, Ser, E, núm. 4, p. 76.
3 * Los votos negativos fueron emitidos por los jueces AtTAMlRA y DE
BüSTAM&fFE.
3 5
 Este artículo corresponde al ¡ut 89 de! Reglamento de 1972; ai art 83 del
Recámente de 193tf 194S; y al art 72.2 del Reglamento 192206/31-
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C. PRACTICA DE LA CPJI.
A partir de 1927, tras la reforma que permite la aplicación deí
artículo 31 del Estatuto a los procedimientos consultivos, la Corte
Permanente de Justicia Internacional tuvo oportunidad de aplicar dicho
artículo en ias siguientes ocasiones; jurisdicción de los tribunales de
Dantzigfá, comunidades greco-búlgaras^"? ¡ tráfico ferroviario entre
Lhuania y Polonia^, buques de guerra polacos en el Puerto de
Dantzig® y tratamiento de nacionales polacos en Dantzig®.
También rechazó la existencia del derecho a designar jueces ad hoc
en tres oportunidades. En el asunto del régimen aduanero austro-
húngaro (1931) asumid que Austria compartía un mismo interés con
Alemania para no hacer lugar $ la designación de un juez ad hoc. En el
asunto de las escuelas minoritarias en Albania (1935) la Corte sostuvo
que no existía una controversia entre Albania y Grecia; en
consecuencia» no se daba el requisito esencial para el ejercicio del
derecho a designar jueces ad koc. En el caso de ios decretos legislativos
36FG!LSer.Bli>úm.l5,p.4*
37
 KII.Ser. Btnúnt. 17, p. 4.
38 PCD, Ser. AA, uta. 42, p. KM.
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de Úantttg (1935) rechazó la solicitud de la Ciudad Libre de Dantzig
debido a que la controversia en cuestión no tenía por panes a Estados,
sino que se trataba de un conflicto entre grupos políticos en el Senado
Finalmente, hubo un caso, el asunto del acuerdo greco-turco, en el
que los dos Estados renunciaron a su derecho de nombrar jueces ad
hae*
PRACTICA DE LA CORTE INTERNACIONAL DE
En la jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia ha
habido dos asuntos consultivos relevantes desde el punto de vista de la
aplicación de! artículo 31 dbl Estatuto sobm la designación de jueces ad
hoc* Se trata de ios asuntos Namibia y Sahara Occidental, En el
primero de ellos la Corte rechazó la solicitud de Suráírica donde pedía
ejercer su derecho a designar un juez ad hoc*í. En el segundo caso
acepté que Marruecos designara un juez ad hoc y negó ese derecho a
Mauritania. En los párrafos que siguen reseñaremos los motivos
41 PCIJ, Ser. Á/B, ntím, 65, p. 44 y O i t o <fe 31 de octubre de 1935, PC0, So-.
A/B* i i f c 65, anexo 1, pp. 69-71.
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jurídicos aducidos por la Corte para aceptar o rechazar la aplicación
del artículo 31 en estos asuntos consultivos.
Sobre el tratamiento que la Corte dio a la cuestión de su
composición en e! asunto Namibia, deben destacarse fundamentalmente
dos puntos: primero, la forma y oportunidad en que la Corte realizó
esa denegación, segundo, el fundamento de ese lechazo. En cuanto a la
primera cuestión, la Corte decidió considerar la pretensión del
Gobierno surafrieano in camera**, tras lo cual dictó una Orden» de 29
de enero de 1971, en la que se rechazaba la solicitud de Suráfrica. La
Corte fue criticada por la vía elegida para resolver la petición
surafneana, porque a través de la Orden citada se estaba decidiendo un
tema sustantivo que no podía considerarse prematuramente.
Ya en la opinión consultiva, la Corte justificó su actuación,
alegando que la cuestión de la composición gozaba de una prioridad
lógica absoluta y que por esa causa era necesaria una apreciación prima
facie de los hechos y el derecho para responder a la solicitud de
designar un juez aá hoc. En un párrafo iluminador del dictamen» que
justifica su transcripción, la Corte dijo:
",.,la gestión de si ua juez od boc debe ser designado es,
por supuesto, una materia concerniente a la composición de la
4 2
 Carta del Secretario de Asantes Exteriores de Sudáfrica, de 13 de noviembre de
1970.
A l
**•* Procedimiento qm puede decidir la Corte sobre ia base del art 46 del Estatuto:
"Us vistas de la Corte serán públicas, salvo lo que disponga la propia Corte en
contrario, o que las partes pidas que no se admita si público".
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Corte y posee, como lo reconoció el Gobierno de Suráfrica,
prioridad lógica absoluta. Debe ser solucionado previamente a la
apertura de los procedimientos orales y ciertamente antes de que
cualquier otro punto, aun de procedimiento, pueda ser decidido.
Antes de que esté decidido la Corte no puede proceder con el
caso. Es entonces una necesidad lógica que cualquier solicitud de
designación de un juez ad Iwe deba ser tratada como un punto
preliminar sobre ¡a base de una apreciación prima facie de los
hechos y el Derecho. Esto no puede ser interpretado en el sentido
de que la decisión de la Corte sobre el lema pueda significar la
disposición irrevocable de un punto sustantivo o de uno relativo a
la competeacia de la Corte, Por tanto, en un caso contencioso,
cuando se han alegado objeciones preliminares, la designación de
¡uexxsadhoc ¿Sebe ser decidida antes deescuchar las vistas orales
de esas objeciones. Esa decisión, sin embargo, no prejuzga sobre
la competencia de la Corte si, por ejemplo, se arguye que no
existe controversia. En otro sentido, sostener que la cuestión del
jucr ad hoc no podría ser validamente resuelta antes de que la
Corte haya podido analizar los puntos sustantivos es equivalente a
sugerir que la composición de la Corte podría ser dejada en
suspenso y, por tanto, k validez de sus procedimientos puesta en
duda hasta un avanzado estado del caso'"K
En relación con el segundo tema, la decisión de fondo de la Corte
de rechazar la solicitud de Suráfrica para designar un juez ad hoc se
fundé en la falta de díscrecionaiidad del tribunal para otorgar ese
derecho y, simultáneamente, en la ausencia del requisito esencial que
habilita la aplicación del artículo 31 al procedimiento consultivo, esto
4 4
 0 C Reporte I971,pJ5;citadoen<^Recueif 1975, pp. 17*18.
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es, que ¡a cuestión jurídica objeto de la consulta sea una cuestión
actualmente pendiente entre dos o más Estados,
En d asunto del Sahara Occidental la Corte volvió a pronunciarse
so to la designación de jueces adhoc en un procedimiento consultivo.
En efecto, en la Orden de la Corte de 22 de mayo de 197545 la Corte
concluyó que, a los fines de la cuestión preliminar relativa a su
composición, los materiales presentados indicaban que en el momento
de ia adopción de la res. 3292 (XXIX) "parecía existir una controversia
jurídica relativa al territorio del Sahara occidental entre Marruecos y
España" y "que las cuestiones planteadas en la solicitud de opinión
podrían ser consideradas como relacionadas a esta controversia y que,
en consecuencia, pam la aplicación dei artículo 89 del Reglamento, la
opinión consultiva solicitada en esta resolución pareciera ser
demandada «en relación con tina cuestión jurídica actualmente
pendiente entre dos o más Estados»".
se refirió en los mismos términos a la relación entre
Mauritania y España, considerando que entre estos Estados no había
una controversia pendiente sobre el territorio del Sahara occidental, y
que por consiguiente no se aplicaba el artículo 39 del Reglamento
1975, p. 6*10.
46 Orden de 22 de mayo de 1975, O í Recudí 1975, p. 640. Críticos respecto de
ía decisión de la Corte: el juez GROS, que no apreciaba la existencia de una
controversia fdeclaración añaáda i k opinión consultiva, p. 70); el juez PETREN, que
de haber creído fundamentado el derecho ás Marruecos, también habría apoyado el
j.109).
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LOS CRITERIOS DETERMINANTES: AUSENCIA
DE LA C O R T E Y
LA EXISTENCIA DE UNA
ACTUALMENTE PENDIENTE.
En realidad, las cuestiones de fondo en la práctica de ia Corte
Internacional de Justicia y su antecesora se reducen a determinar si
existe una controversia actualmente pendiente entre dos o más Estados
y, en su defecto, si la Corte posee una competencia residual o incluso
un poder discrecional de otorgar el derecho a designar un juez ad hoc
cuando comprobare ia existencia de un interés jurídico legítimo del
solicitante.
La discreción de la Corte en esta materia ha sido defendida con
pericia por varios jueces47 y autores48. El argumento que llevaría a
PRATAP hace unas consideraciones similares cuando concluye que 'The Court must
ftrst decide whether íhe rtquest ínvolves i legal qucsüon actually pending betwecn
States. Oidv then can the question of the appcíntmcnt of judges ad hoc in advisory
opínioris arise" (BHARMA P8ATAP, The Advisory Jurisdiction ofthe International
C(h(áfflXAm)
W Ver los votos separados y disidentes adjuntados por los jueces PETREN,
ONYEAMA, DOXARP, FTÍ2MAURJCE y OROS, citados en la nota 6 supra.
4 8
 En itoctrína» a favor de la áscteciomUúsá: MiCHLA POMERANCE* "The
Admission of Judges Adtíoc ín Advisory Rroccedings: Some Reflections in Üw Ught
of the Namibia ütsc", MIL vol 67,1973, pp. 447-Í64; contra: EDUARDO JIMÉNEZ
DE ARÉCHAGA, "Judgci ad hoc m Advisory Proccedi8gs'\ ZaoRV, No. 31,1971,
hlíh
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admitiré! poder discrecional de la Corte se construye sobre la base del
artículo 68 del Estatuto49. Como sabemos, esta norma contiene una
habilitación muy amplia para que la propia Corte aplique las normas
contenciosas al procedimiento consultivo cuando y hasta el límite en
que lo considere adecuado. La pregunta relevante en este contexto es:
¿permite el precepto del art. 68 del Estatuto otorgar el derecho a
designar jueces ad hoc incluso cuando los requisitos tipificados en el
Reglamento no estén colmados? Hay a! menos dos formas de responder
esta pregunta: 1) interpretar la norma del artículo 68 de manera que
habilite a la Corte para permitir la aplicación del artículo 31 de!
Estatuto a los asuntos consultivos, como consecuencia de que el poder
discrecional derivado de aquella norma se funda en disposiciones
normativas de superior jerarquía; 2) interpretar el artículo 102,3 del
Reglamento restrictivamente, considerando que no existe ninguna
discreción residual en materia de designación de jueces aá hoc para la
Corte cuando no aparezca una cuestión pendiente actualmente entre dos
o mis Estados que se vea afectada por la opinión consultiva solicitada.
La posición de la Corte se ha decantado por la segunda versión. En
efecto, la Corte ha construido la respuesta a la pregunta planteada
interpretando el artículo 102.3 del Reglamento de forma restrictiva.
Concretamente, la Corte se pronunció sobre este problema en el asunto
Namibia donde, citando su decisión sobre la solicitud de designar jueces
4 9
 Así lo argumentaron los jueces que objetaron la decisión mayoritaria en el asunto
Namibia, salvo el juez GROS, que construyó su razonamiento sobre la base de las
normas reglamentarias pertinentes. Ver nota anterior.
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ad hac en el asumo de los Decretos nacionales de Danni^, defendió
que su decisión debía respetar el Estatuto y el Reglamento y que, en
consecuencia, la excepción que suponía el nombramiento de jueces ad
hoc no podía recibir una aplicación más amplía que la estipulada por el
Reglamento. En este sentido, iras considerar su Reglamento, la Corte
llegó a la conclusión de que "no era capaz de ejercer discreción en este
sentido"51.
La consistencia de este razonamiento de la Corte en materia de
jliCffíífiAfiSii/lilo na iinñ üiüfíkÁsi A» CITA ííít/prtrtc iffttfiifftc Pnr un lan^i o*ui^MvViutiaiiUau lia siuu aial«aUa UGoUC uivciava du leu iva. rv i luí iauu, av
ha sostenido que la cita de! asunto de ios decretos nacionales de Dantzig
en la opinión consultiva sobre Namibia es impropia, debido a que en
1935 todavía no había entrado en vigor el artículo 68 del Estatuto^.
De ahí que, para estos autores53, la única disposición existente sobre la
materia, esto es ei art. 71 del Reglamento vigente, haya sido
interpretado con carácter restrictivo, actitud que no es válida hoy.
Debo decir que de todas las críticas posibles, ésta me parece la más
endebk, porque, como bien lo ha mostrado Jiménez de Aréchaga, la
incorporación del artículo 68 al Estatuto no supuso una reforma , sino
que sólo codificó una práctica de la Corte54.
50 Orden de 31 de octubm de 1935, PCÜf Ser. A/B. Niím. 65, anexo 1, p. 70.
51 I D Reporte 1971, p. 21 párrafo 39.
5 2
 G, SmMAURICE, op. di l , ICÍ Rcporis 1971, p. 312, párrafo 24
53 I R JACQUÉ, "L'avis de Is Cour ternationaie de Jastíce de 21 min
OT0l. 76,1972, p. 1057
$* E. llMíte£ DE ÁRÉCHAGA, "Judgcs ad hoc m AdWsory Proceedíngs",
Za&ÑV, No. 31, 1971, pp. 710-711. Este autor cita, entre otras, las palabras de
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Por otro lado, un sector crítico ha mantenido abiertamente que el
tema det nombramiento de jueces aá hoc en materia consultiva no está
regulado exclusivamente por la norma pertinente del Reglamento y que
el ámbito de validez del articulo 68 comprende al artículo 31. Todo
esto conferiría a la Corte, en palabras de! juez SlR G E R A L D
FiTZMAUiUCE, "un poder general para aplicar aquel artículo
permitiendo la designación de un juez ad hoc si fuere solicitado"55.
Además, como también se ocupó de recordarlo el mismo jaez, las
normas del Reglamento están subordinadas a las del Estatuto56.
km aceptando que estamos ante una interpretación determinada y
constante de la Corte respecto de su falta de discrecionalidad en materia
de nombramiento de jueces ad hoc, creo que la flexibilidad con que la
Corte ha leído sus normas en materia consultiva permitiría llegar a una
solución opuesta sin socavar los mandatos normativos del Estatuto. Una
interpretación extensiva, en definitiva, hubiera sido y es sosíeníbie en la
práctica de la Corte. Incluso podría afirmarse que en el caso de
Suráfrica no sólo habría evitado conflictos sin afectar esencialmente el
resultado de la decisión final, sino qye quizá podría haber fortalecido la
opinión consultiva sobre Namibia?1, Pero, aparentemente, el criterio
ANZíUHTi» quien refiriéndose al mismo tema dijo que "eso significó meramente el
reconocimiento y la eenfimiaeíón de la práctica de la Corte" {en PCD, Ser. D, No. 2,
MAdd3?5)
5 5
 G. FrrZMAURICE, op. dis., !CJ Repoits 1971, p, 310.
5 7
 Así lo sostuvo el juez DitLARD en et asunto Namibia* 1CJ Reports 1971
 r p.
153. Ver asimismo infra CAPÍTULO VHI, sección 3, punto 8, en reiación con la
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adoptado por la Corte excluiría también cualquier competencia
discrecional para designar jueces ad hoc sobre la base de criterios de
o política judicial59.
Una vez descartada la vigencia de un poder discrecional en materia
de designación de jueces ad hoc en los procedimientos fuera de los
términos estipulados en el Reglamento, hay que hacer una mención de
la forma en p e ia Corte ha entendido el requisito prescrito en el
artículo 102.3 del Reglamento. Como ya hemos adelantado, la Corte se
expresó sobre este punto en los asuntos Namibia y Sahara Occidental,
rechazando la existencia de una cuestión jurídica actualmente
pendiente^ en el primer caso y afirmándola parcialmente en el
segundo caso. En ambas ocasiones la Corte procedió de forma
preliminar a determinar si se daban tos términos dei tercer párrafo de!
artículo IO36!. Peto este ejercicio interpretativo, como ha señalado
3$ Los jueces ONVEAMA y DILLARD, en sus opiniones separadas en el asunto
Namibia, citaron el principio de que la justicia hay que hacerla sino también mostrar
qm se hace ( ÍO Reportó 1971, p, 140 y 153 respectivamente).
5 9
 Ver la ©p. sep, del jaez DHXARP en el asunto Namibia, I Q Reporta 1971, p.
153. A favor de esta discrccionaJidad residual: DENiSfc MATHY, "Un juge ad hoc en
procedáis consultao've ¿evant la Court Internationa] de Justicc", Revue Belge de Dmit
Inttrmiwmk vol. \% 1976, pp, 528-554; PAOLO BENVENUTI, Uaccertamemo dei
dtritto mediante iparere cattsulñvideita Corte ¡mermzionale di Giusñtía, Milán, 1985,
k 239, Contra: ñ. JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA, "Judges ad hoc in Advisory
d í " , ZaóRV, No. 31,1WU p, 710 sigs,
£® Surge de las opiniones consultivas de ía Corte una cierta asimilación de las
expresiones "cuestión jurídica actualmente pendiente" y "controversia jurídica
actualmente pendiente". Este hecho, como ha escrito ROSENNE, no es reprochable.
Ver & ROSENNB, "The Composition of the Court", en L Gross (c&), Thefuture 4
the hmñmknd Coatí ofJustke, Nueva York, 1976, p. 411, Ver también infra
CAPÍTULO VIO, seccién 3, panto B.
&$ Oráenes de 29 de enero de 1971 y 22 de mayor de 1975. Como advertíamos
algunos pánafos atrás, esta práctica de la Corte ha generado variadas críticas, que la
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SCHWARZEM8ERGER62» permite varias elecciones posibles, de las que
a b e mencionar las siguientes; si una opinión consultiva se refiere a una
cuestión actualmente pendiente entre Estados o simplemente se trata de
una materia objeto de visiones radicalmente divergentes entre Estados;
si la cuestión es sólo entre Estados o también se incluyen otros grupos;
si la conducta de los Gobiernos en ios órganos políticos de Naciones
Unidas es relevante para la calificación de la Corte; si una decisión de
un órgano político prejuzga la posterior ponderación de la Corte; etc.
Es muy difícil encontrar respuestas correctas^ para estas
preguntas. Al parecer todo depende de la actitud que la Corte adopte
frente a la cuestión de ios jueces ad hoc en general y a la interpretación
que haga de las normas de su Reglamento y Estatuto. Es probable que
entre líneas también Muyan los contextos políticos en que se discuten
algunos asuntos64 y el principio de que el órgano que solicita la
consulta es el dominas litis en ios procedimientos consultivos65. Como
conclusión, debe subrayarse que, hasta el momento, la Corte ha
Corte respondió COR la idea de la prioridad lógica absoluta de la determinación de la
composición de la Corte, que ya expusimos en su momento,
te G. SCHWARZEMBEKOER, International Law as Applied bf International Courts
and Tribwats, nh IV, tondas, 1986, pp. 388-389,
6 3
 G. StHWAB2£MBERGEfEf híermüonai Law as Applied by International Courts
and Tribuíais, va!. IV, Londres, 1986, p. 390.
M ROSEMKE observa muy acertadamente la influencia que tuvo en el asunto
Namibia el hecho de que Suráfrica adoptara una estrategia diseñada a convenir el
procedimiento consultivo en uno totalmente cootencioso. Este autor cita las palabras de
M. WíECHERS ea "Soath West Afríea: Tne Backgmumt Content and Significance of
íhcOpimonof íhe World Cositof 2! Juse WIV\IímCompamHnimd¡nternatí<ml
LawJomtatijfSoutíi Afiica,vol 5,1972, pp. 130-131 (citado por & RÓSENME, op,
cit, p. 412, nota 86).
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mantenido una constante jurisprudencia respecto a la cuestión de la
designación de jueces ad hoc en los procedimientos consultivos en fa
que prevalece una interpretación restrictiva de las normas aplicables y
tina denegación de cualquier competencia discrecional residual en la
materia. Esta realidad, sin embargo, no implica que ia Corte no cambie
de opinión en el ftituro sobre este modo de actuar, abriendo las puertas
a ia operatividad del artículo 68 en relación con e! nombramiento de
jueces ad hoc por razones de interés, equidad o política judicial.
SALAS ESPECIALES DE LA C O R T E
INTERNACIONAL DE JUSTICIA Y JURISDICCIÓN
CONSULTIVA.
La regla general que regula la composición de la Corte
Internacional de Justicia se encuentra contenida en el artículo 25 de su
Estatuto: "Salvo lo que expresamente disponga en contrario este
Estatuto, la Corte ejercerá sus funciones en sesión plenaria"66. Esta
^ Ver EUHU LAUTERFACHT, Aspects af the Aáninistration of ínternational
Justice, Cambridge, 1991, pp. % sigs. Ver también 0 . PRATAP, The Advisory
Junsdíctkm ofibe imernationat Court, (Mota. 1973, p. 203; M,O. HUDSON, The
PirmnentCour^MernetionaíJustice 1920-1942, Nueva Yoifc, 1943* pp. 355-356;
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disposición es aplicable a la Corté en eí ejercicio de sus fondones, sean
contenciosas o consultivas67. Por consiguiente, en defecto de una norma
específica que contradiga la regla general, será la Corte en pleno la
encargada de conocer un asunto consultivo68. Y dado que el capítulo IV
del Estatuto no contiene excepciones expresas a esta disposición,
debernos pensar que, en principio, estaría vedado que cualquier
composición que no fuera la de la Corte en pleno tuviera competencia
para dar una opinión consultiva.
El razonamiento precedente coincide con la opinión mayoritaria
de la doctrina en materia de composición de la Corte para emitir una
opinión consultiva. Así lo afirman autorizados comentaristas, como por
ejemplo* el antiguo juez de la Corte Internacional de Justicia»
HERMANN MOSLER, que en su comentario al artículo 96 de la Carta
C,W. iENKS, 4The Status of Inieraationai Orgamsalions in Relation lo íhe
íntcmaiional Court of íusiiee", Tr&nsacüons Qfthe Grotius Soctety, vof. 32,1946.
pp. 22-23, sugiriendo la posibilidad de que las Salas den opiniones consultivas; y del
mismo autor, The Prospecto of intematicnal Adjudication, Nueva York, 1964, p. 160.
Ver también L GRGSS, "The inlernaitonai Court o( J«stke; Considerations of
Rcquircments for Erthancmg its Role in the ínícmational Legal Order", AJíL, vof. 65.
1971, p, 277.
& Cf. la opiíiióB de MAX HUBEft respecto del alcance del art 31 del Estatuto,
siipra sección ),apartado B.
& Cabe recordar qtie ci proyecto de artículo 36 del Estatuto de la Corte Permanente
de Justicia Internacional, que finalmente no fue aprobado, establecía una distinción
entre opiniones consultivas relativas a "puntos" y "controversias" y que la Corte se
compondría de forma diversa para cada uno de los casos; así, en los primeros
respondería la Corle en pleno y en los segundos la composición se reducida a una sala
de m$ a cinco miembros. Esta idea pretendía prevenir problemas de duplicidad y
eventuales contradicciones por la ausencia de cosa juzgada de las opiniones
consultivas. Ver MOHAMMEP BEDMOUi, "Les ressourecs offertes par la fonction
consuííaíivc de la Cour imemational de Justicc. Biían ct perspectives", Comunicación
al Congreso ¡fe Naciones Viudas sobre el Derecho internacional público, Nueva York,
14 de marzo de 1995, pp, 6-7; ver también U sección tercera de nuestra
i
COMPOSICIÓN w u co&n 124
dice sin mis que "ios dictámenes deben ser tratados por ei pleno"69- La
supresión de las palabras "en séance pléniere" de la redacción del nuevo
artículo 107 del Reglamento de la Corte76 no ha mermado la
convicción de Jos autores que defienden ia opinión expuesta, ya que
tamo S, ROSENNE?* como G. GUYOMAR, en sus respectivos
comentarios al artículo 10? del Reglamento han negado que la
eliminación de los términos citados constituya una base para pensar que
Sin embargo, el capítulo primero del Estatuto de la Corte,
dedicado a su Organización y aplicable a todos los procedimiento si
damos por válido ei razonamiento del juez HUBER para el problema del
nombramiento de los jueces ad hoc en asuntos consultivos73, también
& En BRUNO SlMMA (Hrsg.)» Chana der Vereinten Natianen. Kormentar, 1991,
p. 964. nota marginal núm. 40,
?0 Recordemos que el párrafo primero del artículo 107 del Reglamento es una
versión modificada del primer párrafo del artículo 90 de! Reglamento de la Corte de
1972. En la versión inglesa del Estatuto, las palabras "ful) Court" que aparecían en los
artículos 71 del Rcglamem© de 1922 y 84.1 del Reglamento de 1936, fueron
suprimidas en 1946,
7Í
 ROSENNE ya habla sostenido una posición idéntica en cuanto a la composición
de Ja Corte en materia consultiva m su clásico tratado sobre la Corte Internacional de
Justicia. Ver The Law and Praciice ofthe Internatwnal Court, leydcR, í 965, p. 730.
?2 $. ROSENNE dice "En el ÍGXÍO francés las palabras 'en séance pténiére' han sido
quitadas, pero eso no t% en sí mismo fundamento para que una sala entienda un caso
consultivo", er» Procedan in ihe Internútionai Court, A Cmmentary on the 1978
, 1983» p. 222.
Por su paite, G, GUYOMAR mantiene la misma posición: "Curiosamente, ya no está
estipulado que la opinión deba ser emitida en pleno. Ninguna conclusión debe ser
sacada de esta amisión, debida probablemente más a un problema de redacción que a
una voluntad de camino en la materia", en Commentaire du Réglement de la Cour
imermtbnakdeJustice, París, 1983, p. 688.
^ Ver sección I
 f apartado B. supra,
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incluye disposiciones relativas a otras formas de composición de la
Corte en ciertos casos particulares. En cfecio, ios artículos 26 y 29
regulan la formación de Salas especiales facultadas para pronunciar
sentencias que se considerarán dictadas por la Corte (art. 27 del
Estatuto), Estos artículos dicen;
Artículo 26
1. Cada vez que sea necesario, la Corte podrá constituir una
o más Salas compuestas de tres o más magistrados, según lo
disponga la propia Caite* para conocer de determinadas
categorías de negocios» como ios litigios de trabajo y ios relativos
al tránsito y las comunicaciones,
% La Corte podrá constituir en cualquier tiempo una Sala
para conocer de un negocio determinado, l a Corte fijará, con la
aprobación de las partes, el número de magistrados de que se
compondrá dicha Sala,
3. Si las panes lo solicitaren, fas Salas de que trate este
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Artículo 29
COR el fin de facilitar el pronto despacho de tos asuntos, la
Corte constituirá anualmente una Sais de cinco magistrados que,
a petición de (as panes, poetó oír y faltar casos sumariamente Se
designarán además dos magistrados para reemplazar a los que no
pudieren actuar.
En consecuencia, a pesar de las opiniones contrarias, es pertinente
plantear el interrogante acerca de la aptitud de las Salas para dictar
opiniones consultivas. Esta no es una pregunta totalmente nueva para la
doctrina. De hecho, ya JENKS meditó la cuestión como un posible
desarrollo del procedimiento consultivo sin necesidad de reformar el
Estatuto de la Corte. En su libra seminal sobre la justicia internacional,
JENKS escribe lo siguiente:
"No hay nada en el Estatuto que impida procedimientos
consultivos ame salas de la Corte y el Reglamento de la Corte sin
prever la posibilidad de procedimientos consultivos en una sala ha
dejado de conteneré! requisito del artículo 84.1 del Reglamento
de ia Corte Permanente de que las opiniones consultivas deben
ser dadas después de la deliberación de la Corte en pleno"74.
7 4
 CW. JENKS, The Prospects rflñtermtional Adjuécation, Nueva York.1964.
p.160.
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Más recientemente, EtiHU LAUTERPACHT 7 ^ se fomiulaba la
misma pregunta. Tras observar que no existían normas específicas que
regularan la situación y que hasta hoy nadie ha intentado utilizar las
Salas con este fin, cree que las opiniones consultivas, o al menos
algunas de ellas, representan una actividad de la Corte adecuada para
ser conocida por las Salas?**.
Estos juicios me parecen plausibles a prbri, aunque habría que
hacer ciertas precisiones. La primera cuestión a considerar es, por
supuesto, la normativa. Efectivamente, es improbable que los
redactores de las normas referidas a las salas especiales hayan estado
pensando en otra cosa que en casos contenciosos cuando elaboraron esos
preceptos del Estatuto, En consecuencia, la eventual evacuación de
consultas por salas especiales debería fundarse en una evolución
interpretativa de las normas estatutarias, o en alguna disposición que
pueda subsumirsc en la excepción prevista en el artículo 25 del
Estatuto» o en una combinación de ambas vías. Mientras que JENKS ni
se lo plantea, con lo cual debemos creer que para él no hay obstáculos
serios en el Estatuto, la vfa combinada es, aparentemente» el camino
propuesto por EUHü lAUTERPACHT para que la misma Corte refiera
un asunto consultivo a una Sala, ya que para este autor la balanza se
inclinaría muchísimo a favor de! uso de las salas especiales si es el
propio órgano autorizado el que solicita el tratamiento de la cuestión
g, LAüTBSPACHT* Asptcts ofthe Aénini&irmwn oí International Justkt*
í d J 9 9 i 9 S
^ E. LAUTERPACHT ákt qut "Panscc razonable sugerir que las opiniones
consultivas -o al menos algunas de ellas- son un arta de actividad de la Corte muy
adecuada para referirla a una Sala" (Ibid., p. 96).
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por una sala. El mismo autor cree que la excepción al artículo 25 puede
provenir de la amplia diserecíonalídad que otorga a la Corte el artículo
68 de! Estatuto77. Hemos podido comprobar que en otro ámbito de la
composición de ¡a Corte, como es la designación de jueces ad hoc, esta
solución ha sido descartada ai pronunciarse 1% Corte por una
interpretación restrictiva de las normas de su Estatuto y Reglamento.
Pero en este supuesto hay un dato a favor de la díscrecíonalidad:
ninguna estipulación regula específicamente la cuestión de las Salas
especiales en materia consultiva, por consiguiente la discrecionalidad
podría desempeñar un papel en este ámbito.
Sí se aceptara la posibilidad de que las Salas dictasen opiniones
consultivas, habría que discriminar cuáles salas serían aptas para ello.
En este sentido, considero que gozarían de tal aptitud las salas
especiales que prevén los artículos 26.1 y 29. En efecto» es razonable
pensar que una sala especializada tendría una autoridad superior para
dictaminar sobre un tema específico. De esta forma, por ejemplo, la
sala de medioambiente constituida en agosto de 1993, aunque por un
período de seis meses» sería el medio adecuado para emitir un dictamen
consultivo sobre una cuestión jurídica relativa a la contaminación
marina o atmosférica. Tampoco habría inconvenientes en concebir que
una sala de actuación sumaria se pronuncie consultivamente, Esta
posibilidad no contradiría el artículo 103 del Reglamento, sino que
contribuiría a la misma finalidad aumentando incluso la eficacia de la
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Sin embargo, cjuedaHan excluidas de la competencia para dictar
opiniones consultivas las salas especiales™ previstas en e! artículo 26.2.
Esta prohibición es un corolario de la naturaleza judicial del
procedimiento consultivo, que se vería desvirtuada en su totalidad si se
aceptara que las partes pudiesen elegir a los jueces como sí se tratara de
abogados. El Reglamento de la Corte» tras ia reforma de 1978. ha
aceptado que los Estados ejercen una influencia decisiva en cuanto a la
identidad de los magistrados que conponen una sala especial constituida
sobre la base del art. 242 del Estatuto79, Esta decisión ha sido tomada
7 8
 U bibliografía sobre las salas de la CU es bastante amplk Sobre las cuestiones
históricas y los temas relacionados con tas Salas en general se puede consultar una
extensa producción doctrinal aparecida principalmente 8 partir de la década de los
ochenta, coincidiendo con un incremento, o mejor dicho, con el comienzo de ia
utilización de las Salas: M. BEDJAOUI, "Univcrsalism el regionalismo au sein de la
Cour intefiMtionak de íustlcc; l a constitutian de chambres ad hoc", en liber
Amicontm, Colección di Estudios Jurídicos en Homenaje aiProf, Dr. O. José Pérez
Montero, Oviedo* 1988» pp. 155 sigs; Sir R. JENNINGS, "Chambers of the
Imcmationa] Court of Justice and Courts of Arbjtntwn". en Humanité et Oroit
internmwnaWit. ¿?J. Dupuy, Parfs, 1991, pp. 197-202; M. LACHS, Somc
Commcnts on Ad Hoc Chambers of the International Court of iusucc", en ibíd, pp,
203-210; & MOSLER, *The ad hoc Chambers oí ihe íntcmaíional Coort of Justice -
Evaluation after Five Ytare of Expcrienee", en Y. DtNSTEíN (ed), Internationaí Law
a t a Time <tfPerpiexity-Essays in Honour o/S, Hosenne, 1989; S. ODA, "Further
Thoughls on the Chatnfacr Proccdurt of Íhe lnicinational Court of iusticc", AJIL voi.
82,1988, p. 556 sigs.; R, C '^míHAfiSKY, "Chambcrs of the imeraationai Court of
Jastice1; ÍCLQ, vol. 37» 1988, p. 30 sigs.; FllXEPICH, "Les Chambres", en
SOCIÉTÉ FRANCAISE DE 0ROFF INTERNATIONAL (cd.), La jurisdiction
internütwnah 1988; S. SCHWEBEL, Ad hoc Chambers of ihe International Court of
Jiistice", AJiU voi, 81,1987, p. 831 sigs.; id., "Chambers of the International Couit
of Justíee Formal forPaiücuIar Cases", en Y. DiMSTEtN (ed), op, cit, 1989, p. 739
sigs; A. ZíMMERMANN, "Ad hoc Chambers of ihe Inteniatioíial Coun of Justicc",
Dkkinson Journal of International Uw, vol 8,1989» pp. 1-30; C. ESCOBAR
HERNÁNDEZ, "Las Salas ad hoc del Tribunal Internacional de Justicia", en Hacia un
nueva orden internacional y europeo. Hom, al prof, M* Bíez de Velasco* Madrid,
1993, pp. 291-317.
^ Especialmente, art 17J2 del Reglamento. Sobre la reforma ver R JIMÉNEZ
DE ARÉCHACA, "The Amcndmcnts of the RuJcs of Procedurc of the Internationa]
Couñ of íustíce", AJIL, vol. 67» 1973, pp. 1-22; y RENÉ4EAN DUPUY, "La
Reforme du Rigiemcni de la Cour mtcmational de Justicc", ÁFÚh 1972, pp. 265-
283; y de! mismo autor, "L'adaptaíion de la Cour imcmationaí de Justice au monde
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con e! objeto de activar la Corte, buscar nuevos clientes y obtener una
composición que merezca la confianza de las panes -aunque a veces eso
se traduzca en el derecho de vetar a ciertos jueces80-; tales objetivos no
pueden ser trasladados a la función consultiva, sencillamente poique la
relación entre el órgano solicitante y la Corte no puede convertirse en
una relación del estilo diente-abogado, desvirtuando su naturaleza
d'auj0md'inii", RB&Í, 1966* pp. 28-49; en castellano ver A, S A A V É D R A
M " E l l S l T r £ A 1983,pp. 111 sigs.
8 9
 O. SCHWAKZEMBERGER, op. a l , pp, 391*392.
CAPITULO IV
:r
CONSULTIVAS Y COMPETENCIA DE LA
CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA.
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En el presente capítulo analizaremos cómo se inicia un
procedimiento consultivo ante la Corte Internacional de Justicia. En
particular» estudiaremos cuáles son los órganos autorizados para
solicitar una opinión consultiva y los requisitos necesarios para que la
Corte considere viable una solicitud. La atención, por lo tanto, se
dirigirá a las normas de la Oírla de las Naciones Unidas y del Estatuto
de ia Corte Internacional de Justicia que gobiernan la capacidad para
formular preguntas al alto tribunal. Como veremos, las
particularidades de la iniciación de un procedimiento consultivo
marcan diferencias relevantes en comparación con las formas de poner
en funcionamiento un procedimiento contencioso. Fundamentalmente,
en lo que respecta a la necesidad de autorización y al papel de las
organizaciones internacionales en sede consultiva.
En concreto, estudiaremos tres grupos de cuestiones: los
problemas relativos a las autorizaciones para pedir opiniones
consultivas, el objeto de las solicitudes y el carácter discrecional de la
jurisdicción consultiva. Debemos advertir» sin embargo, que el ámbito
en el que nos movemos no pertenece a la fase previa de la función
judicial» sino a la fase judicial misma, La Corte ha rehusado considerar
los motivos por los que una solicitud se somete a su jurisdicción1,
hecho <pe no le impide teneila en cuenta en el momento de analizar la
DHcpoits 194748, p. 61.
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conveniencia de responder. De ahí que los motivos de carácter político
por tos cuáles se solicitan las opiniones consultivas* es decir los
problemas de la fase prejudicial, sean tratados de forma colateral*.
El titulo que le hemos dado al capítulo, competencia consultiva de
la Corte Internacional de Justicia, tiene la pretensión de ser tan extenso
como para englobar los lemas que e! mismo comprende. Por lo tanto,
no debe buscarse una definición restringida y exacta del significado de
competencia en este contexto, sino una definición amplia, que indique
las condiciones en que la función jurisdiccional consultiva de la Corte
puede ser ejercida.
En definitiva, ías páginas que siguen intentan, por un lado,
determinar cuándo la Corte puede responder una solicitud de opinión
consultiva3. Por otro lado, en su paite final, el capitulo indaga no ya la
posibilidad sino la conveniencia de responder una pregunta
correctamente formulada.
2
 Aquellos que tengan un interés especial en esta cuestión pueden echar mano del
valioso libro de MíCHiA POMERANCE, The Aévisory Fttncñon qf the ínternational
Cmtrt in the League and UM. Eras (Baltimorc y Londres, 1973), dedicado
enteramente al estudio de los móviles y las razones que llevaron hasta las diversas
solicitudes. Su único inconveniente es que su análisis alcanza sólo hasta principios de
los anos setenta.
3
 Sobre é tema» en general, ver KENNETHIKEITH, The Exient ofthe Advisory
Jurisdiction efthe Internationai Cauri oflustice, Lcyden, 1971, cap, 3; SHABTAí
ROSENNE, ThelMwúndPracticeofttelnterMthMtCom^lzyiten* 1965, cap. 19;
0HARMA I'RATAP, The Aérisory Jurisdictíon af the International Courtf Qxfoid
1972. cap, 2t PAülO BENVENÜT!, L'sccertamento <k¡ dimto mediante i paren
cüttsulfivi delta Corte ¡mermiioñük di Giustiüa, Milán, 1985, cap. 2, primera
sección, pp. 113-153.
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2, SOLICITUD DE OPINIONES CONSULTIVAS:
C APACIDA0 PARA SOLICITAR OPINIONES
CONSULTIVAS,
A, ÓRGANOS AUTORIZADOS DIRECTA
INDIRECTAMENTE.
Es claro que estamos ante una competencia judicial totalmente
diferenciada de la llamada competencia contenciosa de la Corte
Internacional de Justicia, Recordemos que el artículo 34.1 del Estatuto
de la Corte dispone que "!s]ólo los Estados podrán ser partes en casos
ante la Corte'*. Esta disposición ha sido calificada como el rasgo más
significativo de !a subsistencia del sistema de la Haya en las mentes de
los redactores del Estatuto4, La regla en cuestión, aplicable a la
jurisdicción contenciosa, no rige en sede consultiva, donde las
organizaciones internacionales desempeñan un papel fundamental, que
les es negado en materia contenciosa. Estos sujetos de nuestro
ordenamiento jurídico aparecen aquí como órganos susceptibles de ser
autorizados para pedir opiniones consultivas.
La autorización para solicitar opiniones consultivas está
determinada por el artículo 96 de la Carta de las Naciones Unidas, que
habilita a ciertos órganos para tal ñn, El primer párrafo de la norma
* LEO GROSS, The Internationa! Courí of Jusúce: Considmtions of Requircments
for Eíihanciñg its Rale in the intcmafeal Legal Ordcr", Mil, voL 65,3971, p, 302.
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citada dispone, en un sentido similar al texto del artículo 14 del Pació
de la Sociedad de Naciones*, que podrán solicitar opiniones consultivas
"la Asamblea General o el Consejo de Seguridad". Además, en el
segundo párrafo del mismo artículo se estipula que también estarán
autorizados a solicitar este tipo de pronunciamientos de la Corte
Internacional de Justicia "(i]os otros órganos de las Naciones Unidas y
los organismos especializados que en cualquier momento sean
autorizados para ello por ia Asamblea". En este último párrafo, la
Carta se aleja de ios términos de autorización que existían en el Pacto,
ampliando el abanico potencial de órganos autorizabas por la
Asamblea para pedir opiniones consultivas. En efecto, en el Pacto sólo
se autorizaba al Consejo y a la Asamblea para solicitar opiniones
consultivas y la realidad era aun más estrecha: todas las solicitudes
fueron cursadas a través de! Consejo. En aquella época, el Consejo de
la Sociedad de Naciones actuó, de hecho, como intermediario entre la
Corte Permanente de Justicia Internacional y los órganos interesados, si
bien no autorizados, en obtener una opinión de la Corte6. Esta
situación cambió, al menos desde el punto de vista normativo, con la
creación de las Naciones Unidas y la posibilidad de autorizar a otros
órganos según el párrafo 2 de! artículo 96 de la Carta. La actual Corte
ísmowccm.
* Ver SHABTAI ROSENNE, The Uw and Praaice of the Internatíonal Cawrt,
teyden, 1965, p. 654; MlCHU PGMERANCE, The Advisory Fuñction of the
Internaúoné Cauri in the League and U $ . Eras, Baltimore y Londres, 1973, p. 45
sigs, y 58 sigs; PAOL0 BENVENim* L'accertmento tkl Mrino mediante i parné
constütivi áelk Corte Internazwnaíe di Giustiiia, Milán, 1985, p. 125 sigs. Sobre la
relevancia de la extensión de la legitimación activa, ver STEPHEN SCHWHBEl, "Was
the Capaeíty to Requcst an Advisory Opimon widtr in the Permsnent Coun of
fntcmaaonal Law than it is in the International Coun of Jnstice?1', BYIÍ, 1992, pp.
77-111
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Internacional de Justicia ha recibido quince solicitudes de la
Asamblea7, una del Consejo de Seguridad8» tres del Comité de
10pinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre las condiciones de
admisión de un Estado cotm miembro de ías Naciones Unidas (artículo 4 déla Canal
áe 2S de mayo de 1948* ICJ Reports 1947-1948, p, 57; Opinión consultiva de la Corte
Internacional de Justicia sobre la reparación de daños sufridos en el servicio de las
melones Unidas, de II de abril de 1949,1O Reports 1949, p. 174; Opinión
consultiva de Ja Corte Internacional de Justicia sobre la competencia de la Asamblea
pare la admisión a las Naciones Unidas, de 3 de mano de 1950, 1 0 Rcpoits 1950, p,
4; Opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre interpretación de tos
tratados ¿fe paz, de 30 cte mano de 1950, ICJ Reports 1950* p. 65; Opinión consultiva
de la Corte Internacional de Justicia sobre el estatuto internacional del sudoeste
gfncatu*, de II de julio de 1950, I D Reports 1950, p. 128; Opinión consultiva de la
CU sobre la interpretación de ks tratados di paz (segunda ¡ase), de 18 de julio de
1950,1CI Reparts 1950, p, 221; Opinión consultiva de la Corte Internacional de
Justicia sobre las reservas a la Convención sobre la prevención y el castigo del crimen
de genocidio, de 28 de mayo de 195 í, ICJ Reports 1951, p. 15; Opinión consultiva de
la Oírte Internacional de Justicia sobre el efecto de las sentencias indenmzatorias del
tribunal administrativo de las N,U., de 13 de julio de 1954,1CJ Reports 1954, p. 47;
Opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre el procedimiento de
vútaciéñ'Sud&este africano, de 7 de junio de 1955, ICJ Reports 1955, p. 67; Opinión
consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobe la admisibilidad de las audiencias
de peticionarios por el Comité sobre África sur occidental, de i de junio de 1956, ICJ
Repon* 1956, p, 23; Opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre
ciertos gastos de las Mociones Unidas (artículo 17, parágrafo 2 de la Canal de 20 de
julio de 1962,10 Reports 1962, p. 151; Opinión consultiva de ía CU sobre el Sahara
Occidental^ 16<fe octubre de 1975, JCJ Reports 1975, p. 12; Opinión consultiva de
la CU sobre la "Aplicabilidadde la Obligación de someter una controversia a arbitraje
con arreglo a k Sección 21 del Acuerdo de 26 de junio de 1947relativo a la Sede deis
Naciones Unidas, ICJ Reports 1988» p. 12.
La Asamblea General tiene una solicitud pendiente, transmitida por el Secretario
General a través de una caita de 19 de diciembre de 1994, relativa & un problema
similar planteado por la OMS (ver infra nota 10} que también se encuentra pendiente
de resolver en sede consultiva, aunque esta vez de una forma más amplia. En efecto, la
Asamblea ha pedido que la Corte se pronuncie "urgentemente" sobre la siguiente
cuestión; "¿Esta permitida por el Derecho internacional en alguna circunstancia la
amenaza o el uso de armas nucleares?",
8
 Opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre las consecuencias
jurídicas para los Estados de la presencia continuada de Suráfrica en Namibia (África
sudoccidental} tt pesar de la Resolución 276 Í1970) del Consejo de Seguridad, de 21
de junio de 1971, I D Rcpoits 1971, p. 16, Sobre la ftlaeíón entre el Consejo de
Seguridad y la Corte, ver SYDNEY D. BAÍLEY, The Proceétre ofthe UN the Security
CounciU Oxfofd, 2da edición 1988, pp. 274 $igs. Ver también infra CAPÍTULO VH,
sección 4.
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demandas del Tribunal Administrativo de Naciones Unidas9, dos de la
Organización Mundial de la Salud», una de la UNESCO", una de ¡a
Grganisación Marítima Internacional^ y una del Consejo Económico y
Social».
Volviendo a! artículo % de la Carta, esta norma resulta muy útil
para ordenar nuestra argumentación» pues se divide en dos párrafos
que se refieren a situaciones distintas de una misma materia. En efecto»
en el primer párrafo la norma autoriza a dos de los órganos principales
de la ONU, ia Asamblea Genera y el Consejo de Seguridad, a solicitar
opiniones consultivas de la Corte Internacional de Justicia sobre
cualquier cuestión jurídica. Esta habilitación, que otorga el artículo
9
 Asumas sobre demandas de revisión de sentencias del Tribunal Administrativo de
Naciones Unidas: demanda de revisión de ta sentencia número !58 del Tribunal
Administrativo dt tas Naciones Unidas, ác 12dejulio de 1973, I O Reportó 1973, p.
166; demanda de revisión de ¡a sentencia número 273 del Tribunal Administrativo de
ios Naciones Unidas, áe 20 de julio de 1982, fCJ Rcports 1982, p, 325; Demanda de
revisión de ¡a sentencia número 333 del Tribunal Administrativo de tas Naciones
Unidas, de 27 de mayo de 1987, ÍCÍ Reportó 1987, p, 18. Sobre estos casos ver,
especialmente, el CAPITULO Di infra.
& Opinión consultiva de la CU sobre ía interpretación del Acuerdo de 25 de mano
de 1951 eme la OMS y Egipto^ 20 de diciembre de 1980» FO Reports1980tp.73;
y, recientemente, solmtud de opinión consultiva sobre la licitud de la utilización de
urnas nucleares por un Estado en un conflicto amado, aún pendiente, ver Orden de 13
de septiembre de 1993, ÍO Reporis 1993, p, 467.
11
 Opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre sentencias del
Tribunal administrativo de la Üíí sobre demandas contra k UNESCO, de 23 de
ec f t t e de 1956, Í O Rcpons 1956, p, 77.
í2
 Opímóti consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre la constitución del
Comité de seguridad marítima de la Organización Consultiva intergubernamentat
marítima, de 8 de junio de 1966,1€J Reportó 1960, p. 150.
VI de la Comenáén sobre los privilegios e inmunidades de las Naciones Unidas, de
15 de diciembre de 1989, I O Rcports 1989, p. 177,
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96. t de la Carta, a diferencia de las eventuales autorizaciones de la
Asamblea a otros organismos internacionales, es de carácter directo e
irrevocable, salvo por una modificación de la propia Carta14.
En principio, la Asamblea General y ei Consejo de Seguridad
tienen una autorización amplísima respecto de su capacidad para
solicitar opiniones consultivas15. Esta característica se ve fortalecida
especíateme si tenemos en cuenta que el artículo 96.1 no fija más
límites que el impuesto por el carácter jurídico de la cuestión sobre la
qué el Tribunal estará capacitado para responder, tema que trataremos
más adelante en este mismo capítulo, Fuera dei artículo citado, los
I M e s estarán dados por las normas generales que establecen el alcance
de las competencias de los óiganos principales de las Naciones Unidas.
En ese sentido, tanto la Asamblea como el Consejo tienen competencias
amplísimas para solicitar opiniones consultivas respecto de los temas
incorporados a su agenda, que en el caso de la Asamblea general, por
la extensión de sus intereses, son prácticamente ilimitados, Sin
embargo, cabe mencionar que, en lo que respecta a la Asamblea
General, algunos autores han sostenido que podría encontrarse una
limitación en los textos de los artículos i 1 y 12 de la Carta, que obligan
a la Asamblea a abstenerse de hacer recomendaciones sobre
*
4
 Ver aits.iO8 y 109 de la Caita.
15 BENVENUTI cita a CONFORTI (U Nazhm Vnite, Paáova, 1979» p. 120, hay
ediciones posteriores) para avalar esta idea; "Páticamente, in base ail'art. i , non c'
ccc., che non pess» rienmut ncl campo d'aaone delJ'GNir. En Vaccmamento <kt
(Mito mediante i pamt consultm deüa Corte Intermzbnak di Giustizia. Milán, í 985,
p. 11^ nota 1 1
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controversias o situaciones cuando el Consejo de Seguridad esté
ocupándose de las mismas'*. Pero, en todo caso, esa limitación estaría
referida sólo a sus poderes de acción* no a la posibilidad de discutir los
temas17. En mi opinión, la Asamblea General podría soiiciur
dictámenes consultivos incluso cuando sea aplicable el artículo 12.1 de
k Carta, pues podría afirmarse que ia propia solicitud no constituye
una recomendación en el sentido de la norma en cuestión18. Por
supuesto, ana solicitud de las características aludidas debería pasar por
el control proccdimental de 3a Corte y, io que es más importante en los
casos de íicispendencia o acción concurrente19, superar su juicio de
Junto a los órganos directamente autorizados para solicitar
opiniones consultivas, existen también órganos que pueden ser
autorizados por la Asamblea General con el mismo fin*». La
!6
 Ver SHABTAI ROSENNE, The Law and Practice of the International Cauri*
Leydefi» 1965* p. 73; BENVENUT!, L'üccertamento del diritto mediante i parere
consuitivi delta Corte famnazwnak M Giustizia, Míl4n, 1985, p. 116, nota 12 in fine;
DHARMA PRATAP, The Aavisory Jurisdktion ofthe Jnternatíonai Court, Oxford,
1972, p, 57.
17
 Ver SHABTAI RÓSENSE, The Law and Practíce of the International Court,
Icyden, 1965. p* 73-
í8
 Ver KENNETH í. KEiTH, The Extent of the Advisory Jurisdktion of the
Internaüonal Coffl ofjustice, Lcydcn, 1971, p. 45, nota 43, quien, a su vci, cita a
FRANGÍS VALLAT, "The General Asscmbiy and Ihe Security Councíl of the United
Nations", Bill, vol. 29,1952, p. 81 y a HANS KELSEN, The Law of the United
ftations, Londres, 1951, p» 186* nota 1,
CAITOU>VH*sección4.
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organismos especializados o asimilados. Esto, contando a la Asamblea y a! Consejo,
hace un total de veintidós órganos autorizados. Para una relación completa de los
órganos autorizados por la Asamblea y los textos jurídicos de habilitación
habilitación que la Asamblea posee para autorizar a los oíros órganos
de las Naciones Unidas y a los organismos especializados proviene del
mismo aitfculo 96. Ante esta posibilidad debemos preguntamos cuáles
son los árganos susceptibles de ser autorizados por la Asamblea para
solicitar opiniones consultivas, cuándo un órgano está debidamente
autorizado según la Carta21 y dentro de qué límites pueden llevar a
cal
En relación con los órganos susceptibles de ser autorizados para
solicitar opiniones consultivas, el artículo %.2 habla de "los otros
árganos de Naciones Unidas y los organismos especializados". Es
interesante verificar que» a diferencia de lo que ocurre con otros
enunciados normativos referidos a órganos de las Naciones Unidas, el
párrafo segundo del artículo 96 no califica a los órganos autorízables
como principales22 o subsidiarios23, por lo que debe entenderse que los
redactores pretendieron incluir a todos los órganos de fas Naciones
Unidas24, La Asamblea General ha autorizado a dos órganos
principales: el Consejo Económico y Social y al Consejo de
Administración Fiduciaria, por lo que sólo el Secretario resta sin
autorizar. La Asamblea también ha autorizado a dos órganos
correspondientes, ver S. SHABTAIROSENNE, Docmenu on the Internaüonat Court of
Jmiict, Dordf^hf/Bostoíi/Londres, 1991, pp. 789407.
2* I D Hcports 1973, p. 166, csp. pp. 172-173, paréfrafos 15 y 16.
^Artículo 7,1 de la Carla.
^Aftícutos 7.2,8,22» 29 de la Caita.
KENNETH 1. mmjhe Extent of íhe AMsory Jurisdíawn of the
¡ntemationá ComtofSmñm, Uyden, 1971, p. 37.
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subsidíanos; el Comité Interino y el Comité de demandas de revisión
de sentencias de! TANU. Todos los organismos especializados, menos
la Unión Postal Universal* han sido debidamente autorizados. Además,
la Asamblea General autorizó al Organismo Internacional de Energía
Atómica. Vale la pena comentar algunos casos concretos, como son la
creación del Comité de demandas de revisión de sentencias del TANU,
la propuesta de autorización ai Comité de Derechos Humanos, la
autorización del Organismo Internacional de Energía Atómica y la
posibilidad de habilitar al Secretario General de las Naciones Unidas
para solicitar opiniones consultivas de la Corte internacional de
£1 Comité de demandas de revisión de sentencias del TANU fue
creado con el propósito que indica su propio enunciado, examinar ia
viabilidad de las demandas de revisión de sentencias del TANU y. en su
caso, solicitar una opinión consultiva a la Corte internacional de
Justicia sobre la cuestión, Su base jurídica se encuentra en el artículo
11.4 del Estatuto del TANU, según la reforma introducida en 1955 a
través de la resolución de la Asamblea General 957 (X), de 8 de
noviembre25. Hubo alguna dificultad para subsumir al Comité dentro
de los órganos nombrados en el artículo 96 de la Carta, sobre todo
debido al carácter único de sus funciones26. Sin embargo, las
discusiones no impidieron que la Asamblea, en la resolución antes
25
 Para un análisis de este tema, ver ci CAPITULO IX.
* Ver fesfa posto B.
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diada, estableciera el Comité y lo autorizara para pedir opiniones
consultivas27.
El caso de ia propuesta de autorización del Comité de Derechos
Humanos para solicitar opiniones consultivas, que finalmente no tuvo
éxito, es pertinente para plantearse el supuesto de si un órgano creado
por un tratado redactado por un órgano de las Naciones Unidas y bajo
ios auspicios de la Organización puede ser autorizado para solicitar
opiniones consultivas. En efecto, sabemos que según el artículo 68 de la
Caita el Consejo Económico y Social está capacitado para establecer
"comisiones de orden económico y social y para la promoción de los
derechos humanos, así como las demás comisiones necesarias para el
desempeño de sus funciones". Ei Consejo Económico y Social creó,
sobre la base de esta competencia, la Comisión de Derechos
Humanos28, órgano que, a su vez, tuvo la función de proponer una
Declaración Universal de los Derechos humanos (1948) y de redactar
ios Pactos universales de Derechos Humanos (1966). Ante la
posibilidad de que un Comité de Derechos Humanos fuera autorizado
para solicitar opiniones consultivas, el Departamento jurídico de la
Secretaría de las Naciones Unidas sostuvo que dicho Comité no era ni
un órgano de las Naciones Unidas ni un organismo especializado y que,
por lo tanto, no podía ser autorizado por la Asamblea para pedir
11
 Ver SHABTAf RüSENNE, The Law até Practice 4 the Imemational Couru
Uyden* 1965» p, 369 sigs.; DHARMA PRATAP, The Advisary Jurisdiction of the
International Court, Oxford, 1972, p. 64 sigs.
2» Res, 211 (IR 1946.
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opiniones consultivas a la Corte Internacional de Justicia29, Como
podemos comprobar* en aquel momemo prevaleció la idea de que el
órgano en cuestión no era autorteable* fundamentada en que el Comité
no estaba ligado directamente a la Carla y no respondía formalmente a
un órgano principal de las Naciones Unidas. No obstante, me sumo a la
idea de que la opinión contraria era perfectamente defendible, ya que
se trataba de un órgano creado en el seno de la ONU30,
La autorización del Organismo Internacional de Energía Atómica
tuvo lugar con la aprobación de la resolución 1146 (XII), de 14 de
noviembre de 1957, que dio operatividad al artículo 17 del Estatuto del
Organismo, aprobado el 26 de octubre de 1956 en una conferencia
internacional celebrada en las Naciones Unidas, Este Organismo se
encuentra ligado a la ONU a través de un acuerdo de relación que la
Asamblea General aprobó en 1957; sin embargo, el problema que
señala la doctrina en referencia a esta autorización viene dado por la
naturaleza éú O1EA, que difícilmente puede encuadrarse dentro de los
organismos especializados31. La práctica ha demostrado que no existe
29
 U.N. Documem E/I732, de 26 de junio de 1950. U parte relevante de ese texto
decía: +The right to presení requests for advísory opínions has becn conferred by the
Chancr, or in aceordance with thc Chancr, by the General Assemoly, only to ceruún
organs whieh are expected to wcigh thc proposal in the lighx of thc general imerests of
thc United Nations as wcll as m regard to the particular question. Dunng thc drafring
of the Chancr at San Francisco, the policy was lúa down that the ríght to make
rcquests for advisory opinions shouíd be restricted to ihc intemational organisations
which are pan of the United Nations or are broughí into relationship with ií".
30
 BLAíNE SLOAN, 'The Advisory lurisdktíon of thc Intemational Court of
Justkc", Cal L ñev^ wl 38,1950, p. S 3 i
3Í
 Así L. GOODRICH, The United Natwns, Londres, 1960, p, 276, citado por P.
BENVEWn.tteíríflmentó del dirítto mediante iparere consuíttvi áella Corte
fnternaziowle di úiu&tlzm Milán, 1985, p. 119, Recordemos qae los organismos
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tai problema, porque, corno lo indica Rosenne, el OJEA puede ser
asimilado a un órgano de las Naciones Unidas a los efectos de! artículo
% de la Cartas
Con respecto al Secretario Genera! de la ONU, como adelantamos.
no se encuentra autorizado para solicitar opiniones consultivas^.
Según una lectura de las normas relevantes, el Secretario no puede ser
autorizado porqye el artículo 65 del Estatuto habla de organismos»
palabra que denotó, según esta misma interpretación, un órgano
colegiado34. Para ROSENNÉ, el término, que él asemeja a "institución",
no necesariamente se refiere a un órgano colegiado, smo a un órgano
creado por Estados dentro del contexto de una organización
internacional35. El último razonamiento apunta a la dificultad de
admitir un sujeto legitimado que, precisamente, no está compuesto por
Estados; situación ésta que podría crear desequilibrios internos en la
Organización y en la concepción general dominante del sistema
internacional. Sin embargo, el hecho es que entre las muchas
especializados presentan memorias anuales al Consejo Económico y Social. El OIEA,
en cambio, informa anualmente a ía Asamblea y, sólo en ocasiones, al Consejo
Económico y Social.
32 SHABTAl ROSBCWE, The Law and Practice ofthe ímernaúonal Court, Lcydetu
1965, p. 682, Ver también KENNETH J. KEITH, The Extent of (he Adñsory
Juñsdküvn qfthe ¡níermñotiéCúurt cfJustice, teydenr 1971, p. 40.
33
 Ver PATRIOS DA&LSK, "L'intervention du Scerátairc general des Nations ünies
dans la procédure consuMve de la Cour inteniatjonalc de Justícc, AFD1,1973, pp.
376-410; STEPHEN SCHWEBEL, "Autnorizing tac Scoctary-Generai of ihc U.N. to
request Advísery Opinions of the International Court of Justice", en Essays
International Law in Honour ofM, Lachs, 1984, pp. 519-529.
3* Así H. Keisen, Tfa Lm ofthe United Nations, Londres. 1950, p, 547.
35
 SHABTAl ROSEJ^ flE, The Lmatá?raetice ofthetnternational Ctmrt, Ley<fcn,
1965,1965, p. 658.
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propuestas a favor de la extensión de la legitimación para solicitar
opiniones consultivas36, no han fallado aquellas que dirigían su
atención al Secretario General de las Naciones Unidas. Así. ya en el
año 1950 BLA1NE SiOAN escribía que "con la aparición de las
funciones políticas del Secretario General y el reconocimiento de que
su posición va mucho más allá que la de ser director administrativo del
servicio civil internacional, la deseabilidad de que se te autorice a
solicitar opiniones consultivas de la Coite se hace mucho mayor"37. El
actual Secretario General de las Naciones Unidas, Dr. BOUTROS
BOUTROS-GHAU, ha recomendado que "se autorice al Secretario
General a que, con arreglo al párrafo 2 del artículo 96 de la Carta,
acurra a la competencia consultiva de la Corte"38. Otros autores
proponen estudiar vías intermedias de acceso, como por ejemplo
reforzar el poder de recomendación del Secretario General en el
36 C.W. JENKS, "The Status oí Intcmaíjonai Grganizations in Rciation to thc
interaa&Hial Coiart of fcsúct^TransactwnsofthtGrotiusSociety, vol, 32» 1946, p.
13; STÉPHEH SCHWEBEL," Authoming thc Secrctary-<ieiicraí of thc U.R to request
Ádvisory Opinions of thc Internationa] Court of Justice", en Essays International Law
in UomrunfM. Lachs. 1984, pp. 519-529.
37
 B, 5LOAN, "Advísorv Junsdiction of the International Couit", Cal, L&., voi.
3 8 9 5 0 S 3 1
BOÜIROS BOUTKOS-GHALt, Un programa de paz. Naciones Unidas, Nueva
E, 1992, p. 23. Ver también SANTIAGO TORREZ BERNAKDEZ, "La fañáán de la
Corte internacional de Justicia en el sistema de la Carta de las Naciones Unidas",
conferencia pronunciada en el Congreso de tas Naciones Unidas sobre Derecho
internacional publico* Mueva York, 14 de marzo de 1995, p, 26, donde e! autor
supere que "en et campo de la jurisdicción consultiva de la Corte* debería ser posible
encostrar una fórmula mediante la cual la Asamblea General autorizase al Secretario
General a solicitar opioniones consultivas {...)".
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ámbito consultivo, incluso creando un comité de especial de la
Asamblea para analizar esas propuestas39.
U forma de autorizar a los órganos antes definidos es muy
simple. Se produce mediante una resolución de la Asamblea General
que contiene la autorización de acuerdo con la Carta de las Naciones
Unidas. £1 carácter de la autorización es general y no especial para un
caso concreto; sistema éste que conllevaría un restablecimiento del
régimen que imperaba en la época de la Sociedad de Naciones4®.
La autorización es absolutamente necesaria. Por esta razón, los
estatutos de organismos internacionales que contienen disposiciones
referidas a !a capacidad de solicitar opiniones consultivas de la Corte
Internacional de Justicia no legitiman por sf mismos a los organismos
internacionales para pedir una opinión a la Corte41. Como dice
PRATAP42, estas normas sólo sirven para un control interno del
procedimiento por el cual se llega a una consulta y de sus consecuencias
después de obtenida una respuesta de la Corte. En otras palabras, esas
39 PAUL 5ZASZ. "Enhancing the Advismy Competence ©f the Worid Court*t en L
G*GS$(ed,),TAe FutureofihefntematwnatCotírtofJitstice* 1974, p. 531.
^ KENNETH1, KHTH, The Extern ofthe Advisary Jurisdiction ofthe International
Coun üfJustkt, Leyden, t9?l, p. 35, Ver también M1CH& DUBISSON, La Cour
¡nternaücnatdeJüsñce, París, 1964, p. 282,
41
 En palabras de BENVENUTI: "Las disposiciones sobre el tema de las opiniones
consultivas que con frecuencia, pero no siempre, contienen los estatutos de las vanas
agencias especializadas no son por sf mismas suficientes para atribuirles el poder de
interponer solicitudes de opinión ante la Corte Internacional de Justicia", en
Uaccertomento del áintia mediante i parere consultin áella Corte Internazwnale tü
Giustbfa Milán, 1985, p. 118.
42 DHARMA P&ATAP, The Aéti&ory JurísdkHon oí tke International Court,
OxfinnU972,p.7$.
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normas no habilitan a los organismos internacionales para solicitar
opiniones consultivas, siendo siempre imprescindible la autorización de
la Asamblea General de las Naciones Unidas, l a Corte Permanente de
Justicia Internacional ya había confirmado este punto de vista sobre la
obligatoriedad de la autorización en su opinión sobre los intereses
germanos en k Alta Silesia polaca**, aunque en relación con la
legitimación de los Estados: las normas disponen que "la Corte puede
dar opiniones consultivas a solicitud de! Consejo o la Asamblea de la
Liga ííe Naciones; una solicitud de este tipo presentada directamente
por un Estado no será considerada"*
Esta última frase nos dá pie para referimos a la posición de ios
Estados en la función consultiva. En primer lugar, como lo adelanta la
cita transcrita, los Estados no están capacitados para pedir opiniones
consultivas44. La propuestas para autorizarlos que se formularon en la
época de la Sociedad de Naciones45 y en la Conferencia de San
Francisco fueron rechazadas4*». El argumento de fondo para denegar
esta legitimación sigue siendo el mismo hoy como ayer autorizar a los
Estados para solicitar opiniones consultivas equivaldría a crear una
especie de jurisdicción obligatoria en contradicción con los principios
44
 Sobre eí problema de sí los Estados pueden negarse a que una organización
internacional autorizada solicite ana opinión consultiva, ver supra CAPÍTULO II,
sección 3, punto C.
43
 Documenta rdatífs auK mesures prises par le Coiiseil de la Société des Nations,
aux termes de f«ticte 14 du Pacte, et I l'adopüon par l'Assambiée du Statut de la Cour
permanente, csp. p. 21L
<• Comité IV/I, Doc. 701, UN Conf, Doc. vol 13, p. 235 (1945).
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fundamentales de la sociedad internacional, especialmente eí carácter
voluntario de ía jurisdicción internacional.
Cabe mencionar aquí la excepción a esta regla que tiene lugar en
el ámbito de una organización regional de protección de Derechos
humanos: el Pacto imeramericano de Derechos Humanos. En efecto, el
artículo 64 del Fació47 faculta a todos los órganos de la OEA*8 y a
todos sus Estados miembros, hayan o no ratificado el Pacto49, a
solicitar opiniones consultivas de la Corte interamericana de Derechos
humanos. Esta habilitación confronta a ésta Corte con el eventual
problema de decir el Derecho en sede consultiva a petición de un
Estado*0. Es más, esa petición puede ser relativa a una controversia
47
 Ver su redacción transcrita en el CAPITULO f, nota 5. Referencias bibliográficas:
THOMAS BUERGENTHAL, "HJC Advisofy Fanction of the American Human Rignts
Caurt"t ML, vol. 79,1985, pp> 1-27; MÁXIMO ClSNEBOS SÁNCHEZ, "Algunos
aspectos át h jurisdicción consultiva de la Corte Imeramericana de Derechos
Humanos", en Comisión líiteramericana de Derechos Humanos. Derechos Humanos:
Homenaje a la memoria de Carlos 4 . Dunshee Abranches, Washington, 1984, pp.
261-269; MAmJSl i . VSKn&A Y DANIEL ZOVATO, La función consultiva de la
Corte interamericana de Derechos Humanos, Madrid, 1989; JULIANE KOKOTT» "per
ínfcramerikanischc Gerichtshof für Mensehenrechte und seme bishtrige Praxis",
ZaoRV, 44/4,1984, pp. 806-839; Id., Das interamerikanische System tum Schutz der
Menschenrechte, Berlín, 1986, pp. 131-151; BERTB. LOOKWOOD, "Advisory
opinions of tíie Inter-American Coart of Human Rights", Dtnver Journal of
tntermtiottat l&w and Potiey, voí. 13, Fsil '84/Winier "85, pp. 245-267,
48
 £! artículo 64 remite ai capítulo X de la Carta de la OEA. que consta de un único
artículo número 51, donde se nombran los órganos de la Organización.
49
 Ver IHOMAS BUERGENTHAL, "Tiic Advisory Funcóon of thc American Human
Righfs Co«rt\ AML, vol, 1% 1985, p. I
56
 Al «spceio, TTHOMAS BUERGEKTHAL, "Thc Advisory Functíon of the American
Human füghts Court", AJlLf vol. 79» 1985, p. 9. Aquí se lic^ría al mismo resaltado
tanto si presenta la petición un Estado como si la presenta la Comisión Imeramericana
de Derechos Humanos en su función equivalente a la de un tribunal de primera
Instancia. El problema se presenté en el asunto sobre las restricciones a la pena de
muerte, opinión consultiva de 8 de scpñcmbre de 1983 (seríes A y B, núm. 3). En
efeoo, aquí la consulta fue solicitada por h Comisión, aunque k Corte Interamcricana
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pendiente entre Estados, para cuyo arreglo no es competente la citada
Corte por la ausencia de acepücíón de la jurisdicción contenciosa según
lo prescribe el artículo 62 del Pacto Imeramcricano de Derechos
Humanos51. Ame este tipo de situación, la Corte Intcramericana de
Derechos Humanos se ha distinguido de otras jurisdicciones y ha
apoyado su carácter diferenciado. De esta manera, en el asunto de las
restricciones a k pena de mime se afirmó que
"La función consultiva que confiere a la Corte el artículo 64
de la Convención es única en el derecho internacional
contemporáneo. Como la Corte ya lo ha expresado en anterior
no acepta una objeción si respecto, poique consideró que la Comisión la consultaba en
su carácter de órgano de la GE A. La Corte dijo que "{e]n el ejercicio de sus funciones
la Comisión debe aplicar la Convención u otros tratados sobre derechos humanos. Para
desempeñar su función a cabalidad puede encontrar necesario o conveniente consultar a
la Corte acerca del significado de cieñas disposiciones» sin que la circunstancia de que
en un momento dado exisu tina diferencia de interpretación entre un Estado y la
Comisión, sea óbice para que ésta pueda acudir a la función consultiva de la Corte. En
efecto, si se le impidiera & la Comisión solicitar una opinión consultiva simplemente
porque uno o más gobiernos se encuentren involucrados en una disputa con la
Comisión sobre h interpretación de ana disposición, muy rara vez podría ésta valerse
de la competencia consultiva de la Corte" (párr. 38), La CIDH extiende el
razonamiento a oíros órganos, como la Asamblea,
31
 Además de este problema jurisdiccional, la Corte ha señalado en el párrafo 24 su
opinión consultiva de 24 de septiembre de 1982 sobte *Qtros tratados* (series A y B,
mím. 1) que "í e]n el ámbito de los derechos humanos se presentan otros problemas de
naturaleza particular. Como los tratados concernientes a esta materia están orientados,
más que a establecer un equilibrio de intereses entre Estados* a garantizar el goce de
derechos y libertades del ser humano, se ha planteado el temor de que la función
consultiva pueda debilitar la contenciosa o. peor aún, pueda servir para desvirtuar los
fines de ésta o alterar, en perjuicio de la víctima, el funcionamiento del sistema de
por la eventualidad de que, en detrimento del cabal funcionamiento de los mecanismos
dispuestos por el Pacto de San José y del interés de la víctima, pueda acudirse a la
instancia consultiva con el deliberado propósito Óc trastornar el trámite de un caso
pendiente ante la Comisión, «sin aceptar la jurisdicción litigiosa de la Corte y asumir la
obligación correspondiente» que es el cumplimiento de la decisión» [CARLOS
DUNSHEE BE ABRMiCHES, "La Corte Jntciimericana de Derechos Humanos", en La
€onv«ttC¡ónámericanúéeDetecbmtívmawstQBht 1980, p, 1171".
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oportunidad, ni la Cotte Internacional de Justicia ni la Corte
Europea de Derechos Humanos han sido investidas con la amplia
funden consultiva qvt la Convención ha otorgado a la Corte
Intcramcricana. Cabe aquí, simplemente, poner énfasis en el
hecho de que la Convención, al permitir a los Estados Miembros
y a los órganos de la CEA solicitar opiniones consultivas, crea un
sistema parólele ai det artículo 62 y ofrece un método judicial
alterno de carácter consultivo, destinado a ayudar a los Estados y
árganos a cumplir y a aplicar tratados en materia de derechos
humanos, sin someterlos al formalismo y al sistema de sanciones
De nuevo en el ámbito universal, dada la falta de legitimidad de
los Estados para solicitar opiniones contultivas, aquéllos que pretendan
un pronunciamiento de la Corte Internacional de Justicia, fuera de la
jurisdicción contenciosa propiamente dicha, tienen que recurrir a una
vía indirecta para llegar a ella. Esto es* dirigirse a un órgano
autorizado para que éste, a su vez, solicite la opinión consultiva de la
Corte por los medios habilitados según el artículo 96.2 de la Carta'*.
Si los Estados interesados tuviesen voluntad para obtener algo
semejante, aunque no igual, a una opinión como la que se otorga en
52
 Seríes A y 8, núm. X párrafo 43. Referencias omitidas. Los énfasis han sido
53
 Un ejemplo reciente de esta actitud fue el intento de México, apoyado en cierta
medida por ¡a comunidad iberoamericana, de proponer a la Asamblea de las Naciones
Unidas que solicitara «na opimón consultiva sobre el secuestro deí médico Alvarez
Macham por parte de Estados Unidos. Finalmente nu huba tal solicitud, aunque el
asunto llegó a estar en la agenda de la Asamblea. Sobre este caso, en general, ver mi
artículo "Male captas, bene detentas: a propósito de la sentencia del Tribunal Supremo
de EE JJU, en eí caso Alvares Macaa/ri*, en Estudios de Jurisprudencia, ndm, 5,
1993, pp. 7-27
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sede consultiva, éstos podrían quizás recurrir a la vía contenciosa para
solicitar a la Corte que emita una semencia declarativa sobre una
cuestión jurídica5*» Esta última no sería una opinión consultiva
propiamente dicha, pero cumpliría las mismas funciones, preventivas y
pacificadoras, buscadas por los Estados interesados en un
pionunciamiento de estas características^,
BENVENÜTI ha sostenido que los Estados han sido excluidos
formal, pero no sustancialmente, de la actividad consultiva. Este autor
considera que los Estados participan en las organizaciones
internacionales; entes que, por otra paite, han sido creados por ellos.
Este hecho se traduce, sustancialmente, en la participación de los
Estados en la toma de decisiones de la organización en cuestión
mediante el principio de mayorías que hayan establecido los
intfamentos constitutivos56. Como consecuencia de esta idea,
BENVENÜTI se replantea la pregunta por la función general que
cumplen las organizaciones internacionales en relación con la
jurisdicción consultiva. En concreto, sostiene que las organizaciones
internacionales desempeñan un papel instrumental5"? en la tarea de
solicitar opiniones consultivas a la Corte Internacional de Justicia. Este
34
 Ver asuntos de los intereses alemanes en ia Alta Silesia polaca (1926), PCU Ser
A, núm. 1, p, 19; asunto de la ñatqforma continental del Mar del Norte, I D Reportó
%% p, 3. Ver supra CAPÍTULO 1, sección 3, punto E, b).
Ver suprn CAPÍTULO I, sección X punto E, b).
56
 PAOJO BENVENUTí, L'accenmento del áritto mediante i párete consútM delta
51
 PAOLO BENVENim, Voccertamm del diritto mediante i paren constdtivi delta
Corte¡níemazionaiediGiustiziaM'üÁs], 1985,pp. IBstgs,
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papel puede cumplirse a favor de Estados o de otras organizaciones
internacionales. La Corte Internacional de Justicia no ha recibido
consultas de! segundo tipo; en cambio, la Corte Permanente de Justicia
Internacional sí lo hizo, hecho que podría hallar su fundamento en la
restricción que contenía el artículo 14 del Pacto en relación con la
capacidad de solicitar opiniones de la Corte5*.
8. EL LIMITE DEL ARTICULO 96.2 DE LA CARTA:
"CUESTIONES JURÍDICAS QUE SURJAN DENTRO DÉLA ESFERA
©E SUS ACTIVIDADES",
En su opinión separada adjuntada al asunto de la demanda de
revisión de la semencia N9158 de! Tribunal Administrativo de las
Naciones Unidas*®, el juez ONYEAMA nos ofrece una clara exposición
de las condiciones de autorización que la Asamblea debe respetar: "1,
La autorización debe ser a un Órgano de las Naciones Unidas. 2. El
érgano debe estar vinculado al cumplimiento de ciertas funciones o
estar vinculado a alguna actividad asignada a él por la Asamblea
General. 3. La autorización debe ser limitada a solicitar opiniones
3» Sobre este punió ver infra CAHTULO VHI» sección 2.
1973,p.lft.
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consultivas sobre cuestiones jurídicas surgidas dentro del ámbito de
actividad del órgano autorizado"^,
Pero, ¿qué debe entenderse por cuestiones jurídicas que surjan
dentro de fa esfera de actividades de los órganos autorizados? La
respuesta no debería, en principio, poner en un brete a! intérprete,
dado que el enunciado "dentro de la esfera de sus actividades" es
aparentemente cristalino. La cuestión* sin embargo, se complica algo
cuando descendemos hacia los casos concretos. La Corte se enfrentó
con el tema en e! asunto con el que abríamos esta sección. En efecto, en
ese asunto se puso sobre la mesa la corrección de la autorización de la
Asamblea a un órgano como el Comité de demandas de revisión de
sentencias údí TANU, cuya función se reduce a discriminar los
recursos planteados y, en caso de considerarlos fundados, elevar una
pregunta a la Corte Internacional de Justicia para que ésta resuelva el
recurso en sede consultiva. Se alegó que el Comité no podía ser
considerado como uno de los órgano de las Naciones Unidas
autorizados para solicitar opiniones consultivas y que no poseía
actividades propias de las que pudieran generarlas^. La Corte refutó
estos argttinesstGS y concluyó que:
"el Comité de demandas de revisión de sentencias deí
Tribunal Administrativo es un órgano de las Naciones Unidas,
debidamente constituido según tos artículo 7 y 22 de la Caita y
El énfasis ha sido añadido por e! propio juez.
ICJ Reportó 1973, p.
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debidamente auion/jdo según el artículo %. párrafo 2, de la
Caita para solicitar opiniones consultivas de la Corte con el
propósito del artículo 11 del Estatuto del Tribunal Administrativo
de las Naciones Unidas. Se sigue que la Cone es competente
según el artículo 65 de su Estatuto para conocer una solicitud para
una opinión consultiva del comité hecha dentro del ámbito del
Artículo i 1 del Estatuto del Tribunal Administrativo62.
Debemos deducir, a partir de la jurisprudencia de la Corte, que
las exigencias para completar los requisitos necesarios para que la
Corte pueda conocer tm asunto consultivo son muy laxas. Lo
fundamental, repetimos una vez más, es la necesidad de autorización de
la Asamblea General, En lo relativo a la calificación del órgano y sus
actividades* la Corte tampoco se ha mostrado excesivamente severa,
como lo demuestra la interpretación que hace del Comité de demandas
de revisión de sentencias del TANU en su opinión consultiva de 12 de
& Í O Repofís 1973, p. 175, párrafo 23. No obstante, hubo críticas a esta solución
entre las opiniones individuales de los jueces. Así, según Onye&ma, las cuestiones
jurídicas que el Comité está autorizado a elevar a la Cone en sede consultiva no tienen
relevancia para sus propias actividades íp. 229).
En el asunto sobre la demanda de revisión de la sentencia núm. 273 del TANU, Ja
Corte volvió a repetir su argumentación citando textualmente parte de las palabras
arriba transcritas QÜ Reports 1982, p, 334, { 21),
3,
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C, PROCESOS DE VOTACIÓN EN EL SENO DE tOS
ÓRGANOS AUTORIZADOS,
En general» se puede afirmar qut "la Corte sólo considerará
aquellas solicitudes que hayan sido adoptadas de acuerdo con el
procedimiento constitucional apropiado"64. El problema se presenta
cuando comprobamos que no existen normas específicas sobre los
procedimientos de votación para la adopción de decisiones en materia
de solicitudes consultivas, sino que la normativa regula de forma
general los procedimientos de decisión en cada uno de los órganos
autorizados, Por io tanto, es forzoso recurrir a los estatutos de los
órganos autorizados para determinar cuáles son ios métodos apropiados
de decisión en esta materia.
En la época de la Sociedad de Naciones hubo varias ocasiones para
discutir el tema de los procesos de votación en el Consejo de la Liga.
El problema fue tratado tanto académica como judicialmente, pero en
última instancia permaneció como un problema abierto sin criterios
64 KENNETHJ. KEfTHt The Extern&fíht Aéñsory Jurisdiction oftheffítermtwnal
Court oflttsHce, Leyden, 1971, p. 45. Este autor deriva esta conclusión del análisis
que realizó la Corte Permanente de Justicia Internacional en el asunto de tos
üseñtamentos alemanes en Pobma, donde se presentó el problema de si el Consejo de
la Sociedad 4e Naciones era competente para solicitar una opinión consultiva relativa a
una cuestión de derechos de minorías que había sido llevada ante el Consejo por uno
de sus miembros. PCD, Ser. B.t nüm, 6,
Por supuesto, c! control pmeedírnentai no es necesariamente idéntico a un control de
motivación que* como hemos repetido en varias ocasiones, no es de interés primordial
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normativos fijos en cuanto a! procedimiento legal correcto65. Sin
embargo, en la práctica prevaleció la unammidadfab, circunstancia que
se interpreté como beneficiosa para la posterior efectividad de las
opiniones consultivas. Tan provechosa resultó esa práctica que se puede
ver en ella la causa por la cual la plena efectividad de las opiniones
consultivas impregnara ei significado de éstas y. como consecuencia,
sus efectos jurídicos, dado p e en general se había tenido en
consideración la voluntad de Eos Estados interesados.
En k Organización de Naciones Unidas67 el problema continuó
existiendo porque la Carta no prevé un procedimiento de votación
específico para e! caso de las solicitudes de opiniones consultivas. Es
necesario subrayan sin embargo* que la Carta dejó atrás el sistema de
unanimidad que prevalecía en el Pacto de la Liga, instaurando en su
lugar un sistema de mayoría que, en ciertos casos, como en el Consejo
de Seguridad, podemos denominar calificada.
65 Ver las publicaciones de la CPÍIT Ser. E, bajo el título "Procedurc for Votíng
apon Requests for Opimoas", Ver también M.Ü, HüDSON, The Permanent Court of
imematimat Justice, 1920-1942, Nueva York, 1943, pp. 488-494; DHARMA
PRATAP, The Ádvisory Misdieñon ofthe ktermtional Court, Oxford, 1972, pp. 99
sigs.
66 LEüGKGSS adviene que una cuestión que nunca quedó clara fue la de ti esa
unanimidad debía entenderse en el sentido de! art. 5.1 del Pacto, que exige
"unanimidad de los miembros de la Sociedad representados en la reunión", o en el
sentido deí ait 15.6 del Pacto, que habla de "unanimidad sin contar para e! computo de
los votos el de los representantes de las partes"; esta última regla se aplicó en los
asuntos de la adquisición de ia nacionalidad polaca (1923) y Mosul (1925). En "The
Intematioíiai Cosit of Justicc and the United N«kms\ Rec, des Cours* t. 20,1967,1,
*' Ver DHARMA PRATAP, The AMsary Jítrisdktion of the International Court,
Oxford, 1972, pe. 104-109.
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En relación con la Asamblea General68, el artículo 18 de la Caita
regula las mayorías necesarias para las votaciones en el seno de la
Asamblea» requiriendo mayoría de dos tercios para las cuestiones
importantes y simple mayoría de los miembros presentes y votantes
para el resto. Dada la distinción entm "cuestiones importantes" y "otras
cuestiones", que se establece en el artículo 18 de la Cana, es preciso
peguntarse si la decisión de solicitar una opinión consultiva se debe
considerar una cuestión importante que requiere una mayoría de dos
tercios o se traía, más bien, de una de las cuestiones que sólo necesitan
simple mayoría para ser aprobadas. En principio no existe una
respuesta normativa clara, debido a que la solicitud de opiniones
consultivas no aparece en el listado de cuestiones importantes que
enumera el párrafo segundo de! artículo 18, por lo que cabría
considerar que el procedimiento propio para esas solicitudes es el que
reciben las llamadas "otras cuestiones" del párrafo tercero del artículo
18, Sin embargo, la doctrina dominante coincide en que el
eneasilíamiento de las solicitudes en uno u otro procedimiento de
antemano no es conveniente ni correcto. La solución adecuada consiste
en valorar la importancia del problema que origina la solicitud y, de
acuerdo a esa valoración, adoptar un procedimiento de votación u
Aun considerando esta solución como la más acertada, se debe
6 8
 En general, F. A.-VALLAT, "Yoting is ihe General Assembly of the United
Nttions", MIL, vol 31,1954, pp. 273-298; E.L KERLEY, "Voting on Impaittnt
Questions in thc United N a t a s General Assembly"* AilL vol. 53* 1959, pp, 324-
340.
6 9
 DHARMA PRATAF, The Advüory Junsáaion of the International Cowrt,
Oxford, í 972, p. 107; KENNE1H J, KErm, The Extent ofthe Aévisory Jurisdicnon of
the httrnaúüñé Coutt ofJustice, Leyden, 1971, p, 46; B1A1NE SLOAN, "The
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advertir que la aprobación de las resoluciones por amplias mayorías y
la uulización del consenso han restado protagonismo a la regla de los
dos lercios, que en ciertos casos puede calificarse de superflua70. En
efecto, así ocurrió con la decisión de solicitar una opinión consultiva en
el asunto úú Suroeste africano, donde se planteó esta discusión, que
finalmente no tuvo importancia práctica ya que la resolución obtuvo
una mayoría que excedió con mucho los dos tercios requeridos para las
Los procesos de decisión en el Consejo de Seguridad están
regulados, fundamentalmente, por el artículo 27 de la Carta de ias
Naciones Unidas71. Como es bien conocido, esta norma distingue dos
tipos de materias a los efectos de su votación: decisiones sobre
cuestiones de procedimiento y sobre todas las demás cuestiones. Para
las primeras es necesario el voto afirmativo de nueve miembros
cualesquiera, mientras que tas decisiones del segundo grupo deben ser
tonadas por el voto afirmativo de nueve miembros, incluyendo los
votos afirmativos de todos los miembros permanentes. Si nos ubicamos
en el ámbito de la decisión de solicitar una opinión consultiva,
inmediatamente surgen dos preguntas que deben ser abordadas; 1) ¿es
Advisory Jurisdiction of the intemational Court of Justicc". Cal, L Rev., val. 38,
1950, p. 838; 5HABTAI RÓSENME* The Law and Practíce ofihe IntermHomi Court,
Icydcn, 1%5» m>. 653-664; R KELSEN, The Law <tf the United Nations, Londres,
1950, p, 185.
7® F. A. VALUT, "United Naaons General AssemWy", en EPIL vol 5,1983,
pp. 325-326.
75
 Ver, en general, SYDNEY D. BAíLEY, Voting in the Security CounciL
Btoomington, tnd, y Londres, Indiana Univcrsity Press, 1970; y más recientemente,
del mismo autor» su capítulo sobre votación en The Procedure ofthe UN the Security
Cüuncil Oxford, 2da edición 1988.
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la decisión de solicitar una opinión consultiva una cuestión de
procedimiento?, y 2} ¿deben abstenerse de votar los Estados parte en
una conuovefsia o cuestión?
Sobre el tipo de votación requerida no es posible indicar con
certeza si el derecho de veto** rige de forma absoluta en materia de
solicitudes de opinión consultiva o no. Esto es así porque no hay una
norma clara sobre la cuestión y, además* porque la práctica dei
Consejo, que sélo ha utilizado su capacidad de preguntar a la Corte en
ana ocasión73» no nos ofrece garantías de previsibilidad. No obstante,
la regla más adecuada parece ser análoga a la que acabamos de exponer
para e! caso de la Asamblea General; es decir, que no existe una regla a
pñori establecida, sino que la aplicación de los requisitos exigidos para
las cuestiones de procedimiento o sustantivas se determinará en los
casos concretos?*. Después de todo, es conocida la práctica del Consejo
de considerar como una cuestión sustantiva la calificación de una
materia determinada7*.
72
 SYDNEY D. BAILEY, The Procedure ofthe VN the Security Council Oxford,
2da edición 1988, especialmente capítulo IV, pp. 192 sigs.; ver también ANJALI V.
PATS,, The UN Veto in World Affairs 1946-1990, Londres, 1992.
Jurídicas para los Estados de la presencia continuada de Suráfnca en Namibia (África
sudoccidental) a pesar di la Resolución 276 (1970) del Consejo de Seguridad, de 21
de janiode W l , ICJ Repoits 1973, p. 16.
? 4 KENNEíü J. KSTH, TheExtentoftheAdvüoryJarisdicthn ofthe International
Cowt ofJustke, levdeii, 1971, p. 47. Sin embargo, ver el informe del Comité
interino de la Asamblea General CQ el sentido de que se trata de una cuestión de
procedimiento, en GAOR 011), Supp. núm. 10,1948, p. 14.
? 5 DHAKMA P«ATAf\ The Aavisory Jurisdictiútt of the International Court,
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Las cosas se complican un poco cuando encaramos el problema de
la obligación de abstenerse de acuerdo ai artículo 27.3 de la Carta76.
Primero, debemos tener en cuenta que el artículo 96 de la Carta no
pertenece ni ai capitulo VI de la Carta ni, obviamente, al artículo 52,
Pero, como señala SLOAN, ese artículo estaba integrado en e! capítulo
VIH, sección A de las propuestas de Dumbarton Gaks, que luego se
convirtió en el capítulo VI de la Carta, y no fue sino en el momento de
la redacción final cuando se trasladó a otro capítulo, el XIV77, Este
dalo lleva a SLOAN a preguntarse si en ese caso, considerando además
que ía decisión de pedir una opinión consultiva se encuentra
directamente relacionada con la solución pacífica de controversias, "no
p e d e considerarse a la decisión subsidiaria de solicitar una opinión
consultiva como una decisión según el capítulo VI aun cuando la
autoridad de hacer la pregunta deba ser fundada en otro capítulo de la
Carta?*.
Idealmente, cuando una solicitud de opinión consultiva se
encontrase ligada a una controversia pendiente, todo Estado parte en
dicha controversia debería abstenerse de participar en la votación que
76
 Es» párrafo dice; "Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre todas las
demás cuestiones sean tomadas por el voto afirmativo de nueve miembros, incluso los
votos afirmativos de todos los miembros permanentes; pero en las decisiones tomadas
en virtud del Capítulo VI y del p t a f o 3 del Artículo 52, ta parte en una controversia se
abstendrá de votar".
11BLA1NE SLOAN, *1Tie Advisory lurisdíction of the International Court of
JtistiGe", Cal L Rev., yol 38,1950, p. 83?, citando a YUEN-U UANG* "The
Settiemeat of Disputes in rhe Seciiritv GouncO: The Yalta Voting Formula" BYiL vol
24,1947, pp. 354-355.
7 8
 BLAINE SLOAN, "The Advisory íurisdiction of thc International COun of
Jtistice", Cal L ñev., vol. 38» 1950, p. 831,
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dirima la propuesta de someter el asunto a la Corte Internacional de
Justicia, Sin embargo, caben serías dudas de que una práctica de ese
tipo pueda imponerse ai Consejo de Seguridad cuando una de las partes
en la controversia sea un Estado con derecho de veto -y más aún si
consideramos la lamentable práctica de! órgano en este punto.
Por lo que respecta a los otros órganos principales de Naciones
Unidas autorizados para solicitar opiniones consultivas» Le*, e! Consejo
Económico y Social y el Consejo de Administración Fiduciaria, las
decisiones deben tomarse por la mayoría de miembros presentes y
votantes??. Los demás órganos autorizados se rigen por sus propios
estatutos, que generalmente establecen mayorías simples» bien de los
miembros presentes y votantes, bien de la totalidad de los miembros.
Antes de pasar a! próximo terna, acaso sea conveniente subrayar la
absoluta voluntariedad que reina en los órganos en relación con la
decisión de pedir la opinión de la Corte Internacional de Justicia. Esto
lleva, necesariamente, a un socavamiemo de la confianza en este medio
de determinación de! Derecho internacional. En este sentido, en una
certera reflexión, YEBUDA Z. BLUM^O ha dicho que, por razones
obvias* una mayoría que apoye una decisión controvertida, cuyo
contenido no sea claramente conforme a la letra de la Carta de
Naciones Unidas o las reglas de procedimiento de los diversos órganos
de la organización, pondrá poco entusiasmo en la idea de remitir esa
, 67 y 89 de la Carta, tespectivamente.
m
 YEHUDA 2. BtUM, Erading the Chmer ofthe United Nations, 1993, pp. 251-
251 Ver íambíén míeseos coméntanos finales en la sección 4 del CAUrruio Vfí.
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decisión al escrutinio judicial a través de una opinión consultiva. Y este
autor lleva razén cuando pone de relieve que la anterior afirmación es
una obviedad, pero cabría preguntarse por la relevancia jurídica de la
misma, 3LUM, en efecto, se plantea la cuestión en el contexto del
problema que presenta la falta de un intérprete supremo ád Derecho
internacional, que ponga límites precisos y, en su caso, sancione los
actos ultra vires de los érgaaos de Naciones Unidas81. Una solución
qm podría enmendar esta situación de incertidumbre institucional ha
sido apuntada por PAUL SZASZ82, entre sus propuestas para la mejora
de la jurisdicción consultiva de la Coite. En efecto» este autor apunta,
en relación con la Asamblea Genera!, que debería establecerse, a través
de disposiciones incorporadas en ei Reglamento de la Asamblea, un
procedimiento por el que las cuestiones jurídicas que surgieren en el
curso de su actividad, en particular aquellas referidas a controversias
en las que participen Estados, sean automáticamente examinadas por el
Comité jurídico para determinar si las mismas deben ser sometidas a la
jurisdicción consultiva de la Corte.
82 PAUL SZASZ, "Enhancíng ihe Advisory Competente of the World Courf, en L
G8OSS (cd.), The Future úfthelmeraatfona! ComúfJntice, 1974, ypt 531-531
D, REQUISITOS PROCESALES DE U SOLICITUD,
En consonancia con la iónica informal que impregna toda la
institución» no existen mayores exigencias a la hora de elaborar una
solicitud de opinión consultiva, £1 Estatuto sólo contiene un párrafo
dedicado a regular los aspectos formales de la solicitud que los órganos
autorizados deben atender cuando eleven una consulta a la Corle, Se
trata del segundo párrafo átl artículo 65, cuyo texto reza de la
2. Las cuestiones sobre ias cuales se solicite opinión
consultiva serán expuestas a la Corte mediante solicitud escrita,
en que se formule en términos precisos ía cuestión respecto de la
cual se haga la consulta. Con dicha solicitud se acompañarán
\vt puedan Mojar luz sobre la cuestión.
No es este el sitio indicado para estudiar los aspectos procesales
que surgen de esta disposición85; por consiguiente, sólo es necesario
apuntar el carácter escrito de la consulta y la formulación precisa de
las cuestiones sometidas a la jurisdicción de la Corte Internacional de
Justicia. Baste decir que la Corte no ha descartado su competencia
sobre la toe de un incumplimiento del artículo 65.2, sino que ha
interpretado o rcformulado la pregunta sometida a su jurisdicción
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consultiva^. Relacionado con este ultimo punto está la cuestión de
cómo la Corte puede reformular las preguntas sometidas a su
jurisdicción consultiva, problema que tratamos más adelante en este
mismo capítulo85, después de analizar el tema del objeto de las
3, SOLICITO» DE OPINIONES CONSULTIVAS:
0E LA SOLICITUD.
A, SIGNIFICADO m LA EXPRESIÓN "CUALQUIER
CUESTIÓN JURÍDICA".
Una vez completado el examen de la capacidad para solicitar
opiniones consultivas a la Corte Internacional de Justicia, debemos
estudiar el objeto de h eventuales preguntas dirigidas a la Corte. Lo
primero que se debe constatar es que un proceso de decisión judicial
está sujeto a los límites impuestos por las normas procesales que lo
84
 KENNEIHIKETTH, The ExtettíoftheAdvisoiyJwisítiction ofthe International
Cauri ofJustice, leydcii, 197!, p. 7 3 . 0 . epinión disidente del juez BASDEVANTen
el asunte ciertos gastos áe Naciones Unidas <1G Reports 1962, pp. 235-238). que en
«na de sus puntos trizo notar que estaba convencido de que la solicitud de opinión no
cumplía con el artículo 55. párrafo 2, del Estatuto.
infira secddn4,
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rijen. En ese contexto, el juez debe respetar también ciertos límites
materiales, que vienen impuestos por la causa de la controversia misma
que las partes llevan ame el tribunal. Sí bien en nuestro tema de
estudio, la jurisdicción consultiva, no podemos hablar de contenido de
la demanda ni de partes propiamente dichas, sí podemos hablar de la
existencia de limitaciones materiales concretas. No obstante, es
necesario hacer una aclaración previa, Los límites difícilmente se
encuentran m las materias que la Corte puede conocer. Es bien sabido
que las Naciones Unidas pueden conocer, prácticamente, sobre
cualquier materia que surja dentro de los fines establecidos en el
articulo 1 de la Carta. Este artículo fija unos fines tan amplios que es
difícil prever materias -sean políticas, económicas, sociales, culturales,
etc.* que queden fuera del ámbito de competencias de la Asamblea
General v del Consejo de Seguridad, órganos capacitados para pedir
opiniones consultivas^. Los demás órganos, autorizados por la
Asamblea General, según el artículo 96.2 de la Carta, deberán limitarse
a las cuestiones jurídicas que surjan dentro de la esfera de sus
actividades87, Pero cuando decimos que existen límites materiales no
nos referimos a la etapa previa de debate y elaboración de la pregunta,
sino al marco, más o menos determinado, que la pregunta misma
impone a aquéllos que áá&n contestarla. Por supuesto que al aludir a
la inexistencia de límites materiales estamos haciendo una afirmación
que puede ser engañosa, porque esa afirmación es válida sólo dentro
*6 HANS KELSEN, The hmv ofthe UnitedNations, Londres, 1950, f>. 546.
87
 Ver supra sección 2, panto 8,
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del contexto del Derecho internacional. Por consiguiente, la expresión
"cualquier cuestión jurídica" no podrá aplicarse en ámbiíos vedados at
Derecho internacional como por ejemplo una cuestión jurídica que
afecte estrictamente a la organización de un Estado, límite que por lo
demás viene impuesto por ia propia Carta en su artículo 2.7 relativo al
dominio reservado sobre los asuntos internos de los Estados88.
En la opinión consultiva de 20 de julio de 1962 sobre el asunto
ciertos gastos de ¡as Naciones Unidas la Corte afimió que "de acuerdo
con el artículo 65 de su Estatuto* la Corte puede dar una opinión
consultiva sólo sobre una cuestión jurídica. Si una cuestión no es
jurídica, la Corle no tiene discreción en la materia*'89. Por lo tanto, la
Corte sólo conocerá aquellas solicitudes en que se planteen
interrogantes sobre "cualquier cuestión jurídica", pero no otro tipo de
cuestiones. El problema, pues, consiste en definir el significado de la
** En el asunto sobre la wterpreíación de los Tratados de Paz se planteó una
objeción de estas características basada concretamente en el ait 2.7 de la Cana, pero la
Corte no la aeepió porque, según sus palabras, la interpretación de los términos de un
tratado "no puede ser considerada como tina cuestión esencialmente de la jurisdicción
interna de los Estados" 0CJ Repons 1950, p. 70). Cf. RUDOLF OSTRAHISKY,
"Advisory Jurisdíeiions cf ihe Internationa! Court of Justice as Reviews oí
Intcmationat Admirtistrative Tribunal*", Poíish Yearbook of inwnational Law, núm.
17, p, 111- í 12. Ver también las ideas expresadas por ci juez GRQS en el asunto de la
demanda de revisten de ia sentencia número 158 del Tribunal Áémnistrañw de tas
Naciones Unidas, áe 12 de julio de 1973, f€J Repons 1973, p. 166. en la página 257.
Ver CAPITULO IX, sobre la jurisdicción consultiva como vía de apelación. Sobre el
lema del dominio reservado en general, ver el curso general de Derecho internacional
público de G. ARANGIO RUIZ, en Rec. des Cours* vol 225.1990* pp. 9-484,
8 9
 Í O Repons 1962, p. 155 (el énfasis ha sido añadido); párrafo citado por GROS
en su Declaración anexa al asunto del Sahara occidental, 1O Repons 1975, p. 77 y
también sitado por el juez DE CASTRO en su opinión individual a la misma opinión
consultiva, p. 138.
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"cuestión jurídica". En la doctrina" hay diversas formas de
entender la expresión, tanto restrictivas como extensivas. Entre éstas
ultimas es famosa la frase de CHARLES DE VISSCHER, cuando afirma
que "se trata de todo problema susceptible de recibir una respuesta
fundada en Derecho**91. Pero lo que en verdad interesa es la
interpretación jurisprudencial que ha merecido el problema.
Las palabras "cualquier cuestión jurídica", incorporadas en los
artículos 96,1 de la Carta y 65,! del Estatuto, han sido generosamente
interpretadas por la Cone Internacional de lusticia. En realidad, podría
pensarse, como lo ha hecho eí juez AZEVEDO9^ qae el cambio que
introdujo la Carta respecto de! artículo 14 del Pacto de la Sociedad de
Naciones, que hablaba de "cualquier controversia o cuestión jurídica",
importaba una restricción del alcance material de la posibilidad de
requerir opiniones consultivas, Sin embargo, la Corte Internacional de
Justicia ha reafirmado expresamente que la expresión "cualquier
cuestión jurídica" no debe ser interpretada de manera restrictiva93. En
% Fars tratamientos generales, ver KENNETHIKEITH, The Eximí tf the Advisory
JurMkthnofthelrtternatiomlComtofJmtke, Leydcn, 1971, pp, 50-89; DHARMA
PRATAP, The ádvisory Jurisdktíon ofthe ínternmioml Court, Oxford, 1972, pp.
121-141; SHABTAIROSENNB. The Law and Practice of the Internationa! Couri*
teyden, \%% pp, 702 sigi; BENVEMm, L'aaertamento del diritta mediante i parere
coñstútiviéeila Corte ¡itiemziomíe di GíiüítóíetMiÍán, 1985, pp. 153-214.
9
* CHARUES DE VtSSCWER, Teorías y realidades en Derecho internacional público,
traducción castellana de Pablo Sancho Riera, Barcelona, 1962, p. 387.
9 2
 Ver asumo de k interpretación de b$ Tratados de paz,KJ Reportsí950,p,82,
9 3
 En el asunto del Sahara occidental después de citar vanos pronunciamientos en
diferentes contextos, la Corte dijo que los mismos indicaban que tas referencias a
"cualquier cuestión jurídica" en la Carta y el Estatuto no deben imerpitfarsc
festrictívamente (iO Reporte 1975» p, 20), Crético al respecto. Declaración deí jaez
COMPETENCí A CONSULTIVA 168
este sentido* coincidiendo con la defsción de CHARLES DE VJSSCHER
citada en e! párrafo anterior, para la Corte son cuestiones jurídicas
aquellas que fueren "por su propia naturaleza susceptibles de una
respuesta basada en Derecho"94. Esta línea de interpretación puede
verificarse en decisiones de la Corte relativas a preguntas que versan
sobre contenidos conflictivos, sean fácticos o abstractos, A
continuación, veremos algunos de estos problemas a través de su
tratamiento jurisprudencial, teniendo en cuenta, sin embargo, que la
calificación en cuestiones políticas, de hecho, abstractas, etc.* posee una
finalidad analítica, que no siempre puede distinguirse con claridad en la
práctica, siendo más común encontrar estos elementos entremezclados.
B, DERECHO O HECHOS*
La determinación de los hechos y su relación con el Derecho ha
sido siempre una tema espinoso para los tribunales judiciales en
general La Corte internacional de Justicia no ha sido ajena a estos
problemas, ni siquiera m el ejercicio de SIÍ ftincíón consultiva, En sede
consultiva el problema aparece ya en el momento de determinar la
competencia de la Corte en un caso concreto. En efecto, la expresión
OROS es el mismo asunto, p, 69 sigs; y la opinión disidente del mismo juez en I D
Mepofts 1973, pp. 256-257, especialmente parágrafo 14.
94
 Asunto del Sabara Occidental
 ( O Rcports 1971 p. 18 (by their very natura
susceptible of a reply bastó on law).
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**cuakjuier cuestión jurídica" puede entenderse en el sentido de excluir
cuestiones de mero hecho, que generen conflictos en cuyo núcleo sea
¡elevante ef aspecto jurídico.
El tema se presentó ante la Corte en dos ocasiones muy notorias:
ios asuntos Namibia y Sahara occidental, En ambos casos se intentó
combatir la competencia de !a Corte debido a la existencia de supuestos
limites impuestos por ía definición de la expresión "cuestión jurídica".
En el primer caso fue ef Gobierno de Suráfrica el que alegó la
objeción; en el segundo caso se sugirió que las cuestiones planteadas
¡KM* la Asamblea General no eran de carácter jurídico, sino fácticas o
históricas^, j m admitir que» efectivamente, ciertos hechos históricos
debían ser determinados a los efectos de poder responder a las
preguntas formuladas la Corte afirmó, en ambas ocasiones96, que
"Según el punto de vista de la Corte la contingencia de que
existir problemas fáctkos tras la cuestión planteada no
altera su carácter de 'cuestión jurídica' como lo prevé el artículo
no puede ser interpretada como oponiendo problemas legales y
Tácticos. Normalmente, para hacer posible que un tribuna! se
pronuncie sobre cuestiones jurídicas, éste debe también estar en
conococimicnto de los hechos, tomarlos en cuenta y. si fuere
%$ O Rcports 1975, p. \% p t a fa s 16 y sigs.
% I D Reports 1971, p. 27; i d Reporis 1975, p. 19, citando las palabras de la
anterior. El juez BE CASTRO en su opinión individual en el asunto del Sahara
occidente diferenció los supuestos de hecho en el caso Namibia y Sahara occidental,
porque según m ponto de vista en el primero los hechos eran probados {existencia de
aportheid* por ejemplo), mientras (pe en el áfáno eran hechos controvertidos, que no
poáfoa «solverse en sede consultiva OCJ Repons 1975, p, 141).
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necesario, hacer investigaciones sobre los problemas fáctícos
«levantes"
Asimismo, en otro párrafo importante del asumo Sahara
la Corte dijo que "ninguna disposición de la Carta o del
Estatuto limita a las cuestiones relativas a derechos y obligaciones
existentes tú la competencia de la Asamblea General para solicitar una
opinión consultiva ni la competencia de la Corte para entenderlas1*97.
Como se deduce de los párrafos transcritos la Corte se mostró fiel
a su lectura de los términos "cualquier cuestión jurídica", interpretando
que las cuestiones tácticas conforman, normalmente, la base de las
cuestiones jurídicas que un tribunal de justicia debe decidir. Esta
afirmación no exime a la Corte de establecer cuál es el alcance de su
competencia en lo que se refiere a la indagación y constatación de los
hechos en materia consultiva.
^ 1 0 Reports 1975, p. 19. La Corte da ejemplos de casos en los que no había
derechos existentes m controversias pendientes en ese momento, como la destinación
intemactettédei Trabaje* PCÍ!, Ser. B, núm. 1, de M de juBo del92Z
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C. CUESTIONES DE CARÁCTER POLÍTICO.
Todas las cuestiones de carácter internacional contienen aspectos
jurídicos y políticos. No obstante, la Corte sólo es competente para
conocer sobre las cuestiones jurídicas que ie eleven a su jurisdicción
consahíva; por consiguiente, tete limitarse a responder sobre ios
problemas que sarjan dentro del ámbito jurídico9*. E! problema
consiste, por lo tanto, en establecer cómo se definen los términos
"cuestiones políticas" y "cuestiones jurídicas" en el contexto del
Estatuto de la Corte Internacional de Justicia porque, en la medida en
que la esfera política ha quedado fuera del control de legalidad que
permite la utilización de la jurisdicción consultiva de la Corte, la
misma caería m ei fado de las cuestiones llamadas no justiciables",
98 Ver 0MARMA PRATAP, The Afaiwry Jurisdiction af the fnternationaí Court,
Oxford, 1972, p. 127. Este autor cita a SCHWASZENBERGER, íjuiert sostiene que de
otra manera la Corte no podría dar ninguna opinión consultiva. C.
SCHWA82ENBERGER, "Trcnds in the Practicc of the World Court*1, Cumnt Legal
Probíems, nürn. 4,1951, p. 25.
Ver también ia conclusión de BHARMA PRATAP, The Advisory Jtmsdiction of the
ínitrttational Court, Oxford, 1972, en la p. !30t donde dice que de la jurisprudencia de
la Corte puede deducirse que ésta considera a las cuestiones de interpretación como
cuestiones jurídicas "siempre y necesariamente", y que una cuestión sigue siendo
jurídica incluso cuando los efectos que su determinación produce puedan recaer ert el
ámbito político (citando a GERAU) FTOMAURICE, BYIL, vol. 27,1950. p. 3).
^ Sobre estos ieminos, ver, entre otros, D,W. GREKJ, "The Advisory Jurisdiction
of the International Court and the Scttlemcnt of Disputes between States", ÍCLQ, volÍM966,i>.33i ,ñ0tal7.
£1 problema se presenta más crudamente en los ordenamientos nacionales, porque
una interpretación adecuada del principo de Estado de derecho lleva a distinguir entre
actos vinculados y no vinculados a una determinación de legalidad. En España se ha
discutido la cuestión en relación con el a i t ! de la Ley de la Jurisdicción Contencioso
Administrativa (UCA), que se refiere a los actos de Derecho administrativo y no,
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En el ámbito de! Derecho internacional no es desatinado afirmar
que todo intento de definir estos términos incurre siempre en
disquisiciones tautológicas y circulares. Ha sido HERSCH
LAÜTERPACHT quien mejor ha demostrado la inutilidad de la
discusión. En efecto, este autor ha tenido el valor de exponer lo obvio:
afirmar que todas las controversias entre Estados son de naturaleza
política es %m fácil como postular que todas las controversias
internacionales tienen carácter jurídico, en el sentido de que son
susceptibles de una respuesta a través de la aplicación de las normas
jurídicas***), £ n consecuencia, nuestro interés debe orientarse hacia
exiremos más concretos que teóricos, como el que constituye la tarea
de observar de qué manera ha reaccionado la Corte Internacional de
Justicia en los casos en que ha debido solucionar una cuestión donde
una it las panes alegaba la naturaleza política de la misma. Podemos
adelantar, sin embargo, que la Corte lia rechazado sistemáticamente los
argumentos sobre la politicidad de las cuestiones sometidas a su
jurisdicción consultiva mientras esas cuestiones fueran susceptibles de
ser respondidas sobre la base de un análisis jurídico. Esa doctrina
jurisprudencial ha sido constante y uniforme como lo demuestran los
como su símil alemán (§40 VWGO), que habilita pam controlar todos los actos de la
HERSCH LAUTERPACHT, fhe Function of Law m the ¡nternationa!
CommmUy* pp. 157-158. Asimismo, Uuterpacfit ha establecido claramente que*
cuando se trata de controversias internacionales, la cfave deí problema reside en la




En la época 4e la Corte Permanente de Justicia Internacional se
alegó la excepción política en varías ocasiones. Para ilustrar este hecho
cabe citar la defensa del Gobierno turco en el asumo Mosulm<
aduciendo que la cuestión elevada a la Corte tenía naturaleza política.
Asimismo, en el asunto del Régimen aduanero austro-germano10^
surgió el problema de la naturaleza política de la cuestión, que buscaba
una respuesta a la pregunta de la legalidad del régimen propuesto o,
más exactamente, si dicho régimen afectaba la independencia de
Ya en la era de la Corte Internacional de Justicia los alegatos
volvieron a sucederse. En ios asuntos admisiones^, competencia^,
IMCOltó y ciertos gastos de Naciones Unidas, partes interesadas
sostuvieron que la Corte debía abstenerse en razón del carácter político
de las cuestiones presentadas para su dictamen. En el primero de los
M Asunto de la interpretación del artículo 3, parágrafo 2f del Tratado de Lausanne(Frontera entre TwovUi e Irak), de 21 de noviembre de 1925, Ver CAPITULO IT sección
3, punto C; y también iitfra sección 5.
HB Asante del régimen aduanero entre Alemania y Austria, de 5 de septiembre de
31- Ver la teresamc nota de pie de página que escribe H. LAUTERPACHT sobre
esíc caso en The Fmction efLaw in the íntermñonal Community, pp. 156-158.
Cfr., asimismo» e! asunto del Artículo 2, parágrafo 2, del Tratada de Lawane, de
21 de noviembre de 1925, PCÜt Ser, B, Núm. 12, donde Turquía alegó que la
cuestión planteada era de naturaleza política.
1947-48, p, 61.
1950, pp. 6-7. En los mismos términos que la anterior.
ICJ Reports Í960, p. 153. La Corte constató que ciertas cuestiones de
naturaleza política se hallaban ligadas a la pregunta, pero dijo que ' la Corte como un
órgano judicial está &Ú obstante obligada, en el ejercicio de su función consultíva, a
permanecer fiel a losieqaerimienfos de su carácter judkiaT (p. 153), con io que restó
importancia a esos aspectos políticos.
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asuntos citados, donde e! núcleo de la consulta radicaba en averiguar si
tos cinco requisitos del artículo 4 de la Carta eran o no exhaustivos a
los efectos de admitir nuevos miembros en la Organización, la Corte
fijé una posición respecto del alegado carácter político de la cuestión,
diciendo que ella "no puede atribuir carácter político a una demanda
formulada en términos abstractos que. refiriéndole la interpretación de
un texto convencional, la invita a ejercer una función esencialmente
judicial"1, y que ella "no tiene porqué detenerse en los móviles que han
En e! asunto ciertos gastos de Naciones Unidas^ hubo quienes
argumentaron que la cuestión estaba interconectada con cuestiones
políticas. Recordemos que en aquella ocasión la Asamblea General, por
medio de la resolución 1731 ÍXVI), adoptada el 20 de diciembre de
196i, decidió solicitar una opinión consultiva a la Corte Internacional
áe Justicia alegando la necesidad de guía jurídica autoritativa sobre las
obligaciones de los Estáte miembros según la Carta de las Naciones
Unidas en lo que concierne al tema de la financiación de las
operaciones de Nacieres Únalas en el Congo (ONUC) y en el Próximo
Oriente (UNEF)*W. Admitiendo que las cuestiones sometidas a su
í e é
 ICí Repom 1947-48» p. 61. Ver, sin embargo, ia opinión disidente del juez
ZORiCíC, quien afumaba que la Corte debería haberse abstenido, ya que al responder
se introdujo en el "terreno resbaladizo de la política y su respuesta es susceptible de ser
explotada m las luchas políticas de los Estados" (Id, p. 95).
$7f0Rep0ft$1962,p.l55.
W8 La pn-gunfa planteada en* la siguiente: "¿Constituyen ios gastos autorizados en
las resoluciones de la Asamblea General 'gastos de la Organización' según el
significado del artículo 17, párrafo 2, ét la Cana de las Naciones Unidas?"
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jurisdicción podían tener una significancia política mayor o menor, la
Corte sostyvo qm no podía atribuir un carácter político a una pregunta
que ta invitaba a ejercer una taita esencialmente judicial* a saber, ia
intcipreución de una disposición <fe un tratado109.
Más recientemente, en eí asunto de la Interpretación del acuerdo
de 25 de marzo de 195! entre ia OMS y Egipto* 10, hubo voces que
alegaron la improcedencia de ia competencia de la Corte debido al
carácter político de la cuestión planteada. En relación a esas
alegaciones, la Corte dijo que existía una jurisprudencia consolidada
que establece que "si, como en el presente casoT una cuestión elevada
en una solicitud es de tai carácter que de todas maneras cae dentro del
ejercicio normas de su función judicial, la Corte no tiene que ocuparse
109
 Ibidem. Para apoyar esta última idea, la Corte citó su opinión de 28 de mayo de
1948, donde dijo que, como órgano principal de Naciones Unidas, estaba legitimada
para ejercer, en relación COR un artículo de la Carta, un tratado multilateral, una función
interpretativa que cafa dentro del ejercicio normal de sus poderes judiciales (JO
Reportó 1947-1948, p. 61).
1 1 0ICJ Rcpons 1980, p. 73. El asunto fue incoado por la Organización mundial de
la Salud (OMS/WHO), quien elevé una pregunta a li Corte concerniente a las reglas
aplicables a la transferencia de la oñcina regional de la OMS en Alejandría (Egipto) a
&m Estado miembro, l a pregunta contenida en U resolución OM533.16, adoptada por
la Asamblea de la OMS el 20 de mayo de Í980, acete
I te the negotiatíon and nortee provisíons of Section 37 of the Agreement of 25
March 195 I between the World Bealth Organizaron and Egypt aplicable in the event
that cíther party to the Agreement wishes ¡o have the Regional Office transferred from
the ícmtoryof Egypt?
1 íi so, is*al would be the legal itsponabilitíes of both the WHO and Egypt, witfi
regard to the Regional Office in .Alcxaniína, during che rwo-year period between notíce
and teimmate of the Agreentent?
Sobit el caso ver BENJAMÍN G, DAVIS, "Imematíonai AdjudlcatioR: Inteipreuiüon
of WHO-Egypt Agpeement", Harvard internstionai Lm Jownd^ú. 22,1981, pp.
429-436; &ARIM OHXERS-FlíAHM, "Intetpetation of Agnement of 25 Masch 1951
Between Wlio and Egypf, en EñLt 12,1981, & 142444,
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de ios motivos que pueden haber inspirado ía solicitud""1. V agregó
"Ciertamente, en situaciones en que las consideraciones
políticas son prominentes puede ser particularmente necesario
para una organización internacional obiener una opinión
consultiva de la Corte respecto de los principes jurídicos
aplicables en relación con el problema en deba*, especialmente
cuando éstas pueden incluir la interpretación de su
Estas transcripciones confirman la regla que venimos exponiendo
a lo largo de esta sección sobre la gestión de los problemas objetivos
11 * ICi Reports 1980, p. 87, parágrafo 33. La Corte citó su jurisprudencia
contenida tn ICJ Reports 1947-1948, pp, 61-62; IC3 Kcports 1950» pp. 6-?; ICI
Reports 1962, p, 155.
Ert la opinión de 1980 hubo ciertas opiniones individuales y en especia! una opinión
disidente, la del juez MOROZOV, en las que se hicieron consideraciones sobre el
carácter poíítico de las cuestiones planteadas. Así, el juez OROS recordó que ese no era
un problema nuevo para la Corte y que el estudio del mismo demostraba que "la
plupart des queslions de droit posees á la Courl dans des requeres pour avís
eonsultatifs d'organísatiom imemattonaies ¿uúent nícs dans un contente politique.
AÍRSÍ ift Cour distingue í-dlc dans une demande d'avis les motifs politíques et l'objci
de la demande qtú doit porter sur une quesüon juridique" (id, p. 100, donde cita los
asuntos contenidos en ICI Reports 194748, pp. 61 y 64; I G Reports 1950, pp, 70-
72; iOf Reports 1962, pp. 1S5 y 157).
El juez EL-ERIAN tantán se refirió a la poíiticidad de la cuestión en su opinión
individual diciendo que "A disbnction should, thereforc» be made beíween the politicai
character of the problcm which gives risc lo a request for advisory opinión and the
legal eharacter of the qucsDon whích constitutes the subject-matter of the requested
opinión. The criterion is the intrinsic nature of the que^üons rather than the various
í i f * " (p. 164).
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relativos a! contenido de tas preguntas sometidas a la jurisdicción
consultiva. E! criterio de la Corte no admite, pues, que se rechace una
pregusta contciamente formulada por contener "segundas intenciones
políticas": razonamiento que vale asimismo en sencido contrarío, ya
que "tampoco cabría atribuir a [una] petición carácter político en razón
de tas consecuencias políticas que pueda acarrear una respuesta ñmdada
en derecho, l a tesis contraria privaría a la función consultiva de una
gran parte de su interés y utilidad prácticos"* 13.
D. CUESTIONES ABSTRACTAS
En el tratamiento de las opiniones consultivas la Corte
internacional de Justicia se encuentra en una especie de encrucijada
cuando encara el problema desde la dicotomía cuestiones
abstractas/cuestiones concretas. Esto es así porque si se adhiere a una
posición determinada de naturaleza específica, es muy probable que
esté resolviendo una controversia paralela a la solicitud que se halle
pendiente de resolución; mientras que un dictamen muy alejado de la
realidad fáctica lo convierte, muy posiblemente, en inútil
En principio, como m otros ámbitos de la misma materia* la
Corte se ha amparado en la amplitud de los términos "cualquier
* *3 CHARLES m VÍSSCHER, op. cit» p. 389.
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cuestión tegal" para no rechazar ninguna solicitud por este motivo. De
«sia macera, en el caso de las Admmants estableció que:
"Se ha sostenido que la Corte no debe conocer una cuestión
formulada en términos absíracios, Esa es «na mera afirmación
desprovista de toda jusüvjcadfti. De acuerdo con ef artículo 96 de
te Cana y eS aitfcuío 65 deí Estatuto ia Corte puede dar una
opinión consultiva sobre cualquier cuestión jurídica, abstracta o
En su opinión consultiva de 12 de julio de 1973, ocasión en que la
Corte revisaos por primera vez una sentencia dei TANU fiíndada en el
artículo ! 1 del Estatuto, incorporado por la resolución AGNU 957
(X), de $ de noviembre de 1955, el alto tribunal también se refirió a
las cuestiones abstractas diciendo que
"El mero hecho de que no son los derechos del Estado los
que están en juego en los procedimientos no es suficiente para
privar la competencia de la Corte expresamente conferida a ella
por su Estatuto"1 i6.
I i 4 I O Sports 1 W - 1 M , p. 61. Citado nuevamente CR ICI Reports Í975, p.
eports ITO,p. 172. Ver también ínfra
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Desde un punto de vista conceptual la tesis es correcta; sin
embargo, desde un pumo de vista práctico la misma se vuelve
vulnerable, MICHLA POMERANCE cita las palabras del juez ZQRíCIC en
ei mismo caso para ilustrar ía idea, cuando éste dice que "en la vida
humana todas las actividades están basadas sobre consideraciones
concretas de hecho" y que "tratar de juzgar actos en abstracto sería
como tmbajar en ei vacio y malentender el significado de la vida
En materia contenciosa la posición de la Corte Internacional de
Justicia ha sido distinta, ai menos cuando las partes no habían pedido
una sentencia declarativa del tribunal Es as! como en el asunto de ¡os
ensayos nucleares ia Corte dijo que
"m entraba en las funciones jurisdiccionales de la Corte
tratar cuestiones ln abstracto, ana vez que ha concluido que el
fondo de! caso ya no es susceptible de ser determinado.
Desaparecido duramente el objeto de arta demanda, no existe
nada sobre lo que dar una sentencia"*i8.
SCI Reportó I947-J948, p, 96 (citado por MICHLA POMERANCE, The
Advisory Function ofthe tnternathmi Coffi in tbe League and UK Eras, p. 312).
* WICJ Rcpoíts Í974, p. 272 (Aastnrfia v. Francia) y I€J Rcpofís 1974, p. 477
(Nueva Zelanda v. Francia).
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La Coíic internacional de Justicia hizo alusión en aquella ocasión
a! asumo del Camtrán del Norte, en el que se expresó en términos
similares sobre su función judicial:
"ta función de la Corte es decir el Derecho, pero puede
pronunciar una sentencia sólo en conexión con casos concretos
donde exista en el tiempo del enjuiciamiento una controversia
actual relativa a un conflicto de intereses jurídicos entre partes, l a
sentencia de la Coñe debe tener alguna consecuencia practica en el
sentida de poder afectar los derechos y obligaciones de tas partes,
removiendo ¡nccrtidtimbre de sus relaciones jurídicas. Ninguna
sentencia sobre el fondo de este caso puede satisfacer estos
•119
Esta doctrina jurisprudencial no es aplicable a la jurisdicción
consultiva, en la que puede afirmarse, en conclusión, que el carácter
abstracto de las preguntas no ha sido un obstáculo para el ejercicio de
dicha competencia por la Corte internacional de Justicia12y. Esta
institución no se lia sentido amilanada por la falta de concreción de las
1963,9-34
* 28 En consecuencia, la doctrina conocida como mootness, que obligaría a la Corte
a rechazar una demanda contenciosa, no tiene como resultado la incompetencia de la
Corte en sede consultiva. La búsqueda de una guía de comportamiento para el futuro
solicitada por un órgano autorizado tiene sentido incluso en términos abstractos. Sobre
el tema de las mootness queuioni ver KENNETH J, KfilTH, The Exttnt of the
ÁdviS0ryJmisácHonofthefnternatioñáC(mrícfJustkel Leyden, 1971,pp. 78-80.
tti En los asuntos reservas a k Convención sobre Genocidio ( ID Reports 195!,
p. 21) y efectos de las sentencias del Tribuna Administrativo de las Naciones Unidas
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E. CUESTIONES RELATIVAS A CONTROVERSIAS
PENDIENTES 0E RESOLUCIÓN.
Desde las primeras páginas de este trabajo hemos podido observar
que la Corte Internacional nunca ha visto la diferencia entre cuestiones
y controversias como an obstáculo para su competencia consultiva, sino
sólo en tamo pudiere afectar a su carácter judicial. Ni siquiera el
reemplazo de las palabras "cualquier controversia o cuestión" por las
nuevas "cualquier cuestión jurídica", que algunos jueces interpretaron
de forma restrictiva122, modificaron la forma de entender el problema
por paite de la Corte. Buena prueba de esta continuidad son las
ocasiones en que la Corte ha dado respuesta a cuestiones jurídicas que
comprendían, en alguna medida, controversias pendientes de
resolución123. Esto ocurrió, por ejemplo, en los asuntos: interpretación
de ios tratados de paz conduidos entre Bulgaria, Hungría y Rumania,
reservas a ¡a convención para la prevención y represión áeí genocida.
(ICJ Reportó 1954, p. 5Í) la Coitc habla de cuestiones "purcmem abstr&it" y "general
and abstracT. respectivamente, sin que esto le cause ningún inconveniente.
122 y c r i a s opimenes de AZEVEpo en I D Reports 1947-48, pp. 73-75 e I D
Reporís 1950, pp. 79 sigs. En el mismo sentido, la opinión de KRYLOV en I O
topan 19S0.P. U l .
123
 Sobre este tema ver especialmente el capf&lo VIH sobre la función
cuasicontcnciosa de la jurisdicción consultiva*
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Por consiguiente* 1a existencia de controversias pendientes
vinculadas a una cuestión que se somete a la opinión consultiva de la
Corte no es óbice para la competencia de ia Corte. Sin embargo, como
podremos comprobar en otros ámbitos de estudio de la jurisdicción
consultiva, ia existencia de controversias pendientes tiene importancia
cuando la Corte juzga la conveniencia de responder a una solicitud,
como también la tiene para la composición de la Corte y la aplicación
de reglas contenciosas en el procedimiento consultivo. Esta forma
indirecta de resolver el problema ha sido, no obstante, criticada por
BENEDETTO CONFORT!^ autor que destaca el carácter ambiguo de
los pronunciamientos de ia Corte. CONFORT! cree que la facultad de
discrecionalidad que se le adscribe a la Corte es confusa; en este
sentido, sostiene que la Corte debería pronunciarse claramente a favor
de un deber de cooperación que surge de las normas que rigen la
función consultiva en general y no simplemente de la palabra «puede»
del artículo 65 del Estatuto. Según CONFORT!» la Corte tendría que
decir sin rodeos que una controversia pendiente no constituye un
obstáculo para dar una opinión consultiva,
í24 B . CONFORT!, ^Obscrvatiofis on thc Advisory Funciíon of ihe International
Court of Jus to" , en A. CASESSE (e&), C/N LawtFundamnml Rigkts, Alphea aan
den Rtjn» 1979* pp. 85-90, en la p, $9.
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F. AFECTACIÓN DE DERECHOS INDIVIDUALES A TRAVÉS
DE LAS OPINIONES CONSULTIVAS DE LA C O R T E
INTERNACIONAL DE JUSTICIA.
E! problema de los derechos individuales en los asuntos
consultivos se ha planteado desde diversos ángulos. Aquí nos interesa la
respuesta de la Corte cuando la contestación de una pregunta significa
la afectación de tales derechos. La Coite tiubo de expresarse sobre el
lema en su opinión consultiva de 1973, en cuyo texto sostuvo que su
se veía menoscabada por ese tipo de situaciones.
En efecto, en el asunto citado la Corte, recurriendo a su propia
jurisprudencia en las opiniones sobre el efecto de tas sentencias
indemnizütorius del tribunal administrativo de las N.U.n$ y sobre las
sentencias del Tribunal administrativo de ¡a Off sobre demandas
contra laUNE8CQm* mantuvo qut ei hecho de que su respuesta
¡Midiera tener consecuencias para los individuos involucrados no era un
obstáculo insalvable. La Corte defendió más tarde este punto de vista,
que aunque ya lo hemos citado en relación con el carácter abstracto de
las cuestiones elevadas a la Corte, conviene reproducir aquí por su
especificidad respecto de los derechos individuales:
'* I d Reporto 19S4,p. 47.
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"Si una solicitud de opinión consultiva emana de un órgano
debidamente autorizado para hacerlo de acuerdo con la Cana, la
Cortó es competente según el artículo 65 de $u Estatuto para dar
esa opinión sobre cualquier cuestión jurídica surgida dentro de la
esfera de actividades de ese órgano, £1 mero hedió de que no son
las derechos de los Estados ¡o que están en juego en los
procedimientos no es suficiente para privar a la Corte de una
compemencia expresamente conferida a ella por su Estatuto"127.
4. LA C OETE Y EL TRATAMIENTO DE LAS
SOLICITUDES; REFOEMULACION DE PREGUNTAS y
SUS LIMITES.
En capítulos anteriores, al exponer las características de la
institución y la posición de la Corte en la Organización, hemos
delineado las directrices que gobiernan su jurisdicción consultiva.
Según esas reglas construidas jurisprudencialmeme una respuesta no
debe ser, en principio, denegada128, en tanto significa ia colaboración
de la Corte con la Organización y el cumplimiento de sus funciones
O Reporte ITO. p. 112, para. 14.
K^ Repoits 195!. p. 19.
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como órgano judicial principal de las Naciones Unidas 129. Estas reglas
que obligan a responder, según se ha podido observar a través de la
exposición sobre la forma en que la Corte interpreta la expresión
"cualquier cuestión jurídica", no dejan muchos espacios para las
excepciones en el edificio de la jurisdicción consultiva. Sin embargo,
simultáneamente» la Corte debe permanecer fiel a los requerimientos
de su carácter judicial13^ La historia de esa interpretación nos indica
ijue existe un tema muy relacionado con el que acabamos de ver, pero
que acaso merece un tratamiento individual: es el de la reformulación
de las preguntas por parte de la Corte, La relación quizá sea mayor si
pensamos en los casos de preguntas abstractas, aunque no
necesariamente serán ésos ios únicos supuestos en que la Corte proceda
a la refomwíación de las preguntas.
La reformulación de las preguntas, como ha dicho KEITH, no
constituye un fenómeno nuevo*3í. La Corte de la Haya ha venido
{^formulando las preguntas planteadas en su sede consultiva desde los
comienzos de su andadura judicial. Así, en un claro caso de
mICíRepom 1971, p. 27.
KBKNETH I KEITH, The Extent of the Advisory Jurisdiction of tke
tniernatwné Court ofJustice, Lcydcn, 1971 „ p, 65. Cabe destacar la analogía que se
Europeas cu el ámbito de su función prejudicial. En efecto, en diversas sentencias el
Tribuna} ha dejado claro que "no está obligado a atenerse a la redacción de la cuestión
objeto de remisión, sino que puede recendueíria o adaptada de forma que se plantee en
sus precisos términos el auténtico problema de Derecho comunitario". Ver, por
ejemplo, sentencia de 20 de abril de 1988, procedimiento penal contra Guy G.
Bekaeru as. 204/87, Rec. 1988-4, p. 2099, Sobre la comparación entre el
procedimiento prejudicial del TJCE y el procedimiento consultivo, ver CAPITULO V,
última sección.
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incumplimiento de las condiciones de solicitud de opiniones
consultivas* ei asunto de la interpretación del acuerdo greca-turco de /
de diciembre de !920\ la Corte Permanente de Justicia Internacional
procedió 3 reformuíar la pregunta planteada, poique a su juicio no
estaba bien construida. En ei apartado 1! de la opinión consultiva la
Corte razona este cambio basándose en lo estipulado en el entonces
artículo 1% párrafo 2, del Reglamento de la Corte, hoy incorporado al
Estatuto en el artículo 65.2, que dispone que la solicitud debe formular
"en términos precisos 2a cuestión respecto de la cual se haga ia
consulta". En un pasaje del apartado citado la Corte dice que ella
"dicha ktia no define de una manera exacta la cuestión sobre
la que su opinión es solicitada, es indispensable que ella despeje y
formule en términos precisos dicha cuestión, con el fin,
especialmente, de evitar pronunciarse sobre puntos de derecho
sobre los cuales el Consejo o la Comisión no han tenido la
intención de obtener su opinión. En la presente caso es posible
que la Corte lo haga, vista la naturaleza relativamente poco
compleja del asunto; puede ser, no obstante, que ese no sea
siempre el caso" 133.
Opinión consultiva de la Corte Permanente de Justicia Internacional sobre la
interpretación del acuerdo greco-turco del de diciembre de 1926 (Protocolo final,
artículo /VJ, de 28 de agosto de 1928, Ser. B, Hám. 16,1928. Dada en virtud de la
ríedaá de Naciones de 5 de junio de 1928,
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La Corte Internacional de Justicia también refonnuló preguntas de
uno y otra forma. Por ejemplo, en su opinión consultiva sobre la
constitución del Comité de seguridad marítima de la Organización
Consultiva imergubernamental marítima, de 8 de junio de 1960*34
 0
en otras tantas opiniones donde lia buscado el denominado verdadero
significado de la pregunta. Precisamente, en su opinión consultiva de
20 de diciembre de 1980. ia Coite la Corte indagó el verdadero
significado de la pregunta planteada, y dijo que "la verdadera cuestión
jurídica'* bajo consideración en ia Asamblea de la Organización
Mundial de la Salud era: ¿cuáles son los principios jurídicos y las
reglas aplicables al problema referido a las condiciones y modalidades
en que se pmá& producir una transferencia de la Oficina Regional de
Egipto?135. La Corte consideró que la cuestión así formulada "debe
también ser considerada la cuestión jurídica sometida a ella por la
demanda"13S. Y además recordó que "si va a permanecer fiel a los
requerimientos de su carácter judicial en el ejercicio de la jurisdicción
*3* ÍCJ Repons 1960» p, 146, En realidad, la pregunta contenida en la resolución
adoptada el 19 de enero de 1959 por la Asamblea de la OCMi decía así: "¿Está el
Comité de Seguridad Marítima de la QCMI, que fue elegido el 15 de enero de 1959,
La Corte, sin embargo» refomiulá ta pregunta de ia siguiente forma: "¿Ha ejercido ía
Asamblea, ai no elegir a Liberta y Panamá para el Cornilé de Seguridad Marítima, su
poder electoral de una manera concordante con las disposiciones del artículo 28 (a) de
ia Convención de 6 de mar») de 1948 para el establecimiento de la Organización
135 ICÍ Reports 1980, p. 88, p t a f o 35. La pregunta original» contenida en la
resolución GMS33.I6, adoptada por ia Asamblea de ta OMS el 20 de mayo de 1980.
ha sido ya transcrita en la nota 110 supra.
i?» I O Eepoñs 1980» p. 88, párrafo 35.
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consultiva, átbe comprobar cuáles son tas cuestiones jurídicas
realmente en discusión formuladas en la solicitud'*137,
£rt resumen, además de los principios generales a los que
hacíamos alusión al comienzo de esta sección, podríamos concluir con
estas fres Ideas. En primer lugar, no debe olvidarse que la Corte se
encuentra limitada en su capacidad de responder por las preguntas
formuladas en la solicitud138. Pero, en segundo lugar, es verdad que
dentro de esos límites la Corte utiliza su díscrecionaiidad para
reformuiar las preguntas que los órganos autorizados le someten a su
jurisdicción consultiva. En esa taita de reformulación la Corte busca
establecer las cuestiones jurídicas realmente problemáticas. El juez El-
E R I A N , en su opinión individua! incluida en el asunto de ¡a
interpretación éé Acuerdo ée 25 de marzo de 1951 entre la QMS y
Egipto^* ha dicho con acierto que ía Corte se basa en el principio de
efectividad a la hora de interpretar las preguntas planteadas, siendo este
principio fundamental para que la guía jurídica autoritativa que la
Corte debe dar sea exacta y completa. En tercer lugar, la Corte ha
dicho con meridiana claridad que su interpretación prevalece.
Efectivamente, en su opinión consultiva sobre la demanda de revisión
*3710 Hepoíts 1980, p* 89, páirafo 35; allí citó sus opiniones contenidas en ICJ
Reports 1956, p. 26 y 37; ÍCJ Reportó 1962, pp. 156-158; y las opiniones de la CPfí
contenidas efi PCD, Series B, mím, 8, p. 282; y PCÍJ, Series B, núm. 16, pp. 5-16.
El párrafo de la opinión de 1980 fue citado en ÍCJ Reports 1987, p. 42, para, 43 y la
misma idea aparece a su vez en ¡ O Reports Í9S2, p. 349, para, 47, Ver también tas
opiniones individuales de los jaeces EL-ERIAW ( ID Reports 1980. p, 166-168) y
SETTí-CAMARA (id., pp. f 78-181) con abundantes referencias jurisprudenciales.
13810 Repofts |973f p. 184, párrafo 41.
139 IC? Reports 1900, ff. 166-168.
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de k sentencia número 333 del Tribunal Administrativo de las
Naciones Unidas, de 27 de mayo de Í98?í4í), la Corte volvió a
reconstfyir una de las preguntas141 y* haciendo referencia a su anterior
dictamen en el asumo ciertos gastos142i argumentó que frente a
interpretaciones diversas de! órgano solicitante de la opinión y de la
Cortó, ia ultima prevalece143.
§• SOBRE LA DISCRECIÓN ALIDAD DE LA C O R T E
INTERNACIONAL DE JUSTICIA: LA DOCTRINA DE LA
CONVENIENCIA O PROPIEDAD DE RESPONDER A UNA
CONSULTA EN SEDE CONSULTIVA Y EL VALOR DEL
CONSENTIMIENTO DE LOS ESTADOS*
En el capítulo primero hemos puesto énfasis en 1a naturaleza
discrecional de la función consultiva de la Corte Internacional de
Justicia como una de las características esenciales de la institución, cuya
M0IGIRcg»fisl987,p.!L
M Eñ este caso la primera {ver para. 32).
1962, p. 157.
W Dijo testusámeme qae; "IMs problem is one of iniopretatiom in tfte sense that it
is appropriate to ascerutin what the Commi ttee in tended to asfc of the Court but it is
also onc itlaíing lo the respective compcicnces of the Commi ttec and of t k Court. In
the view of the Court, tt is in fact the latter consideration whích prevails. Such a
rcsmcíivc inicrprctaíiwi oí the Committec's quesúon as suggcstcd above scems prima
facic unlikcíy, and *!t is not to be sssumed» tiíat tí» body requesting an opinión of the
Court «wou)d thus seele to íctter or haniper the Coun in the discharge of íts judicial
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base jurídica se encuentra en e! artículo 65 de su Estatuto. Sin
embargo, como hemos subrayado ai analizar la concepción de Ea propia
Corte sobre su jurisdicción consultiva, ella siente la obligación prima
fack* como órgano principal de Naciones Unidas, de responder a los
requerimientos de dictámenes. Este principio admite una salvedad: la
Corte sólo estaría dispuesta a no colaborar cuando razones competentes
o decisivas (compeliing reasons, raisons decisivas) así lo indiquen.
¿Cufies son estas razones? ¿Son las únicas razones que permiten a la
Corte negarse a dar una opinión consultiva?
La Corte no ha hecho explícitas otras razones que podrían
considerarse como causas suficientes para no dar una respuesta, por lo
que la última pregunta puede ser respondida afirmativamente. El
concepto de razones decisivas permite, no obstante, tanto
interpretaciones amplias como restringidas. Si atendemos a la
experiencia jurisprudencial de la Corte, ésta nos ofrece un panorama
casi unitario en el sentido de rechazar las alegaciones contra la
conveniencia de responder a las solicitudes de opinión consultiva, Por
consiguiente, es licito derivar la vigencia de un principio de
cooperación institucional estable a partir de esa práctica
jurisprudencial
La excepción a esta regla la constituye un precedente decidido por
la Corle Permanente de Justicia Internacional en I923t conocido como
el asunto de la Caretia Oriental*^ único caso en el que la Corte se ha
144
 PCD. Ser, B, num. 5 (1923). Sobre el caso se ha pronunciado toda la doctrina;
una ítfereiuSa específica es la ama & KURTHESNDL, en EPIL, 12 ,1981, pp. 80-81
negado a responder a una solicitud de opinión consultiva. En ese
asumo se interrogaba a la Corte sobre ia cuestión de si Rusia tenía una
obligación para con Finlandia derivada del tratado de Dorpat14*, que
confirmó la independencia de Finlandia, y de la Declaración sobre la
autonomía de Careüa Oriental14*. Ante esta solicitud presentada por el
Consejo de la Liga de Naciones» el Gobierno ruso mandó un
telegrama, transcrito en la opinión consultiva, cuyo pasaje más
relevante decía que "el Gobierno roso se niega categóricamente a
tomar pane en el examen de esta cuestión por la Liga de Naciones o la
Corte Permanente". Rusia consideraba que la cuestión de ia Carelia
oriental era un problema de su jurisdicción interna y, por otra parte,
teniendo en cuenta que en ese momento la mayoría de los Estados
miembros de la Liga no había reconocido a la Unión Soviética, no
confiaba en la imparcialidad de la Liga de Naciones ni en la Corte
Permanente en este caso.
La decisión negativa de la Corte Permanente de Justicia
Internacional en el caso de la Careiiü Orienté ftie, por algún tiempo, el
precedente más importante para la interpretación de la relevancia del
consentimiento de los Estados en las opiniones consultivas. En realidad,
este caso sigue siendo un importante precedente para la práctica y la
y la bibliografía allí citada. Ver también nuestro análisis del caso en el CAPITULO Vfil
injra.
m
 Tratado eime Finlandia y la Unión Soviética, de 14dcoctubrede l920,Lcague
oí Nations Tfcaíy Series, voL 3, pp. 54?.
m
 Esta Declaración fue realizada por fes soviéticos y se incorporó al Tratado en el
mamerto de su firma. Gran pane de h controversia cutre Finlandia y 1a Unión
Soviética vedaba sobre la naturaleza jurídica -contractual o no- de esta Declaración.
COMPETENCIA CONSULTIVA 192
doctrina; lo que ha cambiado es la interpretación del alcance de ese
le.
La formulación más concreta del "principio de Cartlia Orientar
le encontrarse en el párrafo, tantas veces citado, de la Corte
Permanente de Justicia Internacional, que dice:
"Está bien establecido en Derecho internacional que ningún
Estado puede, sin su consentimiento, ser obligado t someter sus
controversias con otros Estados bien a la mediación o al arbitraje.
KO".
Este principio ha sido presentado como si el consentimiento de los
Estados involucrados en un proceso consultivo ante la Corte fuera un
requisito a cubrir para que la Corte pueda dar una opinión consultiva,
al menos en los casos en que la solicitud comprendiera temas en que
una controversia entre Estados estuviera pendiente. Sin embargo, hay
evidencias concretas de que la Corte no quiso establecer un precedente
tal. Independientemente del análisis que hacemos del caso en el capítulo
octavo, cabe recordar aquf, en apoyo de esta última linea de
pensamiento, que ¡a Corte eludid el problema del consentimiento al
señalar que no tenía necesidad de entrar en esas consideraciones
después de apuntar que estaba en conocimiento de que había 'habido
alguna discusión respecto a sí las cuestiones para una opinión consultiva
deben ser sometidas a la Corte sin el consentimiento de las partes si
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«Has refieren a problemas que forman la materia de una controversia
pemtieme entre naciones".
La posición de la Corte Permanente de Justicia internacional se
basó* en cambio, en la falta de competencia deí Consejo para
considerar la cuestión y en la integridad de su condición judicial, dado
que "siendo un tribuna! de justicia, no puede, aun respondiendo
opiniones consultivas, separarse de las reglas esenciales que guían su
actividad eomo un tribuna!".
Otra prueba que da fuerza a esta manera de entender el
prúnuncmmkniQ^1 de la Corte en el asunto Carelia oriental se
encuentra en la quinta reserva propuesta por EE.UU. en 1926 para
adherirse ai Estatuto de la Corte Permanente de Justicia Internacional.
Esa reserva decía que !a Corte no debía, "sin e¡ consentimiento de
Estados Unidos, conocer ninguna solicitud de opinión consultiva
tocante a una controversia o cuestión en que Estados Unidos tenga o
íeclaine tm interés"*48. Hecho que marca ei temor de EEUU. ante la
concepción flexible que ía Corte posee sobre ia relevancia del
consentimiento de los Estados en las cuestiones consultivas.
147
 Eti efecto, a pesar de contener un ttehazo a responder la cuestión planteada por
ei Consejo, et texto en el que la Corte Permanente se pronuncia está publicado como
una opinión consultiva más CR i a Señe B de su colección de publicaciones.
« • Ver M.0. Htmsot*, The Permmt CdurtofíniemationáJustice, 1920-1942,
Nueva York» 1943, pp. 219 sigs*
La Corte Permanente de Justicia Internacional también se ocupó
de la ausencia de consentimiento en el asunto Mosuli4<*. Ei caso trataba
de una controversia territorial entre Turquía c Iraq, pero no es ése ei
aspecto que nos interesa, sino su comparación con el asunto de la
Carena Oriental en lo que se refiere a la discreción de la Corte. En
efecto, en aquella ocasión Turquía tampoco consintió en que la Corte
Permanente de Justicia Internacional diera un dictamen y .además, se
daba ú caso de que ese país no era miembro de la Sociedad de
Naciones. Sin embargo, la Corte dijo que tenía competencia porque ei
caso no se mkik a una controversia pendiente, sino a la competencia
del Consejo, qm Turquía había reconocido, y que indudablemente tenía
poderes para solicitar «na opinión de la Corte. Además, se dijo que
Turquía había participado en los procedimientos, aportando
documentos e información1*0, hecho que ese Estado negó151.
Sin embargo, fue la Corte Internacional de Justicia quien se ocupé
de eterificar ef problema del valor real del consentimiento de los
Estados en sede consultiva. La Corte Internacional de Justicia se
enfrentó al problema en diversos casos. En 1950 la opinión consultiva
en el asunto concerniente a h interpretación de los Tratados de Paz con
Bulgaria, Hungría y Rumania sentó las bases para una solución
149
 Asumo de !a interpretación del artículo 3f parágrafo 2, del Tratado de Lausanne(Fmntem entre Turquía t Imq), de 21 de noviembre de 1925, PCü, Ser. B, nüm. 12
{1925K Ver QUINCEY WftfGHT, 'The Mosul Qoetfian", AJIL, val. 20,1926, pp*
453-464; y U voz de KAHL LAÍHERS, en EPIL12,1981, pp. 150451.
tSl
 LcagaeofNationsC^ffeíaíloumai, febrero de 1926» pp, 121 y 128, citado por
LEO0ROSS, ""HÍC fnteniatianal Cauri oí Justícc and the United Na tas" , Ñec, des
CíMfflM. 120,1967, p. 361.
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perdurable sobre la interpretación del valor del consentimiento en esta
sede- Este caso coincide en paite con los asuntos Caretia Oriental y
Masut porque ninguno de ios Estados implicados era parte de la
Organización de las Naciones Unidas* la jurisdicción de la Corte habla
sido impugnada y la competencia de la Asamblea para tratar el tema
fue atacada. La Corte dijo que la objeción relativa a la falta de
consentimiento revelaba una confusión entre los principios que rigen la
jurisdicción contenciosa y aquéllos que son aplicables a la jurisdicción
consultiva, Y afirmé seguidamente, en un párrafo ya citado en el
primer capítulo de nuestro trabajo, que
"El consentimiento de los Estados, partes en una
controversia, es la base de la jurisdicción de la Corte en los osos
contenciosos. La situación es diferente en relación con los
procedimientos consultivos aun cuando la solicitud de una
opinión consultiva se venen a una cuestión jurídica actualmente
pendiente entre Estados, La respuesta de la Corte es sólo de un
carácter consultivo: como tal, no tiene fuerza obligatoria. Se sigue
que ningún Estado, sea miembro de las Naciones Unidas o no,
puede impedir la respuesta a una opinión consultiva que las
Naciones Unidas consideran deseable con el fin de iluminar el
curso de acción que debe tomar. La opini&i de ia Corte seda no a
los Estados, sino al órgano que está legitimado para solicitarla; la
respuesta de ¡a Corte, ella misma un 'órgano de las Naciones
Unidas", representa su participación en las actividades de la
Organización yf en principio, no debe serrechazada"*^.
^ 1 0 Reportó 1950, p J ! .
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Luego, en el asunto rtservas, la Corte consideró inaplicable la
regia de Cartliú mental, a pesar de los esfuerzos de Filipinas por
convencer a la Corte que contestar a la cuestión "sería susiancialmente
equivalente a decidir la controversia" existente entre ese Estado y
Australia. Asimismo, en el asunto Namibia también se trató de
sostener la aplicabilidad del supuesto principio derivado del asunto
Caretkt orirntak pero la Corte lo consideró nuevamente inaplicable.
En una opinión consultiva imprescindible para comprender este
tema, como es la que íeeayó en el asunto del Sahara Occidental, se
hizo hincapié en que el consentimiento tenía un valor diferente según se
tratase de la competencia de la Corte para dar una opinión consultiva y
de la propiedad (Judicial propriety) de hacerlo*53. En consecuencia,
conforme citábamos en el capítulo primero, "el consentimiento del
Estado interesado sigue siendo relevante, pero no para establecer la
competencia de la Corte, sino para determinar si es impropio o no
emitir dictamen"^4.
Si, por la interpretación expuesta, el consentimiento de las partes
no influye en la competencia de la Corta de dar una opinión consultiva
en un sentido negativo, tampoco es determinante el consentimiento de
las pales en sentido positivo, es decir que las partes no pueden» por sí
mismas, hacer que la Corte de una opinión consultiva si ésta lo
considera impropio.
153 I P R e p o m i m paras. 21t 32.
154
 ÍO Rcpom 1975, p, 25, para. 32.
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En definitiva, entre las cuestiones relevantes para la Corte no está
préseme en primer grado la falta de consentimiento de un Estado
interesado en la cuestión a responder. Tampoco es probable que la
Corte, siempre enfatizando su carácter de órgano principal de las
Naciones Unidas y en el principio de cooperación institucional, haga
hincapié en los elementos contenciosos de una solicitud de opinión
consultiva; a! contrario, la tendencia de la interpretación está dirigida a
mostrar su paite consultiva. Dicho esto, no hay que olvidar que el
consentimiento es de fundamental importancia para la consecución de
un procedimiento judicial justo, porque sin la colaboración de los
sujetos interesados es improbable que se llegue a una solución legitima.
Son, en consecuencia, razones de propiedad y la exigencia de un
adecuado proceso legal las que indicarían la abstención de la Corte de
dar una opinión consultiva, pero no razones de competencia, porque*
como hemos visto, las normas que rigen la competencia de la Corte en
materia consultiva no exiges el consentimiento de los Estados para que
la Corte se pronuncie.
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6. COMPETENCIA DE LA COMPETENCIA.
La Corte imemaciorial de Justicia tiene la facultad, que para
algunos es un deber*55, de determinar su propia competencia no sólo
en los casos contenciosos sino también en los consultivos; es decir, que
estamos ante una regla de apiicabilidad general^ . De hecho, como
afirma con autoridad ISRAHIM SHIHATA, en sede consultiva se
presentan cuestiones jurisdiccionales tan importantes como las que
aparecen en el procedimiento contencioso157.
Eí principio de la determinación de la propia competencia y de su
extensión, conocido como competencia de la competencia^, se
encuentra establecido en el artículo 36.6 del Estatuto de la Corte
internacional de Justicia: "En caso de disputa en cuanto a si la Corte
155
 0HAHMA PRATAP, The Admory lurisáktwn of the fnternaíionat Court,
Oxford, 1972, p, 117, que cita la opinión disidente de! juez CÓRDOBA en ÍO Reports
1956, p, 163. La fiase del juez CÓRDOBA es importante por su carácter explícito.
porque dijo claramente que "la primera obligación de la Corte -como de cualquier
étgmo judicial* es determinar su propia competencia y, con ese fin, tiene primero que
determinar cuáJ es la naturaleza del caso que ha sido llevado ante ella " Este pasaje
también fue citado por SHIHATA como una certera exposición del principio (1.
SHIHATA» The Ptmer $ the ¡ O to determine id o m Jwisdkñon, La Haya. 1965, p.
156 Ver en general L SHIHATA» The Power of the iCJ to determine its own
Jmisáeñoñ, La Haya. 1965, pússim. En especial, sobre la generalidad en la aplicación
de la regla, ver pp; 39 sigs. Ver también BlN CHENO, General Principies oflaw,
Londres» 1953 (ftímpresión de 1987, por donde se cita), pp. 259 y sigs.; esp. 275
*53 Es común encontrarlo en su acepción francesa {cotnpétettce de ía competen??} o
alemana {Kompetenz-Kompetem),
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tiene o fio jurisdicción, la Coñe decidirá"159. No es propio de este
espacio trazar el origen y la evolución históricos del principio
enunciadoí66* Basta con indicar que el germen del principio ya se
encuentra en insignes tratados de Derecho internacional como el
Tratado Jay, de 19 de septiembre de 1794, La Convencían de ia Haya
de 1907 sobre el arreglo pacífico de controversias lo incluía en su
artículo 73: "Le Tribunal est auiorisé i déterminer sa compélence en
taepétam le compromiso Esta tradición ha sido refrendada por la
Corte cuando, en el caso Nottebokm* constató que el principio de la
competencia de la competencia era un principio de Derecho
internacional561. No podía ser de otra manera, debido a que, en un
sentido amplio de la expresión, la determinación de la propia
competencia es inherente a todo tribunal de justicia162.
En materia consultiva, como lo hemos podido comprobar a lo
largo de este capítulo, la Corte viene ejerciendo su poder determinante
respecto de la competencia y admisibilidad de las consultas desde los
comienzos de la actividad de la Corte Permanente de Justicia
En el Estatuto de la Corte Permanente de Justicia Internacional el inciso 6
corresponde al entonces número 4, Sobre la incorporación de esta norma al Estatuto y
las diferencias de redacción, ver I SHIHATAv ©p. cit» pp. 32-34.
**0 Con este fin, ver I. SHIHATA, op, ciif primera parte, pp. i I sigs.
*
6J
 "Le $ 6 de rarticlc 36 ne fait que reprendre pour la Cour une regle que te droit
intcmationaJ commun a consacrét en matiére d'aititragc intcmational'*. íCJ Rcports
i 6 2
 En un principio hubo dos teorías sobre la fundainentación del principio que
nos ocupa; una buscaba la justificación de la regla en la voluntad de lis partes y otra,
hoy mayoritaria, encuentra esa justificación m te naturaleza intrínseca de! árgana
j d i i l . Ver I. SffiHATA, op. cit» pp, 25-26, y autoridades allí citadas.
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Internacional. Efectivamente, la Corte ejerce el poder 4e determinar su
propia competencia cuando se niega a responder la pregunta planteada
por el Consejo de la Sociedad de Naciones en el asumo de la Careiia
orientad sobre la base, entre otros argumentos, del respeto a su
carácter judicial o cuando, en el asunto de los Trotados de paz164, no
consideré la falta de consentimiento de los Estados como un obstáculo
insalvable para cumplir su tarea consultiva.
En la práctica consultiva de ía Corte encontramos también
expresiones específicas sobre la competencia de la competencia, Así, en
el asunto de la interpretación de! Acuerdo greco-turco de 1928, la
Corte Permanente de Justicia Internacional dijo que "como regía,
cualquier órgano poseedor de competencias jurisdiccionales tiene el
derecho er* primer lugar de determinar ia extensión de su
Esta regla ha sido refrendada por la Corte Internacional de
Justicia en Sos asuntos en que ha debido intervenir. En efecto, cada vez
que ia Corte debe razonar sobre la propiedad de ejercer su
competencia consultiva, aplica el principio de la detenninación de su
propia competencia!66. La regla, ciertamente, está impregnada de las
M I , Ser, 8, núm, 5, p. 27 (Í923).
Ser. B., ütim. 16, p. 20.
Unidas:
"cada árgano debe, en primer lugar al menos, determinar su propia jurisdicción" (I€J
R q p m 1962, p. 148)
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tendencias jurisprudenciales que la Corte ha ido desarrollando en su
larga experiencia, entre las que se encuentran las reglas relativas a!
deber de cooperación y la presunción de que una consulta no debe ser,
en principio, rechazada.
CAPITULO V
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La Coite Internacional de Justicia es un órgano judicial Como tai,
no puede actuar de forma que contradiga ese carácter. Si bien se
albergan dudas acerca de la naturaleza de la función consultiva de la
Corte e incluso existen opinones que sostienen que la jurisdicción
consultiva es en sí misma una función que escapa a las funciones de un
órgano judicial, cuestión que ya hemos discutido en el capítulo primero
de este trabajo, creemos que la evidencia de una práctica constante de
la Corte Internacional de Justicia ejerciendo su función consultiva es un
dato concluyeme para afirmar que esta fundón no está reñida con la
naturaleza judicial de la Corte, ni práctica ni teóricamente.
Uno de los aspectos básicos para considerar que un tema recibe un
tratamiento judicial radica en el respeto de ciertos principios
normativos fundamentales del procedimiento judicial1. Si bien existen
dudas sobre el contenido exacto de lo que llamamos "procedimiento
judicial", se puede decir que la expresión "tiene el carácter de un
concepto independiente de las reglas particulares del Derecho
* Al respecto la doctrina coincide en afirmar, en palabras de COUSSIRAT-
COUSTERE y ElSEMANN, que: "A! margen de los criterios materiales y orgánicos, las
reglas procesales convergen en la calificación de un acto como jurisdiccional o en
distinguir al juez del órgano investido de funciones cuasi-judiciaíes" (notas omitidas).
Ver VíNCENT COUSSHWT-COUSIERE y PlERRE-MlCHEL EISEMANR " U procedan;
dcvtnt k s juridicn'ons mtcrnationalcs permanentes" en SOCIÉXÉ FRANCAISE DE
DROfT ENIERN A1KMAL, CoIIoquc de tyofl. La jwisdiction intermtionaí permanente,
París, 1987, p. 106. Estos autores citan el caso de las resoluciones adoptadas por el
Comité de ministros de! Consejo de Europa en virtud del aitfcuio 32 de la Convención
europea de Derechos humanos que, dada la ausencia de garantías procesales, no se
- • • locoiíaactosiurisiccionales.
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aplicables a! mismo"2. En cuanto a la abarcadura del concepto nos
interesa destacar, esencialmente, que es inseparable de su constitución
el tespeio de algunos principios generales de! Derecho adjetivo: el
principio de igualdad de las partes, ei aseguramiento de las garantías de
que el órgano decisorio contará con la información adecuada y
suficiente para llegar a una solución justa, el principio de
contradicción, el carácter imparcial del tribunal e! principio de
publicidad, el derecho de obtener una decisión motivada-*. Estos
principios conforman los cimientos ineludibles de la estructura de un
procedimiento judicial. En este sentido, sin perder de vista el hecho de
que la plena eficacia y el sentido de estos principios se realicen en el
procedimiento contencioso» pero con el acento en la naturaleza judicial
de la Corte internacional de Justicia, nuestra tesis respecto de la
configuración de su procedimiento consultivo consiste en sostener que
sólo mediante la incorporación de la mayor cantidad posible de las
garantías propias del procedimiento contencioso podremos evitar las
eventuales injusticias que puedan producirse en el procedimiento
2 BIN CHENG, General Principies cfLaw as applied by internationa! Courts and
Tñbunals, Londres, 1953 (tempestón de 1987, por donde se ciía}t p. 258.
3 En el asunto Fasta h Corte se pronunció sobre este tema al considera? el
problema de Ig definición deí concepto de "errar ftindamenul en el procedimiento qw
haya ocasionado un fallo en la justicia" (art II del Estatuto del TANU; sobre el tema,
ver CAPITULO IX). En el párrafo 92 de la opinión consultiva la Corte expresó, en
referencia al TANU, que cienos derechos de un debido proceso legal estaban bien
reconocidos y los ejemplificó nombrando los siguientes: "el derecho a un tribunal
independiente e ímparcíal establecido por el Derecho; el derecho que se oiga el caso y
se resuelva dentro de un tiempo razonable; ei derecho a una oportunidad razonable de
presentar el caso al tribunal y a comentar sobre los argumentos del oponente; el
derecho a la igualdad en los procedimientos vis-á-vis el oponente; y c! derecho a una
decisión nómada". Opinión consultiva de la C0 sobre la demanda de revisión de la
sentencia número 273 del Tribunal Administrativo de tas Naciones Unidas, de 20 (fe
julio de 1982, I D Reporte 1982, p. 325, en la p. 209.
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consultivo*. El resultado de la absorción de garantías será la
asimilación, en mayor o menor medida, de los procedimientos
contencioso y consultivo; este proceso será más adecuado y sencillo
cuando exista una controversia actualmente pendiente entre Estados
tras la cuestión jurídica planteada. Los efectos de esta asimilación no
sólo son knefidosos en determinados casos, sino que a veces se hacen
necesarios para el buen funcionamiento de la justicia.
A continuación haremos, a modo de introducción, una descripción
muy general del procedimiento consultivo, para luego proceder a la
consideración de la vigencia en el mismo de los principios generales
del procedimiento judicial Terminaremos el capítulo con el
tratamiento de algunos problemas de procedimiento de la Corte
analizados desde el punto de vista del procedimiento consultivo.
2. EL PROCEDIMIENTO CONSULTIVO: UNA
VISION GENERAL»
La estructura normativa del procedimiento consultivo es bastante
simple. Las disposiciones que lo rigen se encuentran establecidas en la
4
 En ci mism sentido FAOLO BENVENÜTI, L'accertamentú del dtritto mediante i
parere consuMvi delta Corte imemitonde é Giusñzia, Milán» 1985, p* 244.
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Carta de las Naciones Unidas5, el Estatuto6 y el Reglamento de la
Corle7. En lo que respecta al funcionamiento interno de la Corte se
aplica la Resolución sobre la práctica judicial interna de la Corte8, que
vale tanto para el procedimiento contencioso como para el consultivo.
El procedimiento se abre cuando un órgano debidamente
autorizado de acuerdo con el artículo 96 de la Carla, ora directamente
por el propio precepto, ora indirectamente por la Asamblea General9,
presenta una solicitud de opinión consultiva a la Corte Internacional de
Justicia. Esa solicitud, transmitida a la Corte por el Secretario General
de las Naciones Unidas o por el más alto funcionario administrativo del
órgano autorizado para pedir una opinión consultiva10» debe ser escrita
y contener la formulación de la consulta en "términos precisos"11.
5 A a 96 del capítulo XIV.
6
 Capítulo IV del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia.
7
 Título IV del Reglamento de la Corte Internacional de Justicia según la reforma de
1978. El Reglamento en sus versiones oficiales en inglés y francés, incluyendo
traducción no oficial al español, con una tabla de concordancias respecto de anteriores
versiones puede ser consultado en SHABTAí ROSENNE, Documento on the
ínternational Court ofJusñce, Dordrecht/Boston/lxndon, 1979, pp. 277 sigs.
* La Resolución actualmente vigente es la de 17 de abril de 1976, que reformó a la
de 5 de julio de 1961 Esta normativa se dicta sobre la base de la habilitación que el
Reglamento hace a la Corte para ese fin en su artículo 19: "La práctica interna de la
Corte en materia judicial se rige, sin perjuicio de lo dispuesto en el Estatuto y en este
Reglamento, por las resoluciones que la Corte adopte en la materia", La transcripción
de la Resolución y UÍI comentado de la misma pueden consultarse en S. ROSENNE,
Proceétre in the Internationa! Court, The Hague, Boston, Londres, 1983, pp, 225-
233. En doctrina ver también RQBERT JENNINGS, "The interna! judicial pracücc of ihc
ffHefnational Court of Jus te" , M7£,vol. 59,1988, pp. 3147.
9
 Ver ¿(^CAPITULO IV.
! 0 A n . 104 del Reglamento.
H Art 65 del Estatuto de la Corle.
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Junio a la solicitud deben acompañarse "todos ios documentos que
puedan aftojar fot sobre la cuestión"12.
El árgano solicitante puede informar a fa Corte que su petición de
una opinión consultiva requiere una respuesta urgente. Así lo establece
el artículo 103 de! Reglamento, que permite incluso a la Corte decidir
si en un asunto concreto es necesaria una pronta respuesta. Si este fuere
el caso, la Coite "tomará t o t e las medidas que sean necesarias para
acelerar el procedimiento» y debed ser convocada lo antes posible a fui
de celebrar audiencia y deliberar sobre la solicitud"13.
Una vez que la solicitud ha llegado a la Corte, el Secretario de la
misma úáí& incluir la cuestión en el Registro general de asuntos de la
Corte de acuerdo con el artículo 26. Lb) del Reglamento!4. También
debe notificar15 el recibo de la solicitud a todos los Estados que tengan
derecho a comparecer y a las organizaciones internacionales que
puedan aportar información sobre la cuestión jurídica planteada al
tribunal, La participación en el procedimiento puede extenderse,
además, a ios Estados que soliciten intervenir y que no hayan sido
notificados, siempre que éstos lo pidan y la Corte lo considere viable.
12 Arts. 65 de! Estatuto y 104 del Reglamento,
M Ait 103 del Reglamento.
14
 Antiguamente se diferenciaba entre el registro de asuntos contenciosos y
consultivos! fundamentalmente porque no se preveía una fase oral pan» los últimos
{ver art 28 del Reglamento de 1922). Desde la te tona de 1931 esa distinción, dejada
de lado incluso antes por la práctica de la Corte, ya no se hizo. Ver DHARMA PRATAP.
THeAéfísoryJunsáctiont^ihekíerfíQtíofiatCmtrt.Ojífoíá, 1972, p. 178.
15 Ait 66 dei Estatuto. Ver itfta sección 3, punto A de este CAPITULO.
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Normalmente, el procedimiento se divide en una fase escrita y
otra ora!. Los plazos para la presentación de exposiciones escritas y la
fecha de las audiencias las fija el Presidente de la Corte. Los Estados y
organizaciones internacionales que hayan presentado exposiciones
escritas u orales tendrán derecho a discutir las realizadas por otros
Estados u organizaciones internacionales; con ese fin, el Secretario de
la Corte deberá notificar las exposiciones a los interesados16.
En todo el procedimiento la Corte se servirá de las nonnas del
procedimiento contencioso que a su discreción considere adecuadas
para tratar la cuestión jurídica planteada. Esta amplia discrecionalidad
en materia de procedimiento consultivo encuentra su base en eí
importante artículo 68 del Estatuto que, junto al artículo 102.3 del
Reglamento, habilitan a la Corte para utilizar a tal fin normas
contenciosas, La plena eficacia de estas normas de habilitación
enriquece enormemente las potencialidades del procedimiento
consultivo. La cuestión de la determinación del alcance de la
diserecionalidad de la Corte con fundamento en el artículo 68 es
problemática y, aunque deba calificarse de amplia, es conveniente
ponderaría en el contexto de los casos concretos.
En cuanto a la práctica judicial interna de la Corte en materia
consultiva» como se advirtió» no difiere de la que rige la práctica en
sede contenciosa17. Esa práctica se compone, en términos generales, de
cuatro fases; al término de las comparecencias se producen unas
l é
 Ait 66.4dcl Estatuto.
H Ait lOde ia Rcsolucíóa de 1976.
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primeras deliberaciones^ -hasta cierto punto informales» pero secretas
como todas las demás-, luego se pasa a la discusión del asunto en
profundidad19» qm abre el camino para la lercera etapa en que se
redacta ia decisión y, por último, e! proceso termina con la
correspondiente votación.
La opinión consultiva, que debe cumplir con los contenidos
fijados en el artículo 107,2 del Reglamento, se pronunciará en
audiencia publicad La misma se notifica previamente al "Secretario
General de fas Naciones Unidas y a los representantes de los Miembros
de las Naciones Unidas, de ios otros Estados y de las organizaciones
Internacionales directamente interesadas".
3. GAMANTIAS PROCESALES EN EL
PROCEDIMIENTO CONSULTIVO,
Con la apretada síntesis del procedimiento consultivo que hemos
llevado a cabo en ei apartado anterior podemos pasar a considerar con
más detenimiento la vigencia de las garantías procesales en sede
1 * Ait 1 de la Resolución de 1976.
19
 Arts. 2 a 5 de la Resolución de 1976.
17.1
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consultiva, definiendo los conceptos hasta ahora utilizados y exponiente
los problemas que plantea el ejercicio judicial dentro de la peculiar
estructura del procedimiento que nos ocupa. Guiaremos nuestra
exposición a través de las propias garantías procesales reconocidas en
el procedimiento consultivo, bien directamente, poique se encuentran
previstas ert la normativa <jue regula este procedimiento, bien
indirectamente, cuando surgen de Ea aplicación de principios generales
del Deiecho judicial21.
23 Sobre estos principios consultar la ©bra de Bm CHENG, General Principies a¡
Law as appltidby ímrmüoml Courts ana Tribwists, cuarta pane, pp. 255 sigs.
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A. NOTIFICACIÓN 0EL PEDIDO DE OPINIONES
CONSULTIVAS.
Una vez presentada la solicitud de una opinión consultiva de
acuerdo con lo establecido en el aitfculo 6S.2 del Estatuto, es decir
"mediante solicitud escrita, en que se formule en términos precisos la
cuestión respecto de la cual se haga la consulta", se presenta el
problema de las notificaciones. En el ámbito del procedimiento
contencioso este tema puede ser muy sencillo, porque la propia
demanda debe contener la identidad de la pane o paites demandadas22.
En cambio» en sede consultiva hay que preguntarse quiénes deben ser
notificados de que una determinada cuestión jurídica ha sido planteada.
En el procedimiento consultivo se distinguen, en primer lugar,
dos tipos de notificaciones, según se encuentran reguladas en el aitfculo
66 del Estatuto de la Corte. El párrafo primero de ese precepto habla
de una notificación general, que debe realizar el Secretario de la Corte
después de recibir una solicitud de opinión consultiva; esta notificación
va dirigida a "todos los Estados que tengan derecho a comparecer ante
la Corte". Esta primera forma de notificación busca una finalidad
informativa, publicitando la apertura de los procedimientos consultivos
con motivo de la cuestión planteada a la Corte.
22 Art 40,1 del Estatuto y 38.1 del Reglamento.
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En segundo lugar, nos encontramos con otra notificación,
denominada comunicación especial y directa*** que tiene por fin
recolectar la mayor cantidad de información relevante posible sobre la
cuestión y dar la oportunidad a los Estados interesados y
organizaciones internacionales de presentar las exposiciones escritas u
orales que consideren pertinentes. La finalidad de esta notificación es
clave para ei buen desarrollo del procedimiento consultivo, ya que* por
un lado, implica que se cumple con la garantía de una información
suficiente para reponder con justicia a la pregunta planteada. Por otro
lado, esta comunicación especial y directa está relacionada con otra
garantía procesal ineludible en el ejercicio de la función judicial, es
decir, la oportunidad de que los sujetos interesados presenten
exposiciones escritas y, en su caso» orales dentro de los plazos fijados
por el Presídeme de la Corte.
Hay* sin embargo» algunas precisiones conceptuales que deben
acompañar el análisis de la comunicación especial y directa prevista en
el artículo 66.2 del Estatuto, £1 primer comentario se refiere a la
competencia para determinar quiénes son los Estados y organizaciones
internacionales destinatarios de la comunicación especial y directa del
párrafo citado. La respuesta es simple: son los Estados y
organíEacíones internacionales que la propia Corte considere aptos para
presentar alguna información sobre la cuestión planteada. Esta fue, por
lo demás, la práctica seguida por la Corte Permanente de Justicia
23 AJÍ 66.3 del Estatuto.
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internacional ames de la existencia del artículo 66 del Estatuto, norma
que codificó una práctica de la Corte en la materia24.
Otra problema consiste en determinar el concepto de organización
internacional que utiliza la Corte Internacional de Justicia, ya que no se
encuentra definido en las normas que gobiernan su actividad
consultiva. Parece ser que la Corte interpreta el concepto de una forma
bastante amplia en el contexto consultivo. Tan es así que, a partir de la
norma que obliga a notificar a las organizaciones internacionales, que
evidentemente fue concebida para las organizaciones internacionales
iníerestataíes públicas, la Corte ha permitido la participación de
organizaciones no gubernamentales en los procedimientos consultivos,
Aquí ááx señalarse, sin embargo* una diferencia en la práctica de la
Corte Internacional de Justicia frente a su antecesora. En efecto,
mientras que la práctica de la Corte Permanente registra una
considerable participación de organismos no gubernamentales en los
procedimientos consultivos {el ejemplo de los representantes de
sindicatos y patronales es notable), la actual Corte, como se señala más
adelante, sólo ha admitido este tipo de participación en el asunto sobre
el estatuto inurmáottal del sudoeste africano^.
La interpretación que permite la participación de diversos tipos de
organizaciones internacionales en los procedimientos consultivos es
2 4
 Ver GENEVIEVE GDYOMAR, Commentaire du Régltment de la Cour
tíl d Jñce, París, Í983t p. 67 i.
25
 Opiraón consultiva de 1! de ja l» de 195G, I D Repoffc 1950, p. 128. Sobre el
tema, ver DINAH SHELTON, "HW ParticipaÉm of Non&ovcmmcntti Organizations in
fotcraatioftal indicia! Procecdáigs", MIL, voL 88,1994» pp. 622 sigs,
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perfectamente coherente con el principio de información acabada que
la Corte debe cumplimentar. No hay que olvidar que aquí no estamos
haciendo referencia a las organizaciones internacionales en tanto que
órganos autorizados para solicitar opiniones consultivas, para las que
no cabe ninguna discreción de la Corte, que debe atenerse al tenor del
artículo 96 de la Carta, sino a las organizaciones internacionales que
puedan brindar información sobre un asunto elevado a consulta26. La
Interpretación extensiva de esta expresión encuentra apoyos, como lo
ha señalado HAMBRO27, en la falta de calificación en el artículo 66 que
frente al artículo 34 del Estatuto dé la Corte» omite hablar de
organizaciones internacionales públicas2*, lo que otorga a la Corte un
poder discrecional mayor cuando opera sobre la base del artículo 66 en
comparación con el que posee cuando lo hace con fundamento en el
artículo 34. HAMBRO cree que esta diferencia permite a la Corte
incluir a las organizaciones no gubernamentales dentro de los términos
del artículo 66 del Estatuto, Esta opinión, por lo demás* encuentra
apoyo jurisprudencial e« la comparación del asunto sobre el estatuto
internacional del sudoeste africano29 y el caso relativo al derecho de
26 Ver infra punto £ sobre la exigencia de información suficiente en relación a la
cuestión planteada.
27 «The Auíhoríty of ihe Advisory Opimons of thc ÍCT, /C£& vol. 3,1954, pp.
19M98.
28
 GERAID FITZMAURICE se refirió a este término en la Conferencia de San
Francisco diciendo que "incluye sólo a aquellas organizaciones compuestas por
Estados y por lo tanto excluye a las sociedades científicas y a otros grupos
ímemaciímales similares". En UNCID Docs., voL 14» p. 137.
» I D Rcporis 1950, p. 128.
JUGtEDIMffiWTGCONSULTTVQ 215
asiló®. Eñ efecto* en el primer proceso, de carácter consultivo, la
Corle admitió que la Liga Internacional para los Derechos Humanos,
una organización no gubernamental, presentara una exposición
escrita3** derecho que finalmente no ejerció12. En cambio, la misma
organización solicitó permiso para intervenir como amicus curiae en
el procedimiento contencioso que enfrentaba a Colombia y Perú
obteniendo una respuesta negativa de la Corte sobre ia base de las
distintas redacciones de los artículos 66 y 34 del Estatuto33.
Entonces, por lo que respecta a la notificación, podemos decir que
la expresión organización internacional del artículo 66 de! Estatuto
cubre a las organizaciones internacionales públicas interestatales o
*0íCI Reportó 1950, p. 226.
3* Ver ÍCI Pleadiñgs 1950, pp, 324 y 32?.
32
 Quizás este hecho haya tenido relevancia en un momento posterior, cuando la
Corte denegó la participación de esta misma organización no gubernamental en el
asunto Namibia (ICI Reporte 1971, p, 16). En este asunto también se negó la
participación de! profesor MiCHAfcL REISMAN sobre la base de! artículo 66. I D
Pleadiñgs 1970, voL 2, pp. 636-639.
Más recientemente, la Corte ha rechazado la petición de participación de la
organización no gubernamental Físicos Internacionales pan la prevención de ls guerra
nuclear en los procedimientos consultivos relativos a h opinión solicitada por la
Organización Mundial de la SaJutí (basada en la resolución de la Asamblea de la OMS
46/40, de 14 de mayo de 1993) en relación con ia legalidad det uso de armas nucleares
por bs Estados en conflictos armados (aún pendiente).
33 Sobre la figura de los amkus curiae en Derecho internacional y la práctica
existente ver DINAHSH&TON, 'The tMcipatton of Nongovernmental Organiíaiions
in Interrtatíonál Judicial Proceedings**, AI!L vol, 88,1994, pp, 611-642, en especial
sobre la distinción de ios artículos 34 y 66 del Estatuto ver pp. 623 stgs.
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intergubernamcntalcs y podría incluir a las organizaciones
internacionales no gubernamentales54.
Además» en la práctica se registra un tercer tipo de notificación
que está dirigido a aquellos Estados que no hayan sido notificados por
la comunicación especial y directa, pero que sean susceptibles de tener
un interés en presentar argumentos en el caso. Por esta vía se les
comunica a los Estados que, en el supuesto de que estuvieran
interesados, pueden preguntar a la Corte si tienen derecho a participar
m el procedimiento. Esta nota tiene la finalidad de reforzar el hecho
de qtie todos ios que se encuentren interesados en participar tengan
conocimiento del asunto y, además, que todas las posibles fuentes de
ran
34
 Para una opiníén similar, DHARMA PRATAP* The Advúory Jurisdiction of the
tCQtfáAWtp. 186.
35 Ver KENNETH J, KlíTH, The Extent of the Advisory Msdiction of the
InternaHonal Cowt qflustice, Lcyácn( 1971, pp. 155-156. Este autor recuente que la
primera vez que se utilizó esc tipo de notificación tuvo lugar en el asunto Mosul, PCU
Ser, B, nüm. 12, p. 6-
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También actúa como un remedio a la falla de notificación especial
y directa el precepto contenido en el párrafo 3 del artículo 66,
agregado en la revisión del Estatuto de 1929;
"Cualquier Esudos con derecho a comparecer ante ia Corte
que no haya recibido la comunicación especial mencionada en el
párrafo 2 de este Artículo, podrá expresar su deseo de presentar
una exposición exenta o de se oído y la Corte decidirá**1.
Esta disposición salvaguarda el derecho a comparecer ante la
Corte a aquellos Estados que no hayan recibido la comunicación
especial y directa del párrafo 2 del mismo articulo. Los sujetos que se
encuentren en esta condición, limitada a los Estados36 según el propio
artículo, podrán expresar su deseo de presentar una exposición escrita
y de ser oídos por la Corte, La doctrina ha establecido un paralelo
3& La Corte tuvo la oportunidad de expresarse sobre esta limitación en relación con
el asunto Namibia, en cuyo procedimiento solicitó participar la Organización de la
Unidad Africana, organización internacional que no había sido notificada por medio de
la comunicación especial y directa de! artículo 66.2 del Estatuto. En su respuesta, el
Secretario de la Corte dijo: "Organízate of Afrícan Urrity was not considerad by thc
Prcsidcnt as líkely lo be abíc to furoisb Information on questíon. Whercas under
Anide 66 paragraph 3 of Statute a State wntch has not received spccial commuiücation
referred ío in paragraph 2 may express desirc to be hcard. this does not apply to
organizatiens, If organization as such perseveres with its mtention its request wiil nave
to be submifted to Court itself for decisión which not likely before third week in
January. Your Memorandum can be accepted as propedy subrmtlecl within lime-limit if
it is prónipiy estabüshed ftat it is posenfied nominaly by ilí five or any onc or more of
afore menüonod Sutes". Finalmente Nigeria presentó una exposición escrita en su
propio n o n t e . Además, el 29 de enero de 1971 el Secretario de la Corte comunicó a
la OUA que sería admitida a participar en el procedimiento oral. Sobre estos datos
consultar GENEVIEVE GmOMAfíXommentaire du RégUment de ia Cour
mtem&twmk de Justict, p. 674.
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entre esta norma y el derecho de intervención regulado en los artículos
62 y 63 del Estatuto^.
Cabe interrogarse si la Corte puede excederse del ámbito de
publicidad permitida por el articulo 66.2 del Estatuto. En otras
palabras, si la Corte puede notificar a sujetos que no sean Estados u
organizaciones internacionales. La respuesta ha sido negativa en los
asuntos Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas** y Tribunal
Administrativo de la OlP^. Ante esta solución» puede decirse que si
bien la norma contenida en el articulo 66 del Estatuto brinda ciertas
seguridades sobre la publicidad de la solicitud de opinión a la Corte, no
obstante» también implica una rigidez que, en ciertos casos, puede ser
contraproducente para un procedimiento que tiene una estructura
sumamente flexible. Dentro del último supuesto caen los asuntos en qut
h intervención de individuos sería relevante40.
37
 Ver CWL Ser. Dt Hüm. 2, Add.. p. 225; DHARMA PRATAP, The AdvisoryJumdkiion of the International Couru Oxford, 1972, pp. 182-184; PAGLO
BENVENütí, L'accertamttm del (Hrifto mediante i parere considúvi Mía Corte
íiiternazfonée di Giustizia, Milán, p. 248.
38 I D Rcpofts 1954, p. 4?, y Pteadisgs, p, 397.
3 9 I O Repofis 1956, p, 77, y Pleaángs, pp. 237-238.
ü punto Den este misn» CAPITULO.
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B, PUBLICIDAD m LOS PROCEDIMIENTOS Y DE LA
OPINIÓN.
En la historia de la Coite internacional de la Haya se produjeron
discusiones sobre el tema de la publicidad de los procedimientos
consultivos, donde prestigiosos autores defendieron una eventual
respuesta de carácter secreto "en interés de la paz mundial"41, Sin
embargo, la idea de opiniones consultivas secretas fue rechazada de
plano desde el origen: "toda decisión secreta de la Corte es
incompatible con e! Estatuto", agregando además que "la práctica de
dar opiniones consultivas que no fueran publicadas acabaría con la
existencia de la Corte como an cuerpo judicial"42.
La publicidad es uno de los requisitos fundamentales del Derecho
procesal de los órganos judiciales. En consecuencia, aun faltando
normas que obliguen a dar publicidad al proceso y a la decisión, no
sería posible admitir que un tribunal judicial respondiera cuestiones
jurídicas privadamente o en secreto4*. En efecto, como señala
BENVENÜTI, un modo de privar al dictamen consultivo de los efectos
propios de una decisión judicial o arbitral es decir, hacerlo realmente
no vinculante, consistiría m dar opiniones consultivas secretas a los
41




 D. NEGULESCO, "L'lvotütioíJ de la procédure des av¡$ consultatifs de la Cour
Permanente de Justice Internationan, Mee des Cours, t57,1936, pj>. 15*16,
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entes que así lo solicitaren44. Por consiguiente, la publicidad es uno de
ías principios generales dei Derecho adjetivo que la Corte debe
respetar para no separarse de su condición judicial en el ejercicio de su
función consultiva.
E! principio de publicidad se aplica a diferentes etapas del
procedimiento, Unos párrafos atrás considerábamos ia obligación de
notificar que tiene el Secretario de la Corte y decíamos que uno de sus
fines era la publicidad de la cuestión jurídica planteada a la Corte
Internacional de Justicia. Además, la publicidad afecta al procedimiento
y a la opinión consultiva misma. En relación con el procedimiento, la
cuestión está regulada por los artículo 66.4 de! Estatuto y 106 del
Reglamento, Según e! primero de ios citados artículos, el Secretario,
con el fin de que se conozcan y discutan las exposiciones presentadas en
ei procedimiento, "comunicará oportunamente tales exposiciones
escritas a tos Estados y organizaciones internacionales que hayan
pisseatado las suyas".
El artícelo 106 del Reglamento, incorporado en la reforma de
1978* extiende la publicidad de las exposiciones escritas y sus
documentos anexos al otorgar a te Corte la posibilidad de hacerlos
"asequibles al público a la apertura del procedimiento oral o con
uiíerioridad", a condición de que se consulte previamente a los Estados
pertinentes cuando la solicitud de opinión consultiva afecte una cuestión
jurídica actualmente pendiente entre dos o más Estados. El artículo, sí
44 PAOLO BENVENUH, L'úccertomem del dirUto mediante i parere consultivi delk
€mt Intermmnafc di Giustizia, p. 278,
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bien nuevo en el Reglamento de 1978. codifica una prédica de la
Corte, que ya aplicaba eí equivalente al actual artículo 53 del
Reglamento a los procedimientos contenciosos por medio de la
analogía45. La práctica, por su parte, es realmente antigua, dado que la
Corte Permanente la empleó en el asunto del régimen aduanero entre
Alemania y Austria*6. El artículo vigente se ha aplicado por primera
vez en el asunto de la interpretación del acuerdo entre la OMS y
Egipto, en el que la Corle decidió hacer asequibles al público los
documentos escritos a partir de la fecha en que se abrieron las sesiones
En cuanto a la publicidad de la propia opinión consultiva, el
artículo 67 del Estatuto es claro respecto de esta cuestión; en efecto,
"La Corte pronunciará sus opiniones consultivas en
audiencia pública, previa notificación al Secretario General de las
Naciones Unidas y a los representantes de los Miembros de las
4 5
 Ver asuntos Namibia, 1CJ Reportó 1971, p. 16 y Sahara Occidental, ICJ
Reporte 1975, p . \ 2. Anuario de U Corle 1974-1975, p. 122, La Corie se negó a abrir
los procedimientos escritos al público en et asunto cíe tos efectos de las sentencias del
TANUt I D Ptcadings 1954, pp. 410*411, citado por GENEVíEVE GUYOMAR,
Commentaire éi Régíement de la Cour iniermtionale de Justice, pp, 684-685.
4 6
 En esa oportunidad se dijo que: "...La Cour decida que la communication des
niémoircsaupublicfíálai^sscscr^
(dom les agents avaieni ¿té presents offrcicusement) mmient donné leur consentcment
üfTtcie!: i! ful entendu que les documents se trovan! dans le dómame publie pourraicnt
éa t communiqaés imníédíatcmení". Ver CPJÍ, Ser. E. nám. 8, p. 253.
*1 ICÍ Repons 1980, p. 75. donde se dice: "La Cour a decide* de rendie accessibíe
au publie le texte des exposés écrits á la date d'ouvmurc de la procédure orales".
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Naciones Unidas, de los otros Esüdos y <fe las organizaciones
intcmaeicmaJesdirceíamenfc
Este artículo se complementa con los artículo 107.1 y 108 del
Reglamento de la Corte, que se expresan en términos similares a los de
la norma precitada, obligando a la Corte a leer la opinión consultiva en
audiencia pública y a informar a las autoridades pertinentes,
respectivamente. Finalmente, el artículo 109 del Reglamento se refiere
también al tema de la publicidad, dado que dispone el depósito de uno
de los ejemplares de la opinión consultiva en los archivos de la Corte y
el envío de ejemplares al Secretario de Naciones Unidas y, en su caso,
a! más alio funcionario administrativo del órgano u organismo que
haya solicitado la opinión de la Corte. Además, el mismo precepto
indica que se enviarán "copias a los miembros de Naciones Unidas, así
como a los demás Estados, organismos especializados y organizaciones
internacionales publicas directamente interesados11.
Resta decir que, como es bien conocido, la publicidad de las
opiniones consultivas está también garantizada con su publicación
Integra, conjuntamente con las sentencias y las órdenes de la Corte, en
la recopilación de la Corte {Recueils o Reports}.
C. AVDfAtm Bf ALTSMA PAXS
El principio audimur et altera pars es un principio general del
Derecho48 que á^bc ser respetado en todos los procedimientos
jurisdiccionales. La observancia de la regla no tiene motivos para ser
problemática: basta con que existan garantías normativas dirigidas a
que cada parte en un procedimiento judicial acceda al tribunal y
presente sus argumentos sobre el caso; una vez concluida esta fase el
tribunal decidirá. En una palabra, cada parte debe tener la oportunidad
de ser oída por el tribunal, hecho que bastada para cumplir con e!
principio audiatur et altera pars. Sin embargo, las reglas de
procedimiento de los tribunales suelen prever una segunda vuelta de
argumentación en la que las partes pueden pronunciarse sobre los
alegatos de los demás.
El Estatuto de la Corte Internacional de Justicia garantiza el
principio audiatur et altera pars en el procedimiento contencioso a
través de dos fases49. La primera fase es escrita y en ella se comunican
a la Corte y a las partes las memorias y contra memorias escritas, que
en su caso pueden completarse con réplicas y hasta duplicas. La
segunda fase es oral y consiste en audiencias donde la Corte escucha los
argumentos de las partes. En el procedimiento consultivo también se
respeta, generalmente aunque no obligatoriamente, la misma estructura
** Bm CHENG, Generé Principies o/Law as appiied by fníernathmt Cauris and
Tribtmi$f Londres» 1953» p. 290 sigs.
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bífida muy similar a la que opera en el procedimiento contencioso. En
efecto, en el procedimiento consultivo está prevista una fase escrita en
donde los participantes en el procedimiento presentan sus exposiciones
dentro de los términos que fija el Presidente de la Corte para ese fin.
Además, en una fase posterior del procedimiento se prevé el
establecimiento de audiencias públicas para oir las exposiciones orales
de los participantes. La Corte ha prescindido de esta última fase con el
objeto de asegurar las garantías de una posición de igualdad en ciertos
casos en los que se veían afectados derechos individuales, cuyos
titulares no podían aparecer en un procedimiento ante la Corte50.
£1 esquema procesal descrito se deduce del articulo 66 del
Estatuto, que dice en su segundo párrafo, inftne, que "la Corte estará
lista para recibir exposiciones escritas dentro de! ténnino que fijará el
Presidente, o para oír en audiencia pública que se celebrará al efecto,
exposiciones orales relativas a dicha cuestión4*. En el procedimiento
escrito pueden participar "todos los Estados con derecho a comparecer
ante la Corte" y "toda organización internacional que a juicio de la
Corte, o de su Presidente si la Corte no estuviere munida, puedan
suministrar alguna información sobre la cuestión*** Sabemos que la
participación de los Estados y organizaciones internacionales se debe,
fundamentalmente, a la decisión de comunicar especial y directamente
a los interesados que se presten a informar a la Corte. Esa decisión
pertenece a la Corte, que debe juzgar qué sujetos tienen interés en
informar sobre la cuestión planteada. La Corle ha interpretado esta
5® Ver infra punte 0 sobre la posición de ios individuos en los procedimientos
consultivos y ú derecho a la igualdad procesal.
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norma eri función de! upo de asuntos a resolver. La práctica de la
Corte en este sentido ha sido resumida por ROSENNE51 de la siguiente
forma: m los casos de interpitüción de la Caita o de competencias de
un árgano de Naciones Unidas se invita a informar a todos los
miembros de las Naciones Unidas52; en los casos que comprendan la
interpretación de un instrumento constitutivo de una agencia
especializada se invita a informar a todos los miembros de la agencia53;
en los casos en que se interpreten tratados multilaterales se invita a las
partes54 y a los Estados con derecho a ser partes55 en ese tratado.
Además, las organizaciones internacionales han sido invitadas a dar
información en diversos casos: en el asunto de las reservas se invitó a
la OH y a k DEA, qae presentaron informes escritos; en el asunto de
los efectos de las sentencias del TANV participó, además de los
5
 * SHABTAl ROSENNE, The Ltw and Pracüce ofthe International Court, Leyden,
1965, pp. 734-735.
52 Admisión, Competencia de fa Asamblea, Tribunal Administrativo de las
Nmhnes Untéis, África Swoctiútntat {Estatuto}, Afñca Suroctidental {votación},
Comité de Aftita Sttroccideniat, Ciertos gastos de Naciones Unidas; interpretación de
la sentencia número ISH del TÁNU. En el asunto de las reparaciones fueroa invitados
lodos los Esudos con derecho a comparecer ante la Corte y no sólo los miembros de
33 Asunto de las sentencias del Tribunal administrativo de la OÍT sobre demandas
contra ¡a UNESCO, de 23 de octubre de 1956, I O Reporte 1956, p, 7?, donde se
invitó a los miembros de la Unesco; asunto sobre la constitución del Comité de
seguridad maríúma de la Organización Consultiva intergubernamental marítima* de %
de junio de 1960, !O Repoits 1960. p. 150, en que se invitó a los miembros de la
Organización intcrgubemamcntal consultiva de navegación marítima; en el asunto
sobre la interpretación del acuerdo de 25 de mano de 1951 entre k QMS y Egipto, de
20 de diciembre áe 1980, \O Rtports 1980, p. 73, fueron invitados los Estados
miembros de la QMS y la propia OMS.
5 4
 Asunto de tos Tratados de Paz, I O Rcports 1950, p. 65.
55 Asumo soote las reservas a k Can
de genocidio, ICJ Repoits 1951, p, 15.
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miembros <íe las Naciones Unidas, la OFT; en el asunto de las sentencias
del TAOIT tUnesco) participaron Ea OJT y las organizaciones que
habían aceptado la jurisdicción del Tribunal; en el asunto Namibia
participó la Organización de la Unidad Africana; en el asunto sobre la
interpretación del acuerdo de 25 de marzo de !95I entre la QMS y
Egipto, además de ios Estados miembros de la QMS* fue invitada a
participar la Organización misma.
E! plazo fijado en cada caso por el Presidente de la Corte para
presentar las exposiciones escritas ha sido siempre interpretado muy
flexiblemente. En este sentido, no sólo se han pospuesto fechas
límites56, sino que se han aceptado generalmente aquellos informes
escritos que se hubieren presentado después de la expiración dei plazo
establecido37 ames de la apertura de las sesiones orales58. Las
exposiciones escritas son generalmente rechazadas tras el cierre de la
fase oral y el comienzo de las deliberaciones59*
56 Asante Namibia, ¡ O Repom 1971* p, 16.
57 Asunto Admisión, Í O Reportó 1947-1948, p. 57 (un informe de Filipinas no
fue aceptado por presentarse después del cierre de 1* fase oral); competencia, I O
Repofts 1950, p. 4; interpretación de tos tratados de paz, I O Rcports 1950» p, 65;
reservas, I O Reportó 1951, p. 15; efectos de las sentencias del TANU, I O Reportó
1954, p, 47; África suroccidentaí (h I O Rcports 1955, p. 67; constitución del
Comité de seguridad maftim de la OCMt. I O Reporte 1960. p. 146; denos gastos de
Naciones Unidas, I O Rsports 1962, p. 151; Namibia, I O Reporte 1971, p. 16;
Sahara occidental I O Reporte 1975, p. 12.
58 En el asunto ciertas gastos de Naciones Unidas se aceptó an informe de
Rumania que llegó a ¡a Corte el día posterior a la finalización de la fase oral.
55 Así en los asuntos Admisión, Heparacién y Competencia* ya citados.
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Una vez presentadas las exposiciones escritas, el Secretario
informa a los Estados y organizaciones internacionales que la Corte
oirá las exposiciones orales en las audiencias fijadas al efecto. El orden
de intervención en el uso de la palabra puede variar de caso en caso.
Sin embargo, hay algunos criterios que la Corte ha aplicado en la
práctica, como por ejemplo, que siempre que un representante del
Secretario General de las Naciones Uñidas participe en las sesiones
orales es oído en primer lugar. También se ha seguido un orden de
precedencia^ en la intervención concordante con la fecha de
presentación de las peticiones de participación en el procedimiento oral
y» m otros casos, un orden diabético61 de participación.
En algunos casos la Corte ha decidido no convocar audiencias.
Esto último ha ocutrido en la práctica de la Corte Permanente en
asumios en que ningún participante demostró interés por presentar
exposiciones orales*2. En la práctica de la actual Corte Internacional se
ha renunciado en determinadas ocasiones a la fase oral por motivos de
justicia, en concreto, debido a la falta de igualdad procesal de los
participantes en el procedimiento cuando se afectan intereses de
individuos qae no pueden defender sus derechos ante la Corte por
carecer efe ius standL Es usual que el Presidente de la Corte ofrezca a
6 6
 admisión, interpretación de ios tratados di paz, efectos de ¡as sentencias del
TANU, citados anteriormente,
6 ' Así €ñ los asanios constitución del Comité de seguridad maíñma de la OCMi y
Sahara occidental, ames citados.
6 2
 Por ejemplo* asunto del servicio postal polaco en Dantiifa ver CPJÍ, Ser, E,
nám, I ,pp. 226-227.
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tos participantes una segunda vuella de discusión escrita frenle a la
inexistencia de audiencias omks,
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D. DERECHO DE U S PARTES INTERESADAS A PRESENTAR
ARGUMENTOS DESDE UNA POSICIÓN DE IGUALDAD.
a) Consideraciones generales.
La Corte de la Haya siempre ha mostrado respeto al principio de
igualdad de las partes en el procedimiento judicial En su opinión
consultiva de 1956 sobre el Tribunal administrativo de la OIT
confirmé su deferencia hacia ei principio sosteniendo que "el carácter
judicial de la Corte requiere que ambas partes directamente afectadas
por estos procedimientos deben estar en posición de presentar sus
puntos de visla y sus argumentos a la Corte"63. Este principio se deriva
de los requisitos de una buena administración de justicia64 y debe ser
acatado en todos los procedimientos llevados a cabo ante la Corte, sean
contenciosos o consultivos.
El principio de igualdad tiene muchas caras; siguiendo a KEiTH65,
pueden identificarse como vertientes del principio: 1) el derecho de los
& "The principie of íftc «qualíiy of thc partics foliows from the nqoirements of tbc
gooá administration of justicc". I O Reports 1956, p. 86.
&$ K&NNETH i, KEnH» The Exíettt oftke Adñsory Jurisdiaion ofthe ¡nterwtiowl
Court ofJustia, Leydcn, 1971, p. 158,
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Estados y organizaciones internacionales interesados de recibir
notificación oportuna de la solicitud y presentar sus puntos de vista; 2)
el derecho de discutir las opiniones presentadas por otros Estados u
organizaciones internacionales; 3) en general, el derecho a un
tratamiento igualitario ante la Corte; 4) el derecho de los individuos
involucrados en el procedimiento de presentar sus puntos de vista y de
hacerlo en pie de igualdad; 5) el derecho de los Estados interesados de
designar un juez aá hoc.
Todos estos vértices del principio de igualdad han sido tratados,
cotí mayor o menor detenimiento» en diversas partes de nuestro
trabajo, salvo en lo que se refiere a! problema de posibles situaciones
de desigualdad producidas por la falta de legitimación para comparecer
ante la Corte de algunos sujetos interesados o afectados por la cuestión
sometida a la opinión de la Cofte, Pensemos en los casos de minorías,
entidades no reconocidas como Estados y, sobre todo, los individuos.
Es conocida la grave transformación que el Derecho internacional
ha experimentado respecto de la expansión de sus sujetos66. Por
diversos motivos67, los Estados han dejado de ser los únicos sujetos del
6 6
 En su clásico libro The Changing Struaure of tmemationé Law (1964).
RÜEDMANN se refería al proceso de expansión con estas palabras: "La expansión del
concepto de persona jurídica internacional más allá del Estado es uno de los aspectos
más significativos del Derecho internacional comteniporánco" (p. 214). Ver también el
libro de JUUO BARBERIS, Los sujetos de! Derecho internacional actual, Madrid, 1985.
67
 PmwiQ CASSESE, Internatíonal Law in a Dlvided World, Oxfosü 986, pp.
74 sígs.
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Derecho internacional68, aunque siguen siendo ios más imponadles.
Este hecho tiene relevancia para la actuación de la Corte Internacional
de Justicia, que debe contemplar los derechos de nuevos sujetos munida
de un sistema normativo no siempre a la altura de los cambios sociales
internacionales69. En ocasiones, como ocurre con las organizaciones
internacionales no gubernamentales, los inconvenientes que se plantean
pueden solucionarse con cierta facilidad70. Pero el respeto al principio
de igualdad se convierte en un problema más serio cuando
contemplamos otros supuestos: individuos, minorías, entidades que
alegan la calidad de Estados pero no han sido reconocidos como tales,
Este último caso tenía interés cuando algunos Estados no eran
miembros de la Sociedad de Naciones o de las Naciones Unidas, pero
hoy en día sólo puede tener incidencia ante la falta de reconocimiento
de un Estado debido a la carencia de alguno de sus requisitos
constitutivos7'.
6 8
 En efecto, hasta principios de este siglo los Estados no sólo eran el sujeto
principa], sino el único sujeto de Derecho internacional -si bien es cierto que junto a los
Estados aparecías también los grupos de insurgentes como otro de los sujetos
tradicionales de este ordenamiento. A modo de ejemplo, recordemos que la Corte
Permanente de Justicia Internacional reconocía este hecho en 1927 cuando afirmaba
que "El Derecho internacional rige las relaciones entre Estados independientes"
Asunto Lotus, PCÜf Ser. At núm. !0,p. 18.
Valga de ejemplo la restricción impuesta por el artículo 34.1 del Estatuto, que
70 y c r SUpm jas consideraciones sobre la notificación. También KENNETHI
KEftH, The Extent of the ÁétiSoiy Juñséictiori oí the International Cowt ofJustice,
Uydt% t97t,pp. 189-190.
n
 XENNETH I. KEtTH* The Extentof the Advisory Jurtsdktwn ofthelnternationat
CourtofJastke, Lcydcn, 1971,163,
PROCEDIMfDfTO CONSULTIVO 232
En cuanto al problema de las minorías72, en la práctica de la CPJ1
se planteó el tema de fa igualdad y los derechos de minorías en los
asuntos asentamientos alemanes en Polonia^ y adquisición de
nacionalidad polaca14. En estos casos se discutía, esencialmente, si el
Consejo de la Sociedad de Naciones tenía competencia para tratar ese
tema. La Corte, basándose en el artículo i 2 del Tratado de minorías de
23 de junio de 1919, concluido entre los aliados y los poderes asociados
y Polonia75, que atribuye ai Consejo la garantía de estos derechos, dijo
que éste tenía competencia para ocuparse de la acción del gobierno
polaco. En relación con nuestro tema, si bien los asuntos en cuestión
constituían realmente conflictos en los que las partes eran, por un lado,
las minorías y, por otro, los Estados frente a los que trataban de hacer
valer sus derechos, sólo se permitía la participación de individuos en
tanto estuvieran representados por Estados, con las dificultades que en
72
 Ver A.M. DE ZAYAS, "The International ludíciaí l*rotection oí Peoples and
Minoriiíes", en C BaGLMANN, R. LEFEBER y M- Z3ECK ícds.), Ptoptes and
Minorities in fníernationat Law* Donirccht/Boston^ndres, 1993, pp. 253-287.
73
 PCi;, Ser. B., Núm. 6,1923. l o s hechos que dan lugar a este asunto pueden
resumirse de la siguiente forma: Después de la cesión de ciertos territorios a Polonia, el
gobierno polaco no estaba dispuesto a respetar ciertos contratos de Derecho privado
(Remengutvertrs"ge-Pachtverír8ge), cuyos beneficiarios eran unos colonos de la
minoría de origen ademán, aunque de nacionalidad polaca. Es verdad que esos
contratos tuvieran un motivo político -la sanción de leyes por parte del Estado prusiano
en contra de la polinización de las provincias de Prusia occidental y Posen-, pero la
Corte dijo que ese motivo no era una razón suficiente para no cumplir con aquellos
contratos. Ver la voz de C WEIL, en EñL L2,1981, p . I I &
7 4
 PCÜt Ser, B, Núm. 7,1923, Este asunto es similar al anterior. En efecto, se
trataba, por una parte, de determinar si la Liga de Naciones tenía competencia para
tratar el problema de la adquisición de nacionalidad polaca en tos casos estipulados por
el Tratado de Minorías de 28 de junio de 1919 y, por otra parte, de decir si la
interpretados restrictiva del Gobierno polaco era conecta o no.
75 Maneas NRG3, voL 13, pp, 504-511.
este caso entrañaba ci hecho de que los individuos integrantes de las
minorías iban precisamente contra sus propios Estados. La Corte
salvaba este obstáculo en la aplicación de! principio de igualdad
notificando al Estado más próximo a la minoría afectada76.
No obstante lo dicho en el párrafo anterior, los problemas reales
se reconducen como por un efecto de embudo al tema de los individuos
en el procedimiento consultivo77. En efecto, uno de los mayores
problemas que deben afrontar los jueces de la Corte para hacer valer la
plena eficacia del principio de igualdad en el procedimiento consultivo
se origina en los obstáculos que ciertos sujetos interesados encuentran
para participar en las sesiones de la Corte y poder defender sus
posiciones desde un plano de igualdad con los otros participantes en los
procedimientos. En concreto, una situación de desigualdad puede darse
cuando estuvieren afectados derechos de individuos78; éstos no están
7S
 KENNETKJ, Kiemi, The ExtentoftheAdviSQtyfurisdictíon oftbelnternationai
Court ofJusHce, Leyden, 1971,p, 162.
77
 Esto es así debido a la interpretación predominante respecto de los derechos de
las minorías, que no tendrían derechos en tanto que grupos, sino como individuos
perteaenrientes a minorías. De esta manera, en el Derecho internacional positivo el
titular de los derechos de protección de minorías es el !n¿fvi¿íw y no la minoría como
tal, Ver U. CAPOTGRTI, m EPIL, vol 6,1982, p. 389; contra NATÁN LERNER,
Group Síghts md Ütscrimination in Internatianal Lawt Dordrechi/BostQiVümdon.
1991 (hay traducción castellana del mismo autor, publicada en México por el Fondo de
Cultura Económica).
78
 Ver LEOGROSS, "Ptrticípatiün of Individuáis in Advisory Proceedings Befare
the íntefratiorial Court of íasüce", AJ1L, vol. 52,1958» PR 15-40.; IANBRQWNUE,
"The Individuad Befare TribuuaJs Exercising Intemaüonal Jurisdiction". iCLQ, vol.
1 í, 1962, pp, 701-720. Desde el panto de vista de ios Dcncchos humanos ha habido,
desde el principio, interpretaciones más favorables a la apertura de la justicia
internacional a los individuos. En este ultimo sentido, ver HERSCH LAÜIBRPACHT,
que en referencia al dictum de h Corte en el caso de la competencia de ios tribunales
de üantzi^ ha dicho que "ninguna razón teórica impide a los individuos devenir
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legitimados, a diferencia de los Estados y las organizaciones
internacionales, para acudir ante la Corte por sí mismos con el fin de
presentar sus exposiciones escritas u orales.
b) Individuos es «I procedimiento consultivo
El tema viene de antaño. La práctica de la CPJI registra un asunto
en e! que la Corte se enfrentó con el problema de permitir el acceso
directo a la Corte de individuos en el caso Decretos legislativos de
DantzigW, Los hechos80 que dieron lugar a la consulta de la Corte
fueron de carácter interno81, aunque con la particularidad de que la
Sociedad de Naciones, como ya lo había expresado la Corte en su
opinión consultiva de 1932 sobre el tratamiento de nacionales polacos
en Danzi$h era garante de la Constitución de Dantzig y, por lo tanto,
"se interesa no meramente del texto de la Constitución, sino también
sujetos de derechos internacionales si ios Estados así lo desean" (Internatioiuil Law
and Human Righis, Cambridge, ¡973, pp. 28-29).
W Ser. A/B, núnt 65. p. 41. Ver HUD50N, The Permanent Court ofJnternatiowt
Justkef 1920*1942, Nacva York, 1943, pp. 403-404; DHARMA PRATAP, The
MvisoryJmisácúonofthe¡nternaüonalCourt,0%toxá% 1972, p, 189.
80 Ver la descripción de los hechos cu Ser. A/B, túm. 65, p. 44 y sigs,
8 Í
 El juez ANZ&arn, en su opinidn individual, dijo que esta era una razón por la
que la Corte no debía responder a la solicitud: "L'imerprctalion d'une loi nauonalc en
tant que telle et en dehors de toute queslion ou de tout différcnd d 'ordre intem&tíonal
ne reatre pas das íes fonctions de la Cour: cellc-d iTa ni l'organisation ni la
composiíion nécessaires pour I'accomplir, son autoritó et son prestí ge n*ont ríen a y
gagnef\ PCUf Ser. A/B, uúm, 65, pp. 61-62.
82
 Ser, A/B, HURÍ. 44, ciado también en Ser. A/B, núm, 65, pp, 48-49.
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con su corréela aplicación". En concreto, se trataba de un conflicto
derivado de fas elecciones a la Asamblea Popular (Voíkstag) de Dantzig
de 28 de mayo de 1933, donde el Partido Nacional Socialista obtuvo
una mayoría de 50,03 por cien. La Asamblea así constituida sancionó
una ley de 24 de junio» que se interpretó como una norma de
habilitación83* sobre la base de la cual se dictaron dos decretos
legislativos de 29 de agosto de 1935, que reformaban el Código penal y
e! Código de procedimiento penal En esos decretos se admitía la
aplicación por analogía de normas penales, violando asi el principio de
legalidad en lo que se refiere a la prohibición de analogía en materia
pena! Ikx certa), que es precisamente, junto a las dudas sobre la
naturaleza jurídica de ia citada ley, lo que los partidos de la oposición
atacaron como inconstitucional £1 Consejo de la Sociedad de Naciones
llevé el asunto ante la jurisdicción consultiva de la Corte Permanente
de Justicia Internacional. La Corte decidió que los decretos en cuestión
eran contrarios a la Constitución.
Es evidente que los hechos arriba descritos plantearon un
problema de igualdad de los partes ante la Corte, porque los
protagonistas en el conflicto incluían a los partidos que efectivamente
elevaron la queja de inconstitucionalídad al Consejo de la Liga de
Naciones. Por un lado, Dantzig, en tanto Estado con derecho a
comparecer ante la Corte, recibió la notificación pertinente de acuerdo
con el artículo 73,1*2 del Reglamento vigente en ese momento. Pero,
por otro lado, la Corte hubo de idear los medios para que la otra parte
83 Ser. A/B» ntím. 65, p. 46. Eti inglés, texto auténtico, se la describe como
"Enafrfing Law"; en francés se habla de "M d'auíorisation'* o "de pleias pouvoirs".
FROCEDÍMIENTQ CONSULTIVO
-es decir, los partidos políticos- pudiera defender sus derechos desde
una posición <k igualdad. En este asunto no se podía recurrir a una
fórmula alternativa como la que se aplicó en los casos de minorías y,
de hecho, íue Damzig e! único Estado que compareció ante la Corte.
La Corte, con el afán de salvar la situación de desigualdad que se le
presentaba, comunicó que ella "estaría dispuesta, si los solicitantes
manifestasen su deseo de elaborar la exposición contenida en la
petición, a recibir de ellos una nota explicativa a condición de que esa
nota fuera depositada ame la secretaría a más tardar el 26 de octubre
de 1935"84. A raíz de esto, los partidos involucrados elaboraron dos
documentos que enviaron a la Corte. Esta incorporó los documentos
cerno información aportada por el Secretario General de la Liga de
Naciones. Sin embargo, la desigualdad persiste y, como lo expuso
ANZíLOTTi en su opinión individual, no es una excusa que la Corte
haya fallado a favor de la parte que actuaba en una situación de
inferioridad1*5 y que las consecuencias de la desigualdad no hayan
jugado en contra de los partidos minoritarios. KEITH resume la
posición de los que solicitaban la inconstitucionalidad de los decretos de
la siguiente forma:!} no podían presentar argumentos directamente a
la Corte, sino por medio del Secretario General de la Liga; 2) no
tenían derecho a recibir y discutir los documentos presentados por
otros participantes; 3) no tenían derecho a presentar exposiciones
orales; y 4) no tenían derecho a responder a los argumentos orales de
d.p.66.
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ios representantes de Dantzigfó. Para el juez ANZILOTTI eí hecho de
que las panes en el procedimiento se encontraban en flagrante
desigualdad obligaba a la Corte a abstenerse de responder la cuestión
planteada87. KEtTH coincide con ANZILOTTI en que ese debería ser el
resultado siempre que la Corte no pueda asegurar el principio de
igualdad8 8 . Pero, como veremos a continuación, ta historia
jurisprudencial de la actual Corte Internacional de Justicia nos lleva
por oíros derroteros, dado que ésta trata de solucionar los problemas
de igualdad en si plano de los hechos, aun admitiendo que persisten las
desigualdades de derecho.
En otro asumo, Ex oficiales del Sarre^, que nunca llegó a la
Corte que, por tanto, no tuvo oportunidad de pronunciarse sobre el
mismo, los redactores de la resolución en la que se solicitaba la opinión
consultiva de la Corte incluyeron una renuncia del Consejo a
8 6
 KENNETHI KEim The Exitni ofthe A dvisory Jurisdiction of the ínternational
Cauri ofJusti€etbeydm, 197!, 166.
8? PCü, Ser. A/B, núm 65, pp. 64 y siguientes. En estas páginas, ei citado juez
habló de la existencia de una desigualdad manifiesta: u[L]es deux Pañíes aux
différend, auquel a tnut la question soumisc á la Cour, se son trouvés placees sur un
pied d*évidcf»te inégalité" {p, 65).
88 KENNETH IKEÍTH, The Extent ofihe AdvisoryJuriséction ofthe hternaüonat
Cauri ofJmtice, Uyden, 1971,167.
89 Resoiociófi del Consejo de ta Liga de Naciones de 14 de diciembre de 1939,
solicitando usa opinión de la Corte en materia de antiguos oficiales de la Comisión
gubernativa dei temtorio dei Sane. Ver INOÍ1939, p. 502; HüDSON, The Pemanm
Cúurt oflnternatíonal Justice, 1920*1942, Naeva York, p. 403; DHARMA PRATAP,
The Áttvisory Jurisdiction 4"ihtInterrfflfonú! Cmtrt, Oxford» 1972, p. 189; KENNETH
I KETHi The Extent ofihe ádvisory Jwsdiction ofthe íntemoíional Coun of Justice,
Leydesu 1971, pp. 167-161 Pajra este último autor, la redacción de la resolución
obedece a la conciencia de desigualdad que generó la opinión consultiva sobit los
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presentarse a las vistas orales y escritas en e! caso de qut los individuos
interesados no gozasen de! mismo derecho.
La Corte Internacional de Justicia se ocupó del principio de
igualdad en relación a ios individuos en varias ocasiones, ligadas
generalmente a ios asuntos en que se asociaba su función consultiva a
una función de apelación90. En efecto, en ios asuntos de tas sentencias
del Tribuna! de la OIT a petición de la UNESCO y las demandas de
revisión de la sentencia número 158, 273 y 333 del Tribunal
Administrativo de ías Naciones Unidas?* se plantearon problemas de
igualdad, ya que el trasfondo de las solicitudes estaba constituido por
las controversias entre la Organización pertinente y los funcionarios de
*M No se incluye ci asunto del Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas
porque so es un supuesto que caiga dentro del tema que analizamos. Allí se discutía si
la Asamblea Genera! podía negarse a dar efecto a las sentencias del Tribunal y, en et
supuesto de una respuesta afirmativa, con qué bases podría fundamentarlo. En
del Tribunal Administrativo, sino de la relación entre ia Asamblea General y su órgano
subsidiario y la obligación de los miembros de contribuir para la ejecución de la
sentencias. Entonces, la pregunta sobre la igualdad de las partes ante la posición de la
Corte, ai negar el derecho de los funcionarios a participar en el procedimiento
dilectamente, no es constitutiva de un tratamiento desigual, porque los funcionarios no
eran partes en la controversia. Cf> KENNETH J, KErní, The Extent ofthe Advisory
Juriséction oftfte htemtwtmt Caurt tfJustice, Lcyden, 197!, pp. 168-169.
AI igual que en el asunto del estatuto del suroeste africano, pero esta vez en sentido
negativo, debemos resaltar un aspecto procedtmcmal referido t h petición de
participación en el procedimiento de una firma de abogados que representaba a los
funcionarios afectados por los juicios (Pleadings, pp. 389-390), i a Corte denegó la
petición & través de una contestación del Secretario de la Corle, que alegó las
limitaciones normativas provenientes de! a a 66,2 del Estatuto-
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las mismas9^ que como individuos tienen obstaculizado el acceso** a la
Corte como consecuencia del artículo 66 del Estatuto.
En e! asunto de las sentencias dé Tribunal de la OIT a petición de
la UNESCO, iras aceptar responder a la pregunta planteada por una
mayoría de 9 votos94, la Corte admitió que en el caso habían dos
problemas de igualdad a resolver: uno relacionado con la iniciativa de
comenzar un proceso (facultad reservada ai Directorio ejecutivo de la
Unesco por ei artículo XII) y el otro con el procedimiento ante la
Corte9*. En cuanto ai primero de los problemas mencionados, la
violación del principio de igualdad procesal viene determinada por el
mismo artículo XI! del Estatuto, que al establecer la jurisdicción
consultiva como tina vía de apelación final no respeta el principio de
igualdad de las paites» porque los individuos nunca podrían recurrir a
ella por sí mismos. Ai respecto, la Corte dice que este es un problema
^2 La Corte se refirió a io que se ha califido de "an inherent ínajualiiy under thc
Staíutc of thc Coun between thc staff-member, on the one haíid, and the Sccretary
Goicfíl and Membcr States oír the other". ICJ Reporte 1973, p. 178.
93 t a «prcsidrj "acceso a la Corte" tiene un significado específico en sede
consultiva. Como dice PRATAP: *1n advisory procedurc the expicssion "acccss to thc
Courf refers to the capacíty to furnish información, and not to thc capacity to request
advisoiy opiníons11. DHARMA PRATAP, The Aévisory Juñsdiction ofthe International
CoitftüxfonJ, 1972, p. 180.
9* Eíjmz CÓRDOBA sostuvo que k Corte debía declararse incompetente (p. 155),
mientras £§uc ios jueces WMARSl, K L ^ S T A » y UmJOÁ KHAN hubieran preferido
que ¡a Corte ejerciera su discrccíonalidad y se abstuviera de contestar a la pregunta (p-
104,169 y i!4ítq)cctivaiiiente).
$5 Bi sus palabras, la Corte dijo que el procermente consultivo en este asuntó
"involvc a certain absence of «íualiry bctwcen Unesco and the officials boíh in thc
origia and ín thc progress of tliese proceedáígs", I Q Retarte 1956* p. 85.
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que precede a la actuación de la Cone y que. como tai. no resulta una
desigualdad ame la Corte96.
En relación con la garantía de igualdad, también se plantea el
inconveniente derivado de la falta de tus standi de los individuos ante la
Corte Internacional de Justicia. La aproximación de la Corte al
problema estuvo determinada por la decisión de recortar los derechos
de los informantes con derecho autónomo a comparecer ante ella. Bn
consecuencia, se renunció a la fase oral de los procedimientos para
hacer honor a! principio de igualdad97. Además, la información
necesaria proveniente de los funcionarios se hizo llegar a la Corte a
través de la intermediación de la Unesco. En definitiva, ia Corte se
manifestó satisfecha de la información recibida y declaró que
"Parece que m habría, en estas condiciones, motivo
determinante para que la Corte rechazase prestar su asistencia a la
solución de un problema que se plantea en una institución
especializada de las Naciones Unidas autorizada a solicitar a ia
Corte una opinión consultiva. A pesar del carácter permisivo del
artículo 65 de! Estatuto relativo a las opiniones consultivas, se
necesitarían razones decisivas para determinar a la Corte a oponer
un rechazo que comprometería el funcionamiento de un régimen
establecido por el Estatuto del Tribunal administrativo dirigido a
la protección jurisdiccional de tos funcionarios. Una ausencia de
96 ICí Reports 1956, p. 85,
9? Crítico respecto de esta solución: ZAFSULLA KHAN, quien en su opinión
separada puso de relieve la importancia de la fase oral del procedimiento ante la Corte
(p. 114), En realidad, la suspensión de la fase oral es una solución idónea siempre que
la Corte no precise de ella para obtener la información adecuada para responder la
cuestión jurídica planteada.
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igualdad, aparente o teórica, fío debe obscurecer o borrar ese
objetiva esencial"^
Aquí radica la cuestión esencial: la Corte se siente obligada a
msponder m tanto que no existan razones decisivas para abstenerse de
cumplir con su función consultiva. La existencia de desigualdades
externas a la Corte o simplemente nominales o teóricas", no
constituyen razones decisivas para no contestar una consulta100. En este
sentido la posición de la Coríe respecto al principio de igualdad se
resume en la Mea de que, como lo expone BENVENÜTI1 0 1 , "cualquier
desigualdad resultante de la aplicación del artículo 66 del Estatuto entn?
la organización internacional y sus funcionarios puede ser corregida a
través de la adopción de soluciones procesales oportunas", garantizando
la paridad efectiva de fas «partes reales»'*.
Esta solución fue recotíñrmada en los asuntos de las revisión de
sentencias del TANÜ1^, Efectivamente, en estos asuntos se renuncié a
9 8 1 0 Rcports 1956, p. 86. Diademas tar&en I D Reportó 1973, pp. 179-180.
9 9
 En sus epímones disidentes, los jaeces WfNiARSK!, KLAESTAD y ZAFRUUA
KHAN criticaron este aspecto de la opinión de la Corte.
En este sentido, ver concesiones de KEITH en relación al principio de
igualdad, KENNETH i, KEÍTHr Tke Extent of íhe Advisory Jurisdiction of tke
í t í C f J k M f e * 197í,pJ80.
501
 PAULO BENVENim, Vúccenmento del áritto mediante i parare vonsultivi
deüa Corte fnternañonate di Gitistizia,pp. 270-271.
m
 Pan aii análisis de estos asuntos, ver irfra CAKnflLO IX.
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la fase oral <k los procedimientos'0* y se hizo uso del párrafo segundo
del artículo 1 í del Estatuto del TANU, cuyo texto dispone que el
Secretario General de las Naciones Unidas transmita las opiniones de
los funcionarios a la Corte. Respecto de la renuncia de la fase oral,
quizá sea conveniente subrayar que para la Corte existe un principio
general que obliga a dar la oportunidad a ias partes para exponer sus
argumentaciones desde una posición de igualdad, pero de ahí no se
deduce que obligatoriamente deba existir una fase oral*®* De hecho, la
convocatoria de una fase oral en sede consultiva es discrecional para la
Corle, como lo índica el atL 105.1b) del Reglamento vigente.
E, INFORMACIÓN ACABADA DEL CASO EN CUESTIÓN.
La Corte debe tener acceso a todo el material necesario para
poder decir e! Derecho en relación con la cuestión jurídica concreta
qm se le plantea. En este sentido, el Estatuto y el Reglamento obligan a
los órganos que soliciten oponiones consultivas a acompañar los
documentos relevantes para decidir la cuestión. En efecto, el artículo
ÍCJ Reports 1973, p. 168; 1CJ Reporte 1982, p. 327; ICJ Reportó 1987, p.
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65 del Esíaíuio habla del deber de acompañar "iodos los documentos'0*
que puedan arrojar luz sobre la cuestión". Por su parte, el artículo 104
del Reglamento dice que los documentos a ios que se refiere aquella
disposición de! Estatuto deben ser entregados a la Corte, con el número
de coplas que disponga el Secretario, al mismo tiempo que ia solicitud
o tan pronto como sea posible a partir de esa fecha.
Las normas comentadas reflejan una preocupación por la
oportunidad y rapidez en que los documentos relevantes para decidir
sobre la cuestión jurídica planteada llegan a la Corte. Puede decirse que
la introducción del requisito de la celeridad en la entrega de los
documentos que deben acompañar a la solicitud de una opinión
consultiva, contenido en el artículo 104 del Reglamento, se debe en
gran medida a la demora que produjo la tardía entrega de los
documentos relevantes en el asunto del comité de seguridad marítima
de la OCMflfy donde la solicitud fue presentada el 23 de marzo de
1959 y los documentos el 27 de julio del mismo añoÍG?.
En relación con el problema específico de la eventual falta de
información de la Corte en un determinado asunto consultivo, se
infiere de la práctica judicial de la Corte que el remedio para tratar
estos casos con justicia radica en la discreción prudencial de la Corte.
concepto de éxmemo tn ú pnxcdimiento de la CU es muy amplio, por lo
que es posible afirmar que en ia actualidad la Corte aceptaría como pmeba documental
cualquier íipo de documento reproducido electrónicamente. En este sentido, S,
R , Precédate in tbe ¡mernaüonal Court, 1983, p, 114.
960, p. 150.
i 0 ? Ver S. ROSENNE, Proceátre in the Internattemí Court 1983, p. 21H.
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Es decir que en el supuesto de que no existiera la posibilidad de
recabar la información necesaria y suficiente para dar una respuesta
justa y equilibrada, la Corte ejercerá la abstención judicial, conocida
por la expresión inglesa judicial selfimtwnt*
En la práctica consultiva de la Corte Permanente de Justicia
Internacional se presentó con claridad el problema de la falta de
información en el asunto Cureña Oriental. En su opinión consultiva de
1923 la Corte dijo que la falta de material suficiente hacía imposible
llegar a un juicio ponderado sobre la cuestión de hecho planteada*^.
En consecuencia, la Corte se abstuvo de responder a la pregunta
elevada por el Consejo de la Sociedad de Naciones sobre la naturaleza
de ciertas disposiciones del Tratado de paz de Dorpat, de 14 de octubre
de 1920, entre Finlandia y Rusia.
Ese acceso, por otra parte, debe quedar fuera de cualquier
obstaculización de oíros órganos. En concordancia con esta idea la
Coite sostuvo efí el asunto ciertos gastos de Naciones UnidasI09 que no
se puede pensar que la Asamblea General tenga intención de
obstaculizar ía labor judicial de la Corte* '0. Para este órgano judicial
está claro que "la Corte éebe tener absoluta libertad para considerar
IOS i& Corle no se creía capaz de arribar "at any judicial conclusión upon the
quesuon of ftcT (PCÜf, Ser. B, nüm. 5, p, 28).
rcfKepMts 1962» p. 157,
u
,jo íctter or hsmpcr the Court in the discharge of its judicial fiinctions".
Ibídcm.
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todos los dalos relevantes disponibles a! formarse una opinión sobre la
cuestión planteada ante ella para una opinión consultiva"! i l.
En conclusión, un tratamiento propio de un tribunal judicial
obliga a que éste pueda obtener toda la información relevante y
necesaria para decidir un caso. Esto se logra, fundamentalmente, a
través de la aplicación correcta de los principios procesales referentes a
las garantías de los participantes en el proceso para presentar sus
argumentos desde una posición de igualdad. Si esto no fuera posible el
tribunal deberá abstenerse de decir el Derecho en ese caso. Ahora bien,
es la propia Corte <|uien determina el alcance de su competencia*i2 y*
por ende, el órgano que decide si debe abstenerse o no.
F» NBMO JVDBX iN BB SVA,
La regla nemo judex debet esse in propria sua cama es un
principio general áá Derecho que ha sido reconocido en el Derecho
internacional en varias ocasiones113. En sede consultiva» el principio
Ibidem, Ver también ICI Rqrorís 1955, pp. 92-93, que contiene un
pronunciamiento de H, tAUTERPACHT sobre la función de ía Corte.
CAPm&GIV,sección6.
J13 Ver Bm CHEftG, General Principies oflm as appHed by ínternationd Courts
and Tribmals, p, 219 sigs. En esa misma página el profesor BlN CHENG constata que:
"Ttffi existeflce of ñte general rale of law ís hardly questioned f ...J". Ver también Sir
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fue defendido por la Corte Permanente de Justicia Internacional en el
asunto Mosuh donde la Corte, al ser peguntada sobre la participación
de las paites interesadas en una votación del Consejo de la Sociedad de
Naciones* sostuvo que "la bien conocida regla de que nadie puede ser
juez en su propia causa tenía validez"114. En esa oportunidad, el
principio obtuvo un reconocimiento más extenso que el derivado de su
enunciado* porque se predice respecto de la actuación de un órgano
que no era precisamente judicial sino político.
En ilación con nuestro interés más próximo se debe afirmar que
el principio nemo judex recibe en sede consultiva tama protección
como la que se te otorga en sede contenciosa. Es verdad que la
organización de la justicia internacional es objeto de críticas dirigidas a
submyar ía inobservancia del principio que nos ocupa. En efecto, como
tuvimos oportunidad de comprobar en el CAPITULO NI. la fórmula
adoptada por el Estatuto de la Corte asegurando la representación
nacional de los Estados en el órgano judicial hace que se ponga en duda
e! principio nemo judex, Y aunque esta formula no tenga mayores
G, FílZMÁUftlCE, The Law and Procedan of the International Court ofJustice,
Cambridge, 1986, pp. 627-631 y 676-679,
* ^ Es el original: "lite well fcnown rule that nonc can be judge in his own ssm
hotós good", opinión consultiva de 21 ác noviembre de 1925 sobre U Interprttotion of
Artícíe 3, Paragraph 2t ofthe Treaty of Lámame (Frontier Betwten íwq and Turkeyh
FCf Jt Ser. 8, No.2,1925, p, 32. La pregunta planteada a ía Corte en aquella ocasión
érala siguiente:
p
paragraphc % du Traite de Uusanmr (seniencc arbitraje, reeommandation ou simple
1) La decisión doit-elle átre prise a í'unanimité ou peut-elle &re k la majonté? Les
repníscntants des M e s mttosécs peuvent-ils preñare pan au vote?"
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consecuencias en la decisión final de la Corle115, desde un punto de
vista ideal merece ser (ornada en seno. Sin embargo, en el sistema
actual parece que fa critica se desvanece hasta cierto punto, debido a las
relaciones de poder que gobiernan ia sociedad internacional
contemporánea,
U regla mmo juda representa una mínima garantía de
imparcialidad1^ en la justicia. Esa garantía se asegura en el ámbito de
la Corte a través de! respeto a los artículos 2 y 9 del Estatuto» junto al
principio de igualdad en ia representación nacional consagrada en la
figura de los jueces ad hoc del artículo 31 del Estatuto. Ambas
garantías se respetan en el procedimiento consultivo.
4. ASIMILACIÓN PE LOS PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ¥ CONSULTIVO.
En la primera paite de nuestro trabajo hemos estudiado uno de los
ámbitos de discrecionalidad de la Corte en materia consultiva, es decir,
el poder discrecional que la Corte posee para responder a una solicitud
Ver LUCÍA HOLÁN Mono, "El juez *o4 boc* en la Conc Internacional de
ciíi", Cursos de Derecho intermcbnai de Vitoria Gasteiz, 1990» pp. 209-258. Y
también nuestra CAHTtJLO IH, seceidn 1.
H * BlM GiENG, Generaí Principies oflaw os applied by internaüomí Courts and
Tnbunals, p- 284.
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de opinión consultiva sobre la base de la redacción permisiva det
artículo 65 de! Estatuto de la Corte. La otra gran esfera de poder
discrecional de ia Corte internacional de justicia en materia consultiva
es, precisamente, ia determinación del procedimiento consultivo
aplicable a un asunto concreto.
En las páginas precedentes hemos venido considerando ia vigencia
de las garantías procesales en los procedimientos consultivos. Desde ei
origen de su trayectoria la Corte Permanente de Justicia Internacional
entendía la función consultiva como una función jurisdiccional^,
alejando así, en gran medida, ios temores expresados por el juez
MOORE m sw famoso MEMORÁNDUM de 18 de febrero de 1922 sobre
las opiniones consultivas118- Así lo expresó en sus opiniones
consultivas, en una frase que ya hemos citado en repetidas ocasiones:
"La Corte, siendo un tribunal de justicia, no puede* aun respondiendo
opiniones consultivas, separarse de las reglas esenciales que guían su
actividad como tribunai"319. Todo este proceso de asimilación fue
evolucionando normativamente: primero, se incorporaron normas
iegiamenfariasí28; luego se aggiornaron con la práctica jurisprudencial
en materia consultiva; y, finalmente, terminó introduciéndose en el
Estatuto un precepto específico de habilitación para aplicar normas del
CAPITULO!.
í ! 8
 The Quesíion ofÁdvison Opimo**, CPJS, Ser. D., núm. 2,1992, pp. 383-
398.
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procedimiento contencioso al consultivo, con lo cual se le otorgaba un
"mayor grado de estabilidad1*121. Se trata del artfculo 68 del Estatuto,
incorporado por la reforma de 1929, con el mismo número con el que
hoy lo conocemos en el actual Estatuto de la Corte. El mismo reza de
En el ejercicio de sus funciones consultivas, la Corte se
guiará además por las disposiciones de este Estatuto que rijan en
materia contenciosa, en la medida en que h propia Cotte las
Parle de la doctrina122 defiende la idea de que esta norma fue
establecida como una derivación de ía decisión de la Corte en el asunto
de la CareUa oriental, pero Ía concepción de la función consultiva
como una función jurisdiccional parece indicar que esa opinión
consultiva es sólo un importante eslabón en una cadena de ideas que
conducían a la asimilación de los dos procedimientos. Sin embargo, no
parece correcto derivar, como lo hacían algunos autores123, que la
*21 PAOIÚ BENVBNUTIJ Uacceriamento áel éritto mediante i parere consuítivi
diíía Corte ímerwzbnde á* Giusíizia, Milán, p. 226,
^ 2 Ver PH5X1P JESSUP, "The New Protocoí for American Accession to the
Pcrmancnt Court of International lustice", AJIL, vo!. 24,1930» pp- 105 sigs. Más
raiememente RÓSENME ha mantenido que el artfculo 68 del Estatuto "conftmied for
approprjaic advisory proceedings the principie of the consensúa! basis of thejurisdicuon of the Coutt as regante the merits of disputes between two or more States,
as it had been «ppüed by the Coait in the Eastern Careiia" (The Law and Practice. p.
652). Contra KSNNETH IKEITH, The Exmt of the Aétisory Jmséction of the
ímemaáonal Court ofJusrice, Leyden, 1971, pp, 107-109.
123 PHÍU.H> JESSüP, "The New Pmtoco! far American Accession to íhe Pernanent
Coait of Inwmátmú Jwstíce", AJIL, vo!. 24,1930, pp, 105 sigs.
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consecuencia de la doctrina Careiia oriental estriba en la aceptación del
requisito del consentimiento de los Estados para la competencia
consultiva, cuestión que ya hemos discutido anteriormente en este
Si hacemos un análisis del artículo 68 debemos notar, en primer
lugar, que su objetivo primordial responde a la codificación de ia
asimilación del procedimiento consultivo al contencioso. Según surge
del enunciado del artículo, ia asimilación es un ejercicio a realizar por
los jueces de manera flexible, sin elementos de rigidez en la aplicación
de las normas. Con esta formulación se extinguieron definitivamente
tos dudas sobre la conveniencia de establecer una lista de artículos del
procedimiento contencioso aplicables por analogía al procedimiento
Otro tema a destacar, que guarda relación con lo que referíamos
unos párrafos atrás en cuanto a la opinión de que el artículo 68
introduce el requisito del consentimiento en ia jurisdicción consultiva,
es la importancia de la palabra "además" en la redacción del artículo.
125
 Una propuesta del estilo fue rccíiaiada cu 1926. El rechazo de esta propuesta
"díd npt imply a reversa] oí establishcd practicc ñor te the pmposed elause did noi
constituic the codíficabon of te practico- The anieles enumerattd were: Statulc, 39,
42,44 to 51 and 54 to 58, asd Raies* 33,34, 37,38 and 41 to 56", Ver PCÜ, E,
ntim. 3, pp. 225-226 y POJ, Ser. Dt nám. 2, addendum, p. 315. Ver también el
informe de la Cuarta Comisión -Opiniones consultivas-, presentado por D.
NEGULESCO d 2S de julio de 1933, CPJI, Ser. D, nüm. 2, tercer Addemdum. pp.
782 y siguientes, especialmente pp. 800-802. En esta segunda ocasión, ia propuesta
fue denegada porque "par argument a contrario, on pournüt conclure que leí texte qui
n'cst pas compris dans ]*cnumcration ne s'appliquc pas en matieit consultativc, ce qui
étaii contrairc a rintcntion de la Cour" íp. 800). Además, puede consultarse D,
N'EGULESCO, "L'évoíutíon de la procédure Úc$ avis consultatifs de lá Cour
Pcnuancntc de Justicc International", Rec. des €om$. 157,1936f p. 51.
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En efecto, ese adverbio de cantidad indica que fas normas contenciosas
se aplicarán, en su caso, tras la observancia de las normas contenidas en
Im artículo 65 a 67 del Estatuto126. Por lo tanto, el nuevo artículo se
reitere ai procedimiento consultivo y no a ia competencia consultiva.
El artículo que venimos comentando tiene su correlativo en ef
Reglamento. Efectivamente, ei artículo 102.2 de este último extiende la
facultad otorgada por la norma de habilitación que contiene el artículo
68 del Estatuto ú Reglamento- En este sentido, ese párrafo dice que
"La Corte se guiará, asimismo, por fas disposiciones del
Estatuto i de este Reglamento relativas al procedimiento en
materia contenciosa, en la medida que estime que son aplicables.
A este efecto deberá considerar, sute todo, si la solicitud de
opinión consultiva concierne o no una cuestión jurídica
actualmente pendiente entre dos o más Estados1'127.
Con este complejo normativo deben ser solucionados los
problemas específicos qae en sede consultiva se le presenten a la Corte.
A modo de ejemplo podemos pensar en ia hipótesis de que una opinión
consultiva sea pasible de ^visión de acuerdo con las diposíciones
contenidas en los artículos 60 del Estatuto y 97 a 100 dei Reglamento.
Ver KENNSTH I. KEITH, The Extmt of the AMsory Jurisdiction of the
lñternatWMjl£Qwtoflwticeflx%éG% 1971, pp. 108-109.
^Cont^oadeaÍart.82deíReglameí«0de 1936y art. 87X del Reglamento de
1//4
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Ante este supuesto la Corte tiene discreción para decidiros y, por
consiguiente, deberá analizar si las normas del artículo 68 del Estatuto
y E02 del Reglamento le permiten tal extensión de! ámbito de aplicación
de las normas. Aquí la Corte deberá tomar en consideración
importantes argumentos a favor de la exclusión de la aplicación de esos
artículos a las opiniones consultivas. En efecto, no hay indicios de que
en los tmbajos preparativos se previera esta posibilidad. Tampoco en
los listados de artículos antes aludidos aparecen los que ahora nos
ocupan. Además, es notorio que, en lo que respecta al artículo 61 dei
Estatuto» éste requiere la intervención de partes en el sentido más
estricto del término129. Este último razonamiento no parece, en
principio, apropiado para la interpretación del artículo 60 del Estatuto,
aunque aquí habría que analizar otros inconvenientes130. Esos y otros
argumentos tendrá que tener en cuenta la Corte para ejercer su
discreción en un supuesto problemático concreto.
En conclusión, estamos ante un amplio ámbito normativo de
discrecionalidad de la Corte Internacional de Justicia, que se conjuga
perfectamente con su práctica judicial y que responde a las exigencias
Opinión consultiva sobre las reservas a k Convención sobre Genotiéo, \Q
95hSU
*29 Ver M.O. HUDSQN, The Permnent Court cffntermtbmtMñce, 1920-1942,
Nueva Yo*, 1943, p, 509,
*30 Cfr* PINTO, "Couf imematienaie de Ja s t e " , Jurisciasseur de Broit
rnternationaípublk, fase. 216, nóin, 20.
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de flexíbidad brindando "directrices generales en el contexto
relativamente no esquemático de los procedimientos consultivos"**1.
XOIMDSNTO DE URGENCIA.
Originalmente no habla ninguna norma reglamentaria que
previera la posibilidad de un procedimiento de urgencia. Sin embargo,
ia Corte Permanente aceleraba sus trámites cuando los órganos
solicitantes de opiniones consultivas le hacían llegar su deseo de una
pronta respuesta. Luego, se aplicaron por analogía las disposiciones del
Reglamento que priorizaban cienos asuntos sobre la base de la
existencia de "circunstancias excepcionales"132, hasta que finalmente se
incluyó un párrafo sobre el supuesto de urgencia en el artículo 82 del
Reglamento de 1946, que con ciertas modificaciones experimentadas en
la Reforma de 1972 conforma el actual artículo 103 del Reglamento,
En efecto, hoy, este artículo permite la posibilidad de que "cuando e!
órgano a organismo autorizado por la Catta de las Naciones Unidas, o
de acuerdo con sus disposiciones, a solicitar una opinión consultiva
informe a 3a Corte de que la solicitud requiere tina respuesta urgente, o
la Corte estime que es deseable una pronta respuesta, la Corte tomará
todas las medidas que sean necesarias para acelerar el procedimiento, y
ÍO Rcporcs 1971, p. 26,
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deberá se convocada lo antes posible a fin de celebrar audiencia y
deliberar sobre la solicitud*'*^.
En consecuencia, debemos subrayar dos aspectos de la norma
citada. En primer lugar, en cuanto al requerimiento, el procedimiento
urgente puede ser solicitado por el órgano solicitante, como ocurrió en
el asumo Namibia^, o considerado por la propia Corte. En segundo
lugar, respecto de las medidas necesarias con motivo de la urgencia, la
interpretación del alcance de la segunda frase del precepto antes
transcrito es algo complicada. En efecto, si bien las últimas palabras
(deberá ser convocada..,} parecen indicar que es factible obviar la fase
escrita del procedimiento, esta solución resultaría a todas luces
inadecuada y reduciría la autoridad de ios procedimientos
consultivos1 3 5 . Es más sensato pensar que la norma permite la
supresión de la fase oral cuando ia Corte lo cita conveniente y posea la
O 2 y C f GENEVíEVE GUVOMAR, Cmmentaire du Héglemení de la Cour
Internationale de Jusíice, París. 1983, p. 667,
Yemen modificada del páirafo 2 del art 87 de! Reglamento de 1972 y, a m
vez, del art 82 del Reglamento de 1946.
*34 Mes. 284 (í 970), de 29 de julio de 1 970, del Consejo 4e Seguridad (aunque en
este asunto no hubo una respuesta hasta el 21 de Junio de 1971). También en el asunto
Sahara accidenté se solicité el 21 de diciembre de 1974 que la respuesta fuera dada
"at an carly date", si bien ésut no llegó sino e! 10 de octubre de 1975. En el asunto deí
acuerdo entre la QMS y Egipto, el Director General de la Organización pidió por carta
que la opinión fuera constestada rápidamente. En el asunto Mazilu, la opinión
consultiva se pidió "a íítrc prioritsiit*; ver sobre este tema, el voto del juez
SHAHABUDDEEN, ICI Reporis 1989, p, 212 sígs. Recientemente, el Secretario
General comunicó la última solicitud de la Asamblea General por caita de 19 de
díeicnte de 1994; en ella la Asamblea pide a la Cene que prommce "urgentemente"
una opinión consultiva sobfe ia siguiente cuestión; '1s the threat os use of nuclear
weapons m auy djcamstance pemuited ander iiacmational iaw?w.
W S. ROSENNE, Pmctdwe in the Ituernañúná Caurt, 1983, p. 216.
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información suficiente para responder a la cuestión jurídica
6. EXCEPCIONES PRELIMINARES EN EL
PROCEDIMIENTO CONSULTIVO.
Las excepciones preliminares son un instrumento de defensa
procesal en la jurisdicción internacional cuyos efectos consisten,
generalmente, en la intenupción de los procedimientos con el objeto de
estudiar la objeción antes de pasar al fondo del asunto13?. Las
excepciones pueden ser de competencia o de admisibilidad, aunque en
muchas ocasiones estas categorías se confundan; en cuanto a sus efectos,
se distinguen entre las excepciones que, en caso de ser aceptadas por la
Corte, terminan el procedimiento definitivamente y aquellas que
meramente lo suspenden hasta que se subsanen los defectos verificados.
Ahora bien, es evidente que estos instrumentos de defensa operan
generalmente en el campo de los procedimientos contenciosos, en
donde están a disposición de los Estados que hayan sido demandados
ante la Corte; sin embargo, la práctica ha demostrado que también
pueden esgrimirse en ciertos casos especiales* 38, que el propio
*
3& S. EOSENNE, ibid.; JIMÉNEZ SE ARÉCHAGA, "íudges ad hoc in Advisory
", 2 M V , No. 3!, 1971, pp. 697-711.
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Reglamento de 1978 ha previsto al aceptar excepciones opuestas por
l
'una pane que no sea et demmkdo..."í39.
El ámbito de la jurisdicción consultiva no está exentó de la
posibilidad de oponer excepciones preliminares» particularmente
cuando la Corte entendiera que una solicitud de opinión consultiva
concierne una cuestión jurídica actualmente pendiente entre dos o más
Estados*40. Sin embargo, en el procedimiento consultivo, a diferencia
de lo que ocurre en el procedimiento contencioso, las excepciones
prelímtoafes so son objeto de un procedimiento previo y separado del
la cuestión. KEJTH apunta que esta es una de las grandes amas
13? Caso Panevetys-SQÍdutiskis Mlway, KM, ser. A/B( 76, p. 16. Sobre las
excepciones preliminares» ver M. MA8R0U& íes exceptions deprecedme devant les
jurisdictians ¡niernantionaies* Parts* 1966; G. AB1-5AAB, Les exceptions prélimmim
dans la procédure de la Cour iniernatiottate, Parfs, Pedone, 196?; G. MORELU,
"Questioai prclinünarí ncl processo imemauonale". Riv. di Biritio Interna:., 19? 1. p.
7 sigs,; &W.A. THIRLWAY, "Preliminary Objections", en EPIL tomo 1,198Í,
pp.179-183.
* 3* Casos especiales son los asuntos BorcHgmve (PCU, Ser, A/8, núm, 72,1937,
p, 158) y Oro amonedado 0 D Rcpom 1954, p, 19). En el primero de ellos, España
presenté una excepción preliminar de jurisdicción m obstante la naturaleza consensual
de la presentación del caso, que había sido llevado a la Corte por medio de un
compromis especial, En el segundo caso, Italia, actuando como Estado demandante,
presentó una excepción preliminar contra la jurisdicción de la Corte para tratar el fondo
de la cuestión,
139 An. 79.1. infine, del Reglamento. Ei énfasis ha sido añadido.
140 sg&t el tema específicamente, ver IUCA RAOICATI DI BROZÓLO, "Suílc
questioni prclirninari neila procedurd consultiva davantí alia Cone Inicmazionalc di
Giustizia**, ftiv. di DiríUe íníemm,, vol. 59, núm. 4, 1976, p. 677-709; 5,
ROSENNE, The Law and Practice oflhe iníermHonal Court, Leydcn, 1965, pp. 726-
729; G. I^TZMAimiCE, 'The Law and Procederé of the Inícroationtl Court of
ímúc€\ BYÍL, voi. 34t 1958, p, I3S, n. 6; M. MABROUK,te exceptions de
procédure devant íes jurisdicíions intemantionales, Parfs, 1966, pp. 167-176;
KENNEIHIICEOH, The Bxtent pf the Aéfisory Jurisdictíon ofthe International Court
ofSmüce* leyden, 1971, pp. 193495; 0 . PRÁTAP, The Ádvisory Jurisdiction ofthe
hternatianúiC0urttOKÍQíé, 1973, BS, 119-121.
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de no asimilación del procedimiento consultivo al contencioso: "la
Corte» en general no trata a las objeciones a su jurisdicción y otras
cuestiones preliminares en procedimienios separados"141. En efecto,
salvo en casos específicos, como la composición de la Corte*42, donde
la Corte se ha pronunciado sobre cuestiones preliminares, ésta nunca ha
tratado excepciones preliminares de jurisdicción y competencia en
procedimientos separados del fondo de la cuestión jurídica planteada,
sino que ha respondido sobre los problemas de competencia en la
misma opinién consultiva*43, otorgando siempre, como lo hemos
venido poniendo de relieve a lo largo de todo nuestro trabajo, una
importancia primordial a su obligación de cooperar con la
No han faltado voces que hicieran notar esta particularidad entre
las opiniones de los jueces de la Corte, Por ejemplo, en la opinión
individual del juez PETRÉN en el asunto del Sahara occidentai^^, éste
trata el problema de las cuestiones preliminares y dice,
significativamente, que si bien "las cuestiones preliminares que pueden
surgir en materia consultiva no son exactamente de la misma naturaleza
W KENSETH 1. KEITH, The Extení of tke AdvtSGty Jurisdictíon of the
International Cmtrt afJusñce, Leydca, 1971 p. 193. ROSENNE habla de "marcadas
diferencias" en el tratamiento de las cuestiones preliminares en ambos procedimientos.
THe Law até Proctice of the International Court, p. 726.
542
 Ver las Ordenes de la 0 J de 26 y 29 de enero de 1971, refeientcs al asunto
Namibia; y la otáen de 22 & mayo de 1975, en et asunto de! Sahara occidente.
sií
). Asi ocurrió en $1 asunto de las sentencias del TAOÍT(Unescoi, ICJ Reporte
1956, p. 101.
ICJ Reporte 1975, p. 194.
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que en materia contenciosa"145, "en materia consultiva* no parece
menos deseable que en materia contenciosa que las cuestiones
preliminares sean solucionadas antes que cualquier procedimiento
sobre el fondo. Si no la respuesta a ana cuestión preliminar corre el
riesgo de hacer vanos el tiempo y el dinero consagrado al
procedimiento sobre e! fondo. Es por esto que el espíritu del artículo
87» párrafo 1 (Reglamento de 1972} exige* a mi modo de ver, que las
disposiciones del Reglamento concernientes a las excepciones
preliminares en materia contenciosa sean también aplicadas en la
medida de lo posible en materia consultiva"146. Asimismo, en la
doctrina se ha sostenido que un procedimiento separado y previo "no
entraña necesariamente un retraso en el curso de la instancia y tendría
la ventaja de evitar las dificultades de decidir por un único y mismo
voto cuestiones de diferente naturaleza, cuestiones preliminares y de
El beneficio de tina total asimilación en materia de excepciones
preliminares en ios procedimientos consultivos es incierto. Parece que
los peligros señalados por PETREN {y a pesar de la opinión de ABI-
SAAB antes citada) son menores frente a la pérdida de tiempo que
implicaría abrir un procedimiento separado y previo. Además,
teniendo en cuenta la forma en que la Corte entiende su jurisdicción en
>i&, p. 105* Ver también S. ROSENNE, The Law and Pmctice of she
faternatbnai Cmrt, Lejden, 1965, pp. 728-729,
*
4? ABí-SAAB, op. ck., pp, 22-23.
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sede consultiva, no es palpable la ventaja que los Estados puedan
obtener al presentar excepciones preliminares» sobre lodo a la luz de la
práctica que en este apartado vienen desarrollando los demandados en
Es probable, sin embargo, que en el supuesto de una solicitud
sobre tina cuestión que concierna una controversia entre Estados sea
preciso abrir un procedimiento separado149. Ante la eventual aparición
de asuntos contravenidos* hay que señalar que, con basamento en el
poder discrecional que le otorga el artículo 68 del Estatuto, la Corte
podría decidir cambiar esta práctica y convocar un procedimiento
previo y separado para tratar una excepción preliminar si lo considera
148 Ver THIRLWAY, op. cit , p, 182. Este tutor señala que las excepciones
preliminares están cayendo en desue tuda fíente a la opción de los Estados de no
presentarse a los procedimientos, ya que una decisión negativa en el procedimiento
preliminar conllevaría la carga de aceptar la semencia posterior sobre el fondo. Sin
embargo, ese no fue el caso en el asunto Nicaragua contra EE.UU., donde este último
" liminar.
149




 0 . K&NNETH J. KEITH, The Extent of the Advisary lurisdiethn of the
htemational Court ofjustice, Leyden, 1971, p. 194; RADICATI DE BROZÓLO, op.
cit., pp. 705-706. Lo que no parece plausible es sostener que los participantes en el
procedimiento tengan derecho a la suspensión de mismo sobre la base de la aplicación
anaiógica de! artículo 79 del Reglamento tic la Corte, cual partes en un procedimiento
contencioso. En un mismo sentido, RADICATI DE BROZÓLO, op. cit., pp. 702 sigs.
Este üMmo autor cita a SW50N-FQX (¡nternationat Arbitmtkm, Londres, 1959t p.
2%) como defensores de la aplicación del entonces artículo 67 del Reglamento de
1972.
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7. ¿CUESTIONES PREJUDICÍAIES ANTE LA
CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA?
Diversos autores han señalado que, a pesar de las diferencias
estructurales y contextúales existentes, la Corte internacional de
Justicia debe "aprender de la experiencia" del Tribunal de Justicia de
las Comunidades Europeas151. Esto es así porgue, como dijo WILFRED
JENKS $n The Prospects oflmernathnal Ádjudication: "La jurisdicción
y los fsracedimiemos de los tribunales europeos y aquéllos de la Corte
Internacional representan diferentes épocas en el desarrollo de la
justicia intemaci0nar*52, Entre los procedimientos novedosos del
lBOGRQ$S,TheZC! and the United Nitions". Jfer. <fer C<Hir& t.120,1967,
152c. WiLFREDiENKS, ThePmspem of International Adjudication, Nueva Yoii,
1964, p. 148, Este autor apunta la idea expandir te jurisdicción consultiva de la CU
permitiendo a los tribunales nacionales solicitar opiniones consultivas ípp. 161 y
siguientes). Ver también P. J£5SUPT The Mee $f Internatwnat Justice, 1971, pp, 67-
71.
En realidad, ya antes de la creación de las Comunidades Europeas hubo autores que
se imaginaron un método de consulta a la Corte internacional. En este sentido,
STSPHEN SOIWi^HL f*P^!itninary RuBngs by^  the IntematicHia] Couit of lustíce at tíie
Instancc of National Coarte", Virginia Uurnai oftnternatiúnaí Law, voí. 28, Í988*
pp, 495-496) nos trae a la memoria una página memorable de HERSCH
LAUTERPACHT, publicada en el volumen 10 del Sritish Yearbook of International
Law en 1929, que vale la pesa teptodudr: "...one may censider Éc possibility of a
dtvelopment in whkh the highest nalional tritmnals will prefer to ask competent
inlematíomü triburuls, prcfcrably the Pcrmancnt Court of Internationa] Justice, sitting
in its fui! strengh, for an opinión on difíkalt or unsctücd questions of intcmational law
which do not invotve national interesis. In a more integrated stage of intemational
organizaron -which is stüi far off- this lequest for an opinión might assume the forni
of icave to appeal against the decisión of the national court on a point o intemational
Uw. It is no unusual fo inferiot municipal courts to invite an appeaí from their own
decisión on questians of lega! interese on which the opinión of highest organs of thejudiciary is felt to be dcsirablc. Howcvcr, a formal application. enwnating from the
highest judicial authorities of the counüy and addiessed to the Pcrmanent Court, for a
ruling on any imporuní ques to of intemational law pending before the municipal
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TJCE que podrían extenderse al ámbito internacional está, sin duda, el
procedimiento prejudicial*53 regylado en «I artículo 177 del Tratado
de la Comunidad Europea*54.
Muy sintéticamente, este procedimiento se articula de la siguiente
manera; Según el articulo i77 el TJCE será competente para
pronunciarse, con carácter prejudicial, principalmente, sobre la
interpretación del Tratado CE y sobre la validez e interpretación de los
actos adoptados por las instituciones de la Comunidad, En su segundo
párrafo, la norma otorga el derecho de pedir un pronunciamiento
sobre una cuestión prejudicial a ios órganos jurisdiccionales de los
Estados miembros, cuando estimen necesaria una decisión para poder
court would consütutc a Icss radical step. Such a procedure, being a voluntary one in
farm and substaaee, woulá derógate neither from the sovercignty of states ñor from
the authority of their highest tribunals; it wauld tcstify (hai (hese tribunals regard
thcmsclvcs as the organs of the inicrnational community when administenng
intcmaiional law, araJ it wouM give the Pcrmancm Court, whose main worV constas
at prescnl in interpraíng trcaiy provisions, the opportunity o devclopirtg ínternational
law in mucti-ncedcd direciíons. A suggcstíon of a procedure of this kind naturalíy
ratses a nurnber of questions, such as tívc right of the Court to dea! under i(s present
consmute with matten referred to ti in this way, and the necessity of appropnate
changes in the Statute; the desirabilíty of reserving to the Court the right to decide
whether the maacr raised in the applicatítm for an opinión is important cnough to pul
ínto moüon the machinery of the Court; the dcñnitc obligaúon. moral rather than legal,
on the pan of the municipal court in qycstton to give effect to the ruling of the
Permanent Court Thcse are quc&iions of detaii which need not be discussed hére. But
it is belicvcd ihat such an innovation would bring into reiicf the deep significaocc of
the fact that intcmational law is the only branch of law containtng idimical rules
professedly actráistered as such by the couits of sil nations" (pp. 94-95).
Sobre el proeedimients prejudicial ver, tn generaí, HENRY G.
SCHERMERS/DefIS WAa8R0EK,/i«íú:ítíl Pmaum in tbe Ewopean Commtnities,
5* e&, Deventer/Boston, 199Z; R. M. CHEVAaíES y D. MATOANI, Gúáe pratique,
anide 17? CBZ, tuxemburgo/Brusclas, 1982; H.G. SCRERMERS, C.W.A.
TIMMERMANS, A.E, DELtfRMANlf, J. STEWART WATSON, Articte 177 EEC:
Experiences and Prúbiem, Asser tastitute ColloQuium 1985, North Holland, 1987;
U. EvERUNGt ¿>fli Vorübentscheidungsverfahren vor dem Gerichlshof der
eutopmchen Geminscbaften, Baden-Badcn, 1986; 0AMASO Rütt IARABO, Etjuez
nacional como juez comumíaríoMaíSñú, 1993.
!S
* Asimismo, artículos 150 CEEA y 41 CECA.
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emitir su fallo. Este derecho no puede ser limitado por una norma de
carácter nacional*53. Todos los jueces comprendidos en este párrafo
mmn derecho a elevar una cuestión prejudicial de interpretación. En
el caso de que se trate de dudas sobre la validez, todos los jueces están
obligados a pedir una cuestión prejudicial si consideran que la norma
es inválida156, Los jueces de última instancia, en cambio, están
obligados a plantear una cuestión prejudicial de interpretación. Así lo
establece el último párrafo del artículo 177: "cuando se plantee una
cuestión de este tipo en un asunto pendiente ante un órgano
jurisdiccional nacional, cuyas decisiones no sean susceptibles de
ulterior recurso judicial de Desecho interno, dicho órgano estará
obligado a someter la cuestión ai Tribunal de Justicia"557.
En cuanto a su finalidad, el procedimiento prejudicial cumple una
función reguladora, cuyo objeto consiste en asegurar la uniformidad de
interpretación y aplicación del Derecho comunitario en el conjunto de
los Estados Miembros de la Unión Europea. En la sentencia
Rheinmühknfó* el Tribunal dijo claramente que el "artículo 177 era
esencial para la preservación del carácter comunitario del Derecho
establecido por el Tiatado y tiene por objeto asegurar que en todas las
circunstancias este Derecho es el mismo en todos los Estados de la
*
55
 Sentencia Rheinmülea (as. W B ) , de 16 de enero de 1974, Rec. p. 33.
m
 Sentencia Foto-Fros* (as. 314/85), de 22 de octubre de 198?, Rcc. p. 4199.
15? Esta obligación se ha visto socavada por la teoría del acto claro. Doctrina traída
de! Derecho francés que ha sida aceptada por el TJCE en la sentencia CÍLFIT (as.
283/82), de 6 de octubre de 1982, Rec. p< 3415.
!
» As. l W 3 , d e 1* de enero* 1974» Rec. p, 33.
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Comunidad". En efecto, como ha expresado con acierto el juez
ROBERT LECOüRT, la piedra angular de la Comunidad no es sólo una
misma norma común, sino que esa norma sea interpretada y aplicada
de igual manera en toda la extensión de un territorio por los tribunales
de todos ios Estados miembros^9.
En el ámbito del Derecho internacional y, en concreto, con
referencia a la Corte Internacional de Justicia, se han realizado algunas
propuestas para establecer un procedimiento similar al descrito
mediante la solicitud de pronunciamientos prejudiciales560, que
podrían adoptar la forma de opiniones consultivas de la Corte16*. De
"L'umformite* (i'application de (a norme est aussi essenticllc au Marché
Commun que la norme cílc-méme". R. LEttXJRT, " t e role umficatcur du juge dans la
Communtuié" Méímges Teitger, París, 1984, p. 227.
Así, L£G GROSS, "The International Coun of Justiee; Considerations of
Rcquiremcnw for Enhancing its Rdle in the Inicmational Legal Ordcr", AJÜ, vol. 65,
1971, pp, 308-313. Crítico L C CAFL1SCH, "Refcrence Procedure and the
Internatiotial Comí of Justice", en LEO GROSS <ed.), The Fufare 4 the International
CouriofSusHce, tomo ü 1976, pp. 572-609.
En relación con los procedimientos de referencia, ver además el artículo 87 del
Reglamento de 1978, que dice: "1. Cuando de acuerdo con un tratado o una
convención en vigor e& llevada ante la Corte un asunto contencioso concerniente a una
cuestión que ha sido ya objeto de un procedimiento ante otro Órgano internacional, se
apbcarán las disposiciones del Estatuto y de este Reglamento en materia contenciosa.
2. La solicitud incoando el procedimiento indicará la decisión o el acto del órgano
internacional interesado e irá acompañada de copia de ta decisión o del acto; las
cuestiones suscitadas con respecto a esa decisión o acto, que serán enunciadas en
términos precisos en la solicitud, constituirán cí objeto de la controversia".
En su comentario, ROSENNE niega que esta disposición sirva de base a un
procedimiento prejudicial similar al previsto por el art. 177 del Tratado CE, Ver S.
ROSENNE, Proceátre in the iníernañonalCouri, U Haya/Boston/Londres, 1983. pp.
183-184.
Además de los amores citados en la nota anterior y en la nota 152, ver la
propuesta de S. SCHWEBEL, "Prelínmry Rulings by the Insemational Court of lustice
al ihc tostanee of National Coartó", Virginia Journal of tntemationat Law, vol 28,
1988, pp. 495-506; contra S. ROSEfóNE, "Mmiaa ry Rulings by the International
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hecho, la vía de la jurisdicción consultiva representa un modo de
cífcumvalar los irseoíiveniemes que supondría la reforma del Estatuto
de la Corte, cuyo artículo 108 impone unas condiciones de
modificación muy difíciles de conseguir1 w . En efecto, según una
posición doctrinal163, dado que los tribunales nacionales no se
encuentran autorizados para pedir opiniones consultivas a la Corte
Internacional de Justicia, la Asamblea General de las Naciones Unidas
Court oí Justice at the Instanee of National Coarte: A Reply", Virginia fowttal offatermwnal Lmt vol 29,1989t pp. 401-412. Asimismo, P, R SiNGH dedica unos
comentarios ai tema ea The Rolé and Record ofthe IntemaHonai Court ofJusñce,
El tema, como la rcfiat SCKWSBHL (id., p. 499), fue discutido en octubre de I 987
en Mededelingen van de Nederhndse Veremging voor Intertwtwrwal Reckt sobre la
base de dos ponencias presentadas por et jaez STEPHEN SCHWEBEL y VEftLGREN
V A N T B E M A Á T , "Prelirranarv Sulings by íhe ktematioaai Court of lustice at the
Rcques of NfttioBal Courís: Lessons mm ihc EEC-Expenence", en Mededeiingen van
áf Hederlanáse Veretúgtng vooríntetnationaúl Recht
 t vol 95, J987» pp. 3 sigs.
En el contexto de EE.UU. se han realizado varias propuestas a favor de una
expansión de la jurisdicción consultiva de la Corte para autorizar a los tribunales
nacionales a solicitar opiniones consultivas sobre cuestiones de Derecho internacional-
Ver GPHCEOPfHE LEGAL ADVÍSER, DEP 'TOF STATE, "The International Court of
lustice1', 1976 Dig. U.S. Pmc Mí L 650, Ver S. SCHWEBEL, "Preliminar? Rulings
fey the Intrnatieimi Couit of lastíee at the Instance of National Couru", Virginia
Journal of InUmuñoné Law, vol 28, 1988, pp. 498-499; y LOUIS SOHN,
"Broadening the Advisory Jurisdíction oí the International Court of Justice", AJIL.
vol. 77f niím. h 1983, pp. 124-129. Ver también JACK M. GOLDKLANG, "House
Afp^jves Sroposal tenittuig ICI ío Advíse Domestic Coorts1', AJIL, vol. 77,1983,
pp. 338-340. Contra WíLUAMT. MCUUGHÜN, "AUowing lr<teraí Courts Access to
íntcmatíonal Cour of Justice Advisory Opimons: Critique and ProposaT, Hsstings
international &nd Comparative Law Review, vol. 6,1983, pp. 745-772» alegando que
EE.UU. podría haber hedió mocho mas por el prestigio y posición de la Corte con !a
simple revocación de la reserva a la jurisdicción de la Corte (por supuesto que esta
propuesta no podía prever la retirada por pane de la Administración REAGAN de la
declaración opcional de aceptación de la jurisdicción de la Corte poco tiempo después
de que se publicara ei citado trabajo).
562
 Ver E. SCHWEtB» T h e Process oí Amcnding the Statute of the International
}ke\ILwlMt 1970, p 88
^ Ver 10WS SOKN, "Bioadening tibe Advisory Jarisdiction of the International
Court of Ju s f e " . ÁJIL, vol. 77, nám. I» 1983, p. 126 sigs,; ver también C,
WEJRED 3ENKS, The Pmspects of International Adjudicaihn, Nueva York, 1964,
pp. I60-I6L
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podría establecer un comité que tuviere por funciones estudiar las
solicitudes de los tribunales nacionales y, en su caso, presentarlas ante
la Corte***, £ ste supuesto es similar al del Comité de revisión de
demandas del TANU1^. Es cierto que, como señala SCHWEBEL, no
está claro que la Corte acepte tal extensión de su jurisdicción, pero lo
que sf puede aftnnarse es que, si ia Corte se atiene a su principio de
colaboración con la Organización y se decide a responder a las
solicitudes de un comité de las características descritas, ella encontraría
fundamentos en su propia jurisprudencia para apoyar su decisión166,
Pero incluso si se aceptara la idea as! concebida, habría que
considerar cuates son las ventajas y las desventajas de un procedimiento
prejudicial ante la Corte Internacional de Justicia. Entre las ventajas
aparecen, en primer lugar, ei tema de la uniformidad en la
interpretación del Derecho internacional. Además, un procedimiento
prejudicial permitiría una interesante conexión entre los tribunales
nacionales y la Corte y la oportunidad para ésta de desarrollar el
Derecho internacional; a la vez, el sistema haría posible darle al órgano
judicial principal de las Naciones Unidas más continuidad en el trabajo.
164
 Cfr. asimismo una propuesta similar de PAUL SZA5Z en "Enhancíng the
Advisery Compcícncc of the World Gmtrt", en i . GROSS (cd)» The Future of the
InterñattonalCoMofJusfke, 1974, pp. 499-549.
1 6 5
 Sobre eí Comité de revisión de demandas del TANü, ver supra C A m w ) IV;
también íVi/ra
1*6 Opinión consultiva ás 12 de julio de 1973 en el asunto de la demanda de
revisión de k sentencia nún. 15$ del Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas,
tQ Repons i m fl. 166, csp. pp. 171-175.
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Claro que las críticas a la idea de un procedimiento prejudicial
ante la Corte son muchas % algunas* muy bien fundamentadas.
Respecto de la uniformidad en la interpretación del Derecho
internacional general ROSENNE ha mantenido que ese problema había
sido "exagerado" y que en la práctica no surge sino raramente. Por lo
tanto, ROSENNE no lo considera un problema serio167. Además, este
autor señala los inconvenientes derivados de la institución de un
comité» haciendo un paralelo con las críticas de algunos jueces al
Comité de levistén de demandas del TANUW*, y la natoraíeza política
de la decisión de invocar los procedimientos de la Corte Internacional
de Justicia169. Otros obstáculos vendrían dados por la necesidad de
coordinación de los diferentes sistemas nacionales y la existencia de
normas que aseguren a nivel interno un mismo respeto de las opiniones
Creo, en efecto» que ROSENNE lleva razón cuando advierte que no
es lo mismo hablar de uniformidad en 2a interpretación en el ámbito de
ia Unión Europea que hacerlo en el contexto de la sociedad
internacional muchísimo menos integrada, ROSENNE acierta otra vez al
m política que
I 5 ?
 S. ROSENNE» "PitiimíRary Ruüügs ísy thc Interaaüsnaí Court of lustice at thc
ímtmm af National Coarts: A Replf, Virgmkl ofitttern. L< voí 29,1989, p, 405.
También citado en parte por S, SCHWEBEL, "Mnúnary Rulings by thc International
Cotut of Jostice ai tftc Instance of National Courts", Virginia Journal ofíntermtiowt
£ d 2 8 1 9 5 0
* 68 Sobre este lema nos remitimos al CAPITULO IX de este trabajo.
169
 S. RÓSENME, **Mmiftary Rulings by the latcmational Comí of Justicc at the
Insüncc of National Courts: Á Re$yf\ Virginia J. oflntern. Lf voí 29,1989, pp.
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tos propios tribunales nacionales y, quizá, en los poderes ejecutivos de
los Estados para solicitar la apertura de procedimientos prejudiciales.
Como también en los inconvenientes derivados del órgano fiscalizador
de las solicitudes como un órgano autorizado para pedir opiniones
consultivas. Ski embargo, considero inapropiado pensar que h idea en
sí es "innecesaria e indeseable*'*?$. AI contrario» comparto
inftiítivameme la opinión de SCHWEBEL y otros autores en el sentido de
que la idea me parece atractiva17*. No debemos olvidar que la
construcción de una sociedad internacional más integrada pasa por un
necesario proceso educativo muy lento. De hecho, ios jueces nacionales
de los Está te miembros de la Comunidad Europea se sienten jueces
comunitarios gracias a un largo acostumbramiento y una ardua tarea
normativa de la sociedades europeas en su conjunto. Por último, no
creo que sean los individuos, sedientos de justicia, quienes pongan
barreras a los procedimientos en que pueden defender sus derechos
directamente; la experiencia europea nos enseña que la mejor forma de
expandir la idea del Estado de Derecho es otorgándoles a los propios
individuos la capacidad para acceder a los órganos jurisdiccionales por
sí mismos*72.
* W S, ROSENNE, "Preüiniíiary Ralings by the Intematíoaal Couri of Justtcc at the
Instance of National Coarte: A Repíy" VirtfmaJ, oflntem. £., vol 29,1989, p, 412.
m
 SCHWEBEL dice que la idea es "fuadamentafly appealing" (S. SCHWEBEL,
"Preíiminary Eulings by the Iníernationai Courí of Justicc at the Instancc of National
Coarís", Virpnfc Jwtrnal oflntermtñomd ütwf vol, 28,1988, p. 499).
til Un ejemplo de esta idea está en la famosa sentencia Van Gend á Loos del
Tribunal de M e t a de las Comunidades Europeas, sentencia de 5 de febrero de 1963,
As. 26/62, ECR!. En un mismo sentido, H. SCHEKMERS, analizando el pape! de los
tribunales internos del é punto de vista europeo, ha sostenido que una aplicación
efectiva del Derecho internacional sólo se logrará cuando los individuos puedan
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g* LA ESTRUCTURA DE LA OPINIÓN CONSULTIVA
¥ DE LA SENTENCIA
Un examen comparado de la estructura de las decisiones tomadas
amniUva y es sede contenciosa muestra la gran semejanza que
existe entre los dos tipos de decisiones173. Tal conclusión se deriva
tanto de la práctica como de la teoría, ya que la reforma del
Reglamento de la Corte de 1978 incluyó un nuevo párrafo en el
artículo 10? cuyo enunciado enumera los elementos que debe contener
una opinión consultiva v que confirma la similitud de ambas figuras.
Como consecuencia de la incorporación de la norma citada,
actualmente las opiniones consultivas deben respetar la estructura que
aparece regulada en dicha disposición. La norma contiene, mutatis
^ los mismos elementos estipulados para la estructura de las
invocar este Derecho en sus propios tribunales nacionales. En M. BRUS, S. MÜLLER
Y S, WIEMERS (eds.), The United Natíons Decade of International Law; Some
Reflecúons on International Dispute Settlemente, Poi^ecth/Bosum/Londres, 1991, p.
M Ver D. B*ATAP, The Advisory Jurisdiction ofthelnttrnaüoml Coun, Oxford,
3, pp. 222-223. Un estudio muy completo del tema en PAOLO BENVENUTi,
L'acceríamenta del diritto ñamante i parere constdtivi delia Corte hternationate di
Giustizia, Milán, 1985, cap. IV, pp. 285 sigs. El profesor italiano liga, con mucho
acierto, k estructufa silogística de I a opinión consultiva con su valor de certeza.
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sentencias174, regulada en el artículo 95 del Reglamento!75, salvo por
lo que se refiere a los componentes propios del procedimiento
contencioso, Le, identificación de las partes, sus representantes y sus
conclusiones, además de la determinación de las costas.
Específicamente, el artículo 107.2 de! Reglamento requiere que la
opinión consultiva contenga la fecha en que es otorgada, tos nombres
de ios jueces participantes, un nesumen del procedimiento, un relato de
los hechos, los fundamentos de derecho, la respuesta a la pregunta
formulada a la Corte, el numero y nombre de los jueces que
constituyen k mayoría y la indicación de cuál de ios textos en que la
No entraré en un análisis de los elementos de esta norma» sino que
destacaré algunos que revisten una importancia singular176. En
concreto, meceren un breve comentario, por un lado* la exigencia de
un resumen del procedimiento y, por otro lado, las circunstancias de
Sólo dos palabras sobre el primer elemento citado: el significado
del requerimiento de un resumen del procedimiento en la opinión
consultiva responde, al igual que en la sentencia, a una necesidad de
m
 GENEViEVECíUYOMAR, Commertmire du Régtement de la Com míernationale
de lusüce, París, 1983, p. 688; S. RGSENíiE, Procedure in the ínter nacional Court* l a
Haya/Boston/Loadfes, 1983, p« 221
175
 Sobre este artículo, GENEVÍEVE GUYOMAR, Commentalre du Régkmra de la
Coar internaíionale de Justice, París, 1983, pp. 597-613; S, ROSEMNE, Procedan in
the ímrmúonal Coarr, La Hayíi^ ostíHitoídms» 1983, pp, 196-198.
176
 Sobre los demás aspectos puede consaltarse tos comentarios citados en Is nota
anterior.
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"control de la corrección de la verificación operada desde el punto de
vista de las regías procesales seguidas por el órgano judicial*177. Ese
control deviene fundamental si tomarnos en serio la tesis sobre la que
se basa todo este capítulo relativa a la importancia de las garantías
Pasando directamente a ios otros componentes* es propio tratarlos
como un conjunto áe elementos que conforman el núcleo de la
actividad consultiva de la Cañe, En efecto, como ya lo expusimos en
otro lugar de este estudioí?8t la inclusión de estos requisitos hacen
válida la analogía de la estructura de la opinión consultiva con un
silogismo jurídico, donde la premisa menor está constituida por las
circunstancias de hecho, la premisa mayor la forman los fundamentos
de Derecho y ia conclusión aparece en 3a respuesta misma de la Corte
Internacional de Justicia. En el ámbito de la metodología jurídica
general hay un extenso acuerdo sobre esta idea179» que bien puede
utilizarse en el contexto de las opiniones consultivas. Como en todos los
ámbitos de la aplicación de! Derecho, los problemas referentes a la
577
 PAOLO B$m%Mm,L'ac€ermmeRto deldiriuo mediante iparere consultivi
delta Corte htermüomk di Giustizia, Milán* 1985» p. 288.
I 7 8 Ver CAPITULO 1, sección % y la bibliografía aUí citada,
*
79
 KARL LARENZ, Meíhodenlekre der Rechtswisstnschaft, 5a aufíage,
Bcr!in/Hcidcíbcrg/New York, 1983, p- ISO y sigs, (hay traducción castellana de
RODRÍGUEZ MOUNERO, Metodología de ¡a Ciencia del Derecha, Barcelona, 1994, p.
265 y sigs.) Este autor habla de 'silogismo de determinación de la consecuenciajurídica" (Sylíogismus der Hechis0gebestimmmt$y. "En el, la premisa mayor
constituye una norma jurídica completa y la premisa menor la subordinación de un
hecho concreto como usa "caso" bajo el supuesto de hecho de la norma jurídica. La
conclusión afirma que, para este hecho, vale la consecuencia jurídica mencionada en la
norma jurídica" (p. 266 tk ia trad. castellana).
2? i
estructura légica-jurídica descrita consistirán en la "correcta
eonsínieciófi de las premisas"*80. Por ende, en su actividad consultiva,
como lo fiemos expuesto ameriomiente, la Corte se preocupa por tener
una acabada información sobre los hechos que conforman el núcleo y
los limites de la pregunta planteada. Estos hechos conforman la
premisa menor del silogismo jurídico y son subsumtdos en las normas
de Derecha internacional general que constituyen el Derecho aplicable
por la Corte sin distinción y con validez para todos sus
Para finalizar, como en las sentencias, los jueces pueden agregar
sus opiniones separadas y disidentes182 a las opiniones consultivas. Esta
era una norma prevista originalmente para las sentencias183 que la
Corte Permanente de Justicia Internacional extendió a las opiniones
consultivas. El Reglamento en vigencia dispone en el párrafo 3 del
mismo artículo que venimos comentando que cualquiera de los jueces
puede, si así lo desea, adherir su opinión individual a la opinión
consultiva de la Corte, disienta o no de la mayoría; este apartado
también da la posibilidad, al juez que así lo desee, de dejar constancia
*W K. tARENZ, ibid., p. 152, Ver taittbiéa, IC ENGISCH, Logische Studkn tur
Geseízeanwendung, p. 13 y 1S (diado por LARENZ).
m PAOLG BENVENUTí, Uazcertamento del diritto mediante i paren consuítivi
deík Corte Intermzianale di Giustizk, pp. 303-304.
! 8 2
 Sobre tí tema, «n genera!, ver RP, ANAND» fíTlie Role of Individual and
Dissestiíig Úpnmm m Mtenatíonal Adjudicatioa", f€LQ, voL 14,1965» pp. 788-
808; H. LAÜIBíPACHT, The Devebpment offaternatwmtLawby the International
Couru Londres» 1958, pp. 66-70; en par tó la r , D. PRATAP, The Advisary
Juríséctton ofthe intermiionaí Coutt, pp, 223-225.
183
 Cfr. añfeiilo 5? del Esettuío áe Ii Corte,
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de su conformidad 0 disenso sin necesidad de fimdamentarlo, pudíendo
repaso de las opiniones consultivas de la Corte permite
ir el uso casi exagerado que los jueces hacen de su
prerrogativa de adjuntar declaraciones y opiniones individuales y
disidentes. Si escogemos, por ejemplo, el asunto del Sahara Occidental,
encontramos que, además de la Opinión consultiva propiamente dicha,
firmada por el presidente LACHS, hubieron tres declaraciones
separadas (ANDRÉ OROS, IGNACIO PINTO y NAGENDRA SINGH), seis
opiniones separadas (AMMÜUN^FORSTER, PETRÉN, DllLARD, DE
CASTRO y el juez ad hoc BONI), y ana opinión disidente (RUDA). Al
respecto, el profesor McWHíNNEY ha dicho que esta situación hace
difícil hablar seriamente de alguna ratio decidendi en el sentido del
Commúñ Law y descubrir justamente qué decisión de la Corte
représenla la autoridad584, Para este autor, la práctica que favorece la
discusión de los pumos aducidos en la Opinión o incluso de los mismos
compañeros de la Corte» en el caso de mantenerse, disipará en buena
medida las energías intelectuales creativas de la Corte y debilitará el
impacto de las opiniones mayoritanas respecto de los que es el Derecho
Opinión", ZaoHV, vel. 31» 1977, pp, 4-5. Sin embargo, el mismo autor subraya la
contundencia de la votación (13 contra 3 y 14 contri 2 en las cuestiones preliminares; y
16 a 0,14 a 2 y 35 a 1 en las cuestiones de fondo).
Pete, cfr. E Me WMNEY, 41The Lcgíáative Rote oí «he World Couit in an
Era of Tsansitioif, Vélkermht sis Kechtsorémng - Imermñonale Gerichtbartkeií -
Mmchemchte, Fi$t$ckr$flr & Heder, & BEStNHAiíBT, (e&X 1983, pp, 567-
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Decir que las opiniones consultivas de la Corte Internacional de
Justicia no son vinculantes es jurídicamente conecto si nos atenemos a
la tetra de la ley, pero puede no corresponder con la realidad si vamos
m poco más allá de la literalidad En efecto, la idea de que las
opiniones consultivas no son obligatorias sin más es simplista porque,
si bien, como ya hemos explicado1, en la concepción original de la
institución la obligatoriedad de las opiniones no forma parte de la
misma, teórica y prácticamente es muy difícil sostener que las
decisiones de la Corte en sede consultiva no gozan de una autoridad
semejante, aunque no igual a la que ostenta una sentencia.
Una vez aceptado que el carácter autoritativo de una opinión
consultiva no es idéntico al carácter obligatorio de una sentencia, el
problema se desplaza hacía la cuestión de determinar qué grado de
constricción conlleva la autoridad de una opinión consultiva. Con ese
fin habría que distinguir esferas normativas que tienen resultados
diversos. En coherencia con esta idea» sustentada en la aparente
inconveniencia de plantear las cuestión en términos generales de todo o
nada* cuando se trata de como una cuestión de grados, en el presente
capítulo iremos de lo abstracto a lo concreto: comenzaremos
que definen los efectos generales de las
consultivas respecto de los solicitantes de la opinión y de!
1
 Ver CAPITULO I sección 2.E.
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Derecho internacional general y* luego, hacemos un análisis de las
disposiciones que hacen obligatoria una opinión consultiva.
Terminaremos con unos comentarios sobre la operatividad de las
opiniones consultivas en la fase postjudicial.
2. EL VALOR NORMATIVO DE LAS OPINIONES
Las opiniones consultivas, en principio, no tienen carácter
ligatorio. Tanto la Corte Internacional ét Justicia2 como la mayoría
2
 Opinión consultiva de la Caite Internacional de Justicia sobre interpretación de
ios tratados de paz, d e 3 0 ^ marzo de 1950, ICJ Reporte 1950, p. 65, en la p, 71.
Ver también Opinión consultiva de la Corte internacional de Justicia sobre las reservas
a la Convención sobre k prevención y el castiga del crimen de genocidio, de 28 de
mayo de 1951,10 Reporte 1951, p. 15, en la p. 20; Opinión consultiva de la Corte
Internacional de Justicia sobre la admisibildad de ios vistas orales de demandantes del
Comité sobre tffica Suroccídental, de 1 de jamo de 1956, ICJ Reporte 1956» p. 23,
en la p. 84; Opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre ciertos
gastos de las Naciones Unidas {artículo 17, parágrafo 2 de la Carta}, de 20 de julio de
1%2, I D Reports i 962, p. 151, en la p, 168. Cfr. asimismo ia sentencia de 21 de
diciembre de 1962 sobre los asuntos del África suroccidental (Etiopía v. Suráfnca;
tiberia v, Suráfrica), Objeciones preliminares, 1 0 Reports 1962, p, 337» donde se
dice que; "Bajo la regla de la unanimidad (artículo 4 y 5 del Pacto), el Consejo no
podía imponer su punto de vista sobre los Mandatarios. Podía, por supuesto, solicitar
una opinión consultiva de la Corte permanente pero esa opinión no tendría fuerza
obligatoria, y el Mandatario podría continuar desoyendo las reprimendas del Consejo,
En un caso semejóme la única vía disponible para defender los intereses de ios
habitantes con el fin de proteger el nundau sagrado sería obtener el pronunciamiento
judicial de 1% Corte en la materia relativa a la interpretación o la aplicación de las
normas del Mandato" (el énfasis ha sido añadido).
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de ia doctrina3 están de acuerdo con la afirmación amerior. La Corte
misma ha dicho que su respuesta "es sóío de un carácter consultivo;
como tal no time fuerza obligatoria"4. Por ío tamo, según esta premisa
general, ios órganos solicitantes de una opinión consultiva podrían
adoptar m curso de acción dictado por razones políticas o prudenciales
y, en ultima instancia, dejar de lado las razones jurídicas contenidas en
la decisión de la Corte5, Ai respecto, ha sido DU8JSSON6, refiriéndose
a la Asamblea General de las Naciones Unidas, quien mejor ba
3 MÜ* HüDSON, The Permanent Court of ínternútbnal Justice, 1920-1942,
Nueva York, 1943, p. 5$ 1; A, DE BU5TAMANTE, La Cour permanente de Justice
inwnaüonal París, 1925* p, 236: B, NEGUIESCO, Annuaire de I'instituí de Úroit
Imernationa!, val. 34» 1928, p. 441; Cft DE VlSSCHER, "Les «vis consaitaiifs de la
la Couf PermaneiWe de Justice faícfnational". Rec, des Cottrs* voi. 26,1929, pp. 25-
26; H. K£LS£NtDw> Law of tke United Natwns, Londres, 1950. p. 486; E.
HAMBRO, ''The Auihority of thc Advisúry Opinions of ihc International Coun of
Juuice", 1CLQ, voi. 3,1954, p. 5; S. ROSENNE, Tke Law and Pracüce of tke
Initmmwnat Court, Leyden, \%Sf p. 744 sigs; D. PRATAP.Hw Advisory
Jumáctionofiheínterrwtwnal Court, Oxford, 1972» p, 227,
Una opinión más favorable a la equiparación de los efectos puede consultarse en R
BENVENUTl, Vaeceríamentü del dirhto mediante i parné consulttvi delta Corte
ínter nano naíe di Giustizia, Milán, 1985, passim. La idea de que fas opiniones
consultivas tienen un cieno efecto obligatorio encuentra también algún fundamento en
la práctica. Los jaeces LODER. MOORE Y ANZHJOTn, por ejemplo, en el informe de
1927 sobre la cuestión de los jueces ad hoc en el procedimiento consultivo, dijieron
en tomo al tema de la asimilación de los dos procedimientos que: "In reality, wherc
Aere are m fací contending paules, thc difference betwcen contentíous cases and
advisory cases ís only nomina!, Thc main difference is thc way in which the case
comes lo ihc Court, and even this difference may v irtuaily disappear, as it did in the
Tynísian case. So the view ihat advisory opinions are not binding is more thcoretical
<* iCI Reporis 1950, p. 71 (énfasis añadido).
5
 Esto, por otra pane, no es un hecho nuevo: la práctica de la CPJÍ registra
asuntos, como el intercambio de poblaciones griegas y turcas. Ser. B, Núm. 10
(1925), y la interpretación deí acuerdo greco-turco de i de diciembre de 1926
(Protocolo final, artículo /V), PCIJ, Ser, B, núm. 16 (1928), en les que hubieron
acuerdos posteriores a la publicación de las opiniones consultivas basados en
fundamentos políticos.
$MCim,í)W\%$mMCourinterBüti0naideJwticet París» 1964, p, 329,
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sintetizado las eventuales posiciones p e se pueden adoptar tras la
obtención de una opinión consultiva de la Corte. El citado autor divisa
tres posiciones: primero, la de los Estados que se oponen a solicitar la
demanda y que sostienen que la opinión puede ser ignorada; segundo,
ios Estados que desean una aceptación automática y sin reservas de la
opinión; y, por último, aquellos Estados que adoptan una posición
intermedia basada en la idea de que la Asamblea General no puede
aprobar o desaprobar las opiniones jurídicas de la Corte, sino que,
como órgano político, debe sacar las conclusiones políticas y prácticas
qtie le parezcan más apropiadas. El autor se pronuncia a favor de este
último modo de actuar, calificándolo como el más correcto desde e!
£1 principio general de no obligatoriedad conlleva la consecuencia
inmediata de no atribuir a tina opinión consultiva e! carácter de cosa
juzgada, que s! tienen las sentencias de la Corte en virtud del artículo
59 del Estatuto respecto de las partes en la controversia7. En el segundo
capitulo de este trabajo tuvimos la oportunidad de comentar las
reflexiones de BLAINE SLOAN* sobre este preciso problema. Este autor»
que defiende una similitud sustancial entre las opiniones consultivas y
7
 E! carácter de cosa juzgada de las sentencias es un principio de Derecho
iotemaeiotial consuetudinario, Ver E.K. NANTWt» The Ertforcement of International
JudicialDeciswns andArbitréAmrds in Public fnternatwnalLaw, Leyden» 1967, p.
66; EL OüALí, Ejfetsjuridiqm de la sentence imenwtfonat* París, 1984, p. 74, Ver
también CHARLES DÉ VISSCHER, Aspects receñís du éroh procédural de k Cowr
intermlwnale deJttsñce, París, 1966* pp. 177 y sigs.
* B. StOAK, "The Advisory Jtmsctictíon ©f the fatennaüonaJ Court of Justice",
Cal L ftev,, va l 38,1950» p. 850. Ver asimismo supra CAPITULO I( sección 3f
punto E.
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las semencias {salvo por lo que se refiere a Ea ejecución según el
aitículo 94 de la Carta) en cuanio ai peso y el efecto jurídico5» indicaba
que desde an panto de vista teérico es posible que la Corte se pronuncie
más de una ve& sobre un cuestión jurídica llevada a la jurisdicción
consultiva por un órgano autorizado10, pero que desde un pumo de
vista práctico esta solución es inverosímil. Esta manera de pensar sobre
el carácter de cosa juzgada de las opiniones consultivas es, a pnmera
vista, convincente. En efecto, no habría razones para predecir que una
respuesta de la Cuite» coa todas las garantías que un procedimiento
consultivo ofrece* deba diferir de una posterior sobre el mismo tema.
Sin embargo, la textura abierta del lenguaje y la necesaria
interpretación del dictamen a cargo de ios sujetos interesados podría
conducir a que se produjera una situación de ese tipo. Y lo importante
aquí es que la Corte no estaría capacitada para negarse a responder
sobre la base del carácter de cosa juzgada de las opiniones consultivas,
porque sencillamente no lo tienen desde una perspectiva jurídica
formal11. En este sentido, NANTWí ha dicho que sí existiere una fuerza
9
 B, StOAN, "Ttie Advisory Junsdíction of íhe bitcrnationri Couit of Jusiícc",
Caí. L 8ev.f vol, 38,1950, p. 854,
16
 Cabe recontar aquí que este problema se previo en el proyecto de artículo 36
pm& el Estatuto de la Corte que finalmente no obtuvo acuerdo para ser aprobado. En
esa disposición se establecían dos tipos de composición de la Corte según estuvieren
tratando pantos a controversias. En este último caso se debía decidir el asunto en una
sala de 3 a 5 jaeces, de la! manera que ú el caso volvía a ia Corte en sede contenciosa.
no se presentaran inconvenientes para decidir sobre ia misma cuestión. MOHAMMED
BEDJAOU!, "Les ressourecs otfertcs par la fonction eonsulfative de la Cour
internationat de Justice. Btlan et perspectives". Comunicación al Congreso de
Naciones Unidas sobre et Derecho intematiomit público, Nueva York, 14 de marzo
de 1995» pp. 6-7. Ver í i^ra sección tercera de nuestra INTRODUCCIÓN y CAPmJU)
Itt, nota 68.
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obligatoria & las opiniones consultivas, ésta no resultaría del concepto
de cosa juzgada, sino que peiteaecería a una clase particular12, que bien
podríamos llamar autoridad de las opiniones consultivas^.
1!
 De opinión similar: 5, EOSENNE, The Law and Practice of the Internatioml
C&urt, Leyden, 1965, p. 683; M, DUB1SSON, La Cour Internationaí de Justice* París»
1964, p- 323; GUILLAUME 8ACGT, "Reflexions sur íes elauses qui rendent
oblígatote les ÍVÉS cmúNúít de ía OT et la Oi" , RGÜIP, t 8 4 , nüm. 4,1980,
p . 1064. Contra: P. BENVENUT!, Uaccertamnto del dirittú mediante i parere
cansulM Mía Corte ¡mernmkmk ñ úimtízia, Mfat 1985, J^> 58-59. Este último
autor, como lo hemos reseñado en varias ocasiones, cree que un mismo
procedimiento de obtención del Derecho lleva a un resultado equivalente. En los casos
de existencia de cláusulas de obligación (ver infra sección 4), las opiniones
consultivas adqyirirfan valor de cosa juzgada y la Corte debería declararse
incompetente ante d planteamiento posterior de una cuestión idéntica. €fr. también
GlUtlAHA 2ICCARDI CAPALPQ» "Ií pafeie consultivo della Corte intemazionale di
gíustma su] Sahara gcckknttie; un'ocmione per un riesame delta natura e degli cffcai
delia fuiízione coasaítiva", en Communkazione e Studi, vol XV, 1978» pp. 55? y
sigs.
Sin embargo, aunque no pueda objetarse la competencia desde un pumo de vista
formal en el caso de que hubiese una opinión consultiva sobre el mismo tema, pienso
que la Corte podría, no obstante, rcchaáar la consulta en el ámbito de la sérásibiíidaá,
doctrina del acto aclarado. En efecto* esta doctrina exime a los jueces nacionales de
plantear cuestiones prejudiciales ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades
Europeas, pero también permite a éste inadmitir cuestiones materialmente idénticas a
otras ftsuelias anteriormente. Ver RICARDO ALONSO GARCÍA, Derecho comunitario,
Madrid, 1995, p. 34T y sig.; y también sttpm CAPITULO V, sección 7.
Áwards in Pubik fmernaiional Law, l iyden, 1967, p, 74.
13
 Ver CAHTÜLO I, sección 3.E. supra. Esta característica nos aleja de las
posiciones sostenidas por ROSENNE y otros sobre la cosa juzgada y nos acercan a las
poskiones de BENVENDTI, pero por otra vía. En efecto, si lo que BENVENUTI
sostiene es que la verificación del Derecho internacional en un caso concreto tiene
consecuencias jurisprudenciales para la Corte y los sujetos involucrados en el
procedimiento, entonces es fácil compartir su posición. Pero, al parecer, él va más
a!M, por ejemplo, cuando dice que la Corte se debería declarar incompetente con
fundamento en el carácter de cosa juzgada de una opinión consultiva. Vaccertamenta
del diritto mediante i parere consuiñvi delta Corte fnsernazionale di Giusñzia, Milán,
1985, pp. 58-59. Ver también O i DE VISSCKER, "Les avís consuhatifs de la la Cour
Pamancnte de Josticc ínicmationaí", Ñec. des Coun, vol. 26,1929, p, 36,
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Con fundamento en la autoridad de las opiniones consultivas, en la
práctica jurisprudencial no obstante el significado teórico atribuido
por la mayorfa de la doctrina a las opiniones consultivas, éstas poseen
un alto valor jurídico capai de compeler. Ese valor viene dado a las
opiniones consultivas por cíenos datos fácticos: primero, porque es la
Corte Internacional de Justicia, un órgano judicial quien da la opinión;
segundo, porque el procedimiento es similar al de la jurisdicción
contenciosa, gomando el procedimiento consultivo de las garantías
procesales necesarias para asegurar un proceso judicial justo; y tercero,
peque el imitado del procedimiento consultivo, la opinión consultiva»
puede asimilarse a algún tipo de decisión tomada en sede contenciosa,
como por ejemplo» las sentencias declarativas.
En su opinión individual eít el asunto del Sahara occidental14* el
juez DllLARD constató que el pronunciamiento de la Corte indicaba que
habla emergido una norma de Derecho internacional aplicable a la
descolonización de aquellos territorios no autónomos que estuvieran en
el eje de las Naciones Unidas". Y en el pámfo siguiente dijo que: "Se
átha añadir que la fuerza de esos pronunciamientos no está de ningún
modo disminuida en virtud del carácter teóricamente no vinculante de
una opinión consultiva. Es una concepción errónea, no menos real por
ser ampliamente sostenida, que en este sentido una opinión consultiva
difiere marcadamente de una sentencia en un caso contencioso. Esto es
así porque, como en una sentencia declarativa y también en una
ÜMd., p. 121.
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semencia en un caso contencioso* es en su declaración del Derecho
como en su constatación de los hechos donde la Corte cumple su
función principan6.
En el mismo sentido» también en el asunto del Sahara Occidental*
el jaez DE CASTRO, en su opinión individual al hilo de una
argumentación sobre las diferencias en el tratamiento de la prueba en
sede contenciosa y consultiva» afamó que %,*] el efecto de una opinión
consultiva no está limitado a las partes como si se tratase de una
sentencia; la opinión consultiva tiene una autoridad frente a todos y no
se restringe a los Estados u organizaciones que presentan las
exposiciones escritas u orales y someten a la Corte informes o
M7
Esa autoridad se ve incrementada hasta ios límites de la
vincuiatoriedaci cuando nos detenemos en casos especiales. En concreto,
nos referimos a las llamadas opiniones negativas y opiniones
compulsivas. Las opiniones pasivas o negativas se producen cuando la
Corte demuestra que sólo un curso de acción es legal, o que el curso de




 Ver KENNETH JAMES KEITH, The Extent of the Advisory Jurisdicción of the
Mernatwml Court of Justicia Leydea, 197 1, pp.l9M99. Sobre el valor obligatorio
CÍI sentido negativo ver también D« ttmmmsKlÓUS.Jurtsáaioñ Inutrnaüonah
Leyáen, 1938, pp, 246-247; B. StOAfí, "The Advisery Inrisdictioa of the
fñternational Couft ef Jastiee", Cal L J?ev., voL 38,1950, p. 853; SlMFSON Y
FOX, ínternaüanai Arhitration, Londres, 1959, p, 227; O, LISSITZYN, The
ínternaúoml Cown efJttstia, Hueva Yotfc, 1951, pp, 32-33.
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casos en que existe fuerza prohibitoria: "primero* cuando la opinión
indica que un cierto curso de acción sería contrario al Derecho
internacional o a la Caita o a algún otro instrumento internacional -en
ese caso sería vinualmeme imposible seguir ese cursa de acción para el
órgano solicitante y difícil para cualquier Estado individua!; segundo,
cuando la opinión índica que» de varios cursos de acción posibles, sólo
uno es el legalmente correcto -aquí una vez más, si se hace algo,
parecería difícil en la práctica no sepi r el curso abogado por la
Corte"».
La opiniones compulsivas son aquellas que se convierten en
obligatorias para los sujetos involucrados en virtud de una cláusula de
obligación proveniente de un acuerdo externo al conjunto de normas
que rigen la actividad consultiva de la Carta20.
» Si? G. ftmAMmiCS, "Tíie ütw and Proceduit of thc ICT, BYlLt voL 29,
1952, pp, 54-55. Ver también CHARLES BE VISSCHER, "Les avís consultatífs de la
Coiir pennasentó de lastice inlcmaáonale", Mee des Cours, voL 26,1929, pp,
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3, VALOR DE PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DE
LAS OPINIONES CONSULTIVAS,
La distinción entre una escuela continental europea y
angloamericana de pensamiento jurídico sigue siendo un lugar común
en la literatura jurídica de hoy. Sin embargo, es difícil encontrar
argumentos concretos que justifiquen una separación tan radical. En el
ámbito de! Derecho internacional, ya en 1931. el profesor HERSCH
LAüTERPACHT'1 criticaba ía distinción, acusando a sus proclamados
de que, en el fondo, no existían fundamentos para sostener tal división
en el Derecho de gentes. El antiguo juez de la Corte Internacional de
Justicia examiné en aquel estudio, entre otros, e! problema de la
autoridad de! precedente judíela!21 y llegó a la conclusión, mediante un
análisis de las normas que gobiernan el proceso judicial internacional y
de la prática de la Corte Internacional de la Haya, de que "los méritos
intrínsecos" del principio del precedente judicial se rebelaban por sí
solos en la práctica jurisprudencial, cualquiera sea el sistema de
Derecho en el que el juez deba decidir.
2Í
 H, LátfTWACirr, "The So-CaHed Angjo-Ameiican and Continental Scbools
of ThoBght m Iñtcraational Law", BY!L, voi. 12,1931, pp. 3!-61 Sobre el tema,
ver también H* LAUTERPACHT, The Devehpment qf International Law by the
Internationat Couri, Londres, 1958, pp. 8 sigs.; PCU, Ser. E, nüm. 3, pp. 217-218;
id,, n&n. 4, pp. 292-293; id., aám. 6, p. 600; MO. HUDSON, The Pemanent Court
ef Internationa lustice, 1920-1942, Nueva Y<at, 1943, pp. 628-630; KENNETH
JAMES KEnnt The Exient ofthe ÁdwsoryJwistUctión ofthe International Coun of
Jusñce, Uydcn, 1971»capítulo Q,
n
 H, UtiTEiíPAeHí; "ftíe So-CaUed Angio-American and C o n t a t a l Schools
of Tkmght ÍÍI Imcmational Uw", BYIL, val. 12,1931, pp. 52 sigs.
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Resulta difícil no coincidir plenamente con la conclusión de
LAUTERPACHT; sin embargo» ello no exime la tarea de preguntarse si,
de acuerdo con las normas que gobiernan el ejercicio judicial de la
Corle, existe el principio de acatamiento de ios precedentes en el
ámbito dei Derecho internacional o si el artículo 59 del Estatuto de la
Corte Internacional de Justicia niega la posibilidad del mismo,
£1 artículo 59 dei Estafólo de la Corte Internacional de Justicia
establece que "la decisión de h Corte no es obligatoria sino para las
partes en litigio y respecto dei caso que ha sido decidido". La
interpretación de este texto no es pacífica. Mientras que el significado
literal del mismo parece indicar que no existe la posibilidad de "crear
normas"^ medíante sentencias judiciales, una interpretación contextúa!
muestra la relación del texto con el artículo 63 del Estatuto, que regula
la notificación a las demás partes de una convención, y el consiguiente
derecho de intervenir, cuando se trate de la interpretación de la misma.
Según este último punto de vista, el artículo 59 dice indirectamente lo
que el 63 dice directamente^. Los defensores de ésta posición basan sus
argumentos es diversos puntos de apoyo eutie los que cabe nombrar:
los trabajos preparatorios dei Estatuto de la Corte, el empleo de ia
palabra "decisión" en vez de "sentencia" y la ubicación del artículo 59
23
 Sobre el tema del valor de la jurisprudencia como fuente del Derecho
internacional ver MARTÍN ORTEGA CARCELÉN, "Análisis del valor creador de k
jurisprudencia en el Derecho rnternaeiansT, REDI* vol. XV, 1988, pp. 55-87. Una
interesante aportación a la polémica en tomo a la afirmación "los jueces «can derecho"
paeáe consultarse en GENARO CARRIO* Motas sobre Derecho v lenguaje, Buenos
Aires, 4" ctí. corregías y aumentada, 1990, p. 105 sígs.
24
 & LA0IB5PACHT, The Devekpmtnt of International Law by the Internationai
Cauri* Londres, 1958, p, 8.
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del Estatuto en el capítulo tercero dedicado al Procedimiento, jumo a
fas normas que regulan la intervención^.
Esta polémica se ve superada en gran medida por la práctica
jurisprudencial de ia Corte, que se ha apoyado argumentalmente con
mucha frecuencia en sus anteriores pronunciamientos. La afirmación es
válida tanto para la jurisprudencia contenciosa como para la consultiva,
qae no es una excepción en esta materia.
En realidad, la discusión va mucho más allá de lo que es necesario
pam obtener un sentido adecuado de las normas y la práctica sobre el
problema que nos ocupa. El artículo 59 dice claramente que el
principio del stare deeisis no está vigente en Derecho internacional.
¿Significa eso que el Estatuto no permite una continuidad en la
jurisprudencia de la Corte? La respuesta debe ser negativa. Como dice
KEITH, "..JO más que dice el artículo 59 es que la Corte no está
obligada a seguir sus «decisiones» previas"26. Pero la inexistencia de
una obligación de seguir una línea jurisprudencial no significa que la
Corte pueda desconocer sin más sus anteriores pronunciamientos.
ROSENNE ha resumido esta posición con la claridad que lo caracteriza:
"los precedentes deben ser seguidos o descartados, pero no
desconsiderados1*27. Por lo demás, abundando en la misma dirección, es
25
 Cf, KENNETH JAMES KEITH, The Extent af tke Advisory Msdiction of tbe
2
« KEíiNETH JA&ffiS KEITH, The Extent of the Advisory Jwisákñon of ¡he
íniernatiónd Court efJustke, Leydeii, \97\, p. 30.
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difícil ño compartir ampliamente las palabras del JUCÍ READ en el
asunto de las admisiones:
No puede caber duda de que las Naciones Unidas desearon
continuidad en la jurisprudencia asf como en maserías de menor
iínfKírtancta. Si bien esto no tomksü & las decisiones de la Corte
Permanente en obligatorias, en el sentido en que las decisiones
pueden ser obligatorias m los países del common law, si hace
necesario tratarlas con el mayor respeto y seguirías a menos que
Estas palabras, citadas por ÍAUTERPÁCHT en su obra sobre el
desarrollo del Derecho mtemacionaP9, coinciden con su visión del
problema, que se puede reflejada en el siguiente párrafo: HLa Corte
sigue m$ propias decisiones por fas mismas razones por las que todos
los tribunales -obligados por la regia ée\ precedente o no- lo hacen, es
decir, porque esas decisiones son depositarías de experiencia jurídica a
la que es conveniente adherirse; porque ellas representan lo que la
Corte ha considerado Derecho en eí pasado; porque el respeto por las
decisiones dadas en el pasado contribuye a la certeza y a la estabilidad,
que son la esencia de la ordenada administración de justicia; y (una
consideracién menor y no siempre correcta) porque los jueces son
renuentes por naturaleza a admitir qué previamente estaban errados en
28 ¡ O Reporte 1958, p. 331
29
 H. LAimSRPACHT» The Bmkpmñt offmemationaí Law by the intermáonal
C&UFI, Londres» 1958, p. 1 1
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ausencia de razones forzosas que indiquen lo contrario"^. Por nuestra
parte, agregaríamos qye esta solución se derivaría también de la
consideración de razones de consistencia del sistema jurisprudencial,
que caerla en desprestigio si incurriera en inconstancias e
incoherencias,
30
 H. LAUlESPACín, The Dmlaprnent ofínternaüond law hy the íwemañonal
, Londres, 1958, p.Í4,
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L CLAUSULAS QUE HACEN OBLIGATORIA UNA
CONSULTIVA,
La práctica efe los sujetos de Derecho internacional ha incorporado
elementos nuevos* sean contractuales o regiamemarios31» a los efectos
normalmente no vinculantes de las opiniones consultivas de la Corte
Internacional de lusticia. Este efecto se logra introduciendo en un
instrumento jurídico una cláusula que prevea el recurso a la
jurisdicción consultiva de la Corte y, simultáneamente, reconozca de
manera explícita que la opinión debe ser aceptada como obligatoria
(binding, decisif) para las paites. En consecuencia, por medio de estas
clásusulas se obtiene un resultado vinculante utilizando la vía consultiva
como una vía equivalente a la contenciosa.
Para denominar este tipo de decisiones de la Corte, el profesor
ROSENNE32 ha acuñado el término «opiniones compulsivas»; es decir,
aquellas opiniones consultivas que, por factores normativos extemos a
la Carta y al Estatuto de ia Corte, tuviesen un valor obligatorio para los
órganos que las requiriesen. Esos factores normativos externos pueden
aparecer en instrumentos internacionales de características disímiles,
31
 GuifXAUME BACOT, "Reflexión s sor les Chuses qui rendan obligaioircs
avís coftsttltaiift de la CBf et la C 0 \ RGÚIP, 184, nüm. 4,1980, p. 1064.
ROSENNE, ThiLmand Pmetíce ofthe MmaHoml Court, Uy to , 1965,
pp, 682-686,
EfEtlOS DE IAS OHNÍQNES CONSULTIVAS 289
como por ejemplo, en cienos acuerdos de sedess entre organizaciones
internacionales y los Estados que las hospedan, en las convenciones
generales sobre privilegios e inmunidades de las Naciones Unidas34» en
algunos estatutos de tribunales administrativos de organizaciones
internacionales35, en insininiemos constitutivos de organizaciones
internacionales36 y eií convenciones internacionales multilaterales37.
Estas cláusulas plantean muchos problemas que afectan a la
concepción general de las opiniones consultivas. En primer lugar, la
Naciones Unidas en la Comisión Económica para America latina, entre las Naciones
Unidas y Chile, de 16 de febrero de 1953, afi. Xí, § 21; Acuerdo relativo a los
funcionarios de la Comisión Económica para Asia y el lejano Oliente, entre las
Naciones Unidas y Tailandia, de 26 de mayo de 1954, art XIII, § 26; Acuerdo de
establecimiento de el centro de radio-isótopo en el Cairo, entre Egipto y la
Organización Internacional de la Energía Atómica, de 14 de septiembre de 1967, art.
XVI, 9 39.
34 Convención sobre privilegias c inmunidades de las Naciones Unidas, de i 3 de
febrero de 1946, art V É , 130; Convención sobre privilegios e inmunidades de las
agencias especializadas, de 21 de noviembre de 1947, art. XI, 5 32; Acuerso sobre
tas privilegios e inmunidades de la Organización internacional de la Energía Atómica,
deldejulfadc!959,artX,§34,
35
 Ait XII del Estatuto del TAOIT; art H del Estatuto del TANU.
36
 Ar t 37.2 de l i CenstiiiKión de la OiT. Esta norma, que por medio de un
proceso complejo en el que participa un tribunal especi al otorga un efecto obligatorio a
las opiniones consultivas, es inoperante corno consecuencia de la inexistencia de dicho
tribunal, Sobre este tema ver N. VALT1COS, Oroit internationat du travaii París, T
ed., 1983, p. 134; ver también ibid,,"Les comissions d'cnqucte de TOrganisation
internsitíonai du Tnva i r , HGDIP, vol 9 i , 198?, pp. 847-879.
Aunque nunca haya entrado en vigor, cabe citar el art % de la Carta de U Habana
sobre la Organización internacional del comercio, que preveía un recurso de los
37
 Convención de Vicna sobre derecho de los tratados entre Estados y
organizaciones internacionales o entre organizaciones internacionales, de 21 de marzo
de 1986, art, 66.2: Convencían de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de
drogas y sustancias p&kotrépkas, de 19 de diciembre de 1988, art 32.3.
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cuestión de los efectos reaparece porque, o bien estas cláusulas son una
excepción a la regia38, o bien refuerzan una vinculatoriedad que ya
existía en la opinión consultiva misma59. Por otra pane, algún autor ha
llamado la atención sobre un posible conflicto entre fas cláusulas que
hacen obligatoria una opinión consultiva y las normas de la Carta,
recordando que ante tal hipotética contradicción las normas de la Carta
prevalecerían por la aplicación del artículo 103 de la Carta40. Sin
embargo» es difícil pensar que ello pueda ser así porque la Caita no
contiene ninguna norma expresa sobre el valor de las opiniones
consultivas41. En las líneas que siguen vamos a analizar los problemas
que plantean estas cláusulas a la estructura y naturaleza de las opiniones
consultivas de la Corte. Pero, dado que un análisis casuístico de los
tipos de instrumentos en ios que dichas cláusulas se inscriben sería
infructuoso, nos beneficiaremos de la útil clasificación que realizó
GU1LLAUME 8ACGT en su estudio específico sobre el problema42.
En el esquema de BACOT se agrupan tres categorías de conflictos
jurídicos donde se inscriben las cláusulas creadoras de obligación:
38
 MfCm 0UWSSON, La Cowr Inmnaüonal de Jusñce, Paiis, 1964f pp, 326 y
sigs,
& P. BENVBíun, L'acmtamentp del diritto mediante i parere consuttivi delto
Corteinternatiomledi G'mstizia, Milán* 1985, pp. 56 y «g&
40
 H. FAKHER, The Retationskips among ihe Principal Organs, 1951, p, 135,




 (MíXAtftSE 8ACGT, nRetaions sor tes elaases quí icndem obltgatoires les
avis coüsuítatifs de la CPJl ct la O T , WOWf 184, ntim. 4.1980, pp, 1027-1067.
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controversias entre Estados; controversias entre Estados y
Organizaciones internacionales; y, por último, controversias de
carácter organizativo o internas de las organizaciones internacionales.
La primera categoría la componen las cláusulas que afectan las
controversias jurídicas entre dos o más Estados. Este supuesto se
realiza» por ejemplo, cuando dos Estados se ponen de acuerdo en
otorgar fuerza normativa obligatoria a una opinión consultiva de la
Corte que de otra forma no la tendría. En la práctica jurisprudencial de
la CPJI hay un caso claro de subsunción en esta hipótesis; se trata del
asunto sobre los decretos nacionales emitidos en Túnez y Marrueco^,
de 7 de febrero de 1923, El procedimiento involucraba al Reino Unido
y Francia que, a través de uña resolución del Consejo de la Sociedad de
Naciones, plantearon a la Corte una cuestión sobre dominio
reservado44. En concreto, la Corte entendió que debía responder "si la
controversia mencionada en la resolución del Consejo trata de una
cuestión que el Derecho internacional deja a la competencia exclusiva
de Francia"45, La respuesta de la Corte fue negativa, rechazando la
tesis sobre la competencia exclusiva de Francia en la materia. El asunto
de los decretos nacionales fiíe de carácter consultivo sólo en lo que
respecta a su forma, ya que en realidad se trataba de un arbitraje de la
44
 Textualmente, la resolución de! Consejo planteaba ta siguiente cuestión: "Si la
controversia entre Francia y Gran Breuña sobre los decretos de nacionalidad
promulgados en Túmz y Marruecos (zona francesa) ú 8 de noviembre de 1921 y su
aplicación a ios ciudadanos británicos es o no, según el Derecho internacional, un
asunto exclusivamente de orden interno11.
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Corte sobre una cuestión preliminar; es decir, sobre la cuestión de ía
jurisdicción exclusiva de uno de los Estados46. Pero lo importante a los
efectos de nuestra argumentación actual es destacar que Francia y el
Reino Unido llegaron a un acuerdo previo para que la opinión
consultiva de la Corte tuviera efecto vinculante, Otro asunto de
parecidas connotaciones se dio con motivo de la opinión consultiva de 3
de marzo áe 1928 sobre la competencia de los tribunales de Dantzig*1*
pero aquí el acuerdo acerca del alcance obligatorio de la opinión fue
convenido entre Polonia y Danuig sólo un día antes de que la misma se
hielen pública.
Las ventajas de un pacto de las características descritas son más
bien dudosas. En efecto, las partes males de la controversia sólo pueden
acceder a la Corte mediante un intermediario, la organización
internacional, con todas las consecuencias que ello comporta: la
participación indirecta en los procedimientos, el no reconocimiento de
* Ver M. PQMERANCE, The Aé/isory Function ofíhe Imeriuaionaí Court in íhe
League and Í/JV. Eras, Baltimore y Londres, 1973, p. 60. Esta autora afirma que en
este caso se empleó el procedimiento consultivo corno una alternativa al contencioso,
Ibid.. p. 61, BENEDEK coincide con esta opinión afirmando que aquí un
procedimiento consultivo ha sido empleado con éxito como ana alternativa & la vía
contenciosa, siendo en realidad, como dijo LA PRADELLE, un "véntable procédure
d'aifcitrage". Voz de W. BENE0EK. eít EPll, t % pp. 197-198.
47
 CPI!, Ser. B, xám. 15. En este asunto se discutía si un tratado
(Bcarmemabkommen) podía ser la base de jurisdicción de los tribunales de Dantzig
para decidir sobre unas demandas de daños y perjuicios presentadas por cíenos
individuos. La Corte falló a favor de la competencia de los tribunales de Danzig,
considerando que si bien un tratado internacional no está directamente dirigido a los
individuos sino a los Estados, estos instrumentos pueden tener por objeto, de acuerdo
a la intención de las partes contratantes, la adopción por las paites de cieñas normas
nacionales. Cfr. CAPITULO IV, sección 3, punto F supm.
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la calidad de partes, e! traslado de la calidad de dominus litis a la
organización internacional solicítame de la opinión consultiva, etc. De
ahí que BACQT califique esta hipótesis de anacrónica cuando la vía más
sencilla y accesible en una situación similar es la contenciosa.
La segunda categoría la conforman las cláusulas que operan en
controversias entre organizaciones internacionales y Estados, Á
diferencia del supuesto anterior, éste sf cobra sentido a la luz de la
prohibición que tienen ks organizaciones internacionales para litigar
mis h Corte Internacional áe Justicia48. Dentro de esta categoría se
incluyen algunas convenciones entre Estados y organizaciones
internacionales» como las que regulan los privilegios e inmunidades de
los funcionarios internaciones» ciertos acuerdos de sede entre
organizaciones internacionales y los Estados en cuyos territorios se
asientan y también* en contadas ocasiones» instrumentos constitutivos de
organizaciones internacionales49.
La práctica no ha registrado aún ningún asunto que netamente
pueda stibsumitse en esta categoría. Sin embargo, recientemente se ha
planteado indirectamente la cuestión ante la Corte Internacional de
Justicia en el asunto MAZILV**. El señor DüMlTRü M A Z I L Ü , de
48
 Ait 34 del Estafeta
49
 Ejemplos de todos estos supuestos en notas 33*37 supra.
50
 Opinión consultiva sobre la Apttcabilíéad de la sección 22 del artículo VI de la
Convención sobre íes privilegios e inmunidades de las Naciones Unidas, de 15 de
diciembre de 1989, l€S Reporís 1989, p. Í77. Comentarios: ERIC DAVID, Tavis de
la Cour intmationaJ de Justice du 15 decente 1989 sur í'applicabiHté de la scction
22 de l'aiticlc Vi de la Convento sur k s pnvileges ct immimités des Naüons Unios
(Aff. Mazilu)", AFDt, 1989, pp. 298-320; Tmr 0 . Q%U "Applicabilíty of Aiticle
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nacionalidad rumana, fue nombrado relator especial para el tema "Los
Derechos humanos y la juventud'* y se veía imposibilitado de entregar
su informe porque las autoridades rumanas no le permitían salir de su
país desde 1987, debido a sus ideas políticas. Ante estos hechos, el
Consejo Económico y Social solicita a la Corte una opinión consultiva
sobre la cuestión jurídica de la aplicabiüdad de la Sección 22 áel art. VI
de la Convención sobre los privilegios e inmunidades de Naciones
Unidas al caso del Sr. D, MAZILU en su calidad de ponente especial de
la Subcomisión de la lucha contra las medidas discriminatorias y de la
protección de las miñonas51. El problema, en lo que afecta a nuestro
objeto de estudio* surge cuando comprobamos que la Convención en
cuestión contiene un artículo que prevé un "mecanismo de solución de
controversias"52, que contiene dos disposiciones: la primera se refiere
a! arreglo de las controversias que surgieren entre los Estados y, la
segunda, a los eventuales conflictos entre las Naciones Unidas y los
Estados miembros de la Convención53, Ai respecto, el juez ROBERTO
AGO ha escrito que "el paralelismo entre las dos disposiciones de la
misma sección es perfecto. Y la intención de los autores de tal texto de
V!, S e c t a 22t oí ihe Convention en thc Privíieges and Immunittes of thc United
N a t a s " , AJIL vol. 84,1990, pp. 742-746.
51
 &es. ECOSOC1989/75, de 24 de rama de 1989,
52 Í O Reportó 1989, p, 189, para. 32.
53
 El parágrafo 30 de la opinión consultiva lo expresa con absoluta claridad:
"L'Orgaíiisation des Natíous Qnks esf clle-mémc imimement el le pus souvent
d iitctemcnt concernes par la mise en ocuvrc de la convention genérale. La section 30 a
par conséquciit ¿té lédigéc de mantón: a couvrir aussi le rtglement des diffémids entre
rOrgarisation ct un Elat partic k la convention genérale. Si un différcnd surgit, «un
avis consultatif sur tout point de droit soulevé será demandé en conformité de I 'artiele
96 de la Oiaitc et de 1 'artkle 65 da Statut de la Cour. L'avis de ia Cour sera accepté
par tes paities comrnc déctsil» Ibid., p, 189,
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superar, por esta vía indiscutiblemente tortuosa, e! obstáculo de la
imposibilidad para la Organización misma de someterse, en tanto parte
en una controversia con un Estado, a un procedimiento contencioso de
regulación, no podría ser más claro"5*.
Sin embargo, si decíamos que sólo indirectamente se acercaba este
supuesto a la cuestión que aquí analizamos, ello se á&bt a que Rumania
había interpuesto una reserva a ia sección 30 del aitícuio VIO de la
Convención, en ta que se incorpora el requisito del consentimiento de
todas las partes en la controversia cada vez que haya de plantearse un
asunto a la Corte. Esta reserva "se aplica igualmente a las estipulaciones
comprendidas en la misma sección, según las cuales la opinión
consultiva de la Corte internacional no debe ser aceptada como
obligatoria"35. Aunque Rumania alegó esta reserva con él objeto de
lograr que la Corte se declarara incompetente, ésta rechazó el
argumento. La Corte dijo que si la solicitud de opinión consultiva
estuviera basada en la sección 30, sobre la que recae la reserva,
entonces habría tenido que tenerla en cuenta para determinar su
competencia56* pero esa reserva valía para un contexto diferente al que
operaba en e! supuesto en cuestión, que era el demarcado por las reglas
54
 f£o#ER1ü AGO, "i paren constiltivi <<vincolanü» delta Coitc iníernazianalc
de Giustízia. Prvbicmi di ten c di oggT, Riv< di Diritto Infernal., vol, LXXIII, 1990,
lj>. 16. Sos p í d a t e coinciden con las de h Corte: "Cetíc disposition a k méme objet
que 3a premíese phrase & la secdon 30; la nature particuliérc de la procédurc envisagée
ticnt k la qmüité d'organisation rntemationaic de Tune des partics au différcnd". I G
R i 9 8 9 , p . 189.
55
 La reserva de Rumania se reproduce en la opinión consultiva de la Corte. 1CJ
Reporte 1989, p. 188,
S&ICJRepom 1989, f), 188» §29.
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generales que gobiernan la actividad consultiva de la Corte» en concreto
ei aitíeuío % de la Carta y 65 de! Estatuto".
Parece clara qm el órgano que solicitó la opinión consultiva en el
asunto MAZILV estaba perfectamente informado del obstáculo que
representaba basar su petición en la sección 30 de la Convención. Es
por eso que recurrió a las reglas generales de la jurisdicción consultiva.
Consecuentemente, la opinión consultiva se solicitó invocando la
autorización de la Asamblea General al Consejo Económico y Social
para pedir opiniones consultivas a la Corte Internacional de Justicia58.
Por supuesto, el efecto de la opinión dada no es el especial (obligatorio)
que hubiera tenido en razón de la sección 30 de h Convención, sino el
efecto general (no vinculante) de las opiniones consultivas.
La tercera y última categoría de cláusulas se inscribe en las
controversias jurídicas que pudieran surgir dentro del ámbito del
funcionamiento interno de las organizaciones internacionales. Como
señala BAC0T59, se trata de cláusulas de naturaleza reglamentaría por
las que las organizaciones interancionales se comprometen
unílateralmente a aceptar como obligatorias las opiniones consultivas de
la Corte en ciertos supuestos. Los ejemplos relevantes buscan suplir una
vía de recurso de apelación ante los tribunales administrativos de las
5?íOReportsí989,p. ¡89, §32.
58 Res. AONtí 89 <I)t de H de drciem&R; de 1946. En S. ROSENNE, Documents
on theintemtionáCaurttjfJusHa* Donárecht/Bosíon/London, 1991, pp. 789-790.
59
 GUítLAUME BAC0T, 'Reficxioñü sur les ckuses qui rendan obligatoüts les
avis consultaos de Ja CPJI et la CU", ñGDIP% 184, núm. 4,1980, p, 1032.
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organizaciones internacionales, que está vedada en la teoría. Los
artículos XII del Estatuto del TAOIT y II del Estatuto del TANÜ
ilustran esta categoría normativa60.
En la práctica la Corte Internacional de Justicia ha conocido varios
asuntos que caen dentro del supuesto descrito en relación con los
artículos estatuíanos citados. Se trata de los asuntos sentencias del
Tribunal Administrativo dt ¡a OIT sobre demandas contra la
UNESCO*1 y tues demandas de revisión de sentencias del Tribunal
administrativo de las Naciones Unidas62, Puede afirmarse que la Corte
ha mantenido una respuesta constante al conflicto planteado por las
cláusulas de obligatoriedad de las opiniones consultivas; su respuesta,
desde la opinión consultiva de 23 de octubre de 1956, ha consistido en
negar que tales cláusulas afecten el razonamiento mediante el cual la
Corte forma su opinión consultiva o el contenido de la opinión63. Con
esto ha querido decir que la función consultiva de la Corte seguía
gobernándose por la Carta y el Estatuto independientemente de las
cláusulas especiales acordadas externamente a las normas que rígen la
actividad consultiva de la Corte.
m
 El texto de estos artículos ha sido transcrito en el CAPITULO IX infra.
61
 Opífiián consultiva de 23 de octubre de 1956, ICJ Reportó 1956, p. 77,
62
 Asuntos: demanda de revisión de la sentencia número 158 del Tribunal
Administrativa de las Naciones Unidas, de 12 de julio de 1973» I D Reporte 1973, p.
166; demanda de revisión de la sentencia número 273 del Tribunal Administrativo de
las Naciones Unidas, de 29 dejulio de 1982, ÍO Reportó 1982, p. 325; demanda de
revisión de la sentencia número 333 del Tribunal Administrativo de las Naciones
(Mías , de 27 de mayo de m% ICJ Reports 1987, p. 18.
5 S I O Rcports 1956, p, 84. Haxmmtátnto reiterado en ÍO Reports 1973, p. 182;Í O Sepons 1982, p. 336; ICJ Reports 198?, p. 32.
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En resumen, siguiendo ia síntesis del profesor AGO64, se puede
afirmar que la Corte no hace diferencias en su funcionamiento debido a
la existencia de una cláusula que convierte en obligatoria su opinión
consultiva; que en ambos casos esta actividad se sigue rigiendo por el
procedimiento consultivo nonnaí de ia Corte; que el efecto conclusivo
tío es inherente a la opinión eñ cuanto tal, sino que constituye un
elemento añadido a los efectos que le son propíos; y, por último, que
ios motivos y la legalidad de tas cláusulas no son responsabilidad de la
Corte y quedan fuera de su esfera de competencias.
Una nota fnul es, sin embargo, indispensable. Se trata del
interrogante que plantea la existencia de estas cláusulas a los efectos del
desarrollo de! Derecho internacional. En relación con las que se aplican
a controversias entre Estados y Organizaciones internacionales, AGO se
pregunta sí ef sistema de resolución de controversias entre estos sujetos
del Derecho internacional úthe ser considerado satisfactorio o si, por el
contrario, por complicado y lógicamente inconsistente, debe ser
reformado. El profesor AGO partee inclinarse» basándonos en la
disposición y en el tono de sus preguntas, por una modificación útí
Estatuto que permita a las organizaciones internacionales comparecer
ante la Corte en los procedimientos contenciosos. Esta solución
M
 ROBERTO AGO* "I paren consulúví «cvincotaiiti» deíla Corte bitemfcdoaalc de
^ f b \ M é ^ \ R , t voLLXXHI, 1990» I,
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simplificarla el sistema y no ejercerla violencia sobre la institución de
5* VALOR DE LAS OPINIONES CONSULTIVAS EN
LA FASE POSTERIOR A LA DECISIÓN DE LA CORTE.
Si hay algo que desde un plano teórico distingue a las opiniones
consultivas de las sentencias es que las primeras no tienen garantías de
ejecución. En efecto, el artículo 94 de la Carta prevé que "si una de las
partes en un litigio dejare de cumplir con las obligaciones que (e
imponga un fallo de la Corte, la otra parte podrá recurrir al Ccmsejo de
Seguridad* el cual podtá, si lo cree necesario» hacer recomendaciones o
dictar medidas con el objeto de que se lleve a efecto la ejecución del
falto"66. Pero la realidad internacional demuestra que sólo la voluntad
política de los Estados puede llevar a que éstos cumplan las sentencias
de la Corte en un sistema en el que el poder ocupa un lugar esencial y
en el que ningún ente tiene un monopolio sobre ese poder, como ocurre
en los ordenamentos nacionales, donde el Estado tiene el importante
papel de monopolizar el uso de la fuerza institucional. Esta situación
65
 ROBERTO AGO. I pareri consultiví «vincolami» della Corte Intcmazionalc de
Gmstizia. Problcmi di ieri e tü oggí"» #iv. di Omito ¡nternaz.* vol, LXXÜI, 1990,1,
pp. 21-21 D. W. BOWETT ha respondido parcialmente a las cuestiones planteadas
por Ago (ett la reproducción de su artículo en elAJIL; "Binding advisory opinions of
the International Comt of Juste" , AJÍL, vol 85, No, 3,1991, pp. 439-451) en una
caita al 4 / / t , CORRESPOíiBENCE, vol. 86, pp, 342-343 {1992). BOWETT dice
llanamente que lo que AGO se pregunta es si las Naciones Unidas deben ser
autorizadas a comparecer ante la Corte como una parte contenciosa y, a continuación,
formula algunas otras preguntas que surgirían ai pretender implantar tal
procedimiento. BOWETF habla, entre otras cosas, del órgano que deberla interponer
demandas (la Asamblea, previábiememe). la categoría de las controversias justiciables
y el control de la política de l i t í d &
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convierte a las semencias en importantes títulos jurídicos67, pero
difícilmente puede predicarse de ellas en la realidad de las relaciones
internacionales un valor de cosa juzgada en el senlido ejecutivo del
concepto si algunos Estados tienen la capacidad de vetar resoluciones
del Consejo de Sepridad cuyo fin sea precisamente obligar a cumplir
«na decisión de la Corte Internacional de Justicia68.
Este valor equivalente a un titulo jurídico también puede
adscribirse a las opiniones consultivas. De hecho» EL QUALI, basándose
en ideas de PAUL REliTER, ha dicho qsm las opiniones consultivas no
son obligatorias y que "todo lo más, se puede admitir que ellas pudieran
constituir un título jurídico que permita al Estado actuar de una cierta
forma y justificar asi una acción reafisadaMe9,
& Sobre este artículo, ver HERMANN MOSL£R en BRUNO SIMMA («&), Chana
der Veremten Nationeñ. Kommenmr, Munich, 1991» pp. 953-957; ALAIN PílLEPiCH
en €OT-PaL£T t Commentaire* París, 1985, pp. 1269-1278; E.K. NANTWi,7fe
Enforcement of fnternational Judicial Dmsions and Arbitral Awards in Public
¡Memañonal Im, Leyden, 1967; MICHAEI REISMAN, Nultity and Revisión, The
Heview and Enfprcement oflntermtmml Judgemettís and Awards, New Hsven y
Londres, 1971; SHASTAf ROSENNE, "L'éxccuüon ti la mise en vigueur des décisions
de ia Coor intcmatioRsie de lustice", HGDiP, vol. 57,195S, pp. 532-583; ÓSCAR
ScUACHTES;, "TÉie Bnfofcemeitt of International Judicial and A r t e l Dccisions",
AJfL vd.54,1960, pp. 1-24; E TUNCEL, L'éxecuthn des décisions de Is Cour
ttuernationale deJustice sefon la Chañe des Nations Unies. París, 1960.
67
 Ver JOAQUÍN TACSAN, The Dynamics of Imermtional Law in Conflkt
Rewtulión, Dordrccht/Boston/Londrcs, 1992.
68
 Ver ait 27,3 de h O t a y el derecho áe veto de las grandes potencias. Sobre el
tema SYDNEY D. BAtLEY, T&r trocedme ofthe UN the Security Councit, Oxford,
2da edición 1988, especialmente captado !V, pp. 192 sigs.; ver también ANJALi V.
P . , The UN Veto in World ffién 1946-1990, Londres, 1992. Ver también supra
I V , nota 71 y íexto.
69
 EtOAUU» Ejfets jitridiques di k stntence vwmationai, París, I9S4, pf 107(notas a pie de página omitidas}.
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Por supuesto, vafe la pena recordar que la labor de la Coite acaba
con la emisión de la opinión consultiva y que la fase postjudicial de
ejecución no es de su responsabilidad. Esta verdad, que a veces se
olvida, ha sido puesta de manifiesto por los más autorizados autores del
Derecho internacional que se han ocupado del tema, Así, HÜDSON'0 ha
dicho que "la función de ejecutar una decisión de un tribunal
internacional es una función ejecutiva y* como tal, áebc ser confinada a
un órgano que esté investido de poderes ejecutivos". Este autor termina
afumando que la cuestión pasa a ser política y no judicial71.
Un tema algo distinto de la ejecutabilidad. que afecta también al
valor normativo de las opiniones consultivas, es el estudio de $n
recepción72. Ciertamente, una buena confirmación dei alto valor
normativo proclamado vendrá determinado naturalmente por la
constatación del acatamiento de las opiniones consultivas por los
W iníernationé Tribuíais, Past en Future, Washington, 1944, p. 128 (citado por
ELOAULi, cp. cit , p, I). Ver también S, ROSENNE, 'Véxeculian et la mise en
víguear des decisión* de 3a Cour Intemationak de Jusoce"* RGDfP * vol. 57,1953, p.
7; ibiá, TheLaw&nd Practice ofthe ínurnaüoml Court, leyden, 1965, capítulo IV,
pp. USysígs,
71
 Desde el punto de vista del Derecho interno esta es una posición basante
discutible. El Tribunal Constitucional ha repetido en varias ocasiones que la
jurisdicción comprende la tarea de decir «I Derecho y hacerlo cumplir (SSTC de 1 de
julio de 1992). Sin embargo, en el M i t o de la sociedad internacional esta concepción
es difícil de sostener debido a su propia constitución íntettsaul.
n
 Ver & ROSENNE, The ütw and Practice of the Internationa! Couru Uyden,
1965, pp 747454; D. PRATAP» The Ádvisory Jurisáiction oftbe Inttrnañonal €ouny
Oxford» 1972, p, 234 sigs; M PQMERANCE, The Advísary Function of thefnternaifomf Cauri k ihe League and ÜM, Eras, Baítimore y Londres, 1973, p, 330
sigs; K.I, KEI1H, The Extent ¿fthe Aévisory Jurisdiciicn ofthe ¡niernationd Cowt
ofJusHce, Uyden, 1971, p, 195 sigs; P, %EWímm*l'accertmento éel diritto
mediante i pmere consultivi Mk Cme fníernationale di Giustizia, Milán, 1985, p.
333 sigs.
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órganos a los que van dirigidas. Un breve resumen de ia prédica de ia
Corte de la Haya seta útil para observar cuál ha sido la reacción de los
árganos solicitantes de las opiniones consultivas.
En la época de la Corte Permanente de Justicia Internacional se
pronunciaron veintisiete opiniones consultivas, todas ellas solicitadas
por el Consejo de la Sociedad de Naciones. Este órgano ha aceptado sin
excepciones las opiniones de la Corte: adoptando la opinión consultiva
cuando ésta había sido planteada por voluntad propia del Consejo;
tomando nota o comunicando ia decisión al interesado, sea un Estado o
una organización internacional. Siempre se destacó el valor de las
opiniones y en algunos casos se tomaron medidas a partir de la decisión
de la Corteé. En cuanto a las organizaciones internacionales a las que
iban dirigidas, se debe subrayar el respeto mostrado por la OIT a las
opiniones de la Corte; éstas, en efecto, solucionaron problemas de la
Organización, fueron el germen de reformas jurídicas importantes y
contribuyeron al desarrollo del Derecho de la organización
Un dato fundamental está conformado por la aceptación estatal que
tuvieron las opiniones consultivas: salvo en una ocasión (Turquía en el
asunto M0$uP*)i todas las decisiones fueron aceptadas por los Estados
75
 Opinión csnsaltivá de 10 de septiembre de 1923 sobre ciertas cuestiones
concernientes a los cotonas de origen alemán en bs territorios cedidos por Alemania a
Polonia, PCIJ, Ser. B., Nám. 6,1923, POJ, Ser. B., Nftn. 6,1923 (SdN, Journal
Ofikid, 1923, p, 1333).
14
 Opinión consultiva de la Corte Permanente de Justicia Internacional sobre la
interpretación del artículo 3, parágrafo 2, del Tratado de Utusanne {Frontera entre
Turquía e ¡rakh áe 21 de noviemlífc de 1925, PCÜ, ser. B, núm. 12.
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interesados, aunque en ciertas ocasiones se presentaron reservas. Cabe
agregar que en dos ocasiones los Estados se pusieron de acuerdo para
otorgar a las opiniones consultivas un valor obligatorio75.
La característica más importante de la etapa cubierta por la Corte
Permanente de Justicia Internacional es que "en ninguna situación (ni
siquiera en aquélla de la opinión sobre la cuestión de Mosul) se puso en
duda la autoridad del pronunciamiento de la Corte en tanto que
declaración objetiva del Derecho; al contrario, en todos los casos la
opinión ha pesado sobre la solución final"76.
Lamentablemente, estas últimas palabras del juez BEDJAOUI no
pueden ser trasladadas a la recepción de las opiniones consultivas de la
Corte Internacional de Justicia. En efecto, mientras que los órganos
solicitantes de opiniones consultivas han mostrado respeto en general
por las decisiones de la Corle, ciertos Estados (dentro y fuera de las
organizaciones internacionales) han rechazado sus decisiones e, incluso,
lian dudado de su autoridad77. Obviamente esos Estados recalcitrantes
no llegaron a convencer a las mayorías de los órganos demandantes de
15
 Opinión consultiva de la CPJ1 sobre los decretos nacionales emitidos en Túnez
y Marruecos, de 7 de febrero de 1923, PC1Í, Ser, B» Núm. 4, 1923; y opinión
consultiva de h Corte Permanente de Justicia Internacional sobre la competencia de
hs tribunales de Danzi& de 3 de mano de 1928, PCÜ, Ser. B, Núm. 15,1928,
76
 MOHAMMED BEDJAOU?, "les ressources offtrtes par la fonction consultative
de la Cour interaatíonaJ de Justícc. Bilan et pefspectives", Comunicación é Congreso
de Naciones Unidas sobre et Derecho internacional público, Nueva Volt» !4 de
mano de i995f p. 14 (énfasis añadido).
77
 P. fiENVENUT!, L'úccensmento del diritto mediante i paren consultivi della
Corte Internazfonale diGiusñziaM^ 1 % p. 361 sigs.
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las opiniones consultivas que, como dijimos, recibieron las opiniones de
la Corte de acuerdo con su autoridad.
Repasemos la recepción por parte de los órganos solicitantes78:
generalmente, tras haber recibido la debida comunicación de la opinión
de la Corte, los órganos aceptan su contenido en una resolución,
apelando ai respeto de los términos de ía opinión o, incluso,
recomendando medidas para ei arreglo de los casos concretos. La
práctica de la Asamblea Genera! puede sintetizarse así:
-El 8 de diciembre de 1948 se adoptó ia Resolución AGNU 197
(ffl), en salación con la opinión consultiva sobre las condiciones de
admisión de un Estado como miembro de las Naciones Unidas. Esta
resolución estaba dividida en 9 paites; la parte Af que nos interesa citar
aquí, trató del problema desde un punto de vista general y recomendó a
los miembros de la Asamblea y del Consejo que actuaran de acuerdo
con ia decisión de la Corte7*.
-Resolución AGNÜ 365 (IV), de 1 de diciembre de 1949, en
relación con la opinión consultiva sobre la reparación de los daños
sufridas d servicio de ¡as Naciones Unidas, tuvo en cuenta la opinión
consultiva y an informe del Secretario General y, en consecuencia,
autorizó a éste a presentar reclamaciones internacionales contra los
78
 Sobre las solicitudes elevadas a ia Corte y los órganos solicitantes ver
CAPITULO IV* sección 2, punto A, notas 7 y sigs.
79
 Ver ANNUAffiEBE LA O í , 1W49 , pp, 49-36.
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gobiernos de los Estados, miembros o no de las Naciones Unidas, con e!
objeto de obtener la debida reparación por daños y perjuicios80,
A través de una carta de 21 de abrí! de 1950, el Secretario General
solicité una indemnización pecuniaria* !a presentación de excusas
oficiales a las Naciones Unidas y el compromiso de Israel de hallar a
los autores del crimen. La motivación de la solicitud se fundó en la
falta de diligencia para prevenir el crimen; en la responsabilidad del
Gobierno de Ismel respecto de la actuación de las fuerzas irregulares
en su territorio; y en la falta de acatamiento de las medidas exigidas por
el Derecho internacional y el Consejo de Seguridad (res. de
19.10.1943) en orden a llevar a los culpables ante la justicia.
El Gobierno de Israel respondió a través de su Ministro de
Asuntos Exteriores el 14 de junio de 1950. A pesar de no aceptar
abiertamente tas tesis de la Organización, el Gobierno de Israel
lamentaba sinceramente*1 el asesinato que tuvo lugar en su territorio y
decía que, no obstante sus esfuerzos, los culpables no habían sido
descubiertos. Además, se incluía un cheque por el valor demandado por
Naciones Unidas en concepto de indemnización ($ 54.628).
El Secretario General respondió el 22 de junto de 1950,
encontrando satisfactoria la reacción de Israel, aunque lamentó que no
se hubiera arrestado a los autores dei crimen81.
Ver ANCORE DE LA CU, 1949/50, pp. 57-58,
Ver ANNUAfRE DE U €0* 1950/51, W- 63-64
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-La Opinión consultiva de la Corte Internacional de justicia sobre
ia competencia de la Asamblea para la admisión a las Naciones Unidas,
que daba una respuesta negativa a la pregunta formulada por la
Asamblea» fue aceptada implícitamente en la resolución AGNU 495
-Con ocasión de la opinión sobre los tratados de paz la Asamblea
General m te resolución AGNU 385 (V), de 3 de noviembre de 1950,
tomó debida nota de las conclusiones de la Corte y condenó (bláme) a
los Gobiernos de Bulgaria, Hungría y Rumania, que en ese momento
aún no eran miembros de Naciones Unidas, por no cumplir sus
obligaciones conforme a los Tratados de paz83-
-La resolución AGNÜ 449 A ?V)f de 13 de diciembre de 1950, fue
adoptada a partir de ía opinión consultiva de 1! de julio de 1950 sobre
el estatuto de África SurocádmmL En ia resolución se reprodujeron
las partes decisivas de la opinión consultiva, se aceptó la opinión y se
hicieron arreglos para su aplicación y su ejecución, urgiendo al
Gobierno de Suráfrica con el fin de que tomara las medidas necesarias
para dar efecto a la decisión de la Corte* Esta última cuestión estaba
dirigida especialmente al cumplimiento de la obligación consistente en
la sumisión de informes sobre la administración del territorio y las
peticiones de sus comunidades o habitantes. En coherencia con este
objetivo, por esa misma resolución, se creó un comité de cinco
82 Ver ANNUAIRE M LA CIJ, 1950/SI, p, 65.
** V«r ANNUAiRE DE IA O í , 1950/51. pp. 66-67.
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miembros para evaluar los informes sobre fa administración del
territorio, las peticiones de sus habitantes y otros temas que pudieran
ser planteados ame e! Secretario General. En la segunda parte de ia
resolución 449 B (V) se reconfírman otras resoluciones adoptadas por
ia Asamblea General que recomiendan la implantación de un régimen
internacional de tutela para el territorio84.
-En el caso de las reservas se adoptó la resolución AGNU 598
(VI), de 12 de enero de 1952, que recomendó a todos los Estados que
se guiarán por la opinión consultiva en la formulación de reservas a la
Convención sobre prevención y casíigo del genocidio. También se pidió
al Secretario General que se atuviera a! dictamen en relación con la
Convención85. £s conocido que esta opinión consultiva sufrió grandes
ataques a su autoridad; de hecho, la Comisión de Derecho Internacional
optó, en principio, por una formula diferente a la propuesta por la
Corte, aunque luego aceptó su solución en el proyecto de artículos
sobre Derecho de los tratados de 1962», La práctica de ios Estados
fue, sin embargo, mucho más favorable a la opinión consultiva de la
Corteé
w
 Ver ANNüAStE DE u CU* 1950/51 • pp, 68-70. Ver también ANNUAffiE DE u
CU, 1951/52, pp, 67-70, que informa sobre los malogrados esfuerzos del comité
otado por la resolución 449 y de la nueva constitución del comité pan continuar con
fas acciones para lograr el cumplimiento de los efectos de la opinión consultiva de la
Cene.
® Ver ANNUAIRE DE LA €U t 1951/52, pp. 71 -72,
86
 ANUARIO BE UCDÍ , 1962-0, p. 175. en relación coa el proyecto de artículos
números 18 a 20,
*
7
 Ver ANTONIO EEMffiQ BROTüNS, Derecho internacional público. Tratados,
Madrid, 1987. pp.2Í6sigs.
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-EB el asumo de ios efectos de (as sentencias del Tribunal
Administrativo de las Naciones Unidas la Asamblea adoptó la
resolución AGNU 888 (IX), de 17 de diciembre de 1954. Se tomó nota
de la opinión consultiva y se aceptó el sistema de revisión de sentencias,
estableciendo específicamente un mecanismo para examinar las
demandas de revisión, Mediante esta resolución también se previo dotar
los presupuestos financieros para pagar las indemnizaciones otorgadas
-El asunto sobre el procedimiento de votación (África
Sudoccidental) fue receptado mediante ia resolución AGNU 934 (X)t de
3 de diciembre de I95S. Como en otras ocasiones, en dicha resolución
se transcribió la decisión operativa de la Corte, que determinaba la
legalidad de la aplicación del artículo 18,2 de la Carta requiriendo la
mayoría de dos tercios para las cuestiones importantes; luego se aceptó
-La opinión consultiva sobre ia admisihildad de las vistas orates de
demandantes del Comité sobre África Suroccidental generó la
resolución AGNU 1047 (XI), de 23 de enero de 1957. La Asamblea
recordó y aceptó las conclusiones de la opinión; en consecuencia,
autorizó al citado Comité a oír las peticiones de particulares, según lo
-El asunto ciertos gastos de Naciones Unidas se receptó a través de
la resolución AGNU 1854 (XVII)f de 19 de diciembre de 1962, Esta
* Ver ANNUAKE SE U CU, 1955/56, p, 67.
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resolución transcribió tas panes operativas de la opinión y las aceptó
sin condiciones. Bien es cieno que hubo un proyecto de enmienda
donde se proponía que la resolución sólo "tomara nota" de la opinión
consultiva, pero éste fue rechazado.
-En el asunto Sahara occidental la Asamblea General tomó nota y
mosttó SU apreáo íprend act avec satísfaaion) de la opinión consultiva
de la Corte a través de la resolución 3458 A (XXX)t de 10 de
diciembre de 1975. En su parte dispositiva» además, se reafirmó el
derecho del pueblo del Sahara español a la libre determinación, de
conformidad con la resolución 1514 {XV) de la Asamblea General, y la
responsabilidad de la potencia administradora en la concreción de ese
objetivo. Por su paite, en la resolución 3458 A (XXX) se tomó nota del
acuerdo tripartito entre Marruecos. Mauritania y España, de 14 de
noviembre de 197589.
asunto sobre la Aplkabiiidad de la Obligación de someter
una controversia a arbitraje con arreglo a la Sección 21 del Acuerdo de
26 de jimio de 1947 relativo a la Sede de las Naciones Unidas se apeló
a cumplir con los términos de ¡a opinión consultiva en la resolución
AGNU 42/232, de 13 de mayo de 1988,
Por su parte, et Consejo de Seguridad tomé nota de ia opinión de
la Corte en el asunto Namibia y apeló a su acatamiento mediante la
resolución CS 301 (1971), de 20 de octubre de 1971, En este asunto
también reaccionó ía Asamblea General, a pesar de no haber sido el
Ver ANNUAfflE DE u OJ, 1975/76, pp. 128-131.
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órgano solicitante de la opinión, con la resolución AGNU 2871
(XXVI), de 20 de diciembre de 1971, en términos similares a la
En cuanto a la práctica de los demás órganos solicitantes, cabe
mencionar lo siguiente;
-La opinión de la Corte en el asunto de los efectos de las sentencias
del Tribunal Administrativo de la OIT sobre demandas contra la
UNESCO se «ató en el Comité ejecutivo de la UNESCO en 1956; tras
tomar nota de la opinión se autorizó al Secretario General para que
pagara las indemnizaciones confirmadas por la Corle96.
*La opinión consultiva de la Corte sobre la constitución del comité
de seguridad marítima de la OCMI fue muy efectiva95 y sus
conclusiones respecto a ¡a interpretación de la competencia electoral de
la Asamblea se aceptaron en la resolución A, 21 (11), de 6 de abril de
1961.
-La primera92 opinión consultiva solicitada por la Organización
Mandial de las Salud so t e la interpretación del acuerdo de 25 de
marzo de 1951 entre la OMS y Egipto se aceptó mediante la resolución
9 0
 Ver í # f l CAPÍTULO IX
*
J
 Ver infra CAPrruiO Vil, sección 3, panto 8.
92
 Recordemos que hay una segunda solicitud (aún pendiente) sobre la licitud de la
utítimción de armas nucleares por un Estado en un conflicto amado, ver CAPITULO
IV» sección 2, ponto A, notó 10,
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de su Asamblea número 34,1 i. de 18 de mayo de 1981. en la que se
apeía a respetar los términos de la decisión de la Corte93.
-En cuanto a la opinión consultiva solicitada por el Consejo
Económico y Social sobre la AplkabUidad de la sección 22 del artículo
Vi de la Convención sobre ios privilegios e inmunidades de tas
Naciones Unidas, ésta fue aceptada por el órgano solicitante mediante la
resolución 1990/43?*. Ei Consejo, en efecto, buscaba una guía jurídica
sobre la aplicabilidad de esta disposición que, por unanimidad,
confirmé la Corte Internacional de Justicia: precisando la norma en
cuestión y la noción de experto en misión.
Resta decir que las opiniones consultivas relativas a las demandas
de revisión de semencias del Tribunal Administrativo de las Naciones
Unidas tienen un valor diferenciado debido al carácter obligatorio que
les confieren las normas estatutarias que las gobiernan95.
93
 VcrANNUAIREBEUCU, 1980/81, pp. 140-141.
* Ver ANNUAM DE LA CU, 1989/90, pp. 176-17?.
95
 Vef AmiAHíE DE LA CÍJ, 1977/78, P. Í3Í; A N T O U R E O E L A C U , 1982/83,
pp, 132-139. Ver adcmáss^msecci6n4ei^rfiCAPnuLOÍX.

